
BOLETIN 
DEL 

OFICIAL 

PARLAMENToDEANDALUCIA 
Número 138 II LEGISLATURA Sevilla, 10 de septiembre de 1987 

SUMARIO 

3. INFORMACION 

3.5 Defensor del Pueblo Andaluz 

- Informe anual al Parlamento de Andalucia emitido 
por el Defensor del Pueblo andaluz. correspondiente a 
la gestión realizada por dicha Institución durante 1986. 2.983 

3. INFORMACION 

3.5 Defensor del Pueblo Andaluz 

INFORME ANUAL AL PARLAMENTO DE 
ANDALUCIA EMITIDO POR EL DEFENSOR 

DEL PUEBLO ANDALUZ, 
CORRESPONDIENTE A 1986 

emitido por el Excmo. Sr. Defensor del Pueblo andaluz. 
correspondiente a la gestión realizada por dicha Institu- 
ción durante 1986. enviado a esta Cámara al amparo de 
lo dispuesto en los arts. 31 y 32 de la Ley del Defensor 
del Pueblo andaluz, en relación con el art. 12 de su Re- 
glamento de Organización y Funcionamiento. 

De conformidad con lo dispuesto en el art 65.1 del 
Reglamento de la Cimara. se ordena la publicación en el 

Boletín 0f;cial del Parlamento de Andalucia. 

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCIA Sevilla. 14 de julio de 1987. 
La Mesa del Parlamento de Andalucia. en sesión cek- P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucia. 

brada el dia 14 de julio de 1987, ha conocido el Informe Juan B. Cano Bueso. 
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PRESENTACION 

Excelentísimos e Ilustrisimos señores: 

Cumplimos hoy. por segunda vez desde que en el 
mes de noviembre de 1984 se procedió en esta Comu- 
nidad Autónoma al nombramiento del Defensor del 
Pueblo andaluz. a dar cumplimiento al deber legal que 
nos marca el art 31 de la Ley 911983, de 1 de di- 

clembre, reguladora de esta Institución. presentando 

ante el Parlamento de Andalucia el Informe anual sobre 
la actividad desarrollada por ella en el curso del año pre- 
cedente, en este caso 1986. 

Por su naturaleza. el Informe viene a seguir las lineas 
generales del de 1985, con las lógicas modificaciones 
impuestas. bien por el cambio operado en la estructura- 
ción de algunas Consejerias. con trasvase de algunos 
servicios. bien por la experiencia acumulada y en aras de 
una mayor racionalidad y claridad del propio Informe. 
Pensamos que de él se pueden ya extraer suficientes 
elementos para realizar una valoración fiable sobre el 
indice de atención recibida por cuantos. españoles o ex- 

tranjeros, han venido acudiendo a nosotros, por escrito. 
personalmente, o a travks de llamadas telefónicas, soli- 
citando nuestra intervención u orientación, asi como 
también para detectar cuáles son aquellos derechos fun- 
damentales cuya carencia más se percibe y son deman- 
dados más insistentemente en el seno de nuestra Comu- 
nidad Autónoma ya la atención que a los mismos presta 
la Administración y sus agentes, cuya supervisión nos 
viene encomendada por la Ley. 
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Al propio tiempo. corno dato, ciertamente frio y estric- 
tamente estadístico, pero siempre significativo, el consi- 
derable aumento de las quejas recibidas durante el año, 
representativo de un 45’7 1% más que el año anterior. 
asi como el de los escritos complementarios y de trami- 
tación. que ha supuesto, respectivame&, un incre- 
mento del 81% y del 124%. nos pone de manifiesto el 
esfuerzo desplegado con unos medios personales mi- 
ninos y en una fase de incipiente 
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Constitución. que se produjera una generalizada erradi- 
caci8n de esos habitos incorrectos mediante la asun- 
ciin. por cuantos forman el entramado de los diversos 
servicios administrativos, del concepto de servicio pú- 
blico y su condicibn de servidores de él, evitando asi que 
los ciudadanos se vean, o imposibilitados de recurrir por 
desconocimiento o falta de medios económicos, que- 
dando en verdadera situacibn de indefensión. u obli- 
gados a acudir a la via de los Tribunales para lograr 
aquello que la propia Administración debia haber re- 
suelto. con ahorro de tiempo y dinero para aquellos, ala 
vez que evitando situaciones dolorosas. Todos nuestros 
esfuerzos desde la Institución del Defensor van dirigidos 
en ese sentido. ejerciendo una especie de acción peda- 
gógica mediante un dihlogo sincero y abierto con la Ad- 
ministraci9n que aleje toda imagen de control fiscaliza- 
doro inquisitorial. La erradicación de esa práctica viciosa 
podria venir dada mediante la introducción del «silencio 
postttvon. que permitiria abrir via dentro de ese campo 
de situaciones de privilegio que goza la Administración 
frente a los ciudadanos ( actos discrecionales. ejecución 
provisional de sus resoluciones. reiterada resistencia a 
cumplir las resoluciones de los Tribunales favorables al 
ciudadano, etc.1 por cuanto que nlas potestades que la 
Constitución y las leyes encomiendan a la Administra- 
ción no son privilegios, sino instrumentos normales para 
el cumplimiento de sus fines. y. en definitiva. para la sa- 
tisfacción de los intereses generales)>. La Administra- 
ción. corno se ha dicho repetidamente. no es dueña del 
procedimiento. ha de impulsarlo hasta su terminación 
de acuerdo con un plazo máximo de duración, y el que 
se incumpla sistemáticamente no tiene otra explicación 
que la permanencia de unos hábitos que no se compa- 
decen con el Estado social y democrático de Derecho, 
en que la Administración se integra con el carácter de 
servidora de los intereses generales. 

En segundo lugar, también merecen un capitulo espe- 
cial los derechos económicos y sociales, no tanto por 
que sean los que de manera más generalizada lleguen al 
Defensor del Pueblo andaluz. que si lo son, sino por tra- 
tarse de derechos primarios yen cuanto tales afectantes 
a los más débiles de la sociedad. sin que. como contra- 
partida. gocen de una protección eficaz. Ciertamente, 
los mismos Convenios Internacionales de 1966 han 
venido a marcar una perfecta dicotomia entre esos de- 
rechos económicos, sociales y culturales y los derechos 
Civiles y politices pues. no obstante la unidad existente 
entre ellos, prevaleció la idea de que, asi corno los UI- 
timos son obligatorios y de aplicación inmediata, los 
económicos y sociales exigian una progresiva implanta- 
ción. dependiendo su cumplimiento en gran medida del 
uso de los recursos disponibles y de la introducción de 
ciertos cambios estructurales e institucionales. Como 
diría la Secretaria General de la ONU «su transformación 
efectiva en principios legales aplicables y exigibles re- 
q”,ere t,empo>>. idea a la que, corno sus señorias cono- 
cen de sobra, no es ajeno nuestro mismo Texto Consti- 
tucional, al otorgara los derechos civiles y politices una 
protección reforzada al amparo del art 53.2, y configu- 
rara los económicos y sociales con el simple carácter de 
uprincipios» rectores de la politica social y económica al 
regularlos en capitulo aparte de aquellos -el tercero-, 
adquiriendo un valor de «programáticos>). cuya implan- 
tación requiere una estructura socio-económica justa. El 

Defensor es. por consiguiente. consciente de su difícil 
aplicación inmediata, al depender en buena medida de 
posibilidades presupuestarias. pero en acatamiento del 
art. 53.3 de la Constitución, en cuanto que todos los po- 
deres pbblicos han de informar su actuación al «recono- 
cimiento, al respeto y la protección de esos principios». 
procurando las condiciones para que la libertad y la 
igualdad sea” reales y efectivas y asegurando a todos 
una digna calidad de vida en el definitivo logro de una 
sociedad democrática avanzada. tenemos el deber de 
llamar la atención sobre ellos, coadyuvando a que esos 
poderes públicos superen los obstáculos que impiden el 
logro de situaciones más justas, de las que existen 
grandes y lacerantes carencias: prestaciones sociales 
cortas y que no alcanza” a todos, al agotarse las canti- 
dades presupuestadas. con aplicación de los requisitos 
exigibles para acceder a ellas con un excesivo rigor, en 
ocasiones; construcción de viviendas de promoción pú- 
blica insuficiente parta cubrir la fuerte demanda social: 
grandes déficit en los campos educativo y sanitario, asi 
como en la mejor atención a ciertos grupos. corno dismi- 
nuidos fisicos. psiquicos y sensoriales. enfermos cró- 
nlcos de riiión o mentales; erradicación de la mendicidad 
y explotación de menores; control del medio ambiente y 
su progresiva degradación; fraudes urbanísticos afec- 
tantes a grandes grupos de la población. singularmente 
los menos protegidos económicamente... V, natural- 
mente, el paro, que ofrece, según destaca el informe re- 
alizado por la Comisión Europea sobre las perspectivas 
económicas para el año 1987. una previsión poco hala- 
güeña en la Comunidad Europea, alcanzando en el mes 
de marzo a 16’8 millones de personas el número de pa- 
rados inscritos en las oficinas de empleo de la Comuni- 
dad, aunque co” el dato positivo de un progresivo des- 
censo en la media de jóvenes menores de 25 años de- 
sempleados: presentando entre nosotros, desgraciada- 
meW% una PerSpeCtiVa cuantitativamente peor el indice 
general, especialmente en Andalucía. con una tasa de 
paro de 21 puntos y 678.000 parados, y una media de 
10 puntos sobre la nacional. 

Son todos esos problemas y datos, bien lo sabemos, 
sobradamente conocidos por todos los miembros de 
ese Parlamento y objeto de su diaria preocupación. pero 
no por ello el Defensor del Pueblo, que no es un legisla- 
dor ni un ejecutor de la politica. puede dejar de trasla- 
darles su plena confianza en los valores superiores pro- 
pios de todo Estado social y democrático. Esas manifes- 
taciones de uno de los llamados «efectos perversos» de 
la democracia. la ingobernabilidad, sólo es posible que 
se generen en un sistema democrático, no en los de 
corte autoritario. al venir posibilitadas porsu marco de li- 
bertades y derechos; haciendo asi que en él, más que en 
ningún otro, se exijan esas demandas sociales de conti- 
nuo y en mayor número, sin apenas mecanismos para 
atenderlas de inmediato y menos aún al ctimulo de 
todas ellas, creando aquella sensación de uingobernabili- 
dad>>. Pero todo ello. en manera alguna, puede hacernos 
caer en la tentación peligrosa de conducirnos a una 
wsión catastrofista y de desconfianza sobre el porvenir 
de la democracia, y si a luchar, por el contrario, esperan- 
zados. para entre todos ir alcanzando aquellas más ele- 
vadas cotas de justicia social. en el marco de la libertad 
y la igualdad. 

Permitanme. por último. expresarles a sus seRorias 



que cuantos Integramos esta Institución seamos opti- 
mistas sobre su futuro y el grado de atenc¡& al ciuda- 
dano. Evidentemente, hemos cometido errores, que 
somos los primeros en lamentar y procuraremos elimi- 
nar con afán de entrega y continuo perfeccionamiento. 
Los ritmos en la rapidez de la tramitacibn no son aquellos 
a que aspáramos y que podríamos considerar como óp- 
timos, pero teniendo en cuenta los medios personales 
con que hemos contado y su incremento para el año 
1987, junto con la informatización llevada a cabo. nos 
permiten ese optimismo de cara al futuro. conscientes 
de que, como Comisionados de ese Parlamento, segui- 
remos contando co” su decidido apoyo y acrecentando 
dia a dia las sinceras y mutuas relaciones que, como 
siempre. somos los primeros en propiciar, 

Sevilla.junio de 1987. 

CAPITULO PRIMERO 

INTRODUCCION 

En el presente informe que ofrecemos al Parlamento 
de Andalucia se recogen los datos concernientes a la ac- 
tividad que el Defensor del Pueblo andaluz ha desple- 
gado en relación a las quejas tramitadas durante el año 
1986; afectando de esta forma. junto a las recibidas en 
ese año l 1.342), a aquellas otras procedentes del año 
anterior y del mes de diciembre de 1984 y que. al 31 de 
diciembre de 1985. se encontraban en tramitación. es 
decir. un total de 1.776 quejas. 

Lo primero que cabe destacar es el notable aumento 
experimentado en las quejas recibidas durante ese alío 
1986 respecto a las del año precedente, incremento 
que se sitúa en un 45’7%. También resulta significativo 
el elevado indice de las quejas que fueron evaluadas 
(un 97%), frente a las que han quedado pendientes de 
su estudio inicial para decidir su admisión o no admisión 
(un 3%). 

Al mismo tiempo, han sido terminadas definitiva- 
mente 1.123 quejas. que representan un 63’2% del 
total presentado, quedando pendientes de tramitar 370 
quejas ( 20’8%) , de las que su número más elevado, as- 
cendente a 298. se encontraban a la espera de que la 
Administración nos remitiera el informe escrito que se le 
tenis solicitado. Las 283 quejas restantes se tramitaron 
al Defensor del Pueblo estatal. de las que se resolvie- 
ron 129. 

En tkrminos generales, el balance de esos resultados. 
teniendo en cuenta especialmente el equipo reducido de 
que dispuso la Institución durante ese año. igual que el 
del año 1385 ( 14 personas sin contar el Defensor) 
puede estimarse satisfactorio. lo que no quiere decir que 
los niveles no tengan que ser mejorados sensiblemente. 
tanto por lo que se refiere a una mayor proyección ante 
los ciudadanos. corno a la profundización de las investi- 
gaciones ante la Administración; ampliando las presen- 
clas y visitas a los distintos órganos administrativos sin 
conformamos con le solicitud de simples informes es- 
cutos que “os autoriza el art 18.1 de la Ley del Defensor 
del Pueblo andaluz. Igualmente. el grado de celeridad 
puede ser mayor, aunque depende+ en gran medida de 
que las respuestas de la Administración a eses peti- 

clones de informe que le dirigimos se produzcan en 
unos plazos mas breves y no nos exijan frecuentes re- 
cordatorios; no obstante vienen concediéndose unos 
plazos considerablemente superiores a los quince dias 
que dispone la Ley. El previsto incremento de la plantilla 
para el año 1987. junto con el proceso informatizador 
ya llevado a cabo en el momento de redactarse este In- 
forme, sin duda contribuir2 a una reducción mayor de 
esos «tiempos» en las distintas fases de la tramitación. 
celeridad que serê el mejor barómetro de la eficacia y 
bondad en los resultados. 

1. Congelación de la plantilla orgánica 

Como acabamos de señalar, el personal al servicio de 
la Institución durante 1986 no experimentó incremento 
alguno. no obstante el considerable aumento de quejas 
que se recibieron, quedando asi congelada la plantilla al 
no aprobarse las previsiones minimas que, en ese sen- 
tido, habíamos incluido en nuestro avance de Presu- 
puestos de aquel año. 

Sin embargo, si es satisfactorio dejar constancia que 
para el año próximo podrá contarse con dos asesores 
de área y dos administrativos más, al haberse acogido 
favorablemente y aprobado por la Mesa del Parlamento 
ese documento en la plantilla orginica que incluiamos 
en el Proyecto de Presupuesto que se le remitió. De esa 
forma. el personal en su conjunto quedará contituido 
por 16 personas. aparte de los dos Adjuntos y el Defen- 
sor. permitiendo que el ritmo se aproxime al que aspi- 
ramos y es de desear para una mejor atención a los ciu- 
dadanos. 

2. Proceso de racionalización del trabajo: la infor. 
matización de la oficina 

El uso de la informática y su institucionalización como 
premisa necesaria de la racionalización de decisiones e 
Instrumento de conocimiento de datos, generadores de 
mayor fiabilidad, rapidez y eficacia, parece impensable 
que pueda prescindirse en Administraciones, empresas. 
banca y servicios en general. 

En este sentido. la Institución del Defensor del Pueblo 
andaluz entendió que era imprescindible para su mis co- 
rrecto funcionamiento no dar la espalda a la informatira- 
ción, a cuyo efecto y tras la valiosisima ayuda prestada 
por el Defensor del Pueblo estatal mediante el apoyo de 
su equipo~informático, hemos procedido a realizar la ins- 
talación de un ordenador e introducir el programa ade- 
cuado a lo que entendemos son las necesidades de la 
Institución, lo que nos permitirá la consulta en tiempo 
real al centro, facilitando el rápido acceso a los datos. 

En el momento de redactarse el Informe ha sido com- 
pletado todo el programa, que afecta a los distintos 
datos de las quejas y escritos recibidos, asi corno los de 
salida, desde la puesta en marcha de la Instituci& hasta 
la fecha. El registro de los escritos de queja produce au- 
tomáticamente el correspondiente acuse de recibo. ha- 
biéndose establecido «tiempos» para la producción de 
distintos actos y escritos. que so” acusados una vez 
han transcurrido. 
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Con ese proceso informatizador esperamos facilitar 
considerablemente la eficacia del servicio ante el ciuda- 
dano, al tiempo que mejorar nuestro trabajo sin por ello 
deshumanizarlo. 

Debemos también dejar aquí constancia. como un 
dato más de información de ese Parlamento. que apro- 
vechando al m&ximo las posibilidades ofrecidas por el 
ordenador se ha procedido a introducir un programa de 
<<control de presencian para el personal. 

3. Potenciación de los contactos directos 

El diálogo, a través del contacto directo. constituye. 
sin duda. la esencial caracteristica que debe concurrir en 
todo Defensor del Pueblo. contribuyendo a que sus ac- 
tuaciones sean más npróximas» y en ese sentido más 
humanas e informales. El Defensor del Pueblo andaluz 
ha intentado desde el primer momento que esa comuni- 
cación directa fuese propiciada en la medida de sus po- 
sibilidades, y que en cierto modo marcase su actuación 
dirigida en tres direcciones distintas: ante los ciuda- 
danos, la Administración y mediante contactos politices. 

3.1 Contacto directo co” los ciudadanos 

Ese diálogo co” los ciudadanos ( incluso extranjeros. 
que también en ocasiones acuden a nosotros) es una 
de las facetas más congratulantes que se nos ofrece a 
cuantos formamos parte de la Institución, por lo que 
tiene de aproximación a los problemas y de contacto 
humano, a la vez que de atención hacia aquellos que ven 
asi cómo son escuchados y orientados o informados. 

Ese diálogo. vis a vis o telefónico. es llevado a cabo 
por el Defensor, los Adjuntos y el resto del equipo. En 
aquellos casos en que la persona acude por iniciativa 
propia a las oficinas del Defensor, se le atiende en el 
menor tiempo posible. generalmente de inmediato, 
siendo también frecuente que la entrevista se solicite 
por carta o teléfono, concediéndose aquella para el dia y 
hora menos perturbadores para el interesado. En cual- 
quier caso, desde luego, el acceso al Defensor es 
swnpre directo y sin limitaciones de ningtin orden. 

Desgraciadamente -todo hay que decirlo- la inme- 
diación en ese proceso dialogante no resulta tan plena y 
satisfactoria una vez que se recibe el escrito de queja. 
Salvo los casos en que se necesita completar algún 
dato. solicitar documentos o comunicar algún resultado 
importante sobre las gestiones realizadas. que por la ur- 
gencla aconsejan el contacto telefónico. lo normal es 
que ese diálogo tenga que realizarse utilizando la via es- 
crita que establece el art 18.1 de nuestra Ley como ge- 
neral. La extensa superficie de esta Comunidad Autó- 
noma y la limitación en los medios humanos de la Institu- 
ci6n restringen muy acusadamente poder llevara cabo. 
como seria deseable, esa preeminente labor de diálogo di- 
recto entre Defensor y ciudadano, haciéndola más ex- 
tensa y asidua. Sin embargo, no han sido descuidadas 
esas entrevistas personales. con desplazamientos a los 
lugares de residencia de los interesados. pero, insis- 
timos, na en la medida que seria de deseara fin de huir 
de todo rastro de burocratización y formulismo. que es- 
peramoscorregirgradualmente. 

3.2 El diálogo con las Administraciones y a nivel 
politice 

Por idénticas consideraciones. la comunicación Ile- 
vada a cabo con las distintas Administraciones y funcio- 
narios ha tenido que ser llevada a cabo por escrito preva- 
lentemente; aunque paulatinamente se hayan poten- 
ciado las visitas por los Adjuntos y los Asesores, me- 
diante entrevistas directas, en ocasiones llamadas tele- 
fónicas, con los responsables de los servicios adminis- 
tratlvos, como faculta el art 19.2 de la Ley del Defensor. 
Esto está permitiendo. por el tono dialogante en que se 
desarrollan y el positivo efecto de la proyección de la Ins- 
titución. una tramitación de las quejas más rápida y 
eficaz. con solución de las mismas en buena proporción, 
lo que nos impele. al igual que ocurre con los ciuda- 
danos, a no renunciar a Su empleo en una mayor 
medida, ante el efecto beneficioso que reporta incluso 
ante la propia Administración. que ve alejarse de si una 
Imagen inquisidora de nuestra Institución. 

Por contra, el normal contacto por escrito suele ser 
entorpecedor y enemigo de la celeridad razonable y que 
la propia Ley propugna. pues el plazo de 15 dias que 
esta imparte a las Administraciones para que nos remitan 
los informes que les pedimos -plazo que, por lo 
demás, el mismo Defensor incrementa considerable- 
mente consciente de las serias dificultades que en oca- 
siones padecen todavia ciertos organismos de la Admi- 
nistración. en razón de su escasez de medios 
estructurales-. no son observados en la mayoria de los 
casos: obligándonos a tener que hacer repetidos recor- 
datorios (generalmente. 2 ó 3) con las demoras consi- 
guientes. De tal suerte ocurre así, que, si hasta ahora se 
ha procurado mantener el indispensable espíritu de diá- 
logo cortés y de convencimiento no disuasorio. pasada 
la fase inicial de nuestra puesta en marcha, hemos 
tenido que comenzara hacer ver la posibilidad de utilizar 
la facultad que nos concede la Ley en su art 18.2, en el 
sentido de poder considerar la negativa al envio del in- 
forme como hostil y entorpecedora de nuestras fun- 
crines. Evidentemente. preferimos seguir utilizando el 
diálogo abierto y directo y en modo alguno renuncia- 
remos a él, porque lo consideramos más eficaz y CO- 
rrecto. pero no podemos olvidar la atención que venimos 
obligados a prestar a los ciudadanos y que nos impon- 
dria en esos casos de abierta resistencia a utilizar aquella 
facultad. haciéndola pública de inmediato y destacando 
esa calificación de hostil en los Informes sucesivos al 
Parlamento de Andalucia. 

No podemos dejar a un lado tampoco el especial in- 
terés y atención singular por parte del Defensor en su 
comunicación directa con los dirigentes politices. La 
mayor conflictividad dentro de algunas esferas de la Ad- 
ministración. o la mayor notoriedad que los problemas 
suelen presentar en ellas, ha conducido a que esos con- 
tactos y reuniones se produjeran en mayor medida con 
unos Consejeros que con otros. En tal sentido hemos 
mantenido diálogos y visitas especiales para tratar dis- 
tintos aspectos de las quejas. algunos generalizados, 
con los señores Consejeros de Obras Públicas y Trans- 
portes, de Salud y de Educación. estando obligados a 
destacar la gran receptividad que en todo momento 
mostraron a los temas tratados y el ambiente de mutuo 
entendimiento generado en esas reuniones. 

PAG. NUM. 2.988 EOPA NUM. 138 SEVILLA. 10 DE SEPTIEMBRE DE ,987 



SEVILLA, 10 DE SEPTIEMBRE DE ,987 BOPA NUM. 138 PAG. NUM. 2.989 

4. Examen especial de las relaciones con la Admi- 
nistración de Justicia 

Es sabido que el Defensor del Pueblo andaluz. ningk 
Defensor en general, puede, por elemental respeto a la 
independencia de jueces y Tribunales ya la funciónjuris- 
diccional que les viene atribuida. de forma exclusiva y 
excluyente, por la Constitución y la Ley Orgánica del 
Poder Judicial. interferirse y supervisar esa estricta fun- 
ción y sus resoluciones. Incluso, tampoco podemos rea- 
lizar una supervisión (~directan en aquello que afecta al 
simple servicio de la Administraci8n de Justicia, a su 
funcionamiento, acudiendo directamente a los brganos 
jurisdiccionales afectados por las quejas. La Ley. en su 
art 15. nos limita incluso ahi nuestra posibilidad de ac- 
tuación puesto que nos manda «dirigirn aquellas al Mi- 
nisterio Fiscal o al Consejo General del Poder Judicial. 
sin perjuicio de hacer expresa referencia en este Informe 
general que debemos remitir al Parlamento de Andalu- 
cia. 

Sin embargo, debe destacarse que ante el generali- 
zado problema que el Defensor del Pueblo estatal tenis 
en ese sentido. el propio Consejo General del Poder Ju- 
dicial ha manifestado el criterio favorable a una posible 
modificación de la Ley Orgánica de dicho Defensor para 
facilitar el acceso de este a la investigación directa de 
las quejas afectantes al defectuoso funcionamiento de 
las oficinas judiciales. Por lo que al Defensor del Pueblo 
andaluz respecta, y una vez hecho notar que en ese año 
1986 las quejas afectantes a Justicia han disminuido 
proporcionalmente. siendo el área que ocupa el 5.” lugar 
por su número, mientras que en el 1985 ocupaba el 3.“. 
aunque en ello ha podido influir el “uevo orden adoptado 
en la distribución de las quejas «no admitidas», una vez 
más debe ser señalada muy positivamente la magnifica 
atención que, por parte de los Presidentes y Fiscales 
Jefes de las Audiencias Territoriales con sede en esta 
Comunidad. ha recibido el Defensor del Pueblo. Una vez 
más, al igual que el año anterior, las relaciones se han 
mantenido en un clima de amplia colaboración y enten- 
dimiento. 

Naturalmente, no quiere decirse con eso que desde la 
Institución no se hayan llegado a detectar las grandes 
deficiencias, singularmente en retraso de los procedi- 
mentos y ejecuciones de sentencias, que aquejan a 
todo el aparato judicial. Hay Magistraturas de Trabajo 
que tienen paralizados los procedimientos a la espera de 
poder señalar la celebración del juicio, sin que tengan 
previsiones de hacerlo sino a muy largo plazo, prrkimo a 
los dos años. por el cúmulo de trabajo que pesa sobre 
ellas. De ese problema tiene conocimiento la Audiencia 
Territorial respectiva. asi como el Consejo General del 
Poder Judicial, habiendo sido creada una nueva Magis- 
tratura de Trabajo para reforzara la ya existente hará ya 
un año. e incluso nombrado el titular de ella. sin que 
hasta el momento haya podido comenzar a funcionar. 
Ese problema concreto ya había sido detectado también 
por el Defensor del Pueblo estatal v recogido en su in- 
forme del pasado año. 

También merecen los procesos penales mención es- 
pecial por los grandes retrasos que se observa en ellos y 
actuaciones irregulares. como archivo de las diligencias 
sin haberse hecho efectivas las indemnizaciones acor- 
dadas. Los retrasos en ejecutar las sentencias. en orden 

a hacer efectivas a los perjudicados las indemnizaciones 
en ellas reconocidas a su favor. son igualmente fuente 
de numerosas quejas. 

Tampoco faltan personas que acuden a nosotros la- 
mentandose de la poca atención que les presta su abo- 
gado y ausencia de total información sobre su asunto, si 
bien en algunas se ha podido constatar su falta de fun- 
damento. 

Todas esas anomalias detectadas en la Administra- 
ción de Justicia atentan muy directamente y de forma 
grave a los derechos reconocidos en el art 24 de la 
Constitución, en cuanto a la tutela judicial efectiva y al 
derecho de defensa; asi como en el art 6.” de la Con- 
vención Europea de 1950, que demandan la necesidad 
de arbitrar su solución. En tal sentido. el Defensor del 
Pueblo andaluz, sin perjuicio de informara los afectados 
de la poslbllldad de hacer uso del derecho que se reco- 
noce en el art. 121 de la Constitución y en la Ley Orgá- 
nica del Poder Judicial. para el caso de daños consecuen- 
cia del funcionamiento anormal de la Administración de 
Justicia. se propone realizar un informe sobre los pro- 
blemas generales detectados para su remisión a los Pre- 
sidentes y Fiscales Jefes de las Audiencias Territoriales 
de Sevilla y Granada. 

5. Relaciones institucionales 

Las relaciones con el Parlamento de Andalucía se han 
mantenido en el curso del pasado año de forma muy po- 
sitiva. El Defensor del Pueblo andaluz ha encontrado en 
todo momento, tanto en el anterior Presidente, Excmo. 
Sr. Ojeda Escobar, como en el actual, un sincero apoyo 
y colaboración. al igual que en los componentes de la 
Mesa de la Cámara, siendo de justicia expresar desde 
aqui nuestro agradecimiento por cuanto han contribuido 
muy efectivamente al mejor cumplimiento de su misión 
por la Institución. 

6. Presentación del Informe de 1985 

El dia 5 de marzo de 1986, el Defensor del Pueblo 
transmitió e hizo entrega al Excmo. Sr. Presidente del 
Parlamento del informe de las actuaciones desarrolladas 
por la Institución durante el año 1985, como preceptúa 
el art 31 de la Ley 911983. de 1 de diciembre. 

La Mesa del Parlamento. una vez conocido el Informe. 
acordó su publicación en el Boletin Oficial del Parla- 
mento de Andalucia, con la misma fecha ( BOPAde 14 
de marzo de 19861, y co” fecha de 13 de igual mes la 
Presidencia de la Cámara dicto una Resolución. publi- 
cada en el mismo BOPR aprobando las normas. sobre la 
tramitación del Informe ante la Comisión de Gobierno In- 
terior y Peticiones y ante el Pleno del Parlamento, segUn 
los siguientes términos: 

1.’ Recibido en la Cámara el Informe, anual o extraordinario. 
la Mesa acordará su publicacibn y remisaón a la Comisión 
de Gobierno Interior y Peticiones, 

2.” La tramitación del informe en la Comisión se ajustará a 
las siguientes reglas: 

al Exposición general del Defensor del Pueblo andaluz. 



PAG. N”M. 2.990 BOPA NUM. 138 SEVILLA. 10 DE SEPTIEMBRE DE 1987 

bl Intervencih de los representantes de los distintos 
Grupos Parlamentarios. de menor a mayor, por diez 
minutos para formular preguntas o pedir aclara- 
clones. 

ci ContestaciOn del Defensor del Pueblo. 
dl La Presidencia de la Comisi¿,n, de acuerdo con la 

Mesa, oidos los Poriavoces de los Grupos Parlamen- 
tarios. podrá abrir un turno para que los señores Di- 
putados de la Chmara puedan escuetamente formu- 
lar preguntas 0 pedir aclaraciones. 8 cuyo efecto el 
Presidente fijará un número 0 tiempo máximo de in- 
tervenclones. 

3~” Incluido posteriormente en el orden del dia de una 
Sesion plenaria. el procedimiento para debatir el informe 
del Defensor del Pueblo se ajustará a las siguientes 
reglas: 

aj Exposición por el Defensor del Pueblo de un resunen 
del informe. tras lo cual comenzarán las interven- 
clones. 

bi Intervención. par tiempo máximo de quince minutos. 
de un representante de cada Grupo Parlamentado. 
de menor a mayor, para fijar sus posiciones ante el 
rrl1slno. 

cl Con motivo de este asunto no podrán presentarse 
Propuestas de Resolución. sin perjuicio de~las inicia- 
tivas reglamentarias a que posteriormente hubiera 
lugar. 

Esas instrucciones fueron comunicadas al Defensor 
del Pueblo andaluz. 

6.1 Comparecencia ante la Comisión de Gobierno 
Interior y Peticiones 

El dia 20 de marzo de 1986 tuvo lugar la compare- 
cencia del Defensor del Pueblo andaluz ante la Comisión 
de Gobierno Interior y Peticiones. constituida bajo la Pre- 
sidencia del Presidente del Parlamento, Excmo. Sr. 
D. Antonio Ojeda Escobar. 

Tras la exposición oral del informe realizada por el De- 
fensor del Pueblo andaluz. intervinieron los distintos re- 
presentantes de los Grupos Parlamentarios por el orden 
prefijado, respondiendo seguidamente el Defensora las 
preguntas y peticiones de aclaración que habian formu- 
lado, cerrando la Sesión el Presidente. 

6.2 Comparecencia ante el Pleno del Parlamento 

El dia 8 de abril del mismo año. de acuerdo con el 
art 32 de la Ley 9/1983 del Defensor del Pueblo anda- 
luz, este procedió, en Sesión plenaria convocada al 
efecto, a exponer oralmente un resumen de su informe 
ante el Parlamento de Andalucía. Una vez finalizada su 
exposición y ausentado el Defensor del salón de se- 
siones. intervinieron los distintos Grupos Parlamentarios 
exponiendo sus pareceres sobre el informe y la actividad 
del Defensor del Pueblo andaluz. 

7. Las relaciones con el Defensor del Pueblo. 

Las relaciones de coordinación y cooperación im- 
puestas entre nuestra Institución y la del Defensor del 
Pueblo designado por las Cortes Generales por sus res- 

pectivas leyes han venido siendo desde el primer mo- 
mento periódicas y muy asiduas. existiendo entre 
ambas una comunicación que ha contribuido en gran 
medida a un mejor funcionamiento de nuestra Institu- 
ción y a un total entendimiento en lo personal 

Con independencia de esos contactos escritos o tele- 
fónicos. se han producido las siguientes reuniones: 

El dia 31 de enero de 1986 y en la sede, en Madrid. 
del Defensor del Pueblo, tuvo lugar una primera sesión 
de trabajo, a la que asistió también el Sindic de Greuges 

de Cataluña. estando acompañado el Defensor del 
Pueblo andaluz por la Adjunta 2.’ de la Institución, 
doña Maria José Camilleri. En la reunión se analizaron 
los efectos que iba a producir a esas instituciones la re- 
ciente aprobación de la Ley 36l1985. de 6 de no- 
viembre. sobre las relaciones entre la Institución del De- 
fensor del Pueblo y las figuras similares en las distintas 
Comunidades Autónomas, singularmente con vistas a 
SU art 2.“. núm. 1, así como los respectivos acuerdos de 
colaboración y coordinación previstos en el núm. 2. La 
reunión, que comenzó a las 10 de la makna, se pro- 
longó hasta última hora de la tarde, y durante la misma 
se expusieron los diferentes puntos de vista, especial- 
mente en materia de competencias susceptibles de 
aquellos acuerdos. 

El dia 7 de noviembre, por otra parte. tuvo lugar una 
nueva reunión. también en la sede del Defensor del 
Pueblo en Madrid. co” asistencia del Sindic de Greuges 

de Cataluiia. del Diputado del Común de Canarias. que 
acababa de ser nombrado ese año. y del Defensor del 
Pueblo andaluz. que fue acompañado de la Adjunta 2.= 
Esa reunión fue muy exhaustiva. exponiendo cada “no 
de los Defensores el resultado de sus respectivas expe- 
riencias y la general coincidencia entre las cuestiones 
tratadas por unos y por otros. congratulándose todos y 
expresando su satisfacción por tener presente entre 
ellos, por vez primera. al Diputado del Común de Cana- 
rias, Ilmo. Sr. D. Luis Cobiella Cuevas. Seguidamente se 
analizaron diversos aspectos de la coordinación encami- 
nados a determinar los casos de la duplicidad de quejas 
ante “arlas instituciones y el comportamiento a adoptar, 
a armonizar ctiterios en la resolución de las quejas, al co- 
nocimiento de las distintas recomendaciones formu- 
ladas por los Defensores, en especial el estatal. a la Ad- 
ministración. proporcionar una mejora en la información 
sobre aquellas quejas tramitadas en régimen de coope- 
ración y colaboración, y facilitar la comunicación entre 
los Asesores de las distintas instituciones, lo que vendrá 
a constituir un valioso instrumento en la agilización de 
los expedientes. Un particular examen se dedicó al tema 
de las relaciones con la Administración de Justicia. 

Es propósito común continuar realizando sesiones si- 
milares de forma periódica. estando en proyecto una 
nueva reunión en la sede del Diputado del Común de Ca- 
narias a celebrar en el año 1987. 

8. Las relaciones con los Comisionados parlamen- 
tarios de otras instituciones 

Particularmente valiosas y satisfactorias son esas re- 
laciones entre los distintos Comisionados parlamenta- 
rios de las Comunidades Autónomas. No ya la identidad 
de la función. sino los problemas de orden competencia1 
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que les afectan en común, hace que esos contactos re- 
sulten extremadamente titiles, al margen de las propias 
relaciones de coordinación y cooperación derivadas de 
las quejas y que han venido contribuyendo muy favora- 
blemente a su terminación más ripida y eficaz, 

En ese sentido, las relaciones que se han venido man- 
teniendo con el Sindic de Greqes de Cataluña, Ilmo. Sr. 
D. Federic Rahola i D’Espona, han sido excelentes desde 
el primer momento y han servido de gran ayuda al cono- 
cimiento mutuo de ambas instituciones, habiendo reali- 
zado una visita a su sede el Defensor del Pueblo andaluz 
y la Adjunta 2.a el dia 29 de enero de 1986, en el curso 
de la cual quedaron sentadas las bases de esa estrecha 
colaboración. 

Esas mismas relaciones confiamos mantener con el 
Diputado del Común de Canarias. quien ya con ocasión 
de su nombramiento giró una visita a Sevilla que sirvio 
para iniciar nuestra cooperación y relaciones. Aunque in- 
vitado especialmente el Defensor del Pueblo andaluz a 
su toma de posesión, que tuvo lugar el 21 de marzo de 
1.986 en Santa Cruz de Tenerife, la coincidencia en esas 
fechas de la presentación del Informe ante la Comisión 
de Gobierno Interior y Peticiones del Parlamento de An- 
dalucia imposibilito la asistencia al acto del Defensor del 
Pueblo andaluz. 

9. Las relaciones con los Ombudsmen extranjeros 

Las reuniones y jornadas entre los Defensores u Dm- 
budsmen de los diferentes paises tienen una singular ir,- 
portan& por el enriquecimiento mutuo que suelen pro- 
porcionar sobre las respectivas exper~encaas. 

Ya en el afro 1985 habia tenido lugar en Madrid un 
simposium europeo al que asistió el Defensor del Pueblo 
andaluz. En el año 1986. y durante los dias del 10 al 13 
de junio, se celebró en Viena la «l .a Conferencia Europea 
de los Ombudsmew con la participación de los Defen- 
sores del Pueblo españoles -nacional y de las Comuni- 
dades Autónomas de Cataluña y Andalucia-. en la que 
se expusieron ponencias relacionadas con la Adminis- 
tración local y la Administración de Justicia. entre otras. 
a través de las cuales ha podido constatarse hasta qué 
punto son coincidentes. a todos los Defensores, las ma- 
terias objeto de mayor preocupación y aquekX pro- 
blemas que suelen plantearles los ciudadanos. 

ANALISIS GENERAL: DATOS ESTADISTICOS 

1. Apreciaciones generales 

Durante el pasado año 1986 el mimero de quelas pre- 
sentadas en esta Institución ascendió a 1.342. de conte- 
nido tan diverso como en el ejercicio anterior y represen- 
tando un incremento sobre el mismo muy próximo al 
46%. 

Los escritos complementarios ( 1.008) han amen- 
tado cr,nsiderablemente, haciendo referencia tanto a IaS 

ampliaciones de datos facilitadas por los reCla"LWt'?S 

como a los informes remitidos por la Administración en 
contestación a peticiones de la Institución. El incremento 
aproximado del 81% con relación al año anterior resUlteZa 
bastante destacado. 

LOS escritos de tramitación han sido 2.281, con un in- 

cremento aproximado del 124% respecto al año ante- 
rior, reflejando la correspondencia mantenida tanto con 
el reclamante como con la Administración por peticiones 
de ampliaciones de datos, aclaraciones a las reclama- 
clones presentadas, peticiones de informes a la Admi- 
nlstración, reiteros sucesivos, recomendaciones, suge- 
rencias. etc. Resulta altamente significativa la compara- 
ción, tanto para el periodo 1985 como para el de 1986, 
del ntimero de escritos complementarios con relación al 
de la tramitación. 

En el primer periodo señalado el número de escritos 
de tramitación superó en un 182’76% al de escritos 
complementarios. mientras que para el siguiente periodo 
fue del 226’28%; en ambos casos obtenemos unos in- 
dices claramente indicadores de la lentitud con que res- 
ponde la Administración autonómica y local a las peti- 
ciones de informes del Defensor del Pueblo andaluz, lo 
que obliga a reiteros sucesivos sin resultado positivo en 
algunos de los casos. 

3. Situación de las 434 quejas pendientes de los 
años 1984.85. que se han gestionado en el año 
1986 

4. Situación de las quejas recibidas durante el ai10 
1986 
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5. Resumen general de la situación de las 1.776 
quejas presentadas en el año 1986 y de las 
quejas pendientes de años anteriores 

El incremento medio de las quejas recibidas ha sido 
del 45.71%. siendo superado ampliamente por Almería 
y de forma muy destacada por Málaga con un 104.68% 
de incremento. 

NO admisibles a trãmite .,.,,.,,........,,.,,. 79 1 
Resueltas 332 
Numero tota, de quejas terminadas 1.123 63.23% 
Entramitaci6n ~..~...~..~..~~. 370 20.83% 
En tramitacion D~P~E~..~~.~~~~ ..~~~~~~ ~~~~~ .~~..~.. 283 15.94% 

TOTAL ~..~..~.. ,., 1.776 10000% 

9. Polígonos de frecuencias de quejas recibidas 
durante los años 1885 y 1986 

6. Situación de las 370 quejas que se encuentran 
en tramitación 

Pendientes de estudia inicial..~..~..~~~~ 52 2.92% 
Ampliaci6n de dat05.~.~~..~..~~.~..~...~~.~~~~~ 20 1.16% 
En tramite ante Ia Administraci6n ~~. 298 16.77% 

TOTAL 370 20.85% 

7. Cuadro comparativo del incremento provincial 
de quejas 

10. Distribución provincial 

La distribución del número de quejas por provincias, 
con especificación del ritmo mensual de entradas. 
queda reflejada en el siguiente cuadro: 

1986 

8. Gráfico comoarativo del incremento provincial 
de quejas 

ll. Representación gráfica de los totales provin- 
Cides 
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Se constata la continuidad de algunas variables ya de- 
tectadas en el informe de 1985. Asi, se pone de mani- 
fiesto cómo Sevilla y Almeria siguen ocupando los 
puestos primero y último. con 32.19% y el 5.06% res- 
pectivamente. 

Sevilla capital sigue aportando el mayor contingente 
de quejas con un 20.04%. ocupando Jaén el extremo 
opuesto, compartido en esta ocasión con Almeria. con 
un 19.3% sobre el total de quejas presentadas. 

Por otra parte. Cádiz sigue presentando proporcional- 
mente el mayor número de quejas por municipios de 
provincia. consecuencia directa de sus grandes nticleos 
de poblaci6n. 
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12. Gráfico de quejas provinciales en función del 

La distribución de las quejas en función del número de 
habitantes de cada provincia proporciona en este ejerci- 
CIO una distribución bastante homogénea. 

Con una media de 13.12 unidades por cada 100.000 
habitantes. se puede considerara Cádiz como la provin- 
c~a mis representativa de esa media. 

Cuatro provincias tienen valores inferiores a la media 
( Almeria, Córdoba, Granada y Jaén) y es superada por 
Málaga, Huelva y Sevilla, por este orden. destacando la 
provincia de Sevilla con seis puntos por encima de la 
media. 

13. Porcentajes de quejas por municipios clasifi- 
cadas según el número de habitantes 

Municipios Porcentajeî 

n n ll n n 
I II 111 N 7 n YI, 

Destaca el carácter eminentemente urbano de las 
quejas, ya que los núcleos de población no rural capitali- 
zan casi las tres cuartas partes del total de las quejas 
presentadas. 

14. Distribución de quejas por áreas y provincias 

15. Polígono de frecuencias de las quejas admi- 
tidas a trámite, clasificadas por áreas admi- 
nistrativas 

Solamente se han considerado las áreas con mayor 
incidencia en elvolumen generaldequejas. 

*b¶ 

150 
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Huelva 42 44 86 

.Jaen 64 26 90 

rvwaga 91 171 262 

La proporción de quejas recibidas en esta Institución 

entre capitales de provincia y pueblos queda reflejada 

en el siguiente cuadro: 

Nth. suejsa % 

Capitales 690 61.42 

17. Relación de pueblos que han presentado 
quejas en esta Institución por provincias y 
orden alfabético. 

- 

- 



18. Datos poblacionales 
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No resulta fácil obtener datos poblacionales a partir 
de los datos consignados en las quejas. ya que seglín el 
art 16 de la Ley del Defensor del Pueblo andaluz ~610 se 
requiere indicar nombre. apellidos y dirección en las 
quejas que se presenten ante la Institución. No obstante, 
numerosas quejas aportan datos que hacen referencia a 
la edad, estado civil, sexo. etc.. lo que ha permitido dedu- 
cir las siguientes conclusiones: 

ai Para la clas;f;cac;ón porgrandes grupos de edades, 
hemos seguido la aportada por Pressat: jóvenes, de 0 a 
19 años; adultos. de 20 a 59 años, y viejos. de más de 
60 años. 

Segh esta clasificación. la proporción de quejas 
es la siguiente: 



CAPITULO II 

ANALISIS DE LAS QUEJAS POR AREAS 
ADMINISTRATIVAS 

AREA 1: PRESIDENCIA 

Análisis de las quejas investigadas y cerradas 
correspondientes al año 1986 

1. Introducción 

En esta área se han recogido todas las quejas o peti- 
ciones relacionadas con la Consejeria de Presidencia, de 
acuerdo con la nueva asignación de competencias que 
establece el Decreto del Presidente 13011986, de 30 
de julio, sobre reestructuración de Consejerias. 

En el art 2 del citado Decreto se dispone: 

Corresponden a la Consejeria de Presidencia la asisten- 
cia politica y técnica del Presidente y Vicepresidente o Vi- 
cepresidentes, si los hubiere; la coordinación y el estudio 
del desarrollo y cumplimiento del programa legislativo; 
las relaciones con el Parlamento; el asesoramiento y de- 
fensa en juicio de la Comunidad Autbnoma: Protocolo y 
Ceremonial; las competencias en materia de comunica- 
ción social; administración económica y del personal de 
la Presidencia de la Junta de Andalucia; Secretariado del 
Consejo de Gobierno y de las Comisiones Delegadas, se- 
gulmento y control de la ejecución de los acuerdos de 
ambas. Boletin Oficialde /a Junta de Andalucía. y publica- 
ciones oficiales de carácter institucional. 

En consecuencia, corresponden a la Consejeria de la 
Presidencia las funciones actualmente atribuidas al Ga- 
binete de la Presidencia, la Secretaria General de Rela- 
cw~es con el Parlamento, y la Dirección General de Co- 
municacirk Social, con la excepción de cuantas compe- 
tencias se asignan a las oficinas de información de la Co- 
munidad Autónoma por el Decreto 57!83. 

Como consecuencia de esta reestructuración, las 
q”e,as contra la Función pública se escapan de esta 
área. encuadrándose en la de GobemaciSn. Esta área 
queda con un pequeño número de quejas. ya que sus 
competencias no tienen como destinatarios directos a 
los andaluces, en la mayo+ de los casos, salvo en rela- 
ción a las competencias de medio ambiente. 

Es precisamente respecto al medio ambiente, cuya 
defensa se encomienda a la Agencia del Medio Am- 
biente, donde se presentan la mayoría de las quejas de 
esta área. 

Las quejas por temas ecológicos aumentan cuantita- 
tiva y cualitativamente a lo largo de estos años; se pone 
de manifiesto una mayor concurrencia individual y co- 
lectiva en defensa del medio ambiente, demandándose 
una mayor y me,oractuaci~n de los poderes públicos. 

En esta materia se pone de manifiesto la necesidad de 
destinar mayores recursos. tanto materiales como hu- 
manos. a la defensa del medio ambiente. La Agencia del 
Medio Ambiente se crea por Ley 611984, de 12 de 
]mo. como organismo autónomo de carácter adminis- 
trativo de la Junta de Andalucía. adscrita a la Presidencia 
de la Junta de Andalucia, y se le encomienda la protec- 
ción y conservación del medio ambiente. 
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2. Quejas concluidas durante 1986 

La mayoria de las quejas que tienen por objeto una de- 
nuncia en materia de medio ambiente no han podido 
concluirse durante el año, por lo que serán objeto de es- 
tudio en el cap. IV de este informe. 

Dado que la Consejeria de Presidencia no cuenta con 
Delegaciones Provinciales en las distintas capitales de la 
Comunidad Autónoma, las pocas quejas que se recogen 
en este apartado tienen su origen en una actuación de 
los Servicios Centrales de la Consejeria, salvo las refe- 
rentes a la actuación de la Agencia del Medio Ambiente, 
organismo que si cuenta con Delegaciones Provinciales. 

Se han concluido tres quejas durante los años 1986 y 
1985; de ellas, la Administración ha aceptado la preten- 
sión del administrado en dos casos. no apreci$ndose ac- 
tuación irregular en el tercer expediente. 

Comoejemplos relacionamos las siguientes: 

Queja 24 7/86 

El reclamante fue designado suplente segundo para la 
adjudicación de becas para el curso 1985-86 en el Cole- 
gio de Europa de Brujas, por resolución de t 9 de junio 
de 1985 de la Consejeria de la Presidencia. Producida la 
vacante por no admisión de la primera suplente por 
parte del Colegio de Europa, solicitó la adjudicación de la 
beca con fecha 20 de septiembre de 1985, sin res- 
puesta en el momento en que plantea la queja, marzo de 
1986. 

Iniciada la correspondiente investigación ante el Con- 
sejero de Presidencia, este informa que con fecha 20 de 
octubre de 1986 firmó la resolución favorablè a la pre- 
tensión del interesado. Ante esta comunicación, se pro- 
cedió al archivo de la queja. 

Queja 76 7/86 

Se denuncia la existencia de una discoteca en la locali- 
dad de Benameji. cuyo titular ha procedido a su amplia- 
ción y modernización sin ajustarse a la normativa vigente 
aplicable a dichos establecimientos. 

Admitida a trámite, se solicitó informe técnico de la 
Delegación de la Agencia de Medio Ambiente en Cór- 
doba. sobre la situación de la actividad denunciada. 

La citada Delegación remite un amplio y documentado 
informe en el que precisa lo siguiente: 

Tras recibir escrito del Defensor del Pueblo andaluz. 
se ha realizado por el personal tknico de la Dirección 
Provincial una visita al establecimiento para comprobar 
los extremos denunciados y emitir el correspondiente in- 
forme. 

En dicho informe se indica que la actividad cumple los 
requisitos legales exigidos y que la reforma efectuada 
no cambia el USO ni las medidas de seguridad que exis- 
tian anteriormente en la discoteca. 

Tras dar traslado de estos extremos al reclamente. se 
procedió al archivo de la queja. 



Queja 588/86 

Un colectivo de vecinos de La Herradura acude a la 
Institución exponiendo el gran problema de contamina- 
ción del medio ambiente que provoca el vertedero de ba- 
suras que el Ayuntamiento de Almuñécar tiene instalado 
en terrenos prkimos al casco urbano de dicha pobla- 
ción. 

Admitida a trámite la queja de los vecinos de La Herra- 
dura, se solicita un primer informe de la Agencia de 
Medio Ambiente en Granada. Dicha Dirección Provincial, 
en respuesta a la petición formulada. se limita a remitir 
copia de un informe del Instituto Geológico y Minero de 
España, en el que, efectivamente, se recoge el grave 
riesgo que supone la situación del vertedero, pero no se 
indica actuación alguna de los organismos autonómicos 
para controlar este foco de contaminación. 

En consecuencia, se procede a formular recordatorio 
de sus deberes legales a la citada Agencia de Medio 
Ambiente, en los tkminos siguientes: 

1) Del informe que adjunta se desprende que, efecti- 
vamente. el citado vertedero es un foco de conta- 
minación del medio ambiente, y que. en conse- 
cuencia. los temores de los vecinos de La Herra- 
dura están justificados. 

21 No se informa sobre las medidas que esa Agencia 
tenga previstas para evitar el riesgo de contamina- 
ción y. en consecuencia. cumplir con los fines que 
por ley se le encomienda de defensa del medio 
ambiente. 

3) La Ley 6/1984, de 12 de junio, por la que se cree 
la Agencia de Medio Ambiente. establece que 
para el cumplimiento de sus fines corresponde a 
la Agencia de Medio Ambiente las siguientes fun- 
ciones (art. 4-d) : 

La planificaci8n y coordinación de la gestik de los re 
siduos sólidos urbanos. industriales y agropecuarios; los 
procedimientos técnicos de eliminaci&x tratamiento, vi- 
gilancia y control, y el ejercicio de la correspondiente po- 
testad sancionadora. 

4) La Ley de Bases de Régimen Local fija como obli- 
gación minima de todo municipio la prestación 
del servicio de recogida de residuos sólidos ur- 
barios (art 26.1 de la Ley 7119851, pero es pre- 
cisamente en el cumplimiento de esta obligación 
donde se justifica la existencia y competencias de 
un organismo como la Agencia de Medio Am- 
biente. que debe vigilar y colaborar en la presta- 
ción de estos servicios en cuanto puedan afectar 
o alterar el medio ambiente. 

Por todo lo expuesto. y de acuerdo co” lo establecido 
en el art. 29.1 de la Ley 9il983, reguladora del Defen- 
sor del Pueblo andaluz. procedemos a fOrmUlarle un re- 
cordatorio de sus deberes legales y sugerirle ““8 actua- 
ción directa en el problema de vertido de residuos só- 
lidos en el anejo de La Herradura. 

Este escrito recibe como respuesta un informe de la 
Delegación de la Agencia, en el que. tras reco”‘XW ki la- 
mentable situación de casi todos los municipios anda- 
luces respecto al problema del tratamiento de los res,- 
duos sólidos urbanos, concreta lo siguiente: 
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A propuesta de la AMA y por acuerdo del Consejo de 
Gobierno de la Junta de Andalucia, se ha firmado con 
las diputaciones provinciales andaluzas sendos co”ve- 
nios de colaboración para la realización de un Plan Direc- 
tor de Gestión de Residuos Sólidos Urbanos, que en el 
caso de Granada está pendiente de su publicación para 
ser adjuntado. Con dicho Plan Director se pretende obte- 
ner la información necesaria para marcar las directrices 
de solución más adecuadas en cada caso para toda la 
provincia, tanto de carácter técnico como económico. 

Con ello, se inicia una actuación administrativa que es- 
peramos dé adecuada solución al problema planteado 
en esta queja. 

Datos comparativos de los años 1985 y 1986 y va- 
loración 

En esta área de Presidencia. al encuadrarse las quejas 
presentadas por temas ecológicos, se detecta un au- 
mento del número de quejas presentadas en 1986 en 
relación con las presentadas en 1985 por estos temas. 
Ello es fruto. sin duda. del mayor interés que en la pobla- 
ción se va despertando por la defensa del medio am- 
biente. 

Frente a una demanda de desarrollo económico sin li- 
mites, en la actualidad se detecta una preocupación cre- 
ciente por el bienestar, el cual no es posible sin un desa- 
rrollo controlado, tanto industrial como urbanistico. 
Estos controles se hacen imprescindibles para impedir 
la degradacibn del medio ambiente, y es precisamente a 
la Agencia de Medio Ambiente a la que se encomienda 
esta tarea dentro de la Comunidad Autónoma andaluza. 
De ahi que en el año 1986 se hayan registrado un total 
de 18 quejas, de las cuales 17 afectan a temas medio- 
ambientales. frente a las dos quejas presentadas en 
1985 por estos problemas; de ellas se han concluido 
sólo tres, lo que pone de manifiesto las dificultades que 
la Administración encuentra para dar rápida y eficaz res- 
puesta a las demandas planteadas. 

Esta Institución pretende, a lo largo de 1987, hacer 
un seguimiento de la actuación administrativa en los 
focos conflictivos objeto de quejas; algunos de estos 
temas se desarrollarán en el cap. IV de este informe. 

AREA II: GOBERNACION-ADMINISTRAClON LOCAL 

Análisis de las quejas ~investigadas y cerradas 
correspondientes al año 1986 

1. Introducción 

Dentro de este apartado se analizarán las quejas tra- 
mitadas ante la Consejeria de Gobernación de la Junta 
de Andalucía y ante los Ayuntamientos y Diputaciones 
de la Comunidad Autónoma andaluz. 

Hay que destacar el aumento de competencias de 
esta Consejeria a partir de la entrada en vigor del Decreto 
130!1986 del Presidente de la Junta de Andalucia. de 
reestructuración de Consejerias. 



De acuerdo con lo establecido en el arL 3 del citado 
Decreto: 

1. Corresponden a la Consejeria de Gobemaciõn les compe- 
tencias atribuidas a la Comunidad Autónoma en materia 
electoral. de policias locales, protección civil, espectácu- 
los, juegos y apuestas. Administración local. instituciones 
penitenciatias. asi como les relaciones con la Administra- 
ción de Justicia serialadas en los arts. 52 y 53 del Esta- 
tuto de Autonomia. 
Le corresponden. asimismo. las competencias en materia 
de organizaci8n administrativa; r?+gimenjuridico y retribu- 
tivo de la Función pública; procedimiento e inspección de 
sewicios; informatización de la Administración y cuan- 
tas competencias se asignan a las oficinas de informaciPn 
de la Comunidad Autónoma en el Decreto 57183 de 9 de 
mano. .~ 
Queda adscrito a la Consejeria de Gobernación el desem- 
peño de las funciones atribuidas actualmente a la Conse- 
jeria de la Presidencia en los distintos órganos del Conve- 
nio Colectivo Unico para el personal laboral de la Junta 
de Andalucia vigente. incluida le futura negociación del 
rmsmo. 

2. En consecuencia, corresponden a la Consejeria de Gober- 
nación las funciones actualmente atribuidas a la Dirección 
General de la Función Pública, le Dirección General de Dr. 
ganiración y Métodos y les encomendadas a la Secretaria 
General Técnica de la Consejeda de Presidencia en rela- 
ción co” el Convenio Colectivo antes citado. 

Especial relevancia presentan dentro de esta área las 

quejas dirigidas contra la actuación de las Administra- 
ciones locales, tanto municipal como provincial. Es difícil 

hacer una clasificación dentro de estas quejas, ya que 

afectan a toda la actividad de los Entes locales. No obs- 
tante. por su mayor incidencia se pueden destacar las 

quejas contra las actividades clasificadas. aquellas que 
se refieren al personal al servicio de las Administraciones 
locales, expropiaciones, silencio ante las peticiones diri- 

gidas o los recursos planteados, adjudicación de vi- 

viendas. sanciones municipales. licencias administra- 
tivas, abastecimiento de agua, etc. 

De las quejas registradas durante el ario 1986 se han 

investigado y concluido en esta área un total de 41 ex- 
pedientes. De ellos la mayor parte tienen su origen en la 

provincia de Sevilla ( 22) y la menor en las provincias de 

CSrdoba y Jaén ( 1) 

Es lamentable comprobar cómo en la mayoria de las 
quejas es necesario reiterar la petición de infames. y en 
un número elevado de expedientes se ha procedido a 
enviar un segundo y hasta un tercer escrito interesando 
la oportuna información por parte de los organismos ad- 
mm1strativ0s. 

Entrando en el análisis de los resultados, se aprecia un 
gran porcentaje de quejas en que la Administración 
estima la pretensión y se obtiene una resolución favo- 
rable del objeto de la queja. Asi, de las quejas concluidas 

lo han sido favorablemente un 46% de las mismas, y en 
el resto se han producido otras resoluciones. 

2. Quejas en que la Administración estima la pre- 
tensión 

Queja 1.033/86. Actividadmolesta 

El objeto de esta queja es la actuación muniCipal en re- 
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lición con unos corrales de ganado existentes en la pe- 
dania. que a juicio de los interesados es contradictoria al 

acordar en un primer momento la clausura de la activi- 
dad molesta y con posterioridad revocar dicho acuerdo. 

Iniciada la investigación, el Ayuntamiento remite un 

amplio y detallado informe del que se desprende la exis- 

tencia de una dualidad de intereses que deben ser te- 
nidos en cuenta y armonizados por la actuación munici- 

pal, de “na parte la de los titulares de las actividades mo- 
lestas, que vienen desempeñando desde tiempo inme- 

morial esta actividad ganadera; y de otra parte la de- 
fensa del resto de los vecinos por las incomodidades y 

peligrosque los corrales de ganado pueden presentar. 
En dicho escrito razona la actuación municipal en los 

siguientes términos: 

El Acuerdo municipal de 28-8-86 viene a legalizar los 
corrales del anejo por reunir y cumplir los requisitos que 
define el Reglamento de Actividades Molestas, Insa- 
lubres, Nocivas y Peligrosas obligando a los propietaks 
a mantener los mismos en su más ~SCN~U~~SO estado de 
limpieza y sanitario. y ordenando al Inspector Veterinaio 
Municipal la realiraciòn de visitas periodicas de control y 
seg”imie”to. 

Tras inspecciones periódicas del veterinario titular se 
tomaron las siguientes medidas corredoras: eliminación 
de las camas orgánicas. cambi&ndolas con una periodici- 
dad inferior a los siete dias; tratamientos de animales y 
parásitos con frecuencia semanal; encalado de los inte- 
riores y exteriores de los corrales, y medidas profilácticas 
y de vacunación de todos los animales existentes. 

Dicho acuerdo de la Comisión de Gobierno torne su 
base, además de los datos anteriores. en los siguientes 
conceptos: 

Con fecha 13-5-86 el reclamente y 91 vecinos màs 
del barrio solicitan a este Ayuntamiento que no se quiten 
los corrales del barrio. ya que estos forman parte de la 
vida económica y de la historia del barrio. Piden, eso si. 
que se tomen las máximas medidas correctores que 
palien lo máximo posible las molestias inevitables. 

El anejo con 731 habitantes es por excelencia el barrio 
ganadero más importante del término municipal. Ya en el 
padrón de ganado del ario 1948 que se conserve en el 
archivo municipal, legajo 242, en el anejo existian 20 
corrales profesionales. algunos de cuyos titulares aún 
siguen teniendo la misma explotación ganadera. En el 
bltimo padrón confeccionado en 1979 son nueve los 
corrales existentes donde ya aparecen incluidos los gana- 
deros actuales. En estos “,omentos más del 80% de les 
viviendas existentes en el barrio poseen corrales fami- 
liares que albergan ganado diverso: cerda. cabrio. aves. 
etcétera. 

Los seis corrales en cuestion se asientan preferente- 
mente (desde tiempos remotos) a ambos ledos de los 
dos pesos de ganado que atraviesan el barrio. 

De los actuales titulares de las explotaciones gana- 
deras en cuestión. uno se jubila este año y los otros lo 
harán en poco tiempo, por ello la Comisión de Gobierno 
de 28-8-86, a la vez que acuerda legalizar los citados 
corrales. hace saber a sus titulares que no se permitirá el 
uso de los mismos cuando ceee el titular, bien por jubila- 
clon ” otras causas. 

Por todo lo ahterior y dentro del amplio margen de to- 
lerancia que aconseja el propio Reglamento de Activi- 
dades pera aquellos corrales anteriores a ta entrada en 
vigor del citado Reglamento de 7-l 2-61, y a fin de no 
perjudicar unos legitima intereses que se vienen ejer- 
ciendo desde hace decenas de arios. y una vez que se 
han tomado las medidas correctores oputunas. se 
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acordó legalizar los citados corrales toda vez que la 
causa principal de la reclamación habia desaparecido 
con las medidas higiinicas adoptadas. 

A tenor de lo expuesto en este informe la Institución 
entendió que el Ayuntamiento ha adoptado la resolución 
más acertada al problema planteado, por ello se proce- 
dió, despu& de dar traslado de este informe a los intere- 
sados, al archivo del expediente. 

Queja 2 14186. Suminis fro de agua 

Un Ayuntamiento de la provincia de Cádiz procede, 
en octubre de 1985, a cortar el suministro de agua a 
una finca para la realización de obras en la red general. 
Una vez finalizadas las obras no se restablece el servicio, 
pese a la solicitud expresa en este sentido por el propie- 
tario de la finca, recibiendo ùnicamente un escrito del 
Ayuntamiento en el que se le indica que debe abonar 
una elevada cantidad en concepto de enganche para el 
restablecimiento del sericio. 

Tras comprobar que efectivamente la finca tenis con- 
trato de suministro de agua desde el año 1982, se inicia 
la investigación ante la Corporación municipal. El Ayun- 
tamiento inform8 de la anulación de la comunicación al 
interesado y del acuerdo de proceder al restablecimiento 
inmediato del suministro de agua. 

Se comunican estas gestiones al reclamante, recibik- 
dose escrito del mismo en el que indica que efecti- 
vamente cuenta nuevamente con servicio de agua en su 
finca, por lo que se archivan las actuaciones. 

Queja 180/86. Actividad peligrosa 

Se denuncia la existencia de una actividad peligrosa: 
almacén de bombonas de butano, sin contar con la Ji- 
cencia correspondiente. 

Iniciada la investigación, el Ayuntamiento de Córdoba 
informa que la empresa presentó proyecto de instala- 
ción industrial para el ejercicio de su actividad. encon- 
trándose pendiente de dictamen en la Comisión Provin- 
cial de Calificación de Actividades; mientras, se ha orde- 
nado que se desaloje de bombonas el inmueble. 

Se requiere informe de la Agencia de Medio Am- 
biente. Delegación de Córdoba, sobre el expediente de 
la actividad objeto de la queja. concretando en su escrito 
lo siguiente: 

El expediente correspondiente a dicha actividad tuvo 
entrada en esta Dirección Provincial con fecha 6 de oc- 
tubre de 1986. siendo calificada favorablemente como 
molesta y peligrosa, aceptando las medidas correctoras 
propuestas en el proyecto. en Ia Comisión de Calificación 
de Actividades MINP de 13 de noviembrede 1986. Pos- 
teriormente. fue devuelto al Ayuntamiento para que si- 
guiese su tramitación y le fuese concedida la correspon- 
diente licencia en fecha 25 de noviembre de 1986, que- 
dando res,,e,to el expediente en la citada fecha. 

Se procede a dar traslado de este informe al intere- 
sado, entendiendo atendido y resuelto el asunto por el 
que acudió a la Institución. 

Queja 33/86. Personal 

Una funcionaria de carrera de la Diputación Provincial 
solicita la intervención de esta Institución ante el traslado 
sufrido tras su participación en una huelga convocada 
por los funcionarios de la Corporación provincial. esti- 
mando que dicho traslado encubre una posible sanción 
porsu actuación en la huelga. 

Admitida a trámite la queja, se solicitó informe de la 
Diputación Provincial. Dicha Corporación remite un es- 
crito en el que. sin entrar en el fondo de la cuestión plan- 
teada, asi como de las razones del traslado, indica que 
esta Institución, en aplicación del art 17.2 de la Ley 
9!1983, reguladora del Defensor del Pueblo andaluz, 
debe suspender su actuación. ya que la interesada ha 
presentado recurso de reposici8n contra la resolución 
de la Presidencia notificando la orden de traslado. A este 
escrito. esta Institución dirige comunicación a la Diputa- 
ción en los siguientes términos: 

La interesada ha presentado recurso ante esa Presiden- 
cia por la resoluci8n de su traslado, pero este recurso no 
conlleva, de acuerdo con lo establecido en el art 17.2 de 
la Ley 9183. reguladora del Defensor del Pueblo andaluz. 
la suspensión de la actuación de la Institución en la queja 
presentada, ya que el citado articulo hace referencia a la 
interposición de recurso ante los Tribunales ordinarios o 
el Tribunal Constitucional, supuestos que no se presentan 
en este caso. 

A la vista de lo expuesto, y de acuerdo con lo precep- 
tuado en la mencionada Ley 911983, esta Institución 
debe velar para que la Administración resuelva en tiempo 
y forma los recursos que le hayan sido formulados. por 
tanto. y dado que la interesada presentó recurso en esa 
Corporación el 27 de enero de 1986. me permito intere- 
sar de V.E. contestación en tiempo y forma al escrito de 
reclamación de la interesada con el ruego de que se 
remita a esta Institución copia de la resoluci9n que pro- 
ceda. 

La Diputación Provincial comunica la resolución favo- 
rable del recurso presentado, asi como la adscripción de 
la funcionaria a su anterior puesto de trabajo. 

A la vista de dicha comunicación y entendiendo el 
problema resuelto, se procede al archivo del mismo. tras 
las correspondientes comunicaciones. 

Queja 736/86. Retraso en confección de hoja de 
apr.Xi0 

Se expone el retraso excesivo en la tramitación de un 
expediente de expropiación, en el que la Diputación Pro- 
vincial levantó acta de ocupación el 14 de noviembre de 
1983. El interesado formalizó hoja de aprecio el 19 de 
febrero de 1986. sin haber recibido contestación de la 
Administración en julio de 1986 a la valoración efec- 
tuada, a pesar de que el art 30.1 de la Ley de Erpropia- 
ción Forzosa fija un plazo de veinte dias para aceptar o 
rechazar la valoración de los propietarios. 

Iniciadas investigaciones ante la Diputación Provincial, 
esta informa al Defensor del Pueblo andaluz que. supe- 
radas algunas dificultades técnicas para la valoración 
del bien expropiado. se procede de inmediato a trasladar 
al interesado propuesta de valoraci6n. 

Entendiendo el problema resuelto se procede a comu- 
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nicar dicha resolución al interesado. remitiendo escrito 
de agradecimiento a la DiputaciSn Provincial. 

Queja 83/86. Taller de pintura 

El reclamante solicita la intervención de la Institución 
para que se dé cumplimiento a un Decreto de la Alcaldia 
sobre medida correctora a cumplimentar por el titular de 
un taller de chapa y pintura instalado en los bajos del do- 
micilio del interesado. 

Iniciada investigación ante el Ayuntamiento. esta nos 
informa sobre las actuaciones de la Administración mu- 
nicipal ante la denuncia, asi como los resultados de la 
visita de inspección efectuada al recibir el escrito de 
esta lnstituci0n. El Ayuntamiento comunica la imposi- 
cion de una multa al titular de la actividad y la adverten- 
cia de retirarle la licencia en caso de reiterar en su incum- 
plimiento a las kdenes municipales. 

A la vista de dicha comunicaciòn y entendiendo el 
problema resuelto, se procede al archivo del mismo. tras 
las correspondientes comunicaciones. 

Queja 8 14/86. Licencia de apertura 

El reclamante se quejaba ante esta Institución de que 
habla denunciado al Ayuntamiento la instalación de una 
actividad clasificada como molesta, sin contar con la 
debida licencia de apertura ni atenerse en su funciona- 
miento a las prescripciones del Reglamento de Activi- 
dades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas. 

Realizadas investigaciones por esta Institución. se 
pudo comprobar que por las Administraciones afec- 
tadas, Ayuntamiento y Delegación de la Consejeria de 
Gobernación, se tramitan los correspondientes expe- 
dientes para la legalización y correcto funcionamiento 
de la actividad. o, en su caso, proceder a la clausura. 

Entendiendo el asunto en vias de solución se comu- 
nica a los afectados la resolución, archivando el expe- 
diente. 

Queja 109/86. Ruidos 

La reclamante denunciaba ante esta Institución que 
en varias ocasiones habia acudido al Ayuntamiento que- 
jándose de las molestias ocasionadas por un grupo de 
jóvenes que practicaban con instrumentos musicales y 
amplificadores en un piso contiguo al suyo. sin efecti- 
vidad hasta el momento. 

Iniciada investigación ante el Ayuntamiento. este 
remite informe al respecto. indicando que. despuk de 
diversas actuaciones municipales, las Ultimas inspec- 
ciones informan que los ruidos han cesado y no se han 
producido rnk quejas de los vecinos. 

Queja 2 19/86. Transporte público municipal 

Solicita la intervención de la Institución ante la nega- 
tiva de los servicios municipales correspondientes a re- 
novarle la tarjeta para obtener reduccibn en el transporte 
público municipal. 

Realizadas gestiones ante el Ayuntamiento de su mu- 
nicipio, administración competente para estimar lo que 

se solicita, nos informan que se ha modificado la norma- 
tiva anterior, extendiendo los beneficios de la tarjeta de 
reducción a las viudas y pensionistas, situación en la 
que se encuentra la reclamante, debiendo únicamente 
presentar la documentación para obtener lo solicitado. 

Con la comunicación de esta información a la intere- 
sada se procede al archivo de la queja por entender aten- 
dida su petición. 

Queja 303/86. Personal 

Un funcionario jubilado en la Delegación de Gobema- 
cibn expone la excesiva demora en la tramitación de la 
ayuda económica solicitada al amparo de lo dispuesto 
en el Real Decreto 30611985, de 20 de febrero. 

Realizadas gestiones ante la Secretaria General Tec- 
nica de la citada Consejeria de Gobernación, nos indican 
que se ha dictado Resolución del Viceconsejero recono- 
ciendo el derecho a percibir et importe correspondiente 
a cuatro mensualidades de sueldo y trienios, procedién- 
dose al pago efectivo de dichas cantidades. 

Queja 734/86. Silencio administrativo 

El reclamante se queja de la falta de resolución de un 
recurso de reposición presentado ante el Ayuntamiento 
contra el desarrollo de una oposición en la que participó, 
convocada para cubrir 65 plazas de guardia municipal. 

Requerido el Ayuntamiento para que informe sobre el 
silencio ante el recurso presentado, nos indica que en 
fecha próxima se le notificaria al reclamante la resolu- 
ción de dicho recurso. y acompaña informe sobre el de- 
sarrollo de las pruebas convocadas, en el que no se apre- 
cia actuación irregular. 

Queja 236186. Exclusión delcenso electoral 

El objeto de esta quela era la exclusión del censo elec- 
toral del reclamante, tanto en el Ayuntamiento de origen 
como del censo del Ayuntamiento donde tenis su resi- 
dencia. 

Realizadas gestiones co” el Servicio de Estadistica del 
Ayuntamiento, nos indican que la exclusión indebida del 
censo se ha producido en el Ayuntamiento de proceden- 
cia; no obstante, y puesto que el reclamente no figura 
dado de alta en ningún censo. se va a proceder a estimar 
su reclamación, y, en consecuencia, tras las formaliza- 
ciones necesarias, se le dará de alta en el censo electoral 
de Sevilla. 

Con posterioridad, confirma su efectiva inclusión en 
el censo electoral citado. 

Queja 774/86. Embargo municipal 

El reclamante expone su queja contra la actuación del 
Ayuntamiento. que ha procedido a retirar de la via pú- 
blica un vehiculo de su propiedad, y para su devolución 
le exige el pago de unas cantidades excesivas. 

La documentación aportada no se considera sufi- 
ciente, por lo que se acuerda realizar una visita al Ayun- 
tamiento y examinar el expediente instruido. Del exa- 
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men y estudio de la documentacirin se desprende lo si- 
guiente: 

1) Los servicios municipales retiran el vehiculo por 
infraccitin del Cbdigo de Circulación, y lo deposi- 
tan en los almacenes municipales. 

2) El interesado tenía pendiente con la recaudacibn 
municipal el pago de diversos arbitrios munici- 
pales, lo que motivó los correspondientes procedi- 
mientos de apremio. 

La notificación que realiza el agente ejecutivo para 
que retire el vehiculo incluye una serie de cantidades 
que no están suficientemente justificadas; en primer 
lugar, las cantidades por multas no coinciden con las im- 
puestas los dias 29 y 30; en segundo lugar, la cantidad 
girada por depósito no parece justificada, ya que el 
vehículo no permanece en depósito por voluntad del 
propratar10. 

A la vista de todo lo expuesto, se acuerda por la Insti- 
tución, en virtud de lo dispuesto en el art 29 de la Ley 
911983. de 1 de diciembre. formular sugerencia al 
Ayuntamiento para que se ponga a disposición del recla- 
mante el vehiculo de su propiedad mediante el pago de 
las cantidades que sumen las multas impuestas y el im- 
porte de los servicios de grúa, continuándose en expe- 
diente separado el cobro de los arbitrios impagados por 
la via que corresponda. 

El Ayuntamiento contesta aceptando la sugerencia y 
comunicando que se decidió por la Alcaldia la entrega in- 
mediata del vehiculo una vez abonados los gastos pert- 
nentes. 

Queja 654/86. Silencio de la Administración 

El objeto de esta queja se centra en la falta de res- 
puesta expresa de la Corporación provincial al escrito de 
una funcionaria en el que se solicitaba el reconocimiento 
de un nivel superior. 

Iniciada la correspondiente investigación, la Diputa- 
ción Provincial remite informe al que adjunta copia de la 
respuesta a la petición formulada por la reclamante. 

Con ello se considera resuelta la queja presentada por 
silencio de la Administración ante el recurso planteado. 

Queja 7.029/¿36. Discoteca 

Se denunció ante esta Institución la existencia de una 
discoteca sin insonorizar. con las consiguientes moles- 
tias para los vecinos del inmueble donde se ubicaba; 
estos hechos se habian puesto en conocimiento de las 
autoridades municipales sin resultados efectivos. 

Iniciada investigación ante el Ayuntamiento. este nos 
remite un informe en el que se indica que, debido a las 
molestias que ocasionaba el establecimiento. se ha 
acordado revocar la licencia de apertura del mismo y or- 
denado su clausura. 

Queja 84/86. Vivienda 

Un grupo’integrado por cinco familias acudió a la Insti- 
tución ante la orden recibida del Juez para desalojar 

unas viviendas que ocupaban sin titulo alguno. La mayo- 
ría se encontraba en paro y con hijos muy pequeños a 
su cargo. Los afectados habían solicitado en varias oca- 
siones una vivienda sin conseguirlo. Ante lo inminente 
del desalojo se acudió al Ayuntamiento de Sevilla para 
proporcionarles albergue provisional a los reclamantes, 
recibiendo una rápida respuesta del citado Ayunta- 
miento. 

3. Quejas investigadas en las que no se observa 
irregularidad administrativa 

Un 44% de las quejas investigadas han concluido con 
resolución en la que no sa aprecia actuación irregular 
por parte de la Administración; actuación que no ha 
sido posible detectar sin iniciar investigación y solicitar 
el correspondiente informe. 

Como ejemplos de estas quejas podemos destacar 
las siguientes: 

Queja 36/86. Carpintería 

La reclamante solicita la intervención de la Institución 
para que cese la actividad de una carpinteria instalada 
en el piso superior a su vivienda. Se le indica que como 
paso previo debe acudir a la Administración competente 
y denunciar su actividad, en este caso el Ayuntamiento 
de Sevilla. Con posterioridad remite copia de un escrito 
presentado ante dicho organismo sin haber obtenido 
respuesta en un plazo de seis meses. 

Iniciada la investigación, el Ayuntamiento de Sevilla 
remite informe de la guardia municipal en el que se 
indica que no existe actividad de carpinteria en el in- 
muebledenunciado. 

A la vista del contenido de dicho informe se procede 
al archivo de la queja, comunicándole esta resolución a 
la interesada. 

Queja 984/86. Bingo 

La comunidad de vecinos de un inmueble de Fuengi- 
rola denuncia la instalación en los bajos de su vivienda 
de una sala de bingo; han dirigido escrito en este sentido 
a la Delegación de Gobernación en Málaga sin obtener 
respuesta. 

Iniciada la investigación, la citada Delegación remite 
un amplio y documentado informe sobre la tramitación 
del expediente. asi como de la situacibn actual de la acti- 
vidad denunciada. no observándose irregularidad en la 
actuación administrativa. ya que se ha atenido a lo pre- 
visto en la legislación vigente. 

Queja 10186. Quiosco en zona verde 

La reclamante expone que ha recibido notificación del 
Ayuntamiento para retirar un quiosco de su propiedad 
situado en zona verde. 

Solicitado informe el Ayuntamiento concreta lo si- 
guiente: 

Que por este Ayuntamiento se llevó a cabo la recep- 
ción de hecho de Playasen el año 1983, encontr5ndos.e 
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esta Corporaci8n con infinidad de anomalias que hemos 
ido subsanando en todo este tiempo. no sn aertes res,*- 
tencias por parte de los afectados, pero que no cabe la 
menor duda que en nuestro animo ha estado siempre el 
prestar un mejor se~icio a la comunidad. 

Este quiosco esti situado en una isleta de zona verde 
en la confluencia de tres calles, con enorme peligro tanto 
para IOS pequeños como para la circulación. 

Por la documentación que se acomp&. se solicitó 
de Playas S.S., permiso pare montar un quiosco- 
expendiduria, con fecha 21 de junio de ,976. y con 
fecha 6 de julio del mismo aiio ee le contestó el solici- 
tante que no existía inconveniente por parte de la promo- 
tora. 

Este Ayuntamiento no concedió licencia municipal de 
apertura, y desde luego la autorización de Playasno vin- 
cula a la AdministracMn. 

Para mas abundamiento, carece de licencia fiscal y ha 
estado cerrado durante los Wmoe cuatro años. 

Por todo lo anteriormente expuesto. este Ayunta- 
miento. en “so de sus facultades, requirió a le nueva pro- 
pietaria para que en el plazo de quince dias procediera a 
desmontar el mencionado quiosco, lo cual hasta la fecha 
no se ha llevado a efecto. 

Encontrando suficientemente razonada la actuación 
municipal se procedió al archivo del expediente. 

Queja 144/86. Caza 

Una asociación para la conservación de la naturaleza 
presenta queja contra el procedimiento seguido para au- 
torizar la prórroga de la caza del zorzal. autorización que 
según exponen se realizó sin haber atendido los 
acuerdos del Consejo Provincial de Caza. corno deter- 
mina el art 8 de la Orden de 18 de julio de 1985. 

Iniciada investigación ante la Delegación Provincial de 
la Consejeria de Gobernación de Málaga, esta remite un 
detallado informe asi corno copia de la documentación 
que figura en el expediente de prórroga del periodo de 
caza del zorzal. De dicha documentación no se des- 
prende una actuaci0n contraria al ordenamiento jurídico 
vigente, ya que la prórroga de la caza del zorzal ha sido 
autorizada de conformidad con lo acordado por el 
propio Consejo. 

Ar,álisis de las quejas investigadas y cerradas 
correspondientes al aiio 1985 

1. Introducción 

A lo largo de los meses de 1986. se ha procedido e 
concluir la mayor parte de las quejas registradas e” 
1985. 

Del área de Gobernación-Administración local se han 
investigado y concluido un total de 80 quejas presen- 
tades en 1985, apreciándose igualmente un alto por- 
centaje de quejas resueltas favorablemente. Asi, se han 
resuelto favorablemente un 39% sobre el total de las in- 
vestigadas y cerradas. En un 54% no se aprecia actua- 
ci8n irregular, realizando otro tipo de resolucitin en cinco 
caeos. 

Al igual que en las presentadas en 1986, la mayor 
parte de las quejas concluidas tienen su origen en la pro- 

vincia de Sevilla con un 48%. siendo la de Córdoba la 
que menos quejas registra: tan sólo el 4%. 

2. Quejas en que la Administración estima la pre- 
tensión 

Dentro de este apartado podemos recoger los si- 
guientes expedientes en que se ha obtenido una resolu- 
citin favorable. 

Quejas 388/85 y 4 15/85. Actividadmolesta 

El objeto de la reclamación planteada en estas quejas 
es la existencia de una actividad molesta: cebadero de 
cerdos en el casco urbano de una localidad rural. Se ha 
denunciado en repetidas ocasiones. provocando la in- 
coación de expediente por la Delegación de Gobernación 
de Almeria. que se resolvió acordando el cierre de la 
explotación. sin que por el Ayuntamiento se procediera 
a clausurar la actividad. 

Se solicita informe al Ayuntamiento con fecha 7 de 
noviembre de 1985, se reitera el 16 de diciembre de 
1985. El Ayuntamiento remite el 20 de diciembre foto- 
copia del expediente tramitado sin informe especifico. 

De dicho expediente se desprende que, tras sucesivos 
plazos para trasladar la actividad, el dia 20 de sep- 
tiembre de 1985 el médico titular del municipio informa 
que se han trasladado la mayoría de las cabezas de 
ganado, pero que queda un pequefio número que. junto 
a la falta de limpieza de las naves, sigue causando mo- 
lestias a los vecinos. por los olores, lo que motiva un 
nuevo escrito al Ayuntamiento para que nos informe de 
la clausura total del establecimiento. 

Con fecha 12-5-86 el Ayuntamiento comunica que, 
tras las gestiones realizadas acerca de las instalaciones 
ganaderas, estas se encuentra” con un número reducido 
de cabezas de ganado yen buen estado de limpieza. 

Tras trasladar esta información a los interesados se 
acuerda dar por resuelto el objeto de la queja y archivar 
el expediente. 

Quejas 753/85 y 7 54í85. Retrasos en /os justipre- 
CiOS 

En estas quejas se expone la demora excesiva en el 
expediente de expropiación forzosa que inició el Ayunta- 
miento con motivo de la realización de un proyecto urba- 
nistico. Los propietarios indican que el expediente se tra- 
mitó por la via del art 52 de la Ley de Expropiación For- 
zosa. formalizándose el acta de ocupación el 21 de sep- 
tiembre de 1983, paralizándose a continuación el expe- 
diente. En el momento de presentación de la queja, fe- 
brero de 1985, aún no se habia formulado hoja de apre- 
cio. 

Admitida la queja a trámite se solicitó el preceptivo in- 
forme. 

El Ayuntamiento remite informe. asi como copia de 
las actuaciones realizadas; en su escrito se exponen las 
causas que han motivado el retraso en la tramitación del 
expediente; en intento de la Corporación municipal de 
conseguir convenios con los afectados en la fijación de 
los justiprecios de los bienes expropiados. 
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No obstante, y ante las dificultades de conseguir una 
resolución conjunta, el Ayuntamiento. tras la presenta- 
ción de la queja, resolvió actuar por piezas separadas e 
individualizadas. con lo que se asegura una más pronta 
reSOlUCión. 

Se recibe igualmente comunicación de los interesados 
en la que se confirma que se han agilizado los trámites 
de la expropiación, encontrindose el mismo. en el 
Jurado Provincial de Expropiación para la determinación 
del justiprecio. 

Queja 4 70/85. Consolidación inmueble 

El reclamante denuncia el incumplimiento de la orden 
municipal de demolición y reparación de ~0.0s inmuebles 
colindantes con su vivienda. lo que causa graves perjui- 
cios e su propiedad. 

Solicitado informe del Ayuntamiento, kste remite 
copia del expediente instruido para ruina del inmueble 
denunciado. Tras un estudio de lo remitido por el Ayun- 
tamiento, se pudo comprobar que el expediente 
instruido por ruina tenis, corno último documento, un in- 
forme del aparejador municipal de 7 de febrero de 
1986, en el que especifica la situación del inmueble 
derribado pero con los escombros en el patio, lo que 
provoca humedades en la propiedad del interesado. 
Igualmente, de la documentación aportada se desprende 
que no se ha continuado el expediente sancionador ni se 
han ejecutado subsidiariamente las obras, como decre- 
taba el Ayuntamiento en noviembre de 1984. 

En consecuencia, se procedio a formular recordatorio 
de sus deberes legales al Ayuntamiento, de acuerdo con 
lo establecido en la Ley 911983. (art. 291 en los si- 
guientes tbrminos: 

Segtin lo regulado en la Ley del Suelo. aprobada por 
Real Decreto 134511976. de 9 de abril. y en los arts. 24 
y 25 del Reglamento de Disciplina Urbanistica, Real De- 
creto 218711976. el Ayuntamiento debe ejecutar subsi- 
diariamente las obras ya que ha transcurrido el plazo se- 
fialado y ademãs existen problemas en la determinacik 
del propietario obligado a ejecutar la orden municipal. 

Igualmente, el an. 18 del mencionado Reglamento de 
Disciplina Urbanística establece lo siguiente: 

1. Le declaración administrativa de wina o la adopción de 
medidas de urgencia por la Administración no eximiri a 
los propietarios de las responsabilidades de todo orden 
que pudieran serles exigidas por negligencia en los de- 
beres de conservación que les correspondan. 

2. Para el reintegro de los gastos hechos por la Administra- 
ción en la acción sustitutiva de la inactividad de los parti- 
culares, en supuestos de órdenes de conservación o de 
adopción de medidas de seguridad, se seguirá. en su 
caso. el procedimiento de apremio. 

El Ayuntamiento responde aceptando el recordatorio 
formulado y comunicando que ha solicitado autorización 
judicial para entrar en la finca arruinada y proceder a la 
ejecución subsidiaria de las obras ordenadas. cuyo in- 
cumplimiento motivó esta queja. 

Queja 493/85. Desperfectos en fachada 

El reclamante acude a la Institución exponiendo los 

daños que sufre en su viviena como consecuencia del 
mal estado de la calzada. Su vivienda está situada frente 
a una calle en cuesta, cuya limpieza por los servicios mu- 
nicipales provoca el estancamiento de agua frente a 
su fachada. Ha denunciado en varias ocasiones estos 
hechos ante el Ayuntamiento. 

Solicitando informe del Ayuntamiento, comunica que 
se ha procedido a subsanar el bache producido por el 
hundimiento de una tapa de un pozo de registro de la 
red de alcantarillado. 

Con esta actuación municipal se estima atendida la 
pretensión del reclamente. por lo que se procede al 
archivo de la queja. 

Queja 724/85. Licencia municipal 

Se denuncian irregularidades en la concesión de una 
licencia de construcckin de una instalación para fines 
agrícolas. Con fecha 26 de septiembre de 1985 el inte- 
resado presentó escrito al Ayuntamiento sin obtener 
respuesta. Se solicita informe al Ayuntamiento sobre la 
resolución del recurso presentado contra la denegacik 
de licencia para construir. En el informe y documenta- 
ción recibidos con fecha 1 1 de diciembre se desprende 
como causa de la denegación el hecho de encontrarse 
los terrenos catalogados corno «zona arqueológica»; 
una vez que la Comisi&n de Patrimonio Histórico Artis- 
tico acorde el 29 de noviembre autorizar la construc- 
ción, la Corporación procederti a adoptar el acuerdo pro- 
cedente concediendo la licencia solicitada. 

Trasladado este informe al interesado. comunica que 
efectivamente ya cuenta con la licencia municipal solici- 
tada en su dia. 

Queja 396i85. Solicitud de vivienda 

El reclamante solicitó una vivienda de promoción pli- 
blica en el Ayuntamiento de Gibraleón mediante modelo 
oficial, sin conocer su situación. lo que le producia gran 
intranquilidad. 

Iniciada investigación ante el Ayuntamiento. infor- 
ma que, tras la fijación del plazo oficial ordinario para la 
adjudicación de 50 viviendas de promoción pública 
construidas en la localidad. se ha procedido a la puntua- 
ción de las instancias. encontrándose el reclamante in- 
cluido en la lista provisional de adjudicatarios. 

Queja 46X% Retraso en e/ cumplimiento de un 
acuerdo 

Se denuncia un retraso excesivo en el cumplimiento 
por parte de la Diputaci~n Provincial de Huelva de los 
compromisos contraidos para la adquisición amistosa 
de los terrenos que le resultaron afectados al reclamente 
en su proceso expropiatorio. Solicitado informe a la Di- 
putación, comunica como causas de la denuncia la ne- 
cesidad de atender otras obligaciones más perentorias a 
cargo de la Corporación, pero que en breve plazo se pro- 
cederá a atender el compromiso suscrito con el intere- 
sado. 



Queja 920 85. Infracciones urbanist;cas 

Se denuncia la existencia de infracciones urbanisticas 
en el municipio. habiendose solicitado del Ayuntamiento 
en repetidas ocasiones el cumplimiento de las normas 
vigentes en materia urbanistica. sin obtener respuesta a 
sus escritos. 

Admitida a trámite la queja, se solicit6 el preceptivo in- 
forme del Ayuntamiento. Este indica lo siguiente: 

El problema denunciado tiene su origen en el año 
1978, cuando la Corporación municipal aprueba la pri- 
mera delimitacirk del euelo urbano sin que quede com- 
prendida la zona denunciada, que era una floreciente 
zona de expansiõn de segunda residencia. 

Desde el ario 1983, la CorporaciOn actual ha intentado 
mitigar la situaci6n urbanistica exigiendo el cumplimiento 
de determinadas medidas, como el retranqueo de las edi- 
ficaciones. etc. 

Por último. el Pleno municipal ha aprobado, con fecha 
12 de septiembre de 1985, la redacción de unas Normas 
Subsidiarias de Planeamiento que dará soluci6n a la pro- 
blem8tica wbanistica del municipio. 

A la vista de dicha comunicación. y considerando el 
problema en vias de solución, se procede al archivo de 
la queja. tras la correspondiente comunicación a los inte- 
resados. 

Queja 604/85. Molestias 

El reclamante expone que ha dirigido. co” fecha 27 
de agosto, escrito al Ayuntamiento denunciando la exis- 
tencia de perros callejeros peligrosos en la urbanización 
en que reside. sin obtener contestación. 

Solicitada información del Ayuntamiento, éste remite 
escrito en el que indica que ha procedido a responder al 
escrito del interesado, comunicándole que periódica- 
mente por el servicio municipal correspondiente se 
girará visita a las urbanizaciones del término municipal 
para recoger los perros abandonados. 

Entendiendo el problema resuelto, se procede a co- 
municar dicha resolución al interesado. remitiendo es- 
crito de agradecimiento a la Corporación municipal. 

Queja 666/‘85. Expropiaciones 

El objeto de esta queja es la expropiación de una vi- 
vienda. por el procedimiento de urgencia l ati. 52 L.E.F. 1) 
al encontrarse el inmueble afectado por la realizaci6n de 
una obra incluida en el Plan Provincial de Obras y Servi- 
CIOS. 

De la documentación aportada se pudo comprobar 
una correcta tramitación del expediente expropiatorio. 
ajustada al procedimiento vigente; no obstante, se deci- 
dió admitir la queja a trk%te por las siguientes razones: 

ai Al tratarse de una expropiación urgente. la ocupa- 
ción es previa ala valoración y pago del bien expro- 
piado; pero al tratarse de un domicilio familiar, 
Unico bien de los afectados y en una población pe- 
queña con escasez de viviendas que permitiesen 
un traslado rapido, la expropiación dejaba a la fami- 
lia en una situación de indafensi6n que justifica la 
intervención del Defensor del Pueblo andaluz. ‘~ 

bl Por otra parte, la obra pública a realizar sólo afecta- 
ria a una pequeña parte de la vivienda, por lo que el 
reclamante podria cubrir sus necesidades am- 
pliando la casa con los terrenos situados en la 
parte posterior del inmueble. 

La intervención del Defensor es valorada positiva- 
mente por la Diputación. comprometiéndose. a pesar de 
lo avanzado de la tramitación, a un estudio individuali- 
zado del problema. 

Posteriormente la Diputación Provincial comunicó 
que se habia aceptado la alternativa propuesta por la Ins- 
titución. consistente en limitar la expropiaci6n en una 
parte del inmueble, respetando el resto de la vivienda. 
con lo que no seria necesario el desalojo de la misma por 
el denunciante. 

Igualmente informa de la efectividad del pago de las 
indemnizaciones correspondientes. 

Este tratamiento singular se hizo extensivo a las 
cuatro familias afectadas por la expropiación. 

Queja 740/8 7. Discoteca 

El objeto de esta queja es la existencia de una disco- 
teca que produce molestias a los vecinos por la emisión 
de ruidos superiores a los permitidos por la reglamenta- 
ción vigente. 

La información remitida por el Ayuntamiento a peti- 
ción de la Institución indica que efectivamente se han 
podido comprobar las molestias por ruidos excesivos; 
que se han ordenado una serie de medidas correctoras, 
pero no han podido adoptarse al encontrarse el local de- 
finitivamente cerrado. En caso de nueva apertura se obli- 
garia a los titulares del establecimiento a la adopción de 
las medidas correctoras necesarias. 

Queja 145/85. Ruidos 

El reclamante plantea un asunto que ha sido objeto de 
repetidas denuncias ante el Ayuntamiento. materia de 
actividad molesta y sobre la que se ha pronunciado 
dicha Corporación reconociendo la existencia de una 
molestia que el interesado no está obligado a soportar y 
requiriendo a la comunidad de propietarios del inmueble 
la ejecución de las obras de acondicionamiento necesa- 
rias. 

A pesar de las reiteradas órdenes municipales, no se 
ha procedido por la comunidad de propietarios a efec- 
tuar la insonorización de las dependencias donde se en- 
cuentra instalada la moto-bomba elevadora que produce 
las molestias. 

Asimismo, el Ayuntamiento informa que no ha 
podido llevara cabo la orden de clausura de la bomba al 
Impedirse a los funcionarios municipales el acceso a las 
dependencias del bombeo. 

A la vista de lo expuesto. se procedió a formular re- 
cordatorio al Ayuntamiento sobre la obligación de dar 
cumplimiento a sus acuerdos, reclamando si era necesa- 
rio la correspondiente autorización judicial. 

El Ayuntamiento informa que ha obtenido la corres- 
pondiente autorización judicial y ha procedido a la clau- 
sura de la bomba; ante esta actuación, la comunidad se 
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ha comprometido a la ejecución inmediata de las obras 
requeridas. 

Quejas 6 1 OX85 y 262/85. Exprop;ac;ón 

Se solicita la intervenci& de la Instituci8n en el expe- 
diente de expropiación de unos terrenos que en el año 
1979 fueron objeto de urgente ocupación por el Ayun- 
tamento, sin que se haya hecho efectivo el justiprecio. 

Admitida a trámite la queja. se solicita informe del 
Ayuntamiento. Este indica que el problema financiero se 
encuentra pricticamente resuelto y que en un plazo de 
dos o tres meses quedará totalmente pagado el importe 
de los justiprecios de las expropiaciones. 

3. Quejas en las que no se ha podido atender la 
pretensión, pero que han motivado recordatorio 
de sus deberes legales a la Administración, o 
sugerencias 

A continuacibn exponemos algunos ejemplos de 
quelas en que no ha sido posible la pretensión del recla- 
mante, pero que han motivado que esta Instituci8n. en 
ejercicio de las facultades que le confiere el ati. 29 de la 
Ley 9-l 983. procediera a formular recordatorio de sus 
deberes legales a la Administrac¡&- correspondiente y a 
dirigir sugerencias para la adopción de nuevas medidas 
que eviten situaciones como las planteadas en las 
quejas investigadas. 

Un funcionario de carrera sometido a expediente dis- 
ciplinario se queja ante esta Institución de la excesiva pu- 
blicidad dada a la incoación de su expediente. lo que 
puede causar daños irreparables a su persona. Inicia- 
da la correspondiente investigación, el Ayuntamiento 
remite informe sobre la publicidad del acuerdo municipal 
de incoaci6n de expediente disciplinario: tras un dete- 
nido estudio de la documentackin aportada, se procedió 
a formular sugerencia en los siguientes t&minos: 

Analizando detenidamente cuanto nos expone en su 
escrito. asi como la documentac¡& que acompaña, ob- 
servamos que efectivamente esa CorporaciSn no dio pu- 
blicidad expresa a la incoación del expediente sanciona- 
dor al interesado, sino que la difusión se enmarca en el 
trãmite de publicación de los acuerdos municipales. 

No obstante, se ha podido comprobar que, en situa- 
clones similares. los acuerdos municipales no incluyen el 
nombre del funcionario. con ello se evitan situaciones 
como la que “os ocupa; asi, en el extracto de los 
acuerdos municipales adoptados por la Comisibn de Go- 
bierno de 7 de febrero de 1986 y expuestos en el tablón 
de anuncios. figuran acuerdos referentes a la incoación 
de expedientes sancionadores y a la resoluci8n de otros, 
sin que en ambos casos figure el nombre de los afec- 
tados. Esta prktica “os parece mis acorde con el de- 
recho de toda persona a su honor ya su imagen. recono- 
cida en la Ley 2’1986 de 5 de mayo. 

En consecuencia, sugerimos dar el mismo tratamiento 
de los acuerdos de la Comisión de Gobierno de 7 de fe- 

brero de 1986 a todos los expedientes que afecten a 
los funcionarios. con lo cual no se plantearian conflictos 
como el del interesado. 

Queja 903,85. Recordatorio legal 

El objeto de esta queja es una sancik impuesta por 
un Ayuntamiento a un vecino por «alterar la tranquilidad 
del vecindario poniendo la radio a gran volumen y procu- 
rando con ello una alteración del orden público». La san- 
ción se eleva a diez mil pesetas y se observan ciertas 
Irregularidades en la notificación de la sanción. 

En su escrito de contestacirk. el Ayuntamiento justi- 
fica su actuaci& en la vigencia del Decreto de 31 de 
enero de 1947, por el que se aprueba el procedimiento 
administrativo del Ministerio de GobernaciSn para las 
sanciones establecidas en la Ley de Orden Público. 
Dicho Reglamento, segtin la Alcaldía. permite sancionar, 
a la autoridad gubernativa, los actos contrarios al orden 
público. en los que estimaba comprendida la actuación 
sancionada. 

Esta respuesta motivó un recordatorio legal dirigido al 
Ayuntamiento en los siguientes términos: 

En relaci?,n con la queja nti,. 903:85. y sobre la cual 
solicitamos infomx a esa Corporaciõn municipal. le co- 
mun~camos que una vez estudiado el informe emitido. asi 
corno la documentación aportada por la interesada sobre 
el asunto. estimamos que, de conformidad con lo dis- 
puesto en el art 29 de la Ley 9183 de 1 de diciembre. del 
Defensor del Pueblo andaluz. procede formular Recorda- 
torio legal. teniendo como fundamento lo dispuesto en el 
art 17.2 de la misma ley. 

El Recordatorio legal se centra en la normativa vigente 
a aplicar en el procedimiento sancionador en materia de 
orden público, procedimiento que aplica esa Alcaldía 
para sancionar al interesado. 

Entendemos que el Reglamento de 31 de enero de 
1947 no está en vigor, ya que la propia Ley de Procedi- 
miento. de 19 de octubre de 1898, y todos los Regla- 
mentos de ejecución de la misma fueron expresamente 
derogados por la Disposición final primera, núm. 1 de la 
Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 
1958. 

Ni el Decreto de vigencia de 10 de octubre de 1958, 
ni el Estatuto de Gobernadores de la misma fecha, (art. 
24), ni el posterior Decreto 1,704:1965. de 16 de 
junio, dictado expresamente para aclarar las dudas exis- 
tentes en este punto. han podido, dado su rango subor- 
dinado. resucitar un Reglamento que, corno el de 31 de 
enero de 1947. fue expresamente derogado por un pre- 
cepto legal. corno la Disposic+n final primera, núm. 1. 

Incluso en el ámbito de los procedimientos especiales 
subsistentes, son también aplicables «las normas esen- 
ciales de garantía del interesado. contenidas en la Leyn, 
segk se declara expresamente en la Expdsición de Mo- 
tivos de la L.P.A. (apdo. VII, 3) entre las cuales la mis 
Importante de todas es. sin duda, la que se contiene en 
el art. 91, es decir. la que consagra el tramite de audien- 
cia y vista del expediente. sin el cual no existe procedi- 
miento ni garantía alguna. La negativa de dicho trámite 
en materia de sanciones de orden público carece. pues. 
de toda base legal, pero aunque la tuviera. hoy. habría in- 
dudablemente decaido ante el mandato inequivoco del 
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art 24.2 de la Constitución, <<todos tienen derecho 6 ser 
informados de la acusación formulada contra ellos, a un 
proceso ptiblico sin dilaciones indebidas y con todas las 
garantias, a utilizar los medios de prueba pertinentes 
para su defensa. a no declarar contra si mismos. a no 
confesarse culpables y a la presunción de inocencia>>, 
que como derecho inmediatamente aplicable <<vincula a 
todos los poderes públicosu. según su art 53.1. 

La facultad sancionadora del Alcalde se recoge en la 
Ley 7!1985, de 2 de abril, «para sancionar faltas de de- 
sobediencia a su autoridad o por intraccirjn de las Orde- 
nanzas municipales». Junto a esta configuración de las 
facultades sancionadoras hay que considerar los limites 
generales que contienen los preceptos constitucionales: 

Art 25.1: Nadie puede ser condenado o sancionado 
por acciones u omisiones que en el momento de produ- 
clrse no constituyan delito. falta o infracción administra- 
tiva, según la legislación vigente en aquel momento. 

No es posible en la actualidad justificar “nos su- 
puestos principios sustantivos del Derecho sancionador 
administrativo: esos principios son, y no pueden dejar 
de ser, los que se sistematizan en el Derecho Penal de 
aplicación judicial. Y esto es asi por imperativo constitu- 
cional (art.24.2, art.25.1 yart.53.1). 

Por todo lo expuesto. no se justifica la vigencia de un 
procedimiento especial que no contempla y garantiza 
los principios constitucionales aludidos. asi como las 
normas procedimentales generales de la Ley de Procedi- 
miento Administrativo. 

En consecuencia. con el debido respeto. esta Institu- 
citin, en ejercicio de las facultades que le estan confe- 
ridas en el ari. 29 de la Ley 9-l 983, de 1 de diciembre. 
por la que nos regimos, dirige a Vd. este Recordatorio 
legal con el fin de que se adopten las medidas oportunas 
para que 5”s resoluciones se adapten a la legalidad vi- 
gente en materia sancionadora, en cumplimiento de lo 
dispuesto en los anis. 9.3 y 103.1 de la Constitución es- 
pañola. 

Este Recordatorio no ha tenido aún respuesta por 
parte de la Administración municipal. 

4. Quejas en que no se aprecia actuación irregular 

Como ejemplos de quejas en que se ha resuelto archi- 
YX, por no apreciarse actuación irregular en la actuación 
de la AdministraciSn ya que esta justifica adecuada- 
mente su actuación. podemos destacar las siguientes: 

Queia 72 1/85. Devolución de tasas 

El reclamante expone que en abril de 1985 le fue otor- 
gada licencia por el Ayuntamiento para la construcción 
de una vivienda y efectub el pago de la tasa y fianza co- 
rrespondientes. Posteriormente desiste en su intenci& 
de construir la vivienda y Solicita en junio de 1985 la de- 
volución de las cantidades ingresadas. 

Tras un estudio del asunto planteado es necesario 
puntualizar lo siguiente: 

La tasa por licencia urbanistica ( art 78 de la Ley del 
Suelo) es un tributo municipal que se establece por la 
prestación de un servicio o actividad de competencia 

municipal que beneficia especialmente a personas deter- 
minadas ( Real Decreto 3.250/1976, de 30 diciembre) 
La solicitud de licencia de obra origina una actividad mu- 
nicipal a instancia del solicitante. al margen de la realiza- 
ción efectiva de la obra proyectada. 

No ocurre lo mismo con la fianza para responder de 
los darios que se puedan ocasionar con motivo de la eje- 
cución dela obra. 

Por lo tanto. el reclamante puede obtener la devolu- 
ción de la cantidad ingresada por este último concepto. 

Iniciada investigación ante el Ayuntamiento, éste 
remite escrito en que informa que la Comisión de Go- 
bierno adoptó en su dia acuerdo, resolviendo la solicitud 
del reclamante, en los términos expuestos anterior- 
mente. 

Queja 634/85. Viviendas 

Un grupo de vecinos acude a esta Institución expo- 
niendo lo siguiente: so” inquilinos de ““as viviendas pro- 
piedad del Ayuntamiento, con contrato que se remonta 
a octubre de 195 1. El Ayuntamiento esti estudiando la 
posibilidad de derribar las casas del Patronato que 
ocupan los interesados y adjudicarles otras por las que 
tendrían que hacer un fuerte desembolso, no contando 
con medios económicos suficientes. 

Iniciada la investigación, el Ayuntamiento remite un in- 
forme en el que puntualiza lo siguiente: 

aJ .-si los ocho vecinos del Patronato quieren cambiar las 
nuevas viviendas, se proceder?, al derribo, una vez so,u- 
cionado el problema de los ocupantes. 

bi~tiav que destacar que al tratarse de personas de econo- 
mia modesta y de edad avanzada, se les ha propuesto el 
traslado a otras en regimen de alquiler o incluso en preca- 
no. 

cl Es deseo de esta Delegaci¿m desalojar y realojar a los ue- 
clms a fin de construir un grupo de 75 viviendas en dicho 
terreno. para familias econ8micamente débiles. en régi- 
men de alquiler en convenio con la Junta de Andalucia. 

dl Ya se han comenzado las entrevistas y se ha llegado al 
acuerdo de que desean quedarse en este grupo cinco ve- 
mos: dos pasan~ a las nuevas viviendas en régimen de 
compra y ““0 de ellos lo hace a otro lugar en r&imen de 
alquiler. 

Se procede a dar traslado de este informe a los intere- 
sados, entendiendo resuelto el asunto planteado en la 
queja que se concluye. 

Queja 882/‘85. V;v;enda 

Se presenta queja contra el Ayuntamiento por el desa- 
lojo ordenado del reclamante y su familia de unos alber- 
gues provisionales cedidos por dicho Ayuntamiento. 

El Ayuntamiento informa lo siguiente respecto al pro- 
blema planteado: 

En esta localidad se construyeron 50 viviendas de pro- 
tección oficial promovidas por la Consejeria de Política 
Territorial con ei fin fundamental de desalojar los alber- 
gues provisionales, ya que se encontraban en pésimas 
condiciorues de habitabilidad. y construir un nuevo grupo 
de viviendas de protección oficial en ese terreno. 

Se le adjudicó una vivienda a todos los titulares de los 
albergues provisionales. pero lo que no se podia hacer 
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era adjudicarle una a cada miembro de todas las familias, 
pues en ese caso faltarian viviendas y habria quejas ,,or 
“umerosos vecinos en iguales condiciones. No obstante, 
por el Ayuntamiento. se le autorizó para que habitara un 
inmueble propiedad del Ayuntamiento hasta tanto se 
construyeran los “UBYOS grupos de viviendas de Protec- 
ción oficial en esta localidad. y cuyos expedientes estin 
en tramltaclon. 

El interesado se encuentra actualmente ocupando la 
casa sita en los depr%itos del agua propiedad de este 
Ay”flt.WientO. 

En esta queja no encontramos una actuación irregular 
por parte del Ayuntamiento, sino una manifestaci6n del 
problema general de la falta de viviendas. 

4.1 Situación irregular que motiva una sugerencia 

Dentro de este grupo se incluyen aquellas quejas cuya 
tramitación no pone de manifiesto una actuación admi- 
nlstrativa que vulnere la normativa vigente, pero sí pone 
de manifiesto una actuación poco diligente en el ejerci- 
cio de las funciones atribuidas, lo que causa ciertas es- 
pectativas que no estAn amparadas en el ordenamiento 
jurídico. 

Asi. podemos poner como ejemplo la queja siguiente: 

Los propietarios de una vivienda ruinosa acuden a la 
Institución exponiendo lo siguiente: 

Un inmueble de su propiedad fue declarado en ruina 
por acuerdo de la Comisión Municipal Permanente de 
fecha 8 de marzo de 1979 sin que. según los intere- 
sados, se les notificara tal acuerdo. 

Con posterioridad fue solicitada licencia de obras par- 
ciales para reparar el inmueble, concedikndose una de 
ellas por acuerdo de 25 de junio de 1982. 

En la actualidad sólo queda amenazada de ruina la fa- 
chada; el resto del inmueble se ha reconstruido total- 
mente. El Ayuntamiento le exige un ‘proyecto completo 
del inmueble debidamente visado por el colegio profe- 
sional correspondiente. 

Iniciada la oportuna investigación. el Ayuntamiento 
remite un amplio informe sobre el expediente de infrac- 
ción urbanistica instruido a los reclamantes, del que se 
desprende lo siguiente: 

al La declaración de ruina consta notificada a los pro- 
pietarios. 

b) La licencia solicitada y concedida en 1982 tiene 
por finalidad reparar medianeras. 

Con posterioridad se comprueba, por los Servicios de 
Urbanismo del Ayuntamiento, que se han continuado 
realizando obras y se ordena la paralización de las 
mismas, indicándole al interesado que para la legaliza- 
ción de lo construido deberá atenerse a la normativa ur- 
banistica vigente. 

A la vista de los hechos relacionados no se observa 
actuación irregular por parte del Ayuntamiento. 

Si se observa en cambio, y ello motivó la correspon- 
diente sugerencia. un descuido en la vigilancia por parte 
de los servicios municipales correspondientes. que no 

detectaron y paralizaron las obras en su momento, pro- 
piciando la reconstrucción del edificio y las consi- 
guientes expectativas de los interesados. 

datos comparativos totales de los años 1985 Y 
1986 y valoración 

A lo largo de 1985 y 1986 se han tramitado y con- 
cluido en esta área un total de 121 quejas, de las cuales 
se han resuelto favorablemente un total de 51 quejas, lo 
que representa un 42%. y no $8 aprecia actuación irre- 
gular en 61 expedientes; en 9 câsos se han producido 
otro tipo de resoluciones. 

Ya hemos resaltado en otro apartado de este capitulo 
la lentitud de la Administración en responder a las peti- 
ciones de informes sobre las quejas tramitadas, lo que 
ha motivado un retraso excesivo en la conclusitin de 
estos expedientes. En un gran número de quejas ha sido 
necesario reiterar una. dos y hasta tres veces informe de 
la Administración. Es más apreciable en las quejas 
contra alguna Administraci& local. y ello porque los me- 
canismos de estas administraciones son más lentos o 
bien porque esperan a tener resuelto el asunto planteado 
en la queja para respondera la Institución. 

Por el contrario, es precisamente dentro de la esfera 
de la Administración local. tanto municipal como provin- 
cial, donde se obtienen mejores resultados, y ello 
porque desde la inmediatez y proximidad de estas admi- 
nistraciones al ciudadano. suscitan un tipo de quejas en 
las que en general no se plantean grandes cuestiones, 
sino incomodidades o molestias para el vecindario. 
Cuestiones que producen en los reclamantes situaciones 
de injusticia o indefensión. originadas por la imposibili- 
dad de acudir a los Tribunales de Justicia. ya que esta 
via les acarrearia unos gastos a los que no pueden hacer 
frente. 

Es también en la Administración municipal donde se 
observan algunas prácticas administrativas que no 
están en consonancia con el ordenamiento juridico vi- 
gente. Estas prácticas no se modifican ante la reclama- 
ción del ciudadano afectado que ve en los mismos una 
vulneración de sus derechos constitucionales, pero. en 
cambio. si aceptan estas Corporaciones los recordato- 
rios legales y sugerencias que se realizan desde la Insti- 
tución del Defensor del Pueblo andaluz. 

Dentro de esta kea se enmarcan las quejas presen- 
tadas contra la Secretaria para la Función Pública anda- 
luza por los funcionarios de la Comunidad Autónoma. 
Dentro de estas quejas hay que destacar que la mayotia 
no se han podido admitir a trámite por encontrarse ante 
los Tribunales de Justicia los mismos actos administra- 
tivos que se someten al estudio y consideración de la 
Institución. 

AREA III: OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES 

Análisis de Las quejas investigadas Y cerradas 
correspondientes al año 1986 

1. Introducción 

Corresponden a esta irea todas las quejas que plan- 
tean cuestiones cuya competencia viene asignada 
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a la Consejeria de Obras Públicas y Transportes. de 
acuerdo co” lo dispuesto en el Decreto del Presidente 
13011986, de 30 de julio. sobre reestructuracirk de 
Consejerias. 

El art. 7 dedicho Decreto concreta lo siguiente.: 

Corresponden a la Consejeria de Obras Públicas y 
Transportes las competencias atribuidas a la Comunidad 
Autónoma en materia de urbanismo. ordenación del terri- 
tono. arquitectura y viwenda. obras públicas, transporte y 
Exposición Universa, de Sevilla 1992. 

Se atribuyen, igualmente. a esta Consejeria las fun- 
c,ones ejercidas por la Dirección General de Transportes 
de la suprimida Consejeria de Turismo. Comercio y 
Transportes. 

En cuanto al contenido material de las quejas presen- 
tadas, inciden sobre los temas siguientes: 

Viviendas de protección oficial. Dentro de este apar- 
tado hay que destacar las quejas sobre solicitud y adju- 
dicación de viviendas de promoción pública; deficien- 
cias en la construcción de viviendas; tramitación de soli- 
citudes de calificación de V.P.O.. y subvenciones a ad- 
quirentes de V.P.O. 

Problemas urbanisticos. concesión de licencias sin 
atenerse a las normas urbanisticas municipales. etc. 

Expropiación forzosa. 
Situación de las carreteras y vias de comunicación. 

Durante el año 1986 se han tramitado y concluido un 
total de 32 expedientes: de ellos. lo han sido favorable- 
mente 13, y no se aprecia actuación irregular en los res- 
tantes. 

Como en otras kas. la provincia de Sevilla es la que 
más quejas origina. con un total de 14. y la que menos 
Almeria. que no figura con ninguna queja concluida. 

Se exponen a continuación algunas de las quejas más 
significativas, en las que se han obtenido resultado favo- 
rable a las pretensiones de los reclamantes. 

2. Quejas resueltas favorablemente 

Queja 150/86. Obras de reparación 

Una comunidad de propietarios denuncia la existencia 
de graves deficiencias en la construcción de unas vi- 
viendas de protección oficial realizadas por el Patronato 
Municipal de la Vivienda. 

De la información solicitada se desprende que la Dele- 
gación de Cádiz inició en su dia diligencias previas de las 
que se derivaron unas órdenes a la constructora para la 
realización de unas obras de reparación. acordando con 
posterioridad el archivo de las diligencias. al entender 
que con las obras realizadas quedaban reparadas las de- 
ficiencias del inmueble. 

Los inquilinos entienden que las deficiencias no se 
han subsanado y recurren el acuerdo de la Delegación 
ante el Consejero; este estima el recurso y ordena a la 
Delegación que inicie nuevo procedimiento del que 
pueden derivarse responsabilidades contra el construc- 
tor. 

Entendiendo el asunto en vias de solución, se comu- 
“lea a los interesados resolución archivando el expe- 
diente. 

Quejas 179/86, 209/86 y 728/86. Escritura de vi- 
vienda de protección oficial 

Los propietarios de una vivienda de promoción pública 
han solicitado de la Consejeria de Obras Públicas y 
Transportes que se eleve a escritura pública el contrato 
suscrito en su dia con el Instituto Nacional de la Vivienda, 
por el que se regulaba el acceso diferido a la propiedad. 
ya que han abonado la vivienda en su totalidad. 

Han dirigido escritos en este sentido a la Consejeria 
sin obtener respuesta. 

Iniciada la correspondiente investigación. la Dirección 
General de Arquitectura y Vivienda informa que la docu- 
mentación necesaria para el otorgamiento de la escritura 
se ha remitido a la Notaria correspondiente. indicando el 
notario que va a redactar las escrituras que tiene pen- 
dientes de este grupo de viviendas con carkter urgente 
para que puedan firmarse de inmediato. 

Se archiva la queja tras comprobar la realización de 
las escrituras pW¡cas de las viviendas. 

Queja 834/86. Solicitud depuesto en zona deplaya 

El interesado tiene montado un chiringuito en la zona 
del puerto de Conil de la Frontera. Solicitó autorización 
para consolidar dicha instalación, siendole denegada 
por la Delegación de la Consejeria de Obras Públicas y 
Trarisportes. Recurre dicha denegación con fecha 15 de 
junio de 1986, sin obtener respuesta hasta la fecha. 

Se solicita informe de la Delegación de la Consejeria 
sobre el asunto. remitiendo escrito en el que se informa 
lo siguiente: 

Con fecha 7-4-86 nos fue remitida por el Ayunta- 
m,ento instancia presentada por el interesado solicitando 
la autorizaci8n de un chiringuito. Con fecha 21 de abril 
58 le pidió al Ayuntamiento que el interesado presentara 
memoria de la instalaci0n que pretendia realizar y croquis 
de la misma. 

Con fecha 6 de mayo el interesado remitió a la Delega- 
ción los documentos solicitados v el dia 9 de mayo se le 
cornumco que en estos momentos no se podia autorizar 
una instalaciõn de las caracteristicas que señalaba su es- 
crea 

Con fecha 15 de junio. y con entrada en esta Delega- 
ción de 19 de julio. nos solicitaba nuevamente la instala- 
ción de, chirin9uito. Dada la fecha con la que entrrj en el 
registro 129 de juliol, periodo devacacionesobligatonas 
del personal, no se le contestó al rrism, 

En esto?. momentos se esta realizando el trabajo de 
«Estudio sobre abrigo y obras complementarias en el 
puerto de Coniba. en el que se definirên las obras precisas. 
asi corno la ordenación de la zona de servicio de, puerto, 

Con el estudio al que alude la Delegación se podrá 
atender la pretensión del reclamante, referente a la insta- 
lación definitiva del chiringuito. Con ello se entiende en 
vias de solución el problema planteado, por lo que se co- 
munica el archivo dela queja. 

Queja 232/86 Retraso en la tramitación de una de- 
nuncia sobre def;ci?ncias 

Se plantea queja contra la actuación de la Delegación 
Provincial de la Consejeria de Obras Públicas y Trans- 



portes de Córdoba por la tramitación del expediente 
D.P. CO 2185. Dicho expediente se inicia tras denuncia 
formulada en diciembre de 1984. Desde dicha fecha, y 
a pesar del extenso diálogo mantenido por ambas 
partes, los daños existentes en las viviendas del bloque. 
confirmados por los Servicios Técnicos de la Consejeria 
y por un aparejador particular. no han sido corregidos en 
su totalidad. persistiendo las molestias en los usuarios 
de los pisos. concretamente la situaci8n de humedades 
en el interior de las viviendas, especialmente en la 5.” y 
6.e B. 

Como fruto de las gestiones realizadas. la Delegac¡& 
remite un amplio y documentado informe sobre las ac- 
tuaclones seguidas en el expediente de infracción en 
materia de viviendas de proteccibn oficial. y concreta- 
mente indica lo siguiente: 

En fecha 29 de julio de 1986 se recibe en esta Delega- 
ci8n Provincial escrito de la promotora. en el que co,,,“. 
“(can que se han realizado las obras. ordenadas en la 
Orden de 26 de mayo, a plena satisfacciõn de 1x intere- 
sados y de conformidad con el Presidente de la comuni- 
dad de vecinos y con el V.’ B.‘del arquitecto director de 
la obra y solicita el archivo del expedente. 

A la vista del citado escrito. los SS.TT de esta Delega- 
ci8n Provincial. en fecha 30 de julio. informan Io si- 
guiente: <<Si bien se han realizado la generalidad de las 
obras, se considera que con las mismas no se ha elimi- 
nado la causa de las referentes a humedad a travks de Ia 
medianeria en el salón-comedor de la vivienda 6.” 8 y de 
las diversas humedades en las paredes de una pieza de Ia 
vivienda 5.’ 6. ya que se han limitado a pintar los restos 
de humedad en el interior de las mismas, por lo que se 
estima que habrên de aislarse convenientemente las 
zonas afectadas, 

A la vista de lo actuado, el dia 8 de agosto de 1986 se 
incoa expediente sancionador km. 26186 contra la pro- 
motora. designandose Instructor y Secretario y formulán- 
dose el correspondiente Pliego de Cargos, lo que todo 
ello es notificado tanto al denunciante como a la promo- 
tora. 

Queja 844,,,;56. Desahucio de viviendas 

Un colectivo denuncia la existencia de ““as viviendas 
de promoción ptiblica. cuya titularidad corresponde a la 
Consejeria de Obras Públicas y Transportes de la Junta 
de Andalucia. que han sido adjudicadas y no se han ocu- 
pado por sus adjudicatarios. 

Recabado el preceptivo informe de la Delegación Pro- 
vincial. esta informa que efectivamente en el grupo de 
101 viviendas construidas en la localidad hay ocho que 
no han sido ocupadas, dando lugar a la tramitación de 
los correspondientes expedientes de desahucio y lanza- 
miento. En dos de los expedientes se ha promovido re- 
curso de alzada. pediente de resolver, y en los restantes 
se ha solicitado del Juzgado de Distrito autorización 
para ejecutar el lanzamiento, conforme a lo previsto en 
el art 18.2 de la Constitución. 

Tan pronto como resulte vacante alguna vivienda, se 
adjudicará por la Comisión Provincial de la Vivienda a 
propuesta del Ayuntamiento, conforme a las normas vi- 
gentes. 

Tras comunicar este informe a los interesados. se 
archiva la queja, al considerar resuelto el asunto por el 
que acudieron a la Institución. 

Queja 4 7/86. Rehabilitación de barriada 

Una asociación de vecinos se queja de la falta de res- 
puesta por parte de la Delegación Provincial de Obras 
Públicas y Transportes de Jaén a los escritos presen- 
tados en dicha Delegación solicitando información 
sobre las diferentes fases de rehabilitación de la barriada 
polígono donde viven. a la vez que denuncian las defi- 
ciencias existentes en la misma. 

La Delegación Provincial de Jaén emite informe en el 
que se detalla la situación de las distintas fases de repa- 
ración de las viviendas, asi corno !as cantidades presu- 
puestadas, unas ya ejecutadas. otras en ejecución y 
otras pendientes de aprobación. 

Indica asimismo. en su escrito, que la mancomunidad 
de vecinos ha estado informada en todo momento de 
los programas de la Administración. 

Queja 235/86. Precio de vivienda de protecc;ón of;. 
Cd 

En su escrito expone el retraso en la tramitacibn de 
un expediente por infracción en materia de viviendas de 
protección oficial, sobre precio en la vivienda que 
adquirió a una inmobiliaria de Málaga. El expediente 
D.P. 104183 se inicia porescrito, agosto 1983, en la De- 
legación Provincial del Ministerio de Obras Públicas, 
pero estas competencias, tras las transferencias. están 
asignadas a la Delegación de Obras Ptiblicas y Trans- 
portes de la Junta de Andalucia. 

Iniciada investigación ante la citada Delegación Pro- 
vincial, esta nos informa lo siguiente: 

<<Por denuncia de numerosos compradores de vi- 
viendas a la Entidad..., en Parque Mediterráneo. de Mi- 
laga. por la presunta existencia de soprecio. se incoa a 
dicha Entidad las Diligencias Previas 104!83. que 
motivaron la incoación del expediente sancionador 
MA-V.P. 158183. En la actualidad. y tras numerosas 9es- 
tienes en el expediente, por el elevado número de denun- 
clantes y su dificil localización al actuar estos de forma 
individual y sin nombrar un representante. se ha notifi- 
cado el Pliego de Cargos, habiéndose formulado dife- 
rentes alegaciones. Con esta fecha se procede a d,ctar 
Propuesta de Resolución. la cual se notificará a los de- 
nunciantes. asi como a la Entidad denunciada. 

Queja 558/86. Expediente de def/Gncias en cons- 
trucción. 

Se denuncia el incumplimiento por un constructor de 
la Resolución de la Delegación de Obras Ptiblicas y 
Transportes. por la que se ordena la realización de obras 
de reparación de unas viviendas de protección oficial. 
expediente D.P. 83184. 

Iniciada la correspondiente investigación. la Delega- 
ción informa sobre la tramitación del expediente sancio- 
nador que incoó corno consecuencia de la denuncia pre- 
sentada, y concretando que al ser firme la Resolución 
dictada por transcurso de los quince días que señala el 
art 122 de la Ley de Proced~imiento Administrativo sin 
que se interponga recurso de alzada. se inicia la ejecu- 
ción de la mencionada Resolución. Se ha remitido. a 
este fin. la correspondiente certificación de descubierto 
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a la Delegación de Hacienda, y el expediente sanciona- 
dor a los Servicios T&nicos, a fin de que informen 
acerca de la obligación subsidiaria impuesta, con el fin 
de comenzar a imponer multas coercitivas hasta lograr 
el cumplimiento integro de lo acordado. 

3. Quejas en que no se aprecia actuación irregular 

No se aprecia actuaci,k irregular en un 40% de las 
quejas investigadas ante la Administración. La mayor 
parte de este porcentaje corresponde a reclamaciones 
contra el proceso de selección y adjudicación de vi- 
viendas de promoción pirblica. 

Como ejemplos orientativos de este apartado, expo- 
nemos los siguientes: 

Queja 8 12/86. Solicitud de vivienda 

El reclamante solicitó una vivienda de promoción pú- 
blica, y al no serle adjudicada recurrió la puntuación que 
se le habia otorgado, por entender que no era correcta, 
no habiendo obtenido contestación a su escrito. 

Admitida a trámite la queja, se inició la correspondien- 
te investigación ante la Delegación Provincial de la Con- 
sejeria en Granada. Dicho Organismo informa lo si- 
guiente: 

En el expediente de adjudicación de dichas viviendas 
aparece la solicitud del reclamante con una puntuaci&, 
inicial de 255 puntos. conforme al baremo aprobado por 
Orden de 17 de noviembre de 1980. vigente en aquella 
fecha. 

Dentro del plazo de reclamaciones. presentb ante el 
Ayuntamiento escrito solicitando se revisara su expe- 
diente, al considerar baja dicha puntuación en razón de 
sus mgresos y excesivo alquiler de la vivienda que ocupa. 
Atendida dicha reclamacion y revisada la documentaci8n. 
le fue corregida la puntuacibn por ingresos familiares. au- 
mentándole 30 puntos. por lo que qued& con los 285 
con que figura en las relaciones definitivas. al ser apro- 
badas las reclamaciones y propuestas del Ayuntamiento 
por la Comisik Provincial de Vivienda en reunión de 25 
de abril pasado. 

Las relaciones definitivas serán expuestas al público en 
el Ayuntamiento y en esta Delegación durante el plazo de 
un mee, en que podrin presentar reclamaciones ante la 
Comisión Provincial de Viviendas aquellos solicitantes 
que se estimen perjudicados en su derecho. 

A la vista de lo expuesto, no se aprecia actuación irre- 
gular por parte de los organismos autonómicos. pero si 
se pone de manifiesto. una vez m&, el gran problema 
de viviendas que padece la Comunidad Autónoma, ya 
que un solicitante como el que nos ocupa no puede ser 
atendido en su demanda de una vivienda de promoción 
ptiblica pese a la puntuacion tan elevada que se le 
asigna en función de los baremos regulados. 

Queja 689/86. Adjud;cación de vivienda de promo- 
eón pública 

Se solicita la intervención de la Institución en el pro- 
ceso de adjudicación de una vivienda de promoción pi- 
blica desocupada, al no estar de acuerdo con la resolu- 

ción adoptada por la Delegación Provincial de la Conse- 
jeria de Obras Públicas y Transportes. 

Iniciada la investigación correspondiente, la Delega- 
ción informa detalladamente sobre el proceso de adjudi- 
cación de la vivienda que quedó vacante, comprobin- 
dose que se procedió de acuerdo con lo dispuesto en el 
Decreto 237185, de 6 de noviembre. 

Queja 99 1/86. Obras sin licencia 

Expone queja por la falta de respuesta de la Delega- 
ci8n de Obras Ptiblicas y Transportes de Málaga ante la 
denuncia efectuada por la realización de obras que no 
se ajustan a la legalidad. 

Iniciada la correspondiente investigación. la Delega- 
ción remite informe y copia del expediente de disciplina 
urbanistica iniciado en virtud de la denuncia presentada 
por el reclamante. De dicha documentación se des- 
prende que la obra objeto de la denuncia se encuentra 
realizada dentro de la legalidad y cuenta con su precep- 
tiva licencia de obra menor. Igualmente. consta que se 
ha comunicado este extremo al interesado. 

Quejas 2 17/86, 2 18/86, 250/86 y 259/86. Solici- 
tudde viviendas 

El objeto de estas quejas es la falta de respuesta de la 
Delegación de Obras Públicas y Transportes a los re- 
cursos presentados contra las listas definitivas de adju- 
dicatarios de viviendas de promoción pública. Dichas 
listas han sido elaboradas de acuerdo con la normativa 
vigente por el Ayuntamiento del municipio donde se ha 
llevado a cabo la construcción de la promoción de vi- 
viendas. 

Estos expedientes responden a un tipo de queja que 
esta Institución admite a trimite. no tanto porque la ad- 
judicación de vivienda sea incorrecta, como por la falta 
de respuesta a los recursos presentados en las distintas 
fases del procedimiento de elaboración de candidatos. 

Análisis de las quejas investigadas y cerradas 
correspondientes al aio 1985 

1. Introducción 

De las quejas del área de Obras Públicas y Transportes 
correspondientes al año 1985 y tramitadas y concluidas 
a lo largo de 1986. podemos destacar como mês signifi- 
cativos los temas referentes a adjudicación de viviendas 
de promoción pública. control de calidad de la construc- 
ción de las viviendas sometidas a la normativa de V.P.O.. 
obras en carreteras, expropiaciones. etc. 

Se han tramitado y concluido un total de 28 expe- 
dientes. De ellos, 13 han tenido una respuesta favorable 
por parte de la Administración, lo que representa un 
46% de las quejas admitidas a trámite; en 1 1 quejas no 
se aprecia actuación irregular, recayendo otras resolu- 
clones en las restantes. 

Por lo que respecta a la distribuci& provincial. se ob- 
serva “” mayor equilibrio, destacando Sevilla y Málaga 
con un mayor número de expedientes. En Jaén sólo se 
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recoge una queja tramitada ante la Delegación corres- 
pondiente. 

A Continuación exponemos ejemplos de cada “no de 
los tipos en que hemos clasificado los expedientes de 
quejas. 

2. Quejas resueltas favorablemente 

Dentro de este apartado relacionamos las siguientes 
quejas: 

Quejas 353/85 y 772/86. Pago de recibo de vivienda 
deprotección oficial 

En estas quejas se solicita la intervención de la Institu- 
ción en la reclamacitin efectuada por un colectivo ante 
la Consejeria de Obras Públicas para evitar la duplicidad 
de pago de la Contribución Territorial Urbana; este tri- 
buto se satisface directamente por los inquilinos. y. 
ademk, en los recibos que satisfacen a la Consejeria se 
consigna una cantidad poreste concepto. 

Iniciada la correspondiente investigación, la Dirección 
General de Arquitectura y Vivienda remite informe en el 
que indica que se está trabajando para hacer efectivas 
en los recibos las deducciones correspondientes para 
evitar situaciones como las expuestas en las quejas. 
Igualmente. informan que se ha contestado expresa- 
mente a la reclamación presentada por los afectados. 

Queja 8762% Devolución de cantidad de cambio de 
vivienda 

Denuncia una serie de retrasos e irregularidades en la 
devoluckm de ““as cantidades como consecuencia de 
cambio de vivienda adjudicada por el Ministerio de 
Obras Públicas y Urbanismo en 1979. 

De la documentación que aporta queda claro que el 
organismo competente para resolver el problema plan- 
teado es la Consejeria de Obras Públicas y Transportes. 

En el escrito que remite la Dirección General de Arqui- 
tectura y Vivienda a instancias de esta Institución. se 
desprende lo siguiente: 

La cuestión suscitada tiene su origen en las transfe- 
rencias efectuadas desde el Instituto Nacional de la Vi- 
vienda a la Consejeria de Obras Públicas y Transportes. 
ya que dicho Instituto era el organismo obligado en su 
dia a devolver las cantidades reclamadas. Tras superar 
las dificultades expuestas, y aclarada la obligación de la 
Consejeria de hacer frente al pago de la cantidad al inte- 
resado, esta indica que ha remitido a la Delegación de 
Cádiz los expedientes para que se proceda. tras los 
oportunos trámites. a hacer efectivas las cantidades re- 
clamadas. 

Queja 175/85. Expediente de defic;enc;as en 
co”strucción 

Un colectivo de doce personas denuncia irregulari- 
dades y deficiencias en la construcción de las viviendas 
que ocupan. sometidas al régimen de protección oficial. 

Han dirigido escritos en idénticos términos a la Delega- 
ción de la Consejeria, sin recibir respuesta. 

En escrito de contestación a nuestra peticibn de in- 
forme, la Delegación de Obras Públicas y Transportes 
de Córdoba remite escrito del que se desprende que. 
tras comprobar las deficiencias en la construcción de las 
viviendas, se procedió a girar las oportunas órdenes de 
reparación a la constructora. Superado ampliamente el 
plazo sefialado pare acometer las obras, se ha procedido 
a incoar el correspondiente expediente sancionador. 

Queja 507/85. Resolución de expediente por defi- 
cienc& en construcción 

Se presenta queja por deficiencias en la construcción 
de viviendas sometidas al régimen de protección oficial. 
Efectuadas las oportunas investigaciones. la Delegación 
de la Consejeria de Obras Ptiblicas y Transportes in- 
forme losiguiente: 

Comprobadas las deficiencias por los se~icios tec- 
“1~0s. se procedi8 a incoar el oportuno expediente san- 
cionador. asi como propuesta de resolución. llegándose, 
co” fecha 7 de octubre de 1985. a dictar reso,“ci,jn en la 
que se acordó imponer a la empresa constructora una 
multa de 500.000 pesetas y se le obligaba a realizar de- 
terminadas obras en todos los bloques de la urbanización. 

Con fecha 30 de .oct”bre, la empresa expedientada 
presentó, en la Secretaria General Tknica, recurso de 
alzada contra la resolución de esta Delegación. solici- 
tando la suspensión de la ejecución de las sanciones im- 
puestas, por lo que en este momento dicho expediente 
se encuentra pendiente de que se resuelva el recurso de 
alzada interpuesto. 

Se sigue también en esta Delegación otro expediente 
sancionador, nlim. VPH-1186. contra la misma empresa. 
por denuncia de tres vecinos. no como comunidad, sino 
como propletarios. por deficiencias en sus viviendas par- 
ticulares. en el que. con fecha de 31 de marzo próximo 
pasado, se ha dictado resolución imponiendo a la em- 
presa otra multa de 500.000 pesetas y obligando a reali- 
zar en el plazo de un mes determinadas obras en estas 
tres viviendas. 

Realizadas gestiones ante la Consejeria. nos informan 
que el recurso de alzada está resuelto y próximo a comu- 
“ca a la Delegación. 

Queja 44/85. Renuncia a vivienda 

El objeto de esta queja es el retraso en la devolución 
de una cantidad entregada por la reserva de una vivienda 
de promoción ptiblica a la que la interesada ha renun- 
ciado. 

Solicitado el preceptivo informe de la Dirección Gene- 
ral de Arquitectura y Vivienda, nos comunica lo si- 
guiente: 

Serán las Delegaciones Provinciales de esta Consejeria 
las que dictaran la correspondiente resolución y formarán 
el expediente de devolución de cantidades que remitirán 
alas Delegaciones de la Consejeria de Hacienda. 

Finalmente. y en cumplimiento de cuanto se ha ex- 
puesto. esta Dirección General, en su escrito núm. 1.976. 
de 18 de marzo pasado. procedió a informar cumplida- 
mente a nuestra Delegación Provincial de Granada, 



acompañandose todos los expedientes relativos a la de- 
volución de cantidades. entre los que se encontraba el de 
la reclamante, asi como las instrucciones para su articula- 
ción y tramitación a la Delegación de la Consejeria de Ha. 

clenda, a la que corresponde ordenar tales pagos. 

A la vista de lo expuesto, se dirigi6 escrito a la Delega- 

ción Provinual de la Consejeria en Granada para recabar 
información sobre el estado de tramitación del expa- 
diente de devolución de cantidad. La Delegac¡& remita 

escrito en el que confirma que ha sido ya devuelta a la in- 

teresada la cantidad reclamada. 

Queja 79 7/85. Silencio adm;nistrafivo 

Se solicita la intervención de la Institución ante el si- 
lencio de la Administración, Consejeria de Obras Pti- 
blicas y Transportes, al recurso de alzada presentado 

ante al Consejero por la declaración de interés social de 

un club náutico. El recurso se presentó en marzo de 
1985, y no se habia resuelto en la fecha de presentación 

de la queja l 2 7 de noviembre) 
Admitida a trámite la queja, se procedi8 a interesar del 

Consejero la resolución en tiempo y forma del recurso 
planteado, recibiéndose escrito de la Consejeria en el 
que se indica lo siguiente: 

En virtud de lo dispuesto en el art 74 de la Ley de Pro- 
cedimiento Administrativo. se ha dispuesto el impulso 
del procedimiento correspondiente, a los efectos de que 
este sea resuelto expresamente, Ya ha sido redactada la 
propuesta de resoluci0n por lo que en breves fechas se 
emitirá la resaluci6n que se estime proceda conforme a 

derecho, si6ndole notificada al ,nteresado. 

Queja 63 71’85. Ejecución subsidiaria 

Ante la Institución se denunció el retraso en la tramita- 
ción del expediente sancionador iniciado con fecha 2 de 

agosto de 1983, V.P. 4183. por deficiencias en la 
construcción de un edificio sometido al @men de vi- 

viendas da protecci6n oficial. 
Iniciada la investigación sobre la tramitaci6n del expe- 

diente instruido, la Delegación de la Consejeria de Obras 
Pfiblicas y Transportes comunica lo siguiente: 

. ..elevado el expediente sancionador bajo el nymero 
MA-VP. 4;83, en fecha 5 de septiembre de 1983, recae 
en el rmsuno resolución. en cuya parte dispositiva se 
acuerda imponer a la entidad una multa de 250,000 pe- 
setas. asi coma obligar a la expedientada a realizar deter- 
rrvnadas obras de subsanación de deflciencias co”str”c- 
tiva*. 

Con posterioridad a la resolución. y ante la pasividad 
de la expedientada a realizar las obras ordenadas, se im- 
ponen a la entidad. y ello en base a la normativa urgente. 
sucesivas multas coercitivas. hasta un total de dos. por 
importe de 50.000 pesetas, cuyas certificaciones de des- 
cubierto han sido remitidas a la Delegación de Hacienda 
de M6laga. 

Con fecha 21 de diciembre de 1984, v ante la inactivi- 
dad de la expedientada a ejecutar las obras ordenadas, 
se emite informe en el que se ponen de manifiesto las po- 
sibles soluciones a seguir para lograr la efectividad de la 
parte dispositiva de la resolución. 

Con esta fecha, y a fin de solucionar el problema plan- 
teado a la comunidad de propietarios. se procede a iniciar 
los trámites para conseguir la ejecuciõn subsidiaria de las 

obras ordenadas en la resolución. 

Queja 594/85. Infracción en viviendas de protección 
of,cial 

El reclamante expone que en su dia presentó, en la De- 

legación Provincial de la Consajeria da Obras Públicas y 

Transportes de Sevilla, escrito denunciando deficiencias 

en la construcción de una vivienda de protección oficial. 
En un primer contacto, la DelegaciOn indica que debe ra- 
tificarse en su denuncia. La realiza y no vuelve a tenar 

noticias de su expediente. Solicitado informe de la Dele- 
gación correspondiente. esta comunica lo siguiente: 

En contestación a su escrito en el que pedia informa- 
ción sobre las actuaciones incoadas en virtud de denun- 
cias formuladas por los interesados. me cabe el honor de 
manifestarle que para la apertura de las correspondientes 
actuactones administrativas se hace preciso. CO” caricter 
previo. proceder en diligencias preliminares a ordenar 
obras de reparación que. en el supuesto de que las 
rms,nas se e,ecuten. pueda significar el sobreseimiento 
de tales diligencias. 

Dicha orden de obras de reparación va precedida del 
dictamen de los sewicios tknicos de inspección que. 
dado el cuantioso volumen de diligencias previas o infor- 
mación reservada que pesan sobre nuestros servicios. 
omposibilita la instrucción de expedientes al ritmo que los 
administrados merecen. 

El caso a que se refiere se encuentra pendiente de 
dicho trámite. ya la vista del informe sobre la realidad de 
los vicios ocultos denunciados, procederemos, ya sin 
mayor dilación. a instrumentalizar las actuaciones pen- 

dientes, de lo que le tendremos informado oportuna- 
rnente. 

Con posterioridad. y corno continuación a este es- 

crlto, remite informe en el que confirma que se ha proce- 
dido a ordenara la entidad denunciada la realización de 

las obras necesarias para la subsanación da los defectos 
observados en un plazo de 30 dias. 

3. Quejas en las que no se ha podido atender la 
pretensión. pero que han motivado recordatorio 
de sus deberes legales a la Administración, o 
sugerencia 

A continuación exponemos algunos ejemplos de 
quelas en que no ha sido posible atender la pretensión 
del reclamante, pero que han motivado que poresta Ins- 
titución, en ejercicio de las facultades que le confiere el 

art 29 de la Ley 911983. se procediera a formular recor- 
datorio de sus deberes legales a la Administración 
correspondiente ya dirigir sugerencias para la adopción 
de nuevas medidas que eviten situaciones corno las 
planteadas en las quejas investigadas. 

Quejas 108185 y 109/85. Obra sin licencia 

En estas quejas se expone la falta de respuesta de la 
Delegación de Obras Públicas y Transportes ante la de- 
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nuncia efectuada por los interesados por realización de 
una obra sin licencia. 

Estas quejas se dirigen contra el silencio de la Admi- 
nistración, más que a intentar reparar la legalidad urba- 
nistica alterada por la obra que se denunció en su dia. 
Dicha obra fue objeto de un decreto de paralizacifk del 
Ayuntamiento del municipio. 

Iniciada la correspondiente investigacik la Delega- 
ción remite un documentado informe, el cual. una vez 
estudiado. motivó un recordatorio de sus deberes le- 
galesa dicha Delegación. 

Este recordatorio se efecttia al comprobar que no se 
dio contestar%% al escrito denunciando irregularidades 
urbanisticas. a pesar de que la Delegación recabó infor- 
mación sobre el aswto al Ayuntamiento y pudo com- 
probar que este había procedido a demoler lo 
construido sin licencia. 

Quejas 524/85 y 760,.85. Viviendas no ocupadas 

En estas quejas se plantea la existencia de viwendas y 
locales comerciales desocupados y cuya titularidad 
corresponde a la Consejeria de Obras Ptiblicas y Trans- 
portes. 

Iniciadas las oportunas investigaciones ante las Dele- 
gaciones provinciales de la Consejeria, se recibe informe 
en el que se observa lo siguiente: 

- Los pisos y locales se encuentran efectivamente 
desocupados, unos por no haberse ocupado nunca y 
otros por encontrarse pendiente de tramitacitin el pre- 
ceptivoexpedientede desahucio. 

- En otros supuestos, el expediente de desahucio no 
se ha iniciados 

A la vista de lo expuesto. se dirigió a la Delegación. en 
los términos que a continuación se expresan, sugerencia 
para que se agilizaran los trimites de los procedimientos 
de desahucio y se procediera a la adjudicación de vi- 
viendas y locales comerciales: 

Aun coincidiendo en que la aplicaciõn del Decreto 
237186 de la Consejeria de Politica Territorial debe ser el 
camino válido para la adjudicaciQn de las viviendas de 
protección oficial. entendemos. dado el deficit de. 
nuestro parque de viviendas sociales de promoción p& 
blica, y la creciente demanda de las mismas, que los 
períodos de desocupaci8n de las viviendas deben ser los 
mínimos imprescindibles~ 

Por todo ello, esta Institución entiende que se debe” 
acelerar los trámites administrativos. a fin de dar el nece- 
sario buen uso a viviendas que al parecer permanece” sin 
adjudicación oficial desde hace bastante tiempo. De esta 
forma se podrian evitar, de una parte. futuros y previ- 
sibles asaltos, CO” las consiguientes molestias e inse9”n- 
dades para los residentes, y de otra. facilitar viviendas 
dignas a familias necesitadas~ 

4. Quejas en que no se aprecia actuación irregular 

Como ejemplo de quejas en que se ha resuelto archi- 
var. ya que “0 se aprecia ninguna actuación irregular y la 

Administración justifica adecuadamente su actuación. 
podemos destacar las siguientes: 

Queja 6 70/85. Re traso en expediente 

Se exponen retrasos en la tramitación del expediente 
iniciado por deficiencias en la edificación de viviendas 
con calificación denlfltwa sometidas al régimen de pro- 
tección oficial. 

Iniciada la investigación. la Delegación remite copia 
del expediente instruido en virtud de la denuncia presen- 
tada (VP-AL 1186) Del examen de dicha documenta- 
ción no se aprecia actuación irregular en la tramitación 
del expediente. en el que ya ha recaido resolución. ajus- 
tándose a los plazos establecidos en la legislación vi- 
gente. 

Quejas 58/85, 245/85 y 730/85. Solicitud de vi- 
viendas 

El objeto de estas quejas es idéntico, aunque se den 
en momentos y lugares diferentes: queja contra la reso- 
lución excluyendo a los interesados de las listas de bene- 
ficiarios de una vivienda de promoción pública. 

En todos estos expedientes. y en otros muchos que 
no se investigaron por acompañar el interesado toda la 
documentación, tras recibir el correspondiente informe 
de la Administración, Delegación de Obras Públicas y 
Transportes, se resolvió archivar el expediente. ya que 
no se apreciaba actuación irregular en los procedi- 
mientos seguidos. 

La adjudicación se realizó ateniéndose a lo previsto en 
la normativa vigente. La queja la motiva el hecho de que 
familias con una alta puntuación quedan excluidas, 
dado el déficit de viviendas en algunos municipios de la 
Comunidad Autónoma. Asi, podemos destacar la queja 
58185 que tiene su origen en Córdoba: El reclamante no 
puede acceder a una vivienda con una puntuación de 
345 puntos, ya que la puntuación minima para la pro- 
moción es de 478 puntos. 

Queja 146/X Construcción de vivienda de protec- 
ción oficial 

El reclamante expone en su escrito todos los trimites 
y organismos ante los que tuvo que solucionar algtin 
tema referente a la vivienda familiar que se construye. 
Dicha vivienda la ccktruye sometida al régimen de pro- 
tección oficial, solicitando la intervención de la Institu- 
ción para agilizar dicho procedimiento. 

Iniciadas las oportunas investigaciones ante la Delega- 
ción Provincial de la Consejeria de Obras Pbblicas y 
Transportes en Huelva, esta nos informa lo siguiente: 

1. El interesado fue promotor del expediente 
21-l -0072-81 para la construcción de una vivienda de 
protección oficial en Villanueva de los Castillejos. obte- 
niendo la calificaci0n provisional el 19 de octubre de 
1981. 

2. El 16 de mayo de 1984, habiendo transcurrido con 
exceso el plazo de 30 meses para la ejecución de las 
obres, y no habiendo solicitado el promotor la calificación 



definitiva. esta Delegación di& resolución procediendo 
ala anulación y archivo del expediente. 

3. Con fecha 7 de junio de 1984, el promotor presentó 
recurso de alzada. que :ue desestimado por resolución 
del Exmo. Sr. Consejero. con fecha 30 de enero de 1985. 

4. Actualmente. promueve nuevo expediente al 
amparo del Real Decreto 2076/1979. calificado provi- 
sionalmente bajo las siglas 21-l -0074.84. debiendo fi- 
nalizar las obras en abril de 1986. Es de señalar que este 
““evo expedente se promueve con idktico solar y 

proyecto que eI anterior. 

A la vista del informe emitido. se pudo comprobar la 
correcta aplicaci8n de la normativa vigente en materia 
de viviendas de proteccibn oficial. Igualmente, la vi- 
vienda ha obtenido nueva calificación provisional. por lo 
que no se encuentra el reclamante imposibilitado de 
construir su vivienda. al amparo de los beneficios que 
recoge la normativa oficial. 

En consecuencia. se procedió al archivo del expe- 
diente. al no apreciar actuación irregular por parte de la 
Delegacibn Provincial de la Consejeria. 

Datos comparativos totales de los años 1985 y 
1986 y valoración 

Entre 1985 y 1986 se han estudiado, informado y 
concluido un total de 60 quejas. De ellas. 26 han obte- 
nido un resultado favorable a la pretensirk planteada, lo 
que representa un 43’3%. En 30 quejas no se ha apre- 
ciado actuación irregular por parte del organismo admi- 
nistrativo afectado, y en 4 casos se ha producido Otro 
tipo de resoluciones. 

Como viene siendo general, en esta &rea se observa 
una excesiva lentitud en las respuestas de la Administra- 
ción a la petición de informe. Es necesario reiterar en 
mis ocasiones de las que se consideraria normal si se 
respetase el plazo establecido en la Ley 9’1983 para la 
respuesta del organismo investigado. 

Es precisamente esta falta de respuesta expresa y 
dentro de los plazos lo que motivó el recordatorio legal 
dirigido en este periodo. Como ya se ha indicado. el si- 
lencio de las Delegaciones provinciales ante los recursos 
presentados a las listas de adjudicatarios de viviendas 
de promoción pública. motivó el correspondiente recor- 
datorio legal a dichas Delegaciones. ya que las quejas 
que se admitieron y tramitaron estin motivadas no 
tanto en una adjudicación defectuosa como en la inde- 
fensión que produce la falta de respuesta a las reclama- 
ciones presentadas. 

Hay que resaltar dentro de esta área, por su número. 
las quejas que tienen como tema de reclamación pro- 
blemas sobre viviendas de protección oficial, afectando 
principalmente a las denuncias por deficiencias en la 
construcción de las mismas, ya las adjudicaciones de vi- 
viendas de promoción pública. 

Por lo que respecta al primer asunto, la gran cantidad 
de denuncias por las deficiencias en las construcciones 
de viviendas de protección oficial pone de manifiesto 
una insuficiente labor de inspección y control de la cali- 
dad de las edificaciones por los organismos compe- 
tentes. Asimismo, se pone de manifiesto una excesiva 
dilación en la tramitación de los expedientes instruidos, 
que en muchos casos deben recurrir a las multas coerci- 

tivas para el cumplimiento de sus resoluciones, o incluso 
a la ejecución subsidiaria. En este supuesto, las Delega- 
cones comunican la falta de medios para acometer las 
ejecuciones subsidiarias; por ello, será necesario articu- 
lar los rec”rscIs presupuestarios pertinentes para que se 
pueda Ilevar a cabo la ejecución subsidiaria cuando los 
obligados a reparar las deficiencias no cumplan las reso- 
luciones administrativas. 

Por último. hay que resaltar la insuficiencia de las pro- 
mociones públicas de viviendas en la Comunidad Autó- 
noma. insuficiencia que se pone de manifiesto en la can- 
tidad de solicitudes que quedan sin atender, aun presen- 
tando una puntuación muy elevada de acuerdo con lo 
dispuesto en el Decreto 23711985, de 6 de noviembre, 
sobre adjudicación de viviendas de promoción ptiblica. 

AREA IV: EDUCACION 

1. Introducción 

Las quejas pertenecientes al área de Educación inves- 
tigadas y cerradas hasta el 31 de diciembre de 1986, se 
refieren sustancialmente a los mismos asuntos que las 
presentadas en el periodo objeto del anterior informe al 
Parlamento de Andalucia. En consecuencia, sus caracte- 
risticas siguen siendo similares, y continkn predomi- 
nando las quejas presentadas por funcionarios docentes 
sobre las promovidas por ciudadanos pertenecientes a 
los demás sectores implicados en la comunidad educa- 
tiva. 

Para una correcta clasificación y tramitación de estas 
quejas. el área de Educación se ha dividido en cinco sub- 
áreas que son las siguientes: Ordenacibn Académica. 
Construcciones y Equipamento. Promoción Educativa, 
Personal y un apartado final. donde se clasifican los es- 
casos asuntos que por su singularidad no pueden encua- 
drarse con claridad en ninguna de las subáreas antes 
mencionadas. 

Dentro de esas subáreas el mês elevado número de 
quejas se agrupa en el apartado de Personal, debido. de 
una parte. a que esta Dirección General gestiona uno de 
los más nutridos colectivos de funcionarios. y, de otra, a 
que el nivel cultural de estos funcionarios supera. por ra- 
zones evidentes. al de la mayoria de los ciudadanos que 
han presentado quejas en esta Institución. 

Relacionados con el Ámbito competencia1 de esta 
irea se han presentado en 1986 un total de 125 quejas, 
de las cuales se han investigado y concluido en ese aiío 
28 expedientes. De estos. en un 75% de los supuestos 
( 21 t no se ha observado una actuackin irregular por la 
Administración. Por el contrario. en un 18% de los su- 
puestos ( 5). la Administración acept9 y resolvió con- 
forme a lo indicado por la Institución. Las dos quejas res- 
tantes se deben encajar dentro de los supuestos de 
«otras resoluciones» y de una recomendación. 

De acuerdo con esta clasificación destacaremos a 
continuación algunas de las quejas tramitadas y con- 
cluidas en el citado periodo. 
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2. Quejas en que la Administración estima la pre- 
tensión 

Queja 74/86. Escuela de Informática de la Universi- 
dad 

La queja fue presentada por un profesor ““krario de 
las Escuelas de Maestria Industrial que. tras solicitar su 
preinscripci&~ en la Escuela de Informática de la Univer- 
sidad de Sevilla, resultó excluido. Ello había sido moti- 
vado porque la Administración había decidido que, ante 
la escasez de plazas en este centro, se le daría preferen- 
cia a los alumnos provenientes de C.O.U. y 2.” grado de 
Formacibn Profesional de las áreas afines. 

Sin embargo, segtin acreditó en su día el interesado, 
este criterio no habia sido respetado, ya que en las listas 
figuraban varios titulados superiores, algunos de ellos 
funcionarios. Ante esta situación, se realizaron varias 
gestiones por la Institución. ya que se estimó que podria 
existir una discriminación entre aspirantes que reunian 
los mismos requisitos (titulación superior) para optar a 
estas plazas. 

Finalmente la queja fue aceptada por la citada Escuela 
de Informática, toda vez que se recibió escrito del recla- 
mante agradeciendo la mediación de la Institución para 
la resolución de su queja. Asimismo nos comunicaba 
que el centro ha decidido reservar para titulados supe- 
riores un 5% de las plazas previstas para acceder a los 
estudios de Informática en esta Escuela. 

Queja 994.186. Personal 

La interesada. que desempeñaba la plaza de profesora 
de francés en un instituto de Málaga, fue destinada a 
Motril como consecuencia de haber superado las 
pruebas para la provisión de plazas del Cuerpo de Profe- 
soras Numerarios de la Escuela de Maestría Industrial. 

La reclamante puso en conocimiento de la Delegación 
Provincial de Educación de Málaga que no podía despla- 
zarse fuera de Málaga por el precario estado de salud de 
su madre. La petición. según la interesada. fue infor- 
mada favorablemente, sin embargo posteriormente 
supo que aquella habia sido denegada en esta Delega- 
ción. sin que recibiera la preceptiva notificación. circuns- 
tancia que le impidió recurrir en su momento. 

Admitida a tramite la queja, la Institución se puso en 
contacto con la Delegación Provincial citada, toda vez 
que se estimaba que la concesión, en su caso. de comi- 
sión de se~icio a la interesada. se veria amparada por el 
art. 2.3.2 de la Orden de 1 1 dejunio de 1984. 

‘Realizadas las gestiones oportunas en este sentido, 
con fecha 10 de octubre de 1986 se recibia escrito del 
señor Delegado Provincial de Málaga en el que se comu- 
nicaba que en base al informe médico y con ocasión de 
vacante, se le concedió a la reclamante comisión de ser- 
vicio en el Instituto de Formación Profesional Mare Nos- 
trumde Málaga. 

Queja 823/85. Construcciones 

Presentada por el padre de una minusválida, alumna 
de un centro universitario, el problema que planteaba se 

referia a la existencia de barreras arquitect&icas que 
Impedían el normal desenvolvimiento de su hija en las 
dependencias del centro. 

La queja se fundamentaba en la Ley 13182. de 7 de 
abril. de Integración Social de los Minusválidos. y los 
WDD. 2639182 y 334/85. que, en su opinión, no se 
cumplían en el mencionado centro. 

Admitida a trámite esta queja. el informe del Recto- 
rado correspondiente informó que la Comisión de Obras 
de la Universidad había ordenado recientemente la eje- 
cucik~ de una rampa para minusvilidos en uno de los 
accesos del centro y que habia encargado un proyecto 
de construcción de ascensor en dicha escuela, cuyas 
obras se espera comenzarán en el próximo verano. 

De otra parte, durante la tramitación de la queja apare- 
cieron en el BCUA de 21-1-86 la Orden de 27-12-85. 
sobre supresión de barreras arquitectónicas en los edifi- 
cios escolares p&blicos, y la Resolución de 30-l 2.85. 
que la desarrolla. Con todos estos antecedentes. el pro- 
blema estaba en vias de solución de la queja. Se proce- 
dió al archivo del expediente. después de informar ex- 
tensamente al promotor. 

Queja 490/86. Equipamiento 

Remitida por un grupo de estudiantes de Formación 
Profesional del I.F.P. Pablo Ruiz P;casso de Chiclana de 
la Frontera se quejan por la carencia del material impres- 
cindible para las prácticas de su especialidad (Peluque- 
rial Asimismo. manifestaban además su preocupación 
por lo prolongado de esta situación. porque ignoraban si 
iba a continuar el próximo curso. 

El extenso y documentado informe elaborado por la 
Delegación Provincial de Cádiz en la tramitación de asta 
queja, abordó la cuestión desde los siguientes ángulos: 

La Delegación comunicó que en la previsión del fun- 
cionamiento del nuevo centro de F.P. Pablo Ru;z Picasso 
de Chiclana de la Frontera, estaba ya prevista la puesta 
en funcionamiento de la rama de Peluqueria y Estética, y 
asi constaba en la Delegación. La carencia en el nuevo 
centro de la potencia eléctrica necesaria y conveniente 
para la puesta en funcionamiento de los aparatos que 
ello requiere hizo necesaria la construcción de un centro 
transformador, cosa no prevista en el proyecto de 
construcción del centro. y que. en su momento, se sub- 
sanó. 

Que tanto por la inspección técnica como por la direc- 
ción del centro. se adoptaron las pertinentes medidas 
técnico-pedagógicas necesarias para cumplir la progra- 
mación preuista e impartir la enseñanza correspondiente 
a los programas de estudios fijados por la legislación vi- 
gente. adjuntándose los correspondientes informes de 
ambos estamentos. 

A la vista de lo antedicho. quedaba aclarado que el 
centro gozaba ya de la dotación del equipo necesario 
para impartir la enseñanza de esta rama y. en conse- 
cuencia. que los obstáculos y dificultades propios que 
toda nueva implantación conlleva, no Serian tales en el 
próximo curso. 

Por su parte, la dirección del centro informó sobre el 
esfuerzo realizado por el profesorado, impartiendo 
clases de Estética. especialidad relacionada co” la rama 
de Peluqueria, con el consiguiente aprovechamiento 
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académico del tiempo transcurrido hasta la soluci8n del 
problema de suministro de energia eléctrica que afee- 
taba al centro. Comunicaba. además, las inversiones rea- 
lizadas por el propio instituto, consistentes en la instala- 
ción eléctrica del taller, la instalación de fontaneria y dos 
pedidos de productos diversos de peluqueria. Aparte de 
esta inversión económica, el instituto había dotado al 
taller de peluqueria de diversas revistas especializadas y 
de la infraestructura necesaria para impartir una ense- 
ñanza de calidad, reseñando, por último. que a pesar de 
los graves problemas citados, la rama de Peluqueria 
había funcionado satisfactoriamente, cumpliéndose los 
objetivos pedagógicos trazados en el Plan General del 
centro. 

Finalmente la inspección técnica de F.P. informó que 
tanto las enseñanzas en cuestión. corno el centro donde 
se imparten, son de nueva creación, asi como la dota- 
ción de profesorado especifico de la rama: y que como 
consecuencia de lo anterior, fue preciso habilitar un 
“UBYO taller para estas enseRanzas. con su correspon- 
diente infraestructura y dotación de material. Teniendo 
en cuenta lo anteriormente expuesto y pese a las dificul- 
tades que ello habia conllevado, la inspección estimó. 
una vez realizados los correspondientes estudios de la 
programación impartida, asi como las reuniones pre- 
cisas, que el funcionamiento de la rama habia sido total- 
mente satisfactorio, habiéndose cumplido la programa- 
ción. asi como que se habían superado los objetivos pre- 
vistos en la misma. 

Con estas explicaciones. que se estimaron suficientes, 
quedó cerrada la queja. Debe notarse, sin embargo, que 
esta situación inicial de los centros de enserianza, des- 
crita en la queja y admitida implicitamente en el informe, 
se produce de manera casi habitual. cuando lo deseable 
seria que al abrir sus puertas los centros de nueva crea- 
ción estuvieran ya dotados, no sólo de material impres- 
cindible sino también del necesario para el completo de- 
sarrollo de sus funciones docentes y administrativas. 

3. Quejas en las que no se observa irregularidad en 
la actuación administrativa 

3.1 Ordenación académica 

Queja 25/86 

I.V.V. presentó queja ante la Institución por la denega- 
ción de admisión de un hijo suyo en un colegio público 
muy próximo a su domicilio. Durante seis años consecu- 
tivos había solicitado plaza, en razón de la proximidad, y 
porque tiene otro hijo pequeño y familiares enfermos a 
los que debe atender permanentemente. Siempre se le 
habia denegado la admisión, afirmando la dirección que 
no quedaban vacantes, cuando se ha producido admi- 
siones de otros alumnos. 

Una vez estudiada la queja en todos sus extremos. 
fue admitida a trámite y se solicitó informe de la direc- 
ción del centro. Recibido éste se aclaró que el centro 
donde estaba matriculado su hijo no está lejos de su do- 
micilio, sino a unos 350 m. aproximadamente; que a la 
dirección y a la comisión de matriculación no le constaba 
que tuviera familiares enfermos a los que atender; que 

en cualquier caso no es un inconveniente grave que un 
niño de doce años se desplace a esa distancia para asis- 
tira clase; que el mencionado alumno solicitó plaza en el 
curso 1985-86 para el 6.” curso de EG8. no dispo- 
niendo el centro de ninguna vacante en dicho nivel, por 
lo que no se admitió a ningún alumno nuevo para el 
mismo y, finalmente, que era factible que existieran va- 
cantes en otro nivel. en cuyo caso era posible que se hu- 
bieran realizado admisiones. Esto pudo inducir al error 
de creer que a su hijo se le haya discriminado. 

A la vista de las razones expuestas por la dirección del 
centro, se entendió que no era posible detectar ninguna 
irregularidad en la actuación administrativa del colegio, 
que hubiera podido lesionar los legitimos derechos de la 
reclamante. toda vez que. si no habia sido admitido su 
hijo se debió a la inexistencia de vacantes en su nivel. En 
cualquier caso, la Institución se dirigió a la dirección del 
centro, indicándole que. en el caso de que no se presen- 
tara otro alumno con más derecho, se asignara a su hijo 
la primera vacante que se produjera en su nivel, a fin de 
que los dos hermanos pudieran recibir enseñanza en el 
mismo centro. 

Queja íY86 

Las variaciones que se vienen produciendo en los in- 
dices de población dan lugar a frecuentes modifica- 
ciones en la agrupación de escuelas de unidades admi- 
nistrativas. Estas modificaciones han producido algunas 
quejas. a veces de sentido contrario. 

A modo de ejemplo se relata la citada queja. produ- 
cida por la integración en una sola unidad administrativa 
de dos colegios públicos de una localidad de la Sierra 
Norte, de la provincia de Sevilla. La A.P.A. de uno de los 
colegios integrados presentó escrito en el siguiente sen- 
tido: 

Por orden de 30-8-85. le Consejeria de Educación in- 
tegró en una sota unidad administrativa los colegios pG- 
blicos Profesor Lora Tamayoy Dolores Martin. La A.P.A. 
presentó queja contra tal medida a fin de que dicha 
orden quedara en suspenso, fundamentándola en lo si- 
guiente: 

1) El colegio Dolores Marrin no tiene problemas de des- 
censo de matricula. sino que se mantiene estable: por el 
contrario el C.P. Rodríguez de la Fuente tiene excedente. 
Por lo tanto la integraci8n debió producirse en estos dos 
colegios sin afectar al Dolores Mark 

2) El colegio Dolores Martin representa la opcibn educativa 
que ellos han elegido para sus hijos, y es distinta a la que 
pueda ofrecer cualquier otro centro de la localidad. 

31 Para algunos sera un problema el hecho de que sus hijos 
deban ira un edificio y otro al otro; como consecuencia 
de la unificación administrativa. 

4) A los padres de los alumnos no se les ha pedido su opi- 
mo”. 

Siendo este tema de especial importancia para los 
padres de alumnos, que en este caso incluso realizaron 
visita a la Institución, entrevistándose con su titular, se 
estimó procedente su admisión y se solicitó el precep- 
tivo informe, previso en el art. 18.1 de nuestra Ley regu- 
ladora. El contenido del informe explicó detenidamente 
las- razones que habían motivado la integración objeto 
de la queja: 
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1) El descenso de la población escolar as contemplado 
desde la Delegación a nivel de localidad, si bien el C.P. 
Rodrigoez de la Fuente ha de ser considerado aparte, 
por tratarse de una escuela hogar que escolariza y 
atiende. en régimen de internado, a alumnos no domici- 
liados en la localidad. La unificackin de los dos colegios 
en uno, es una medida lógica si se tiene en cuenta que: 

- Permite un agrupamiento más homogkwo de los 
alumnos. ya que la escasez de matricula ha exigido 
que estkn agrupados niños con distinto nivel, aun 
siendo alumnosdel mismociclo. 

- Al construirse un centro de 21 unidades. en vez 
de 2 con ll y 10 unidades, permite la dotación de 
un profesor mis, ya que al exceder de 15 uni- 
dades, la plantilla se incrementa, para que se 
acojan los cargos directivos a reducción horaria. 

2) La opción educativa del C.P. Dolores Martin Florido 
no se rompe. sino que se enriquece, puesto que los 
padres, alumnos y profesores contintian. y el plan del 
centro será determinado democráticamente por el Con- 
sejo Escolar. 
3) Es de suponer que. en la adscripción de alumnos a un 
edificio u otro, el Consejo Escolar, que es quien tiene 
competencia. no separara hermanos pequeños, que ne- 
cesitaran ser acompañados por adultos. 
4) Ciertamente, a los padres no se les ha pedido opi- 
nión, puesto que es un simple acto administrativo. Sin 
embargo, se les ha tenido informados de todo el proceso 
en una reunión mantenida con el Sr. Alcalde, las APAS 
de los dos centros y los Sres. directores. los cuales se 
manifestaron de acuerdo, a excepción de la APA de re- 
ferencia. 

El 29-8-83 (Boletín 23.12.83), el C.P. Dolores 
Martin Florido contaba con 1 1 unidades de EGB y una 
de preescolar. El 29-8-84 j Boletin 26-10-841, se su- 
primen unidades por falta de alumnado, quedando con 
9 de EGB y 1 de P.E. 

EL C.P. Lora Tamayo, tenis el 15-l O-80, 12 unidades 
de EGB. 2 de P.E. y una de educacibn especial. El 
26-l 0.84. queda con 9, 1 y 1 respectivamente. Se ha 
reducido por tanto en 4 unidades en los últimos años. 

En vista de esta situación real ocasionada por el des- 
censo demogrifico, la Delegación resolvió refundir los 
CC.PP. Lora Tamayo ( 1 1 unidades) y el Dolores Martin 
Florido ( 10 unidades) ambos colegios incompletos. en 
uno nuevo completo de 2 1 unidades. lo que implica una 
mejor organización administrativa y pedagógica. 

Estas razones. que justificaban sobradamente la inte- 
gración de ambos colegios, fueron trasladadas a los in- 
teresados, sin que hicieran ninguna alegación al res- 

_ pecto. Por ello, se dio por concluida la queja y se archivó 
el expediente. 

3.2 Personal 

En este apartado se produce el más alto numero de 
quejas por las razones antes expuestas: el elevado 
rimero de funcionarios que gestiona la Dirección Gene- 
ral de Personal y su elevado nivel de preparación. 

El objeto de las quejas es muy variado. en razón de la 
diversidad de incidencias que pueden producirse entre 

tan numerosos colectivos y en situaciones administra- 
tivas variables. 

En resumen, esta Direcci& General programa y ges- 
tiona los efectivos de personal; convoca y tramita los 
concursos-oposición y los concursos dwraslados y. fi- 
nalmente. gestiona las retribuciones de los funcionarios 
de la Consejeria. 

En consecuencia, los motivos que han ocasionado 
este nutrido grupo de quejas versan siempre sobre 
estos asuntos. 

De entre estas quejas se relacionan las mis notorias, 
sea por su extensión, por su contenido o por las actua- 
clones a que hayan dado lugar. 

Queja 226/86 

La temitica derivada de ola convocatoria y resolución 
de los concursos generales de traslados, otro de los as- 
pectos que suelen dar origen a un número destacable de 
quejas, puede tener un exponente claro en esta queja, 
presentada por una profesora agregada de bachillerato 
que, tras haber aprobado las oposiciones, prestaba ser- 
vicio en un centro de convenio entre los Ministerios de 
Educación y Ciencia y de Defensa, situado en esta Co- 
munidad Autónoma. Sus opowiones fueron cowo- 
cadas a nivel nacional excepto para el Psis Vasco y Ca- 
taluña, que en la fecha de convocatoria eran las únicas 
Comunidades Autónomas con competencias transfe- 
ridas en materia de educación. 

Al participar en el concurso de traslado, opositores de 
su misma promoción con inferior número de orden. 
pero ya transferidos a la Comunidad Autónoma. tuvie- 
ron preferencia sobre ella para obtener plaza en Andalu- 
cía. a pesar de pertenecer a la misma oposición y con 
peor número. 

Admitida a trámite esta queja, se solicitó de la Direc- 
ción General de Personal el informe correspondiente, 
que se produjo en los siguientes términos: 

Esta profesora participaba enel Concurso de Traslados 
desde la situación de ~destino provisional o expectativa 
de destino en el ambito del Mu%.terio de Educación y 
Cienciau. deseando obtener plaza en la Comunidad Auto- 
noma de Andalucia, 

De acuerdo con el subapartado 4-4 de la Orden de la 
Consejeria de Educación y Ciencia de 22 de octubre de 
1985. por la que se convocaba el concurso de traslados 
«la adjudicación de plazas a concursantes del Ministerio 
de Educación y Ciencia y restantes Comunidades Autó- 
nomas que participan desde situaciones ,nmediatamente 
análogas.., /expectativa de destino1 ,.. se harã inmediata- 
mente después de la de los concursantes de la Consejeria 
de Educación y Ciencia de la Junta de Andalucia. 

Resuelto el Concurso de Traslados por Orden de 23 de 
abril de 1986 ( BOJA de 30 de abril1 se observó, segtin 
Anexos IV y V de la citada. que quedaban profesores en 
situación de expectativa de destino en nuestra Comu& 
dad en la asignatura de Física y Ouimica, por lo que no 
era posible adjudicar plazas a participantes de otras Co- 
munidades dentro de este apartado. 

Por otra parte. la Dirección General remitid fotocopia 
de la Sentencia de la Audiencia Nacional de 14 de marzo 
de 1986. desestimando el recurso interpuesto por varios 
profesores contra el citado punto 4.4 de la convocetorie 
de concurso de traslados en el ámbito territorial del Minis- 
terio de Educación y Ciencia. que resulta de aplicación en 
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esta Comunidad Autónoma. segtin los tkmkos expre- 
sados en los funda,nentos juiidios ( 5.7 de dicha Sen- 
tencia. cuya copia se adjuntó a la reclamank 

En consecuencia, y toda vez que el objeto de esta re- 
clamación es materia juzgada. y no se incluye entre las 
competencias de esta Institución la facultad de revisar 
las sentencias judiciales, se dio por concluido el expe- 
diente. sin que pudiera observarse ninguna irregularidad 
en la actuación de la Administración. 

Queja 25Wt16 

Sobre la misma materia de concursos de traslado, fue 
promovido este expediente por una profesora que ejer- 
ció durante diez aiios en La Herreria I Fuente-Palmera) 
En el último concurso de traslados en que participó, 
hacia cuatro arios. no se tuvo en cuenta, por error según 
afirmaba, que dicha escuela está clasificada como «es- 
cuela rurals. y en consecuencia no se le asignó la pun- 
tuación superior que a los efectos de co”cursos de tras- 
lados señala el Estatuto de Magisterio. Por esta razón no 
fue destinada a Córdoba-capital, sino a una localidad 
próxima. 

Entendiendo que, en principio. podrían haber resul- 
tado lesionados derechos expresamente reconocidos 
en el art. 7 1 aldel vigente Estatuto del Magisterio, se ad- 
mitió .a trámite esta queja, y se solicitó a la Delegación 
provincial correspondiente el informe sobre el tema. En 
resumen, el informe comunicaba lo siguiente: 

a/La interesada ingreti en el Cuerpo con fecha ll de 
septiembre de 1967, y, tres varios años en que prestó 
sew~c~os en varias localidades corno propietaria provisio- 
nal, obtuvo propiedad definitiva en una unidad escolar de 
La Herreri? (Fuente-Palmera) de esta provincia. de le 
que tomo posesión el l-9-197 1, y en la cual permaneciík 
hastael31-8-1981. 

bl La interesada solicitó tomar parte en el Concurso 
General de Traslados convocado por O.M. de 15.XII-80 
l BOE del 19) , por el turno voluntario del mismo. 

d La tramitación del concurso contiene según el apdo. 
XIV de la Orden de convocatoria cauces suficientes para 
que el administrado. en este caso la funcionaria concur- 
sante. pueda constatar la puntuación que se le asigne por 
la Delegación provincial en su petición a fin de que en 
ningljn caso se pueda producir una indefensión juridica 
que pudiese perjudicara los interesados cOncursantes. 

A estos efectos el ert 37 de la convocatoria establece 
que finalizado el plazo de admisión de solicitudes les De- 
legaciones exwndrán en sus tablones de anuncios rela- 
ciones por orden alfabético de apellidos con la puntua- 
ción de cada solicitante, concediendo u” plazo de 8 dias 
para reclamaciones. En estas listas aparece la reclamante 
con 38,820 puntos l que son el resultado de 12 años. 1, 
meses y 21 dias de servicios), que calificados con 
arreglo al art. 7 1 del Estatuto del Magisterio se desglosan 
en 25,865 por el apartado aly 12,955 por el apartado bl 
del citado articulo. 

En el plazo de reclamaciones la interesada no formuló 
ntnguna contra la puntuación asignada por la Delegación. 

Posteriormente fueron publicadas en el B.O.M. de 
25-5-81 las adjudicaciones provisionales de destinos del 
mencionado concurso, en la que junto con las puntua- 
ciones figura el destino provisional obtenido, y posibili- 
tando recurrir la Resolución de la Dirección General de 
Personal del Ministerio de Educación y Ciencia que adju- 
dicaba provisionalmente tales destinas. al reclamar, en e; 
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plazo oportuno. ante la propia Dirección General contra 
dicha resoluciim Tampoco en este caso presentó recla- 
mación alguna le interesada. 

El B.O.M. del 6-7-l 981 publicó la resolución de la Di- 
rección General de Personal del Ministerio de Educación 
y Ciencia de 23-6 elevando a definitiva la adjudicación 
del refeñdo concurso, y contra esta resolución se estable- 
cía le posibilidad de recurrir en reposición en la forma y 
plazo previstos en la Ley de Procedimiento Administra- 
tivo. Dado que la interesada tampoco en este momento 
interpuso recurso contra la citada resolución. la misma 
tiene la consideración de firme, y consecuentemente 
desde el l-9-81 le interesada se incorporó a la propiedad 
definitiva en el colegio público Maimónides de El Higue- 
rón, Córdoba; destino alcanzado en el Concursa General 
de Traslados. turno voluntatio en el que participó. 

d) Ha sido en el año 1984. es decir 4 años despu& de 
convocarse el co”c”rso de traslados en el que obtuvo Su 
actual destino. cuando la interesada manifestó ante esta 
Delegación su ignorancia de la considerackk de wruraln 
de la escuela de La Herreria que antes habia desempe- 
ñado; calificando además, en uno de sus escritos. de ne- 
gligente la actuación del funcionario que puntub su peti- 
ción del concurso general de traslados, ysolicitandoque 
se le reconociese la puntuación que ahora reclama. La L”- 
teresada se entrevistó tanto con mi antecesor en el 
cargo, como conmigo, pare este asunto y se le informó 
en ambas ocasiones que la reclamaci8n actual ere extem- 
poránea, ya que tuvo tres oportunidades pare efectuarla 
en tiempo y forma l 1 .a reclamación contra puntuación 
otorgada por Delegación; 2.q a la publicación de la adju- 
dicación provisional de destinos. y, 3.a. a la publicación 
de la adjudicación definitiva de destinos) , y que en todo 
caso el criterio de esta Delegación Provincial es que el 
error partiá de ella misma que no consignó en su Hoja de 
Servicios que la referida escuela de La Herreria tenis la 
consideración de «ruraln. maxime teniendo en cuenta que 
la profesora durante 10 años ejerció en la misma escuela 
que tenis consideración de wural~. Ademas. la interesada 
con anterioridad al concurso de traslados de 1980 había 
solicitado tomar parte en concursos generales de tras- 
lados, en todos ellos se le habia puntuado su petición 
siempre ateniéndose al art 7, del Estatuto del Magiste- 
rio, sin la bonificac¡& de puntos por escuela ururaln. ye” 
ninguno de los años anteriores habia reclamado la intere- 
sada contra la puntuación otorgada. 

el En cualquier caso. esta Delegacibn entiende que real- 
mente no se produjo un error de hecho que pudiera ser 
subsumido en lo contemplado en el art. ll 1 de la Ley de 
Procedimiento Administrativo. dado el criterio jurispru- 
dencia, que sobre la consideración de terror” viene sus- 
tentando nuestro Tribunal Supremo de Justicia. 

Por último. se hace constar que a tenor de la convoca- 
toria anual del co”curso general de traslados (vid. art 15 
de la última convocatoria: Orden 24 de octubre de 1985. 
BOJA 12 de noviembre de 19851, no se pueden compu- 
tar ya doble la puntuación a la interesada por los servicios 
que prestb en la escuela rural; pues el requisito es que so- 
licite en el co,,curso como titular definitivo de la unidad 
escolar, circunstancia ésta que concurre, en la actualidad. 
en la interesada. 

A este extenso informe se adjuntó fotocopia de toda 
la documentación existente en la Delegación, justifi- 
cando todos losextremos que se exponian en el informe. 

Del análisis deeste informe y de la documentación ad- 
junta no pudo deducirse la existencia de actuación irre- 
gular por parte de la Delegación, que hubiera lesionado 
derechos legitimos de la reclamante. por lo que se pro- 
cadi0 a archivar definitivamente el expediente. 



Clueja que motivó una recomendación por parte de 
la Institución 

Cbe@ 509/86 

Promovida por un profesor de EGB por la demora que 
se produjo en el reconocimiento. por la Administración. 
de unos años de servicios prestados previamente a su 
ingreso en la función pública docente. En el mes de 
marzo de 1985 presentó en la Delegación Provincial de 
Educación de Huelva la documentaci8n necesaria; en 
abril del siguiente ario no había recibido contestación 
alguna. 

Solicitado informe a la Delegación Provincial, esta co- 
municó que con fecha 13 de junio de 1985, el expe- 
diente del interesado fue remitido a la Intervención de 
Hacienda para su fiscalización: el 20 de diciembre de 
1985 fue devuelto por adolecer de algún error y. final- 
mente, el 13 de enero del presente año se envió nueva- 
mente a Intervención, sin que hasta esa fecha hubiera 
sido fiscalizado. 

A la vista de estos hechos, se trasladó el asunto a la 
Delegación Provincial de Hacienda, que informó que el 
expediente citado no se había resuelto debido a un pro- 
blema de falta de dotación personal en el Servicio de In- 
tervención de la Delegación Provincial. que es el órgano 
competente en el tema. 

De otra parte, el Servicio de Intervención. si bien mgi- 
ricamente forma parte de la Delegación Provincial, se 
trata de un Intervención delegada, es decir, que funcio- 
nalmente depende de la Intervención General de la Con- 
sejeria de Hacienda y no del Delegado Provincial como 
el resto de los servicios que constituyen la Delegación. 

En cuanto a la carencia de personal de dicho servicio, 
que origina la imposibilidad de atender cuantos asuntos 
tienen entrada en el mismo con la prontitud que seria 
aconsejable. basta con decir que hasta el 31 de mayo 
del presente año existia un jefe de Sección Fiscal que 
provisionalmente desempeña las funciones de Interven- 
tor pero que desde primeros del mes de junio. en virtud 
de un traslado de dicho funcionario, se ha quedado el 
puesto vacante y en la actualidad tan sólo disponemos 
de un funcionario perteneciente a la Intervención General 
que de cuando en cuando se desplaza. por “no o dos 
días, a la Delegación para resolver aquellos temas más 
urgentes. 

Esta cuestión ha sido puesta en conocimiento de la 
Secretaría General Técnica, como órgano responsable 
de personal de la Consejeria, y de la Intervención Gene- 
ral, como órgano superior en la materia. 

En consecuencia. y en aras del principio de eficacia, 
contemplado entre otros en el art 103 de la Constitu- 
ción española yen cumplimiento de las normas de eco- 
nomia, celeridad y eficacia, establecidas en el art 29.1 
de la Ley de Procedimiento Administrativo. la Institución 
recomendó al Excmo. Sr. Consejero de Hacienda la 
adopción de las medidas necesarias para subsanar las 
aludidas deficiencias en la dotación de personal, exis- 
tentes en el Servicio de Intervención de la Delegación 
Provincial de la Consejería en Huelva, puesto que de otro 
modo se producirian evidentes perjuicios a los adminis- 
trados. 

A esta recomendación la Consejeria de Hacienda con- 
testó informando sobre las actuaciones realizadas en 

orden a la solución de estas carencias. comunicando 
que el año anterior se convocó concurso público para la 
provisión de la plaza de jefe de Servicio de Intervención 
de Huelva, declarándose desierta por estimarse que las 
solicitudes presentadas carecían de los requisitos nece- 
sarios para cubrirla. 

De otro lado, ante los retrasos que se venian produ- 
ciendo. se iniciaron los trámites para que otro funciona- 
rio del cuerpo Especial de Gestión de Hacienda Pública 
fuera trasladado a la Delegación Provincial de Huelva, 
con destino a este servicio. Asimismo, y para el ejercicio 
de 1987, se habia procurado dotar presupuestaria- 
mente al máximo posible los Servicios de ia citada Dele- 
gación, apareciendo en el anteproyecto cinco plazas va- 
cantes. 

Con todo ello se esperaba que fuesen superados los 
desfases existentes; evitando, en lo sucesivo. retrasos 
como el que había dado origen a esta queja. 

Estas actuaciones se consideraron suficientes para 
subsanar en breve plazo las deficiencias existentes en el 
Servicio, por lo que se procedió al archivo del expe- 
diente, despu& de haber trasladado estos extremos al 
interesado. 

5. Valoración 

En conjunto, puede afirmarse que las quejas que se 
han investigado o se han concluido en el pasado año 
1986 no incluyen un porcentaje significativo de cwx 
que hayan requerido una investigación que vaya más 
allá del preceptivo informe inicial de la Administración. 
Este hecho debe interpretarse en el sentido de que con 
carácter general por parte de la Administración educa- 
tiva se aplican las leyes y disposiciones vigentes de 
forma suficientemente correcta y ajustada a derecho. 

En cuanto a la colaboración de la Administración con 
esta Institución, es de destacar que solamente en seis 
ocasiones ha sido necesario reiterar la solicitud de in- 
forme, si bien son frecuentes los côsos en queel informe 
no se emite dentro de los plazos prescritos en la Ley 
9183. del Defensor del Pueblo andaluz. 

No obstante. hay que resaltar que se produjeron cinco 
supuestos en los que la Administración aceptó las pre- 
tensiones de los interesados, previo informe y a requeri- 
miento de esta Institución. realizándose. asimismo, una 
recomendación. Por otro lado, señalar que ante las situa- 
ciones de silencio administrativo producidas en algunas 
ocasiones en esta Consejeria, los profesores se dirigen a 
esta Institución sin otra pretensión que la legítima de ob- 
tener una resolución expresa a la que. en todo caso. 
tienen derecho, de conformidad con lo establecido en el 
art 94, apdo. 3.“. de la Ley de Procedimiento Adminis- 
trativo, y a utilizar frente a ésta los posibles recunos ad- 
ministrativos o contencioso-administrativos que proce- 
dan. 

Por último. señalar que en 1985 quedaron concluidas 
9 quejas, de las cuales dos se habían presentado en 
1984 y 7 en 1985. En el mismo periodo pero referido a 
1986, han sido concluidas y cerradas 5 1 quejas. de las 
cuales el 45% ( 23) se referían a quejas presentadas en 
1985 y el 55% restante a quejas registradas en 1986. 
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AREA V: AGRICULTURA Y PESCA 

1. Introducción 

Las quejas incluidas en esta área se refieren a cues- 
tiones relacionadas co” la agricultura, la pesca, y con los 
asuntos competencia del IARA. 

Las quejas que han resultado investigadas y cerradas 
en 1986 han sido cinco, de lasquecuatro se habían pre- 
sentado en 1985 y una en 1986. 

2. Quejas en las que la Administración estima la 
pretensión 

Queja 826185 

Se refería a la demora del IARA en resolver un recurso 
relativo a la inclusión de unas tierras propiedad del pro- 
motor de la queja en las afectadas por la Ley de Reforma 
Agraria. El recurso fue resuelto, accediendo a lo solici- 
tado por el interesado, 

Queja 9 ll/85 

Se promovió igualmente por la demora estimada por 
el propietario de un lote de tierras que había solicitado 
autorización para venderlas. El IARA accedio a lo solici- 
tado. 

3. Quejas en las que no se observa actuación irre- 
gular de la Administración 

Queja 59 1/85 

Exponia la excesiva demora del IARA en resolver un 
recurso interpuesto por el reclamante. En su informe. el 
IARA explica las razones que habian motivado el retraso. 
que conslstian sustancialmente en la reciente creación 
del Instituto; en la envergadura del bloque competencia1 
asumido. y que integra las funciones que le correspon- 
dían al IRYDA y al ICONA. En cualquier caso. se habia 
dictado ya resolucik~ al recurso. dando asi satisfacci8n 
a la pretensión del reclamante. 

Queja 905/85 

Se refería a una presunta falta de asistencia por los 
Servicios Juridicos de la Cofradia de Pescadores de 
Lepe, El informe de la mencionada Cofradía aclaró las 
actuaciones realizadas por sus Servicios y la resoluci¿~n 
del asunto a favor del reclamante. 

Queja 937/86 

Iba dirigida a una presunta demora en el envio de unos 
documentos que afectaban a la condición del intere- 
sado, adjudicatario de una parcela del IARA. El informe 
del Instituto aclaró que dicha parcela aún no estaba es- 

triturada, y que no se otorgaria escritura hasta que se re- 
solviera la presentada por los hermanos del reclamante, 
respecto al pago de las particiones hereditarias. En con- 
secuencia. no se obsek irregularidad en la actuación 
de la Administración. 

Valoración 

La actuación administrativa de esta Consejeria ha ori- 
ginado. desde 1984, 21 quejas, admitidas a trámite. De 
Bstas se han concluido 1 1 ; 6 en las que la Administra- 
ción ha admitido las pretensiones de los reclamantes, y 
5 en las que no se ha observado actuación irregular. Las 
10 restantes se encuentran en diferente estado de tra- 
mitación. 

Se trata de un área en la que. de igual manera que en 
el supuesto del área de cultura, el número de reclama- 
ciones presentadas ha sido, comparativamente con 
otras esferas administrativas. inferior, 

En relación con las quejas concluidas y cerradas en 
1986. por la Institución, cabe resaltar que cinco de ellas 
se referían a reclamaciones por demora en la actuación 
del organismo IARA; si bien en dos de estos supuestos 
no se observó actuación irregular por parte de la Admi- 
nistración priblica. 

AREAVI: CULTURA 

1. Introducción 

En este apartado se incluyen lasquejasque se refieren 
a asuntos de la Consejeria de Cultura; cuyas competen- 
cias comprenden: la gestión de los bienes culturales; 
promoción de la cultura y asociaciones, y actividades ju- 
veniles y deportivas. 

En esta área se han resuelto en 1986 tres quejas, de 
las cuales dos fueron presentadas en 1985 y una se re- 
gistró en 1986. 

Quejas en que la Administración estima la preten- 
sión 

Queja 22B.5 

Fue presentada por los copropietarios de un solar re- 
sultante de la demolición de una casa en Granada, 
donde se halla ubicado un yacimiento arqueológico. 

El dia 4 de agosto de 1981, el Gobierno Civil de Gra- 
nada acordó declarar necesaria la ocupación de dicho 
terreno. Iniciado el expediente de expropiación, se para- 
lizó por falta de crédito presupuestario. Al producirse las 
transferencias de la Administración central a la Junta de 
Andalucia. el Ministerio de Cultura les comunicó que era 
la Consejeria de Cultura quien debia continuar la tramita- 
ción del expediente hasta su terminación. Por su parte la 
Consejeria de Cultura, con fecha 20-5-85, informó que 
se encontraba pendiente de recibir las transferencias de 
las partidas relativas a las expropiaciones. Entre tanto, la 
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situacibn económica de los reclamantes se iba agra- 
vando, y el expediente de expropiación no se resolvia. 

El informe de la Dirección General de Bienes Culturales 
comunicó el estado de la tramitación del expediente el 6 
demayodel986: 

En noviembre de 1985, una vez cumplimentada la tra- 
mitación administrativa del expediente de expropiación, 
se procedió a tramitarlo a la Intervención Delegada de la 
Consejeria de Cultura y para la fiscalización y retención 
del crédito oportuno. 

Con fecha de 18 de enero de 1986, se remite el expe- 
diente, debidamente fiscalizado con fecha 16-l -86, 
cuando ya los plazos para la propuesta de pago en el do- 
cumento OPJ que correspondia se habían agotado, de 
acuerdo con lo dispuesto en la Orden de 12 de no- 
viembre de 1985 de la Consejeria de Hacienda sobre 
cierre del ejercicio económico. 

Ello no obstante. y ante el hecho de que el expediente 
no se habia fiscalizado. en fecha hábil. por problemas de 
trabajo de la Intervención Delegada, se formuló el refe- 
rido OPJ proponiendo el pago y acompañándolo con un 
escrito donde se aducían las razones que motivan su 
formulación el 20-l -86. 

Con fecha 21 de los corrientes. tuvo entrada en esta 
Dirección General un escrito de la Secretaria General 
Técnica de Cultura, acompañando el expediente que 
nos ocupa, junto con los restantes de expropiaciones y 
todos en unión de un escrito de la Intervención General 
de la Consejeria de Hacienda denegando la admisión de 
los OPJ. 

En consecuencia. el trámite de pago de la expropia- 
ción en cuestión se retrasó en un plazo que podía esti- 
marse de 30 a 40 dias, ya que el procedimiento ade- 
cuado es la solicitud, en tiempo hábil, de la incorporación 
de los créditos de 1985, retenidos para este fin, al pre- 
supuesto de 1986 y una vez cumplida dicha incorpora- 
ción, proceder a librar de nuevo la oportuna propuesta 
de pago. 

De todo ello, se dio traslado a los interesados. remi- 
tiéndose, por otra parte, escrito a la Consejeria de Cul- 
tura indicando la conveniencia de que se adoptaran las 
medidas necesarias para que no se produjeran más dila- 
ciones en el pago del justiprecio de la expropiación 
( 25.000.000 de ptas.) ; ya que, en el caso de darse, re- 
sultarían lesionados los intereses de los reclamantes. 

Posteriormente, se recibió comunicación de los recla- 
mantes, indicando que les habia sido abonado el justi- 
precio, pero que habían solicitado el pago de los inte- 
reses de demora. A este último extremo se les contestó 
que si en un plazo prudencial no se les abonaban, po- 
drian presentar nueva queja, hecho que no se ha produ- 
cido. 

3. Queja que origina la sugerencia por parte de la 
Institución 

Queja 796/85 

Ya fue reseñada en el informe correspondiente al ejer- 
cicio anterior. Se concluyó en el pasado ario con una su- 
gerencia respecto al objeto de la reclamación. La queja 
se presentó por habérsele denegado al interesado una 

subvención para un proyecto de investigación cultural, 
«por tratarse de una persona fisicap, cuando la Orden de 
convocatoria subvencionaba a «personas fisicas o juri- 
dicasn. Por ello, una vez concluida la tramitación de 
queja, la Institución se d/rigó a la Consejeria de Cultura 
sugiriendo que. sin prejuzgar sobre el interés intrínseco 
que el proyecto expuesto por el reclamante pudiera ofre- 
cer, se habilitase para el próximo ejercicio un crédito al 
efecto y se incluyese el mencionado proyecto dentro de 
esa partida presupuestaria, para su posterior estudio por 
la comisión u organismo encargado de valorar las solici- 
tudes. 

4. Valoración 

Desde el inicio de la Institución. se han admitido a trá- 
mite ll quejas. De ellas se han concluido 9. estando 
tramitándose y pendientes de información 2. De acuerdo 
con estos datos, el número de reclamaciones presen- 
tadas en esta área ha sido escaso. Ello puede ser debido 
a que la Consejeria, salvo en algunos de los supuestos 
como los citados, actuó con sujeción al ordenamiento 
juridico. 

Sin embargo, también puede incidir el hecho de que, 
si bien no existe duda de que la cultura es un bien social, 
y en este sentido el art. 12.1 del Estatuto andaluz esta- 
blece que «la Comunidad Autónoma de Andalucía... faci- 
litará la participación de todos los andaluces en la vida 
culturalr, no obstante, en muchas ocasiones no se ha 
considerado este ámbito de actuaciones administrativas 
como un bien de primera necesidad. tal y como ocurre 
en la Sanidad. la Educación o la Vivienda, motivando ello 
el que las infracciones administrativas, o la ausencia de 
prestación en esta esfera, no se hayan denunciado con 
la misma intensidad que en otras áreas administrativas. 

AREA VII: JUSTICIA 

Análisis de las quejas investigadas y cerradas 
correspondientes al año 1986 

1. Introducción 

Como en el año anterior, hay que destacar el elevado 
número de quejas que se reciben relativas a la Adminis- 
tración de Justicia. a pesar de que en este informe, 
dentro de esta área, no incluimos las referidas a rela- 
ciones jurídico-privadas o de mera disconformidad con 
las sentencias dictadas por los órganos jurisdiccionales, 
que han sido englobadas dentro de las rechazadas. 

Este elevado numero revela la preocupación de los 
ciudadanos por el funcionamiento de la Administración 
de Justicia en todos sus aspectos. 

Como fundamento de esta preocupación, no puede 
negarse que los jueces son los garantes más inmediatos 
y directos de los derechos de los ciudadanos y los que 
resuelven sus intereses en conflicto. Por ello, las defi- 
ciencias en la prestación del servicio público de la Admi- 
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nlstraclón de Justicia produce repercusiones muy 
graves en los derechos que nuestra Constituciõn reco- 
noce a los ciudadanos. 

El retraso en la tramitacion de los procedukntos judo- 
c~aies de toda clase, ” en todas sus fases, sigue consti- 
tuyendo el principal motivo por ei que se acude a la 11x1- 
tucióll 

Este retraso que caracteriza la prestación del servicio 
publico de la justicia es preocupante. sobre todo te- 
niendo en cuenta que esta anomalia afecta no solo al de- 
recho a u” proceso sin dilaciones indebidas, sino tan- 
bik. v mas frecuentemente, al derecho fundamental de 
una tutela judicial efectiva, reconocidos ambos en el 
art 24 de la Constitución española y en el 6.” de la Con- 
vención europea de 1950. 

Hay que hacer una espeaal menci& de los õrdeiies 
jurisdiccionales mas afectados. que son el penal y el la- 
boral Esto es grwe especialmente en el laboral. pues la 
naturaleza de los derechos que ante ei se eJercitan y pro- 
tegen hacen que las repercusiones del retraso sean mas 
graves~ 

Los intereses que se dilucidan ante las Magistraturas 
de Trabajo afectan, principalmente. a los medios inme- 
dla!os de subsistencia de las clases sociales mãs des- 
prategdas No puede olvidarse que, en muchos casos, 
las reclammones se refieren a derechos económicos 
derivados de una elevada edad o de graves enferme- 
dades. afectando a cudadanos con economias muy II- 
mltadas. 

Las razones que acaban de ser expuestas so” sufi- 
cientes para exigir, a nuestro juicio. que estos conflictos 
sean resueltos por los órganos jurisdiccionales cor una 
~bsolula rapidez y eficacia. Nuestra Constituci,k otorga 
a los rludadanos el derecho a exigir que asi sea. 

Efectivamente, no puede considerarse que las resolu- 
ciones que dictan algunas Magistraturas despues de 
varios aiios de interpuesta una demanda satisfagan el 
derectlo fundamental a un proceso sin dilaciones irlde- 
bidas, 1~ otorguen la tutela )i;dicial efectiva que el art. 24 
de la Const!tuclón reconoce corno derecho fundamen- 
tal 

La jwsprudencla de nuestro Tribunal Supremo (sen- 
terwas de 13 de abrtl de 1983 y de 14 de marzo de 
19841 sobre esta cuestión es clara: el volumen de !ra- 
bajo que pesa sobre el órgano jurisdiccional no puede 
privar a los ciudadanos del derecho a reaccionar ante 
tales retrasos, obteniendo el correspondiente amparo y 
la pertinente indemnización. según lo previsto en el 
arl 12 1 de la Constitución española. 

En este sentido. se ha recibido en la Institución un im- 
portante numero de quejas que ponian de manifiesto la 
exlsterna de retrasos en la tramitación de procedi- 
mientos laborales segudos ante determinadas Magistra- 
turas de Trabajo, especialmente la de Almeria Iniciadas 
las investighxxs oportunas ante el Fiscal Jefe de la 
Audiencia Territorial de Granada, se han recibido los co- 
rresporidientes informes. elaborados por el Ministerio 
Fiscal o por los tItulares de la Magistratura afeclada~ De 
dichos Informes se desprendia la gravedad de la situa- 
clO,, que afecta a dicho órganojurisdlccional, 

Con estos antecedentes. y una vez descartadas aque- 
llas quelas que plantean problemas que no son compe- 
tencia del Defensor del Pueblo, o que simplemente 
pIden la rews~~r, de una sentencia, las que han sido for- 

malizadas ante la Adminislraciórì de Justiua pueoe!~ 
agruparse er\ grandes apartados: 

ll 

2) 

31 

41 

51 

Retrasos. anomalias o deficrencias de carkter 
singular en la tramitacibn de procedimwtos, 
Demoras sustanciales en la tramltacion de proce- 
dimientos motivadas por el extravio de los 
,“lSlTOS. 
Procesos archivados o paralizados sin haber sido 
cumplimentados todos los tr%tes previstos erg 
las leyes procesales 
Casos en que e volumen de asuntos de los ¿w 
ganos jurisdiccionales sobrepasa la capacidad 
funcional~ 
Retrasos er, la ejecución de ser~tenc~as 

Hace cuatro anos. el interesado tuvo un accidente de 
automc% Se celebro juicio. que le iue favorable con 
urea ~ndemnlración de 300.000 pts.. pero desde en- 
tonces no ha tenido noticias del Juzgado. a pesar de 
que una de las compatiias de seguro ha Ingresado su 
parte correspondlenie. 

La Institución inicia las investigaciones oportunas. iw 
formkdonos que al existir dos condenados, dos com- 
pafiias de seguros, habikdoles requerido el payo, soIo 
lo hizo una de ellas. estando pendiente el resto, y qk~e 
procedían a requerirle ( 16 de julio de 1985) espera(~ 
que en breve pudiera solucionarse. 

Con fecha 10 de enero de 1986, el Interesado vuelve 
a dirigirse a nosotros manifestando que û pesar de las 
gestlones realizadas su expediente seguia sin resolverse. 

Nuevamente acudimos al Fiscal Jefe de la Excma, Au- 
diencia Territorial de Sevilla, con fecha 7 de febrero de 
1986, recibiendo contestación con fecha 1 de abril. en 
el sentido de que «se habia instado al Juzgado a que re- 
cuerde el urgente cumplimiento del despacho lIbrado a 
Barcelona, y acordado en providencia de 25 de junio de 
1985. instando a la compaíiia de seguros para el pago 
de la indemniraciórl. igualmente, se ha solicitado que 
distrlbuyan entre los perjudicados yen la porción corres- 
pondiente la cantidad abonada por la otra compafiia de 
Seg”rOS»~ 

Posteriormente. se ha recibido escrito del interesado 
comuntcarido la total solución de su queja 

El Irlteresado nos expone que ((desde agosto de 
1983 obra en poder de Maystrat~!ra de Trabajo de Al- 
merma una demanda, contra el titular de la empresa 
donde prestaba sus servicios. por haberse expedido UI, 
tai0n siu fondos para el pago del finiquito de su relaci0n 
laboral con ella. sin tener noticia alguna del procedi- 
mlenton 

Iniciamos investigaci&- con fecha 6 de febrero de 
1986, contestándonos. de la Fiscalía de la Audiewia Te- 
rritorial de Granada. que se había seiialado el dia ll de 
diciembre de 1986, a las 9.25 horas, para la celebrac¡& 
de los actos de ley en dicho proceso. 



Queja 340/85 

En fecha 6 de mayo de 1985 se dirige a esta Institu- 
ción el interesado exponiéndonos que «sufrió daño en 
accidente de tráfico el 25 de febrero de 1982, ocasio- 
nando las Diligencias preparatorias núm. 122!82. sin 
que hasta la fecha se haya serialado el juicio>). 

Iniciada la investigaci0n co” fecha 16 de enero de 
1986, la Fiscalia nos contestb que la tramitación fue 
complicada por la diversidad de daños producidos a dis- 
tintos vehiculos, y que el juicio se celebraría el 28 de 
enerode 1986. 

Con fecha 10 de mayo de 1986, vuelve a dirigirse a 
nosotros el interesado manifestando que. desgraciada- 
mente, no quedó resuelto definitivamente. ya que la 
compañia aseguradora responsable habia recurrido. El 
14 de octubre vuelve a dirigirse a la Institución supli- 
cando nuestra intervenci&x Iniciamos nueva investiga- 
ción y. con fecha ll de noviembre. nos comunica que le 
habia sido abonada la indemnización correspondiente. 

Queja 7 15/85 

Con fecha 16 de noviembre de 1985, se dirigió a la 
Institución el interesado manifestándonos lo siguiente: 
«Empezaria a contarle y no habria palabras para definir 
las gravisimas circunstancias que llevamos atravesando 
durante largos años. dada la penosa situación econó- 
rnca que atravesamos y estar, todo lo que es nuestro 
patrimonio, dependiendo de la resolución del Sumario 
63182. y ya en el camino de la desesperac%% como 
única esperanza recurro a V.E para que interceda ante la 
Audiencia de Málaga para que señale el juicio>>. 

Finalmente, tras gestiones realizadas. se señaló para 
el dia 14 de enero de 1986. 

Queja 596,185 

La interesada, con fecha 20 de septiembre de 1985, 
acude a la Institución exponiendo lo siguiente: atiene ins- 
tados dos procedimientos judiciales ante el Juzgado de 
1 .a Instancia, mims. 13184 y 327185, sobre la modifica- 
ción de medidas acordadas en procedimiento de separa- 
ción matrimonial y otro sobre liquidación de sociedad 
legal de gananciales, con fechas 15 de enero de 1984 y 
27 de marzo de 1985, y todavia ni siquiera ha sido dic- 
tada la providencia de admisión>>. 

Iniciada la oportuna investigación, y tras obtener el in- 
forme y trasladarlo a la interesada, ésta nos contesta 
que sobre el primer procedimiento ha recaido acuerdo 
entre las partes. estando pendiente sólo de la aprobación 
judicial, y el segundo se encuentra actualmente pen- 
diente tinicamente de que se dicte sentencia. Por todo 
ello, se puede afirmar. sigue diciendo «que ambos pro- 
cedimientos han sido agilizados, y resueltos en breve es- 
pacio de tiempo. a raíz de la denuncia formulada por la 
intervención de la Institución% 

Queja 589/85 

La interesada acude a la Institución mediante escrito 
donde nos manifiesta «el retraso del Sumario 94183. 

del Juzgado de Utrera, al no haberse señalado juicio to- 
davia por el accidente que sufrió su hijo al ser atrope- 
llado por un vehiculo, como consecuencia del cual falle- 
ció pocas horas después>>. 

Iniciada la investigación en fecha 16 de enero de 
1986, nos contestaron posteriormente, de la Fiscalia de 
la Audiencia Territorial de Sevilla, que el procedimiento 
se encontraba en trámite de instrucción. habiéndose for- 
mulado escrito de conclusiones provisionales por el Mi- 
nisterio Fiscal, el dia 4 de febrero de 1986. Posterior- 
mente, nos comunica la interesada que se había dictado 
ya sentencia. 

Queja 585/85 

El interesado nos expone que aha presentado. con 
fecha 31 de diciembre de 1984, demanda en Magistra- 
tura, sin que hasta el momento ( 12 de septiembre de 
19851, haya tenido contestación». 

El 16 de enero de 1985 iniciamos la investigación. 
contestándonos de la Fiscalia de la Audiencia Territorial 
de Sevilla que la vista oral estaba señalada para el dia 14 
de mayo de 1986. 

Queja 853/85 

El presentador de esta queja. con fecha 12 de di- 
ciembre de 1985. se dirige a nosotros exponiéndonos 
que por Sentencia 19!84. de 30 de noviembre. del Juz- 
gado de Instrucción de Osuna, debe ser indemnizado 
con 246.424 ptas.; la parte contraria no ha recurrido la 
sentencia, ésta no se ha ejecutado y en la Secretaria del 
Juzgado se le informa que debe esperar de dos a tres 
años. años. 

Iniciamos investigación ante el Fiscal Jefe de la Au- Iniciamos investigación ante el Fiscal Jefe de la Au- 
diencia Territorial de Sevilla, con fecha 5 de febrero de diencia Territorial de Sevilla, con fecha 5 de febrero de 
1986, recibiendo contestación el 10 de marzo del 1986, recibiendo contestación el 10 de marzo del 
mismo año, donde se nos dice que la ejecución de la 
sentencia se inició en mayo de 1985 y ha estado parali- 
zada en dos ocasiones: la primera. en julio y agosto. y la 
segunda, desde el pasado 4 de octubre; como conse- 
cuencia del exhorto librado al Juzgado de Instrucción 
núm 29 de Madrid. en el que se interesaba el requeri- 
miento al pago de la indemnización de la compañía ase- 
guradora. El requerimiento intentado por correo no pudo 
efectuarse, y se devolvió al Juzgado exhortante, que, de 
““WO. Interesa su práctica previa averiguación, por la 
policia judicial, en los últimos domicilios de ambos con- 
denados y sin haberse efectuado los citados requeri- 
mientos. Tras la iniciación de la investigación se vuelven 
a reproducir. 

Con fecha 23 de abril de 1986 recibimos escrito del 
interesado comunicándonos haber recibido la indemni- 
zación. 

Queja 309/86 

Acude a nosotros la interesada el 21 de marzo de 
1986, manifestándonos lo siguiente: «su hermano, que 
habia sido condenado a prisión por cuatro años,ha per- 
manecido en el Penal de Puerto 2 hasta el 13 de octubre 
de 1985, en que tuvo un accidente cuando estaba coci- 
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nando en su celda. sufrendo quemaduras de segundo y 
tercer grado en extensión del 60%. Con motivo de este 
accidente. fue trasladado a la Unidad de Quemados del 
Hospital de RehabilitaciSn y Traumatologia V;rgen de/ 
Rocio, de Sevilla; donde ha sufrido varias intervenciones 
qu!rurg!cas, permaneciendo alli hasta el 29 de enero de 
1986. que pas9 al Hospital de San Lázaro; donde tiene 
que someterse a nuevas ~ntervenclones. 

En febrero solicitó libertad condicional -a través de 
la Secretaria de la ComisiOn de Asistencia Social. ha- 
bikndolo hecho tambikn ella al Ilmo. Sr. Magistrado- y 
el tratamiento en un centro sanitario de Cádiz. al ser la 
familla de alli. Ambas peticiones fueron denegadas». 

Con fecha T 7 de abril iniciamos la investigación. reci- 
blendo escrito con fecha 24 de julio, En él nos manifies- 
tan que. en virtud del informe del Jefe de los Servicios 
Médicos del Centro Penitenciario del Puerto de Santa 
Maria, en el que se determinaba que efectivamente pre- 
sentaba una serie de lesiones que por sus caracteristicas 
necesitaban rehabilitacitin e intervención quirúrgica, el 
Ministerio Fiscal, con fecha 17 de julio de 1986, interesó 
poner en conocmk?nto de la DirecciSn General de lnsti- 
tuclones Penitenciarias que sea trasladado a un centro 
asistencial adecuado a las caracteristicas de sus le- 
sones, requiriendo al mismo tiempo al Centro Peniten- 
clario que Informe en el sentido de determinar si con- 
curren los requisitos para la conceskk de libertad condi- 
CIOW3l. 

Queja 4 78.,86 

El Interesado. con fecha 9 de abril de 1986, se dirige 
a nosotros manifestindonos «que esti esperando para 
terminar las obras de su casa. suspendidas hace mis de 
5 aiios, a causa de la querella presentada por sus ve- 
cinos. del recurso de apelación ante la Audiencia Territo- 
rial de Sevilla>~. 

Iniciada la investigación, con fecha 15 de marzo. nos 
informan. el 28 de mayo, que el retraso se debe al 
numero de recursos en relación co” el de Magistrados; 
situación conocida por el Consejo General del Poder Ju- 
dioal y el Ministerio de Justicia No obstante. la vista del 
juicio se señaló para el 7 de julio de 1986 

Ftnalmente, recibimos escrito del interesado confir- 
mando la celebracibn el dia 14 de dicho mes. 

Con fecha 19 de mayo de 1986. se dirige a la Institu- 
ción la interesada manifestindonos que interpuso de- 
manda ante la Magistratura de Trabajo de Almeria. en 
tiempo y forma, el 1 de febrero de 1985. pero no fue 
presentada por ningún abogado (hizo la demanda su 
yernol, y de eso hace ya 17 meses. Cuando pregunta 
por la demanda le van dando largas y entreteniéndola; 
dic%ndole que esas cosas tardan mucho y que ya llegará 
su turno. 

Iniciada la investigación, co” fecha 5 de junio de 
1986, se nos informa. el 30 de junio, que debido a la 
gran acumulación de procedimientos presentados ante 
dicha Magistratura. ésta sufre un gran retraso. pero su 
proceso ha sida ya sekilado para el dia 24 de sep- 

tiembre de 1987 1 dos años y ocho meses desde la pre- 
sentación de la demanda) 

Mediante escrito de fecha 28 de mayo de 1986, 
acude a esta Instituciõn la interesada manifestado que: 
ocon fecha 29 de septiembre de 1983. presentó de- 
manda de desahucio ante el Juzgado de Distrito de 
Tarifa. dindose sentencia desestimatoria el 13 de di- 
ciembre del mismo año; que fue recurrida ante la Au- 
diencia Provincial de Cádiz. habi&ndosele comunicado 
de dicho Juzgado que el expediente se habia extra- 
viado>>. 

Iniciada la investigación el 6 de junio de 1986. nos in- 
forman, de la Fiscalia de la Audiencia de Cádiz, con 
fecha 19 de junio de 1986, de que efectivamente el ex- 
pediente se habia extraviado, pero que ya habia apare- 
cido. habiendo sido ya notificada la sentencia a la parte 
demandada, y estando actualmente pendiente de notifi- 
cación al demandante. Practicada ésta, se dará curso al 
recurso formulado por el actor sobre la sentencia que. 
paradójicamente. si está unida a los Autos. 

Queja 4 79/86 

Con fecha ll de abril de 1986, los interesados 
acuden a la Institución manifestándonos lo siguiente: 
«que componian un grupo de 5 personas que trabajaban 
para una empresa. de la que fueron despedidos. Acudie- 
ron a Magistratura. dictándose sentencia el ll de junio 
de 1985. declarándose improcedente el despido y con- 
denando a dicha empresa a que optase entre la readmi- 
sión o el abono de la indemnización. Posteriormente. la 
empresa ha sido embargada y los trámites para que los 
bienes puedan salir a subasta están paralizados, por lo 
que, y debido a su situación de carencia de empleo, 
ruegan una agilización de los trámites. 

Se inicia la investigación, co” fecha 27 de junio de 
1986, ante la Fiscalia de la Audiencia Territorial de Se- 
villa, contestándonos que «la ejecución de sentencia se 
habia tramitado en todo correctamente y que la suspen- 
sión de subastas había sido debida al enorme retraso en 
la publicación de dichas subastas en el Bolefin Oficialde 
la Prov;nc;a de Sev;lla. Retraso existente no sólo en este 
caso s,no en la totalidad de las publicaciones enviadas a 
dacho Boletin, produciendo perjuicios sin limite tanto a 
los Tribunales como a las partes. El edicto se remitió en 
fecha 1 l-04-86, y hasta la fecha de este informe ( 9 de 
diciembre), no ha sido publicado. Estamos a la espera 
de nueva informacibn. 

Queja 650/86 

El interesado acude a la Institución, el 6 de mayo de 
1986, y manifiesta lo siguiente: «en el Juzgado de 1 .1 
Instancia de Granada hay un juicio desde el ario 1980. 
por el que reclama una indemnización por la muerte de 
su esposa. y no ha salido adelante». 

Iniciada la investigación el 6 de junio de 1986, nos 
contestan, con fecha 18 de junio, «efectivamente, la de- 
manda de dicho procedimiento se presentó en febrero 



de 1980. Posteriormente, en mayo del mismo ario, se 
solicitb el beneficio de pobreza. lo que conllevó la sus- 
pensizk de los Autos principales. Iniciado el expediente 
de pobreza, la parte demandada, el Hospital Clinico. no 
compareció. y el Juzgada. en vez de continuar el expe- 
diente con asistencia del Ministerio Fiscal con la celeri- 
dad ordinaria. tardó mis de un aiio en resolver dicho ex- 
pediente por causa de las citaciones hechas a los de- 
mandados; recayendo sentencia de pobreza el 4 de 
junio de 1981. 

Posteriormente, se tardó mucho en publicar dicha 
sentencia en el Boletin Offclal de la Provincncla. pues se 
hizo el 24-01-85. Actualmente, el procedimiento sigue 
su curso. estando pendiente de contestación a la de- 
manda por parte de la Abogacia del Estado, 

2. Valoración genera1 

Se han admitido a trêmite 53 quejas de las recibidas a 
lo largo de 1986, que junto con las 3 que quedaban pen- 
dientes de 1984 y 28 de 1985, hacen un total de 84 
quejas tramitadas, de las cuales han sido finalizadas 62, 
estando aún en tramitación 22 queja 

De las 62 quejas finalizadas. 54 han sido resueltas fa- 
vorablemente, el resto, tras recibir la información de Fis- 
calia. se ha podido comprobar que no habia existido irre- 
gularidad en el órgano jurisdiccional implicado. al no ser 
imputable a &I el retraso producido en la tramitación. 

Ante estas cifras, se puede comprobar la magnifica 
cooperación existente entre la Administración de Justi- 
cia en Andalucia y el Defensor del Pueblo andaluz. 

AREAVIII: HACIENDA 

Análisis de las qiejas investigadas y cerradas 
correspondientes al año 1986 

1, Introducción 

En el irea de Hacienda. la Institución del Defensor del 
Pueblo andaluz tiene encomendado el estudio y tramita- 
ción de las quejas o peticiones relacionadas con la Con- 
sejeria de Hacienda de la Junta de Andalucia y sus Dele- 
gaciones provinciales. y los temas relacionados con im- 
puestos de las corporaciones locales. 

Volvemos a significar, como en el año anterior, que se 
siguen recibiendo escritos cuya tinica pretensión es ob- 
tener información en materia fiscal y, asi mismo. resaltar 
que dentro de las quejas no admitidas a trámite hay al- 
gunas que exponen la gran carga impositiva que estin 
actualmente sufriendo. Al no referirse a materias con- 
cretas, la Institución se dirige al ciudadano comunicán- 
dole que, ante la ausencia de una pretensibn especifica. 
no es posible tramitar la queja ante la Administración. 

Procedentes del año 1984 quedaban pendientes 
dentro de esta materia dos quejas que han quedado fi- 
nalizadas. Asi mismo. del año 1985. quedaron tres 
quejas que han sido cerradas en el ejercicio de 1986. 

Por último. han sido admitidas a trámite en esta irea 
12 quejas; de las cuales 5 han sido cerradas y otras 7 
siguen pendientes de tramitación. 

2. Quejas más significativas 

Queja 64,,84 

Demora en la devolución solicitada de una cantidad in- 
debidamente pagada por error. Trasladada la queja a la 
Delegación de Hacienda. se resolvió favorablemente. 

Queja 743,,‘85 

Retraso en resolver la reclamación formulada ante la 
Delegación de Hacienda por desacuerdo con los valores 
catastrales asignados a una finca. Efectuadas las opor- 
tunas Investigaciones ante dicha Delegación. fue re- 
suelta favorablemente la expresada reclamación. 

Un vecino de un pueblo de J&n acude a la Institución 
exponiendo que adquirió a la Dirección General del Patri- 
monio del Estado, mediante subasta de fecha 3 de 
mayo de 1977, una finca con una superficie de 76 m2. 

Posteriormente, observó una diferencia de superficie. 
por lo que, a instancia suya. fue enviado un técnico de la 
Delegación de Hacienda a Jaén que certificó que. efecti- 
vamente. habia una diferencia de 36 m2 de menos res- 
pecto a lo escriturado. 

A pesar de ello. y de reclamaciones posteriores, la De- 
legación no habia procedido a subsanar el error exis- 
tente. 

Iniciamos la investigación a través de la Dirección Ge- 
neral de Patrimonio de la Junta de Andaiucia, detec- 
tando que este señor ya había acudido previamente al 
Defensor del Pueblo estatal. Este, tras el preceptivo in- 
forme, le habia comunicado que no sé observaba nin- 
guna irregularidad. ya que la reclamación por la diferen- 
cia existente -entre los 76 m2. de extensión que pide 
el reclamante, y que figuran en la escritura de venta. y la 
real de 49 m2. que parece tener según la nueva medi- 
ción realizada por los técnicos- no es aceptable porque 
la finca se vendió como cuerpo cierto con sus linderos 
-aunque expresase una cabida de 26 m2. según el Re- 
gistro de la Propiedad y 76 m2. segtin la medición reali- 
rada por los técnicos de Hacienda-, y para tal su- 
puesto, el art 1.471 del Código Civil obliga a entregar 
toda la superficie comprendida dentro de los linderos. 
aunque sea superior, pero a nada obliga si es inferior. 

A la vista del informe, se cerró el expediente al no ob- 
servarse irregularidad en el organismo implicado. 

La interesada se dirige a la Institución planteándonos 
lo siguiente: «con fecha ll de febrero de 1985 pre- 
sentó en la Delegación Provincial de la Junta de Andalu- 
cia el expediente para la liquidación del impuesto sobre 
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sucesiones por la muerte de su marido. sin que hasta la 
fecha, 25 de abril de 1986, y pese a los requerimientos 
efectuados, dicha Administración haya liquidado el im- 
p”StO». 

Iniciada la investigación el 23 de mayo de 1986, “os 
contestan que efectivamente el documento se presentó 
a liquidaci8n con fecha ll de febrero de 1985. pero 
que debido a coincidir con las fechas de las transferen- 
cias de los servicios del Estado a la Comunidad AutS- 
noma, el enorme volumen de trabajo acumulado y la 
falta de personal, el expediente se encontraba pendiente 
de valoraci0n por los servicios técnicos. No obstante, el 
2 de junio de 1986, previa notificación de la comproba- 
ción de valores, se realiza la liquida&%. objetivo que 
perseguia la interesada. 

Queja 2 73/86 

Un emigrante retornado a España compró una vi- 
vienda. pero antes de adquirirla consultó co” su abo- 
gado por si pesaban cargas sobre ella; comprobándose. 
mediante certificación del Registro de la Propiedad. que 
sólo existia un embargo por valor de 700.000 pesetas, 
que liquidó antes de firmar la escritura pública de 
compre. Posteriormente, se le notifica el próximo em- 
bargo del inmueble. por el recaudador, por débitos a la 
Hacienda Ptiblica por un valor de 500.000 ptas., fijando 
fecha incluso para la subasta pública. 

Dados sus escasos recursos y la urgencia del caso. 
tras gestiones realizadas co” el recaudador, se consigue 
paralizar la subasta hasta que se aclare la legalidad de 
dicho embargo. 

Quejas 285/‘86 y 486/86 

Los interesados en ambas quejas, asi corno varias per- 
sonas mis. acudieron a la Institución con el problema de 
que al haber subido las valoraciones catastrales y por 
consiguiente la cuota a pagar por C,T.U.. se habian 
girado liquidaciones de años anteriores por las diferen- 
cias existentes al poner los recibos al dia, no pudiendo 
atender esos pagos de una vez. 

Nos hemos puesto en contacto con los distintos re- 
caudadores de zona. que han accedido a nuestra peti- 
ción al haberles concedido un pago fraccionado. 

Queja 1083,‘86 

En fecha 9-l O-86 se dirige a la lnstitucibn una señora 
a la que le tienen retenido el coche, pendiente de una re- 
solución por una reclamación presentada ante el Tribu- 
nal Económico-Administrativo de Cbrdoba, manifestán- 
donos que hacia varios meses que esperaba y necesi- 
taba el vehiculo por tenerlo para reparto en su negocio. 
Tras gestiones de la Institución. se resuelve la reclama- 
ción el 3 de diciembre de 1986. 

Quejas 164/86 y 165/86 

Los afectados en estas quejas manifestaban su dis- 
conformidad por haberles girado una liquidación com- 

plementaria por el Impuesto de Transmisiones Patrimo- 
niales al subirles la valoración del inmueble tras la com- 
probación. Alegaban tener un certificado de la Conseje- 
ria de Politica Territorial donde el valor dado al inmueble 
ere inferior al comprobado por la Delegación de Ha- 
cienda. De la documentación aportada se pudo compro- 
bar que habian presentado reclamación ante el Tribunal 
Económico-Administrativo Provincial. por lo que nos 
vimos obligados a suspender nuestra actuación en el 
caso, segtin señala el art. 17.2 de nuestra Ley regula- 
dora. 

Posteriormente. volvieron a acudir a la Institucitin 
para manifestar que siendo dos inmuebles exactos, tras 
la resolución de la reclamación económico- 
administrativa, siendo 6sta estimatoria en ambos casos. 
los habian valorado de forma desigual. Tras las ges- 
tiones realizadas. se comprueba que uno de los expe- 
dientes se valoró conforme al certificado de la Conseje- 
ria de Politica Territorial. y el otro. al no aportar dicho 
certificado. se tomó como base el valor declarado y. por 
consiguiente. autoliquidado. en la escritura de venta. No 
se encontró irregularidad y asi se comunicó al intere- 
sado. 

Queja 909/85 

La interesada expone queja sobre la falta de abono en 
1985 de las pagas extras de su pensión de viudedad no- 
tificada por la Habilitación de Clases Pasivas del Estado. 

Efectuadas gestiones en Hacienda. nos comunican 
que de conformidad con lo dispuesto en el art. 47 de la 
Ley de Presupuestos del Estado para 1985. 30184, de 
31 de diciembre ( BOE de 31 de diciembre de 1984) , 
no le es compatible el devengo de pagas extras de la 
pensión percibida co” las correspondientes a la remune- 
ración por trabajo personal. 

Literalmente, el art. 47 señala: «A partir de la entrada 
en vigor de la presente Ley, las pensiones declaradas 
compatibles. cualquiera que sea el momento en que 
fueron causadas. lo serian tanto de los devengos ordina- 
rios como de los extraordinarios». 

Por el contrario. en la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado para 1986, 46185, de 27 de diciembre ( BOE 
28-12-85). art 25, se dispone que a partir del l-1 -86 
los devengos extraordinarios de pensiones de clases pa- 
sivas del Estado serán compatibles con los devengos ex- 
traordinarios de sueldos percibidos por el desempeño 
de un puesto de trabajo en el sector público, siempre 
que sean compatibles los devengos ordinarios de las 
pensiones y el sueldo. 

Por lo que en el caso concreto de la interesada le ere 
de aplicación para el año 1986 la compatibilidad de per- 
cepciones económicas indicada en el art 25 citado. no 
observándose ninguna irregularidad en la queja plante- 
ada en cuento a la aplicación de las normas referidas. 

3. Valoración general 

Unicamente en esta irea cabe señalar que no han 
sido muchas las quejas admitidas a trámite por esta Ins- 
titución. Dentro de las que se han remitido al Defensor 
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del PWbl” dt? IdS Cwtes úelwales. pur li” ser de 
nuestra competerxla, cabe resaltar aquellas que se d,ri- 
glera” 11 la InstltuLiórl plantednd” la discl~irriiilaclóll exi5. 
tente. a ]UICI” de los lwteresados. en el Impuesto sobre el 
Valor Afíadido. por la diferente tributacl,% de los au,“. 
tms y auto-turismos. 

A los interesados se les Informo acerca de la sugerrr. 
cri! presentada por el Defensor del Pueblo estata;, er. RI 
wntido de que se estudie la desaparici&, de la desiguül- 
dad del tralamlento fiscal de que se trdte. asi crin” de 
que !a Dirección General de Tributos. del Minkter,” de 
Economia y Hacienda, se habia pronunciado ya sobre ei 
tema al contestara la consulta vinculante formulada por 
la Agrupaclórl Provincial de las Industrias de Transporte 
por Carretera. i BOE nUrn. 35, del 21 de abril de 1986) 

Por tiltimo, han sido varias las quejas que se han pre- 
sentado ante esta Institución expresándonos la preocu- 
pación ante la desaparición de la posibilidad de acudir a 
los Tribunales Económico-Administrativos provinciales 
en reclamación contra los actos de las entidades locales 
en materia impositiva. como consecuencia de la aproba- 
ción y publicación de la Ley de Bases de Régimen Local 
de 2 de abril de 1985. 

Efectivamente. hasta ahora. estas reclamaciones 
podian ser sustanciadas ante los Tribunales Economice- 
Administrativos provinciales a través de un procedi- 
miento gratuito y sencillo. que permitía al interesado 
acudir sin abogad” y procurador. 

La Ley 7!1985, de 2 de abril, en sus arts. 52. 108 y 
1 13, suprime el acceso. a estos tribunales, a este tipo 
de reclamación, disponiéndoseque contra la denegacion 
expresa ” tácita de los recursos formulados en esta ma- 
teria. «los interesados podran interponer directamente 
recurso contencioso-administrativo». 

Ante la imposibilidad de acudir ö 10s TrIbunales 
Ecorlómlco~Administrativos, el interesado se ve oblj- 
gado a formular un rec,~rs” [:“ntehcios”-ad,~ninistrativ”, 
cou los inconvenie~ltes que ello ci~nlle~a sometlrniento 
a un rito procesal. necesidad de comparecer con abo 
gado y procurador. y sobre todo. el alto c”st” que esto 
supone. cuando antes se trataba de LII, p~ocrdimient” 
bastante rapIdo. Informal y graue” 

Ante esta pr”blem&x. la Instituuon traslado SII pre-. 
ocupacion al Defensor del Pueblo de las Cortes Gene- 
rales. e,, e,erc~c~” de la funciõn de coordinación. quien 
en su infornle anual itlsiste en que es urgenie no sol” 
adoptar las rnedtdas de Indole operativa para ayudar a 
los Tribunales de lo Contencioso-Admiwtrativo d 
asurmr ese ~:aryo, SITIO que recomienda al Gobierno que 
estudie la poslb,l,dail rle articular nuevamente vias pre- 
“iJ5 de fiscallracióii procesalmente sencillas y acce- 
sibles para los ciudadanos, como erarl los Tribunales 
Econón,ico-Administr;<livos provir~c~nles. y que evite al 
tiempo sobrecargar i~w?rnsanamente a 1”s Tribunales 
de Justicia e,, lil 1 Itis>:,it:c,a 

Al mismo tiempo. se realizaron gestiones informales 
con distintos Ayuntamientos, a fin de que los recursos 
de reposición presentados sobre esta materia fueran re- 
sueltos en tiempo y forma y evitar asi en lo posible la 
prktica que el silencio administrativo. de acuerdo con lo 
dispuesto en la Ley de Procedimiento Administrativo. 
Pega. como la presunci&~ de un acto denegatorio, y en 
consecuencxi abra los plazos para recurrir. gesti& esta. 
que fue acogida favorablemente. 

AREA IX: TRABAJO Y BIENESTAR SOCIAL 

1. Introducción 

Desviándonos de la línea de determinación de esta 
área expuesta en el Informe de 1985, hemos de precisar 
que las quejas cuy” objeto lo constituyen las relaciones 
juridico-laborales y de Seguridad Social quedan dis- 
persas ” distribuidas en todas las demás áreas adminis- 
tratwas. según acuerdo adoptado por la Junta de Coor- 
dinación y Régimen Interior en fecha de 6 de octubre de 
1986; según el cual, el criterio prioritario para la clasifi- 
cación de las quejas es el organismo administrativo 
cuya actuación motiva dicha queja. y ante el que. en su 
caso. se inicia la investigación; siendo recogidas en el 
área especifica de Trabajo y Bienestar Social. 

Asi pues, con respecto al aîlo 1986, se observa, por 
este motivo, una reducción en el mimero de quejas in- 
cluidas en esta área. 

Se ha de indicar que, como consecuencia del Decreto 
del Presidente 130!1986 de 30 de julio. sobre reestruc- 
turación de Consejerias. se le atribuyen a la Consejeria 
de Trabajo y Bienestar Social las competencias en mate- 
r!a de relaciones laborales individuales y colectivas; con- 
diciones de trabajo atribuidas a la Comunidad Autó- 
noma; las relativas a cooperativas y empleo; se~yicios 
sociales; emigración y tutela de menores y consumo. 

Como novedades destaca la atribuci& de la Dirección 
General de Consumo, antes incluida en la Consejeria de 
Salud y Consumo, y la materia de tutela de menores. 
antes atribuida a la Dirección General de Justicia. 

Como consecuencia de estas nuevas competencias. 
se dicta el Decreto 27811986 de 8 de octubre que esta- 
blece la estructura orgánica de la Consejeria en la que 
aparecen las siguientes Direcciones Generales: de Tra- 
bajo y Seguridad Social, de Cooperativas y Empleo, de 
Servicios Sociales, de Emigración y de Consumo. 

Como ya indicábamos en el informe de 1985, en este 
periodo se siguen recibiendo numerosas quejas sobre la 
falta de trabajo; solicitando un empleo ” pidiendo una 
orientación para conseguir un puesto de trabajo. Igual- 
mente se ha recibido directamente a gran número de 
personas en nuestra sede que han expuesto sus pro- 
blemas sobre su dificil situación social y económica 
como consecuencia de la falta de trabajo. 

En relación con las competencias de Seguridad 
Social. concretamente en lo referente a pensiones, ma- 
teria no transferida a la Comunidad Autónoma, se “b- 
servâ una leve disminución de quejas dirigidas a esta Ins- 
titución, motivado por el conocimiento de los ciuda- 
danos de que el organismo gestor de pensiones del sis- 
tema de Seguridad Social, el Instituto Nacional de la Se- 
guridad Social y Tesoreria de la Seguridad Social, 
quedan fuera de la competencia de esta Institución. No 
obstante, siguen llegando quejas referentes a denega- 
ción de pensiones. prestaciones de invalidez, retrasos 
en las tramitaciones de expedientes, revisiones de las si- 
tuaciones de incapacidades. etc... Estas quejas, una vez 
estudiadas y con el informe previo de la asesoria. son re- 
mitidas al Defensor del Pueblo de las Cortes Generales. 

Hemos de indicar, además, que nos llega un número 
unportante de quejas que se refieren a problemas juri- 
dices laborales surgidos en las relaciones con empresas 
privadas. Estas quejas son rechazadas previo estudio. y 
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se comunica al interesado el organismo público compe- 
tenteen el conocimientodel conflicto. 

Correspondientes a diversas Consejerias. excepto a la 
de Trabajo y Bienestar Social, se han recibido quejas por 
la falta de cumplimiento de sentencias firmes de la juñs- 
dicción laboral; concretAndose estas en la falta de 
abonos de salarios, corno ejemplo exponemos en el 
apartado referencia al periodo 1985. la queja núm. 
98435. 

Como ya hacíamos referencia en el informe anterior. 
se ha recibido un gran nlimero de quejas que hacen refe- 
rencia a las ayudas económicas individualizadas de ca- 
rãcter periódico en favor de ancianos o enfermos inca- 
pacitados para el trabajo, reguladas por Real Decreto de 
24 de julio de 1981, núm. 2620/81. Estas ayudas son 
gestionadas por las distintas Delegaciones Provinciales 
de esta Consejeria, cuya competencia se centra en la Di- 
rección General de Servicios Sociales. 

Los objetos de estas quejas se basan generalmente 
en la denegación de estas ayudes a los solicitantes, por 
no reunir los requisitos necesarios exigidos para su reco- 
nocimiento. 

Otra de las causas son la demora en la tramitación y el 
retraso en la resolución de los recursos presentados. 

Es preciso reconocer la labor llevada a cabo dentro 
del amplio campo de los servicios sociales. Asi pues, se 
ha de destacar la publicación de los convenios de coope- 
ración entre la Consejeria de Trabajo y Bienestar Social 
y los ayuntamientos de diversas ciudades de nuestra 
Comunidad: Córdoba ( Orden 1 O-l -86) ; Málaga 
( Orden lo- l-86) ; Cádiz ( Orden 14-l -86) ; Sevilla 
1 Orden 14-l -86) : Huelva ( Orden 14-l-86) BOJA 
28-l-86. 

Los programas a desarrollar se orientan principal- 
mente en los ámbitos siguientes: Servicio de orientación 
y atención social, prevención de conductas asociales; 
prevención de toxicomanias. plan social para la comuni- 
dad gitana, guarderias y albergues municipales. atenci8n 
social a la infancia ~(alimentación) , erradicación de la 
mendicidad y ayudas a domicilio. 

En este sentido. y a modo de colofón, debe setialarse 
el esfuerzo llevado a cabo por la Consejeria de Trabajo y 
Bienestar Social para la preparar%%! del Proyecto de Ley 
de Servicios Sociales de Andalucia, publicado en el 
BOPAnúm. 53. de 12 de enero de 1987, y actualmente 
en fase de estudio parlamentario por la Comisión de 
Politica Social. 

La Exposición de Motivos del citado Proyecto de Ley 
expone que, en base a la Constitución española, el Esta- 
tuto de Autonomía de Andalucia confiere competencia 
exclusiva a la Comunidad Autónoma tanto en materia 
de asistencia y servicios sociales y menores. corno en la 
promoción de actividades y servicios para la juventud y 
tercera edad. 

Se pretende con esta Ley abordar una situación 
actual en la que inciden negativamente una serie de fac- 
tores de índole diversa: la dispersión legislativa exis- 
tente, la multiplicidad de órganos gestores y su distinto 
carácter, la diversidad de su régimen de financiación e. 
incluso. la propia imprecisión legal de los términos 
usados en materia de servicios sociales. 

Inspirada en una concepción universalista. la ley ex- 
tiende su acción protectora a todos los ciudadanos an- 
daluces, reconociéndoles el derecho a los servicios so- 

ciales por el mero hecho de serlo y previendo. al mismo 
tiempo. una acción más especifica. a través de los Serv- 
cias Sociales Especializados. para aquellos colectivos 
menos favorecidos socialmente. 

Se crea, por esta ley, el Instituto Andaluz de Servicios 
Sociales. corno organismo gestor que da unidad al sis- 
tema. 

Por último, en cuanto al tema de la financiación, se 
indica que se efectuará con cargo a los fondos priblicos. 
tanto procedentes de la Administración autonómica 
como de la local. 

Deseamos que por este sistema sea posible el au- 
mento del importe de las prestaciones actualmente exis- 
tentes cuyas cuantias son muy inferiores al salario 
minimo. 

Por último, hemos de destacar la Orden de 31-l-86 
por la que se determina el régimen de ayudas públicas 
en materia de servicios sociales para el ejercicio 1 986. 

Las ayudas de la citada Orden van destinadas a las 
corporaciones locales; asociaciones e instituciones sin 
ánimo de lucro que presten servicios dirigidos a la aten- 
ción de necesidades sociales o promoción de acciones 
en el campo de los servicios sociales; asi corno a las per- 
sonas mayoresde 60 años y los minusválidos. 

Las ayudas tienen una doble finalidad: 
al Atender las necesidades de los siguientes colectivos: 
primera infancia; infancia y adolescencia: tercera edad; 
minusválidos; alcohólicos y afectados por otras toxico- 
manías: minorias étnicas; grupos con graves problemas 
sociales; mujer. 
b) Implantación y mantenimiento de los servicios so- 
ciales comunitarios. 

Breve referencia alperiodo de 1985 

De este periodo quedan pendientes 17 quejas que 
son tramitadas en el ejercicio de 1986. 

Queja 2/85. Recordatorio legal 

Sobre la obligatoriedad de contestar, dictando resolu- 
ción expresa, al escrito del interesado. 

Queja 588/85. Recordatorio legal 

Sobre la falta de comunicación a la solicitud presen- 
tada a la Administración de Servicios Sociales Anda- 
luces de la Seguridad Social ( ASERSASS) en favor de 
un subsidio para persona minusválida. Retraso en la noti- 
ficación denegatoria. con fecha 20-l -86 se formuló un 
recordatorio legal en virtud de lo dispuesto en el art 29 
de la Ley 9183. de 1 de diciembre del Defensor del 
Pueblo andaluz. 

Queja 98/85. Emisión de recomendación 

El interesado expone queja sobre falta de pago de sa- 
larios por parte de la Delegación Provincial de Cultura de 
Málaga. en virtud de lo dispuesto en las Sentencias de 
Magistratura de Trabajo de Málaga, núm. 285/83 de 19 
de abril de 1983; núm. 333183 de 1 de septiembre de 
1983, y núm. 1.020184 de 12 de diciembre de 1984. 
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La primera sentencia citada, núm. 285183. fue al pa- 
recer objeto de recurso de suplicación ante el Tribunal 
Central de Trabajo, el 28 de abril de 1983, por la Conse- 
jeria de Cultura, yen la fecha actual está sin resolver, La 
Sentencia de la Magistratura de Málaga, núm. 333183, 
declara la extinción de la relacitin laboral con fecha 1 de 
septembre de 1983, fijando una indemnización de 
71 1.224 ptas. Sin embargo, al reconocer la Magistra- 
tura de Trabajo, en Sentencia posterior núm, 1.020/84, 
de 14 de diciembre de 1984, la falta de abono de dife- 
rencias salariales de los meses de enero a agosto de 
1983 y salarios de septiembre de 1983 a enero de 
1984, se puede deducir que se produjo incorporación al 
mismo puesto de trabajo después de la indicada extin- 
ción de la relacitin laboral. 

Al afectar a un órgano de la Administración autonó- 
mica andaluza, esto es, a la Delegación Provincial de la 
Consejería de Cultura de Málaga, la presente queja se 
admitió a trámite, según lo dispuesto en los arts. 1, 10. 
13 y 17 de la Ley 9/83, del Defensor del Pueblo andaluz. 

Iniciado el procedimiento previsto en el art. 18 de la 
Ley 9i83. de 1 de diciembre. se solicitó informe al Se- 
cretario General Técnico de esa Consejeria, contestando 
éste, con fecha 16 de enero de 1986. lo siguiente: 

a/Que el interesado fue transferido a la Conseje- 
ria de Cultura con la categoria profesional de admi- 
nistrativo sin dotación presupuestaria, apareciendo 
en el Real Decreto de Transferencias 864184, de 
29 de febrero ( EIOE nUm. 1 13, de ll de mayo) 

b/Clue el interesado ha demandado en diversas 
ocasiones contra el Ministerio de Cultura y la Con- 
sejeria de Cultura. destacando varias sentencias 
(noaporta fotocopia de las mismas) 

Por riltimo. indica que no existe disposición legal 
en la Administración pública para poder hacer 
frente a las retribuciones del interesado. 

De entre la nueva documentación enviada por el inte- 
resado, se destaca una fotocopia de carta del Secretario 
General Técnico, enviada a la Delegación Provincial de la 
Consejeria de Cultura en Málaga, el dia 19-4-85. en la 
que le transcribe el informe emitido por la Dirección Ge- 
neral de la Función Pbblica, que literalmente indica nte- 
niendo en cuenta los antecedentes que del mismo señor 
obran en nuestro poder. entre los que destaca la Senten- 
cia de la Magistratura de Trabajo de Málaga de 
4-12.84... quizá y como solución al caso. habria de es- 
tudiarse la poslbllldad de llegara un acuerdo y finiquitar 
la relación laboral». 

De lo expuesto se deduce que el interesado ha venido 
prestando servicios en la Delegación Provincial de Cul- 
tura de Málaga, como administrativo desde el l-3-73; 
siendo en fecha posterior. 1 l-5-84. transferido como 
administrativo 1 lector de prensa), sin consignación pre- 
supuestaria en el EOE de la misma fecha, y continuando 
hasta el l-5-85, fecha en que, con previa comunicación 
por escrito. por causas de salud, cesa en el trabajo. 

Por último, por Sentencia de la Magistratura de Tra- 
bajo núm. 3 de Málaga, de fecha 17-9-86. núm. 
643/86, recaída en autos núm. 2.332/85. seguido a 
instancias del interesado contra la Consejeria de Cultura 
de la Junta de Andalucia, se condena a esta última y al 
Ministerio de Cultura al abono de la cantidad de dos- 

cientas cincuenta y cinco mil cuatrocientas dieciséis mil 
pesetas. 

Analizada la contestac¡& emitida sobre el tema por el 
Secretario General Técnico de la Consejeria de Cultura, 
se estimó pertinente por esta Institución ejercitar la fa- 
cultad que le confiere el art 29 de la Ley 9183, antes 
citada. y formular al Excmo. Sr. Consejero la siguiente 
Recomendación: 

Disposiciones normativas afee tadas 
- Arts. 9.1, 35 y 1 18 de la Constitución. 
- Arts. 4.2 fl y 29 de la Ley 8180. de 10 de marzo. 

Estatuto de los Trabajadores. 

Expuestas las circunstancias de hecho que concurren 
en el interesado, obligado es indicar los fundamentos ju- 
ridicos existentes que amparan y legitiman la petición 
del mismo. 

La Constitución española en su ati. 9.1 señala que los 
ciudadanos y los poderes pirblicos están sujetos a la 
Constitución y al resto del ordenamiento jurídico, y el 
art. 1 18 expresa la obligatoriedad de cumplir las senten- 
cias y demás resoluciones firmes de los Jueces y Tribu- 
nales, asi como prestar la colaboración requerida por 
éstos en el curso del proceso yen la ejecución de lo re- 
suelto. 

Sobre la importancia de este tema se pronuncia la 
Sentencia del Tribunal Constitucional 67184. de 7 de 
junio. al afirmar que nla ejecución de las sentencias es 
una cuestión de capital importancia para la efectividad 
del Estado Social y Democrático de Derecho que pro- 
clama la Constitución, que se refleja en la sujeción de los 
ciudadanos y los poderes públicos a la Constitución y al 
resto del ordenamiento juridico, cuya efectividad. en 
caso de conflicto, se produce normalmente por medio 
de la actuación del Poder Judicial. que finaliza con la eje- 
cución de sus sentencias y resoluciones firmes». 

Por otra parte, en atención a que la naturaleza juridica 
que vincula al afectado con la Administración es de ca- 
rácter laboral, es obligada la aplicación del art. 35 de la 
Constitución en relación co” el art 4.2 f)y el art. 29 de 
la Ley 8/80, de 10 de marzo. del Estatuto de los Traba- 
jadores, que configuran el derecho fundamental a la pet- 
cepción puntual de la remuneración pactada o legal- 
mente establecida, fijándose un periodo de tiempo para 
el abono de las retribuciones no superiora un mes. 

Además de las disposiciones legales antes referen- 
ciadas que fundamentan el petitum del afectado, se 
estima por esta Institución factible la adopción por esa 
Consejería de medidas presupuestarias dirigidas al 
abono de las remuneraciones solicitadas, como la modi- 
ficación presupuestaria del año en curso en el importe 
correspondiente. o solicitar a la Consejeria de Economia 
y Hacienda las cantidades para el referido pago co” 
cargo a la Sección 3 1 de gastos imprevistos para las dis- 
tintas Consejerías. 

Por último, es preciso tener en cuenta que aun 
cuando en las sentencias dictadas de Magistratura de 
Trabajo y Tribunal Central de Trabajo, conste como 
parte demandada el Ministerio de Cultura, se considera 
que al ser transferido el afectado por Real Decreto 
864/84, de 29 de febrero, con efectividad a partir del 
dia 1 de julio del mismo año, y prestar servicios de 
forma ininterrumpida, debe corresponder a la Consejería 
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de Cultura el abono de las reiteradas retribuciones: pu- 
diendo ser, en su caso, cuestionado por la Consejeria de 
Cultura. frente al Ministerio, si antes de la fecha de la 
transferencia la obligación de pago pudiera correspon- 
der al Ministerio de Cultura. en cuyo caso cabria ejercitar 
la oportuna acción subrogatoria (art. 1.158 C.C.) 
contra éste, pero que, en cualquier caso. el derecho del 
interesado no se vea frustrado por la falta de reconoci- 
miento de un derecho fundamental. reconocido consti- 
tucionalmente, como es el derecho a la remuneraci8n 
por el trabajo realizado. 

Por todo lo expuesto. y en virtud de lo previsto en el 
art 29 de la Ley 9Í83. de 1 de diciembre, se elevó a la 
Consejeria la oportuna recomentación, con el fin de que, 
en base a los preceptos juridicos antes referidos, «se 
abonen al interesado las cantidades reconocidas en las 
Sentencias de Magistratura de Trabajo y Tribunal Cen- 
tral de Trabajo citadas, dando satisfacci& a lo ?dici- 

tado, por entenderse ajustada a Derechon. 
La referida recomendación. realizada con fecha 

14-l -86, no ha sido aceptada hasta la fecha, estando 
pendiente esta Instituci8n del estudio del informe solici- 
tado al Gabinete Jurídico de la Consejeria de Presiden- 
cia, que ha interpuesto recurso de suplicación ante el Tri- 
bunal Central de Trabajo contra la Sentencia de la Ma- 
gistratura de Trabajo núm. 3 de Málaga, Autos 
2.332/85, dictada sobre el asunto. 

Queja 329/85. La Administración acepta ia pr.eten- 
sión 

Los interesados exponen una queja sobre la falta de 
ejeCUCión de la sentencia recaida el 30 de noviembre de 
1983. km. 671. Autos 693/83. de la Magistratura de 
Trabajo de Sevilla, sobre reclamación de diferencias sa- 
lariales contra la Universidad de Sevilla. 

El centro de Trabajo es el Hospital Universitario de la 
Facultad de Medicina de la Universidad de Sevilla. 

En k. mismos autos. los demandantes reclamaban la 
ClaSifiCaCión ,W,fesional co” la categoria de oficial admi- 
nlstratlvo. siendo denegada ésta por falta de vacantes. 

Con fecha 24 de septiembre de 1985, prkentaron 
escrito. a la Magistratura núm. 7 de Sevilla, para requerir 
nuevamente a la Universidad de Sevilla para el cumpli- 
mfento de la sentencia núm. 617. antes referenciada. 

Examinada la queja, y dada su procedencia para su 
admisión a trámite, se solicitó informe a la Universidad ’ 
de Sevilla y a los Servicios Centrales de la RASSSA. 

El Rectorado de la Universidad de Sevilla nos mani- 
fiesta que, aun siendo la titular juridica del Hospital Uni- 
versitario de su Facultad de Medicina, la Universidad no 
asume las obligaciones económicas que se derivan de 
las relaciones del personal que trabaja en el mismo. Las 
retribuciones salariales, por todos los conceptos que se 
derivan de la relación laboral, deben ser y son sopor- 
tadas por la Seguridad Social (INSALUD, hoy 
RASSSA) , en virtud del Convenio que, para explotación 
del citado Hospital, existe entre la Universidad de Sevilla 
y el antiguo Instituto Nacional de Previsión (de 6 de 
junio de 1972 de acuerdo con el Convenio General sus- 
crito el 3 de marzo de 1970 por los Ministerios de Edu- 
cación y Ciencia y de Trabajo) 

En consecuencia, el Rectorado se dirigió, el pasado 

15 de enero. a la dirección del Hospital Universitario 
trasladándole el escrito correspondiente al cumplimiento 
de la resolución judicial. sin que hasta la fecha se haya 
efectuado. Aunque con esta misma fecha se reiteró el 
suyo con traslado, a la mencionada dirección, del 
nuestro último. 

El informe del Hospital Universitario de la Facultad de 
Medicina indica que: La Dirección Provincial de la Red de 
Asistencia Sanitaria de la Seguridad Social de Andalucía, 
en consonancia con reiterados informes de la asesoria 
juridica. sostiene el siguiente criterio, sustentado en los 
extremos que a continuación se exponen: 

1.’ La sentencia en cuestión -y otras directamente 
relacionadas sobre la misma materia- condena en ex- 
clusiva a la Universidad de Sevilla, a la vista de que los 
actores instaron su demanda exclusivamente contra 
dichoorganismo. 

2.” Que no obstante la inicial reflexión que pudiera su- 
gerir lo anterior, es cierto que la Dirección Provincial no 
entra en la cuestión acerca de si corresponde al INSA- 
LUD o a la Universidad el cumplimiento de la controver- 
tida Sentencia. 

En virtud de la Ley del Proceso Autonómico ( Disposi- 
ción Adicional Primera), de 14-10-83, la Comunidad 
Autónoma de Andalucia asume las responsabilidades 
derivadas de las retribuciones de personal desde el 
31-1-84. 

3.” Que a la vista de que el personal reclamante no 
tiene equiparación posible con el Cuerpo Administrativo 
de la Seguridad Social, sus retribuciones habrán de ser 
las que correspondan según Convenio Colectivo del 
ramo a la propia categoria oficial administrativo (Orde- 
nanza Laboral de 24-l l-76 sobre empresas de hospita- 
lización, BOE 15-l 2-76). 

4.” Que en todo caso. para que la RASSSA proceda al 
abono de las retribuciones de oficial administrativo. 
Según se alude en el punto anterior, la Universidad de 
Sevilla, formal empleadora del personal de referencia. 
habrá de proceder con carácter previo al reconocimiento 
expreso de dicha categoria de oficiales administrativos. 

5.” Que. en definitiva, no existen diferencias salariales 
-a favor de los actores y percibidas por los mismos 
desde el l-1 -84- entre los emolumentos que corres- 
ponden a los oficiales administrativos, y los realmente 
percibidos por dichos demandantes; desde el punto y 
hora en que el salario de un oficial administrativo era de 
33.240 pesetas mensuales para 1984 (según Laudo 
del Convenio Colectivo provincial para empresas de hos- 
pitalización, internamiento, asistencia y análisis clinicos 
de Sevilla), cuando lo cobrado por los mismos fue de 
64.881 ptas. mensuales. 

En agosto de 1986, recibimos el informe de los Servi- 
cios Centrales de la RASSSA, en el que manifiesta que 
solicitados informes del Servicio de Asuntos Juridicos y 
de la Dirección Provincial. nos informan lo siguiente: 

a) El Convenio Colectivo del sector establece 
para el personal afectado, en su categoria de oficial 
administrativo. retribuciones globales inferiores a 
las que vienen cobrando por asimilación al personal 
de la Seguridad Social. De ahi que las retribuciones 
que se le abonan sigan siendo las correspondientes 
al personal de la Seguridad Social. 
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b) Respecto a las diferencias salariales recono- 
cidas co” anterioridad a l-l -84. fecha de las 
transferencias a la Junta de Andalucia de los Servi- 
cios del Instituto Nacional de la Salud, deben ser re- 
clamadas, en su caso, a este organismo, por virtud 
del Real Decreto 400184. 

Posteriormente. a través de gestiones directas Ile- 
vadas a cabo por esta Institución con el Servicio Jurídico 
del Rectorado de la Universidad, se reconoce como 
suya la deuda determinada en la Sentencia de Magistra- 
tura de Trabajo núm. 671, de 1983. comprometiéndose 
al correspondiente pago, debiendo para ello solicitar una 
ampliación de crédito que, una vez aprobado, se desti- 
nará al pago de las diferencias salariales reclamadas. 

Recientemente hemos recibido comunicación del Ser- 
vicio Juridico del Rectorado en la que nos manifiesta la 
orden dada por el Rector al Servicio Económico para el 
pago inmediato de las cantidades reconocidas en la Sen- 
tencia. 

Queja 666/85. No se observa irregularidad 

La interesada expone queja por la denegación de la 
ayuda por enfermedad, acordada por la Delegación Pro- 
vincial de Córdoba, en fecha 23 de septiembre de 
1985. 

De conformidad con lo dispuesto en el art 18 de la 
Ley 9183. se solicitó al Delegado Provincial de Trabajo y 
Bienestar Social, en Córdoba, informe sobre las causas 
de la denegación de ayuda por enfermedad a la intere- 
sada, teniendo en cuenta los informes médicos apor- 
tados en el expediente. 

A la vista de la contestación de la Delegación Provin- 
cial de Córdoba (Servicios Sociales) , segtin la cual. la 
denegacion de la ayuda periódica solicitada por enfer- 
medad tiene como fundamento documental el certifi- 
cado médico de beneficencia. expedido por el médico 
de asistencia pública domiciliaria, no considerando la en- 
fermedad como causáde incapacidad para toda clase 
de trabajo; siendo, por tanto. de aplicación lo dispuesto 
en el art 1.2, apdo. 3, del Real Decreto 24-7-81, 

Examinado el tema, esta Institución acordó resolver 
sobre la no observancia de actuación irregular de la Ad- 
ministración: entendiendo que los trámites procedimen- 
tales se habían utilizado de forma correcta, de conformi- 
dad con la normativa de aplicación al caso, y evitando 
entrar en el análisis, desde el punto de vista médico, del 
certificado expedido por el titular de asistencia pública 
domiciliaria. 

En la misma queja se aprecia que la interesada solicita 
de esta Institución la interposición de recurso de alzada. 
contra la Resolución denegatoria antes citada. A este 
respecto, se le informa que la interposición del recurso 
de alzada en el que se expresará la disconformidad fun- 
dada sobre la resolución emitida, ha de efectuarse por la 
persona afectada o su representante, y dirigido a la Di- 
rección General de Servicios Sociales de la Consejeria 
de Trabajo y Seguridad Social de la Junta de Andalucía. 

El plazo de interposición ha sido superado en la fecha 
actual, por lo que rjnicamente podría reiterar la petición 
si hubieren variado sus circunstancias. justificando sufi- 
cientemente ese extremo, según dispone el art 14 del 
Real Decreto de 24 de julio de 1981. 

Queja 765/85. No se observa irregularidad 

Sobre relación de despidos efectuados en una em- 
presa privada que perteneció a la expropiada RUMASA, 
incluida en el Plan de Racionalización de la Administra- 
ción para las empresas de la división de la zona de vinos 
de Jerez. 

Como actuación de esta Institución para conocer el 
acuerdo adoptado por las partes en conflicto. asi como 
la resolución de la Delegación de Trabajo y Seguridad 
Social dictada al expediente de regulación de empleo, se 
solicitó informe a este órgano administrativo. Examinado 
detenidamente el amplio informe enviado no se observa 
actuación irregular que pudiera constituir infracción del 
ordenamiento juridico. asi pues trasladamos dicho in- 
forme a los interesados en la queja. dando por finalizada 
la actuación informativa iniciada. 

Queja 76 7/85. Otras Resoluciones 

Sobre el ámbito de aplicación del convenio colectivo 
del personal laboral al sewicio de la Junta de Andalucia. 

Queja 34/86. No se observa irregularidad 

Sobre solicitud de atención alimenticia y sanitaria 
para hijo, en base a la convocatoria unificada de ayudas 
reguladas por la Orden 28-3-85. Inexistencia de crédito 
presupuestario. No se obselva irregularidad en la actua- 
ción del órgano administrativo afectado. 

Quejas 32/86, 4 7/86, 420/86, 1.039/86, 
1.066/86 y 835/86 

Sobre denegación de la ayuda del Fondo de Asisten- 
cia Social -solicitada por enfermedad- regulada en el 
Real Decreto 24 de julio de 1981, sobre auxilios a an- 
cianos y enfermos. No se observa irregularidad en la tra- 
mitación efectuada. 

Sobre este tema. dado el elevado número de quejas 
presentadas. y concretamente sobre la aplicación del 
apdo. 2.8, del art. 1, del Real Decreto 24-7-81, se ha 
emitido una Sugerencia por esta Institución. en abril de 
1986, a la Dirección General de Servicios Sociales de la 
Consejeria de Trabajo y Bienestar Social. Hasta la fecha 
no ha sido contestada. Se expone a continuación: 

Emisión de Sugerencia 

Las denegaciones de las ayudas económicas indivi- 
dualizadas de carácter periódico, en favor de la tercera 
edad, y de los enfermos e inválidos incapacitados para 
el trabajo, constituyen. sin asomo de duda. el asunto que 
últimamente ha dado a la presentación de un mayor 
número de quejas. Ejemplo de ello, y por citar algunas, la 
ntim. 32186. 47186 y 199186, que recientemente se 
han tramitado. 

Estas denegaciones están centradas, de modo singu- 
lar. en el requisito a que hace referencia el ati. 1.“. 2, b) 
del Real Decreto 2.620/198 1, de 24 de julio. que subor- 
dina el derecho a la ayuda a la existencia de familiares 
obligados a atender a los solicitantes en la forma esta- 



blecida en el Codigo Civil o. de existir los mismos, que 
carezcan de la posibilidad material de cumplir dicha obli- 
gación. 

La aplicac¡&? rígida de esta normativa y la falta, en 
algún caso. de una investigación sobre la situación real 
de la persona que solicita la ayuda. ha generado un gran 
ntimero de solicitudes rechazadas. 

Por su parte, los interesados. ante la denegación de 
estas prestaciones por parte de la Administracirk. se 
han dirigido masivamente al Defensor del Pueblo anda- 
luz a fin de reclamar o solicitar que se interceda por 
unos derechos de los que se consideran injustamente 
privados. 

El examen de las resoluciones denegatorias permitia 
constatar ab ;nit;o la existencia de una discordancia 
formal con lo dispuesto en el referido art 1 .3, 2. bi, del 
Real Decreto 2.62Oi1981. de 24 de julio. En efecto, 
conforme a lo previsto en el mismo, para que pueda de- 
negarse la ayuda no es suficiente que existan familiares 
obligados a la prestackin de alimentos -Unica circuns- 
tancia a la que se alude en las resoluciones 
administrativas- sino que. además, es necesario que 
los mismos. por su nivel de renta. tengan la posibilidad 
de cumplir la obligación que les viene impuesta por el 
Cedigo Civil. Este criterio, de otro lado, ha sido confir- 
mado por la doctrina emanada del Tribunal Supremo, 
sentencia de 4 de enero de 1977: <<no sera bastante la 
concurrencia de la necesidad de alimentos y la existencia 
de personas unidas con el necesitado por los vinculos 
de parentesco que cita el a-t 143. Se requiere, además, 
que estas personas estån econtimicament$ posibilitadas 
para prestar los alimentos, pues sOlo cuando el obligado 
pueda cumplir la prestacibn sin desatender las necesi- 
dades mis apremiantes del mismo y de la familia a su in- 
mediato cargo. podrá afirmarse el derecho del necesi- 
tado a los alimentos civiles». 

Por último, interesa hacer constar que no ignora esta 
Institución las dificultades que puede conllevar esta de- 
terminacibn de la posibilidad material de la prestación de 
alimentos. Tampoco desconoce la meritoria labor de los 
funcionarios en la cotidiana tramitación y resolución de 
los expedientes a ellos encomendados, en los que 
-esta Institución está persuadida de ello- ponen el 
mayor empeño y su saber profesional. Pero ello no 
puede ser óbice para que, en uso de las atribuciones que 
le confwe su legislacirk reguladora, esta Institución del 
Defensor del Pueblo andaluz coadyuve, en lo posible. a 
aquellas mejoras procedimentales que. adecuadas a los 
principios proclamados en el art 103 de la Constitución. 
se dirijan tanto a facilitar la tarea de la Administración 
como a reforzar las garantias del administrado. 

Por todo lo cual. en virtud de lo previsto en el art 103 
de la Constitución y 46 del Estatuto de Autonomía para 
Andalucia. asi como el art 28.1 de la Ley 911983, de 1 
de diciembre, en relación con el art. 148.1 .20 de la 
Constitución, esta Institución tiene el honor de someter 
a la consideración de V.I. las siguientes sugerencias: 

1, Que en las resoluciones denegatorias que se dicten 
en materia de ayudas económicas individualizadas de 
carácter periódico en favor de la tercera edad y de los 
enfermos e incapacitados para el trabajo, se haga alu- 
siOn no sólo a la existencia de familiares obligados a la 
prestación de alimentos, conforme a lo dispuesto en el 

Código Civil, sino. asimismo, a la posibilidad material de 
efectuar dicha prestación por parte de aauállos. todo 
ello en cumplimiento de lo dispuesto en el art. 1.2, bldel 
Real Decreto 2.6201198 1, de 24 de julio. 

2. La conveniencia de que. por los órganos compe- 
tentes en la materia, se proceda a utilizar el trámite pre- 
visto en el art 3.“. párrafo segundo. del Real Decreto 
2.62Oi1981, de 24 de julio. en aquellos supuestos en 
que la posibilidad material de prestar alimentos por 
parte de los familiares solicitantes de las antedichas 
ayudas no resulte suficientemente acreditada en el in- 
forme que, sobre la situación económica y familiar, se 
prevé en el párrafo primero del mismo articulo. 

Queja 244:86 

Sobre suspensión de pago de la Ayuda del Fondo de 
Asistencia Social como consecuencia de haber variado 
sus arcunstanclas económicas. 

Queja 6 1~786 

Sobre resolución de recurso de alzada por la Dirección 
General de Servicios Sociales al acuerdo denegatorio de 
concesión de ayuda al Fondo de Asistencia Social. 

Sobre gestiones realizadas para la integración en un 
colegio de un menor abandonado por su familia. 

A travk de la Direccick General de Servicios Sociales 
se nos informa que por orden del Magistrado del Tribu- 
nal Tutelar de Menores. el menor afectado fue internado 
en el colegio por encontrarse en situación de abandono. 

Posteriormente. las circunstancias que motivaron el 
internamiento han desaparecido. considerando resuelta 
la situación, pues se ha producido una integración fami- 
liar con sus tios. 

Queja 907/86. La Adm;nistrack?n acepta la preten- 
sión 

El interesado, de 24 a!ios de edad. expone queja 
sobre su penosa situación. 

Incapacitado para trabajar, se le ha reconocido, a 
través del Instituto Nacional de la Seguridad Social, la si- 
tuación de invalidez permanente absoluta, sin derecho a 
prestación económica por tener en descubierto un 
periodo de cotización l abril a diciembre de 1981 dife- 
renc~as, enero 1985 a enero 1986 cuotas), en el Régi- 
men Especial Agrario de la Seguridad Social. 

El interesado envió escrito al Director Provincial del 
Instituto Nacional de la Seguridad Social, en fecha 
1 Z-08-86, solicitando descuento de las cuotas debidas 
con cargo a la prestación económica de invalidez que le 
correspondiese. Hasta la fecha no ha obtenidocontesta- 
ciOn. 

Efectuada gesti& informativa a trav& de la Direcckin 
Provincial del INSS. nos comunican que «el exoediente 
de invalidez permanente incoado a &rnbre deI interem 
sado se encuentra atin en fase de trámite, sin que se 
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haya emitido, por parte de la Dirección Provincial. la 
oportuna resoluciónu. 

En afecto, la Comisión de Evaluación de Incapaci- 
dades, en sesión de 17 de junio del presente año, pro- 
puso elevara la Dirección Provincial del INSS. se integra 
en dicha Comisión. la siguiente calificación residual del 
interesado: Invalidez permanente absoluta, derivada de 
enfermedad común, revisable a los dos anos. 

Sin embargo, el derecho a prestaciones económicas y 
asistenciales no le podrá ser reconocido si el interesado 
no justifica -aun después de habar sido advertido en 
tiempo y forma de ello- haberse puesto al corriente en 
el pago de las cotizaciones adecuadas, y acreditar asi el 
requisito que establece el art. 46, punto 2, del Decreto 
3772/72. de 23 de diciembre, que regula el Régimen 
Especial Agrario de la Seguridad Social. 

Para ello, y teniendo en cuenta la especial situación de 
necesidad del interesado. esta Dirección Provincial ha 
procedido a citara un familiar directo del mismo. por si 
se pudiera encontrar algbn modo de ingresar dichas co- 
tizaciones, debido a que la fórmula, sugerida incluso por 
el interesado en escrito del mismo de 12 de agosto, es 
inviable legalmente. 

Posteriormente hemos recibido escrito de la Dirección 
Provincial del INSS en el que nos informa de la Resolu- 
ción de la Pensión de Invalidez reconocida al interesado. 
habiendo éste recibido los atrasos y cobrando mensual- 
mente. 

Queremos agradecer, desde este informe, la disposi- 
ción de la Dirección Provincial del INSS oara colaborar 
con esta Institución del Defensor del Pueblo andaluz 

Queja 299186. La Administración acepta /a preten- 
sión 

Las interesadas exponen queja sobre la falta de pago 
de las mensualidades de 5.000 pesetas correspon- 
dientes a su prestación de servicios corno educadoras 
becarias da la Residencia de Estudios Femeninos 
Séneca y del Hogar Escolar Beatriz Enríquezde Córdoba. 

Iniciadas las actuaciones procedimentales reguladas 
en el art 18. de la Ley 9183, de 1 de diciembre, ante la 
Dirección General de Servicios Sociales de la Consejeria 
de Trabajo y Bienestar Social. informa. en fecha 4 de 
junio de 1986, que, iniciadas las averiguaciones perti- 
nentes. el Servicio de Presupuestos informó que el 
motivo del retraso en el pago de las mensualidades 
adeudadas se debia a ajustes presupuestarios; que en el 
Presupuesto de Servicios Periféricos de la Consejeria de 
Trabajo y Bienestar Social existe consignación presu- 
puestaria y, en la actualidad el pago de estas becas se 
está realizando con la periodicidad acostumbrada, in- 
cluyéndose los atrasos pendientes. 

Posteriormente, fue solicitada por esta Institución 
nueva información sobre el pago efectivo, dado el 
tiempo transcurrido sin conocer el resultado de las ges- 
tiones. 

La Dirección General de Servicios Sociales nos comu- 
nica, en contestación a nuestro oficio y a otros ante- 
riores relacionados con el tema de las educadoras beca- 
rias de Córdoba, que, con fecha 16 de enero de 1987. 
por la Secretaria General Técnica de la Consejeria de 
Trabajo y Bienestar Social se han dado las órdenes opor- 

tunas a la Delegación de Córdoba, para que procedan al 
pago inmediato a las educadoras becarias que teniao di- 
versas cantidades pendientes de cobro. 

Una vez recibidos, en esa Dirección General, los docu- 
mentos acreditativos del pago de las cantidades pen- 
dientes. se procederá a su remisión a nuestra Institución 
para su conocimiento y efectos oportunos. 

En fecha posterior. se nos remite la copia de los docu- 
mentos acreditativos del pago de las cantidades pen- 
dientes adeudadas. quedando por consiguiente cerrada 
la queja, y agradeciendo al organismo afectado las di- 
versas gestiones realizadas. 

Queja 717/86. La Administración acepta la preten- 
sión 

El interesado expone queja sobre el retraso en la tra- 
mitación de su solicitud sobre la subvención del petiodo 
de cotización correspondiente para tener pensión de ju- 
bilación o. en su caso, invalidez permanente, según lo 
dispuesto en los programas de apoyo a la creación de 
empleo. La indicada solicitud se tramitó a través del Insti- 
tuto Social de la Marina de Huelva. Este envió, a la Dele- 
gación Provincial de Trabajo y Seguridad Social de 
Huelva, la documentación correspondiente en fecha 21 
de noviembre de 1985, no recibiendo el interesado 
desde la citada fecha ninguna comunicación sobre su 
expediente. 

Estimándose que, en principio, esta queja reunía los 
reauisitos formales establecidos en los arts.10 v ll .l 
de’la Ley 9183, de 1 de diciembre, del Defenior del 
Pueblo andaluz, se procedió a admitirla a trámite, solici- 
tando informe a la Consejeria de Trabajo y Bienestar 
Social. 

Con fecha 26 de septiembre de 1986, nos informa 
ampliamente, el Excmo. Sr. Consejero, sobre la tramita- 
ción y situación del expediente en los siguientes tér- 
minos: 

1 .O El interesado inst8 la petici6n. objeto de la presente 
queja. en fecha 30 de septiembre de 1984, al amparo 
del programa III previsto en el art 16 de la O.M. de 16 de 
tnarzo de 1984 del F.N.P.T.. cuyas competencias se 
transfirieron a la Comunidad Autónoma de Andalucia por 
R.D. 1056/84, de 9 de mayo. 

2.” Con fecha ll de septiembre. se remitid al INEM la 
citada petici0n para que acredite la situación de desem- 
pleo involuntariodel peticionario. 

3.” Recibida, en la Delegación Provincial de esta Conse- 
jeria de Huelva. la citada diligencia. fue remitida al INSS 
para la certificación de los períodos de carencia cubiertos 
el dia 1 de octubre de mismo año. 

4.” Estando a la espera de la formalización de la diligen- 
cia recabada, se recibe, con fecha 7 de enero de 1985. 
reclamación del interesado para una pronta y definitiva 
resolución del expediente, que fue remitida a la Dirección 
General de Cooperstivss y Empleo el mismo dia 7 de 
ensro. 

5.” Con fecha 21 da noviembre de 1985. se recibió la 
certificación da la Entidad Gestora, si bien el 26 de no- 
viembre se recibe otro escrito con una nueva certificación 
anulando la anterior por equivocación de las cantidades 
computadas. 

6.” Transcurrido tan lamentable plazo y acumulándose 
los fondos previstos para 1984 en los de 1985 según la 
O.M. de 12 de marzo de 1985 (art 141 la Delegación 
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Prowncial de Huelva, mediante escrito de fecha 14 de di- 
ciembre. remitid al interesado nueva solicitud requi+n- 
dole, ademês. por no constar en el expediente, aun 
siendo requisito indispensable. fotocopia del D.N.I. y de la 
resolución de Invalidez. A la espera de la contestación del 
interesado, se recibib certificac¡&! postal de ausencia el 
dia 18 de diciembre. a la que. por si se hubiera sufrido 
alguna equivocaci0n. se pretendi6 reiterar, siendo de- 
vuelta una vez más, con fecha 7 de enero de 1986. por 
a”se”cla. 

A la vista de cuanto antecede, y dado que, por via de la 
queja tramitada por esa Institución. se constató la nueva 
dirección del interesado. se ha procedido a recabar los 
documentos pretendidos en la más absoluta seguridad 
de expedici8n de su tramitacirk de no concurrir circuns- 
tancias ajenas a esta Administración. 

En fecha posterior, nos comunica la misma Consejería 
que una vez conocido, a través de esta Institucibn, el 
nuevo domicilio del interesado. se le requirió para que 
aportase nueva solicitud y fotocopia del D.N.I. y de la re- 
solución de invalidez; requisitos indispensables para la 
tramitación de su expediente. 

Recibidos los documentos requeridos y ultimado su 
expediente. con fecha 25 de septiembre de 1986, y por 
resolución del Ilmo. Sr. Delegado Provincial de esta Con- 
sejeria en Huelva, se aprobó la petición resolviendo favo- 
rablemente la aportación del periodo de carencia por im- 
portede 59.886 ptas. 

Dicha resolución aprobatoria. asi coma el importe de 
las cuotas, fue fiscalizado con fecha 3-l l-86 y remitido 
a la Tesoreria General de la Seguridad Social en Madrid, 
en fecha 10 de diciembre de 1986. siendo este Orga- 
n~smo quien, bien directamente o a través de la Delega- 
ción Territorial competente. ha de comunicar al intere- 
sado su situación y en consecuencia proceder a la reso- 
lución del expediente de invalidez. 

Notificada, por esta Institución, al interesado la resolu- 
ción. quedamos a la espera de la comunicación del 
mwllo. 

Queja 609/86 

El interesado. antiguo trabajador de una empresa, 
indica que fue despedido por falta de rendimiento en el 
trabajo. Posteriormente sufrió un accidente no laboral, 
que le produjo merma en su capacidad fisica, solicitando 
propuesta de invalidez permanente parcial, que le fue, 
en un principio, denegada por la Dirección Provincial del 
INSS en Sevilla y estimada por la Magistratura del Tra- 
bajo km. 6 de Sevilla. en Sentencia de fecha 29-1-85. 
Solicitó a ASERSASS el reconocimiento de la condición 
de minusvilido, siendo denegada esta solicitud, si bien 
no se facilitó la resolución correspondiente. de fecha 
marzo de 1985. 

Efectuadas gestiones en la Unidad Provincial de 
ASERSASS en Sevilla, se comprobó que la resolución 
denegatoria de la condición de minusválido fue emitida 
con fecha 12-5-86, salida 13-5-86, y notificada al inte- 
resado. Personado el mismo en esta Institución. pre- 
senta la resolución recibida. 

Queja 808/86 

Sobre la solicitud de subvención para el pago de 

cuotas de Seguridad Social, co” el fin de obtener la pres- 
tación de invalidez, a la Delegación Provincjal de la Con- 
sejeria de Trabajo y Bienestar Social. 

Inexistencia de ayuda reconocida para el año 1985. 

Queja 9 7‘786 

El interesado expone queja sobre la falta de entrega 
de la prestación del F.A.S., correspondiente al mes de 
marzo de 1986, de su esposa fallecida el 9 de marzo de 
1986. 

Requerida la fotocopia de solicitud formulada al 
Fondo de Asistencia Social para el abono del mes de 
marzo de 1986, el interesado nos envia la fotocopia de 
la solicitud inicial al F.A.S. en 1975. 

Efectuada la gestión con el Departamento del F.A.S.. 
en la Delegación Provincial de la Consejeria de Trabajo y 
Bienestar Social de Málaga, nos informan que el intere- 
sado cobró el mes de marzo de 1986, y fué girada 
dicha prestación en septiembre del mismo año. Se pro- 
cede a la comunicación al interesado y al archivo del ex- 
pediente. 

La queja, que a continuación se expone, tiene por 
objeto la falta de cumplimiento de la obligación de pago 
puntual de salarios, por parte de la Administración, al 
personal contratado para prestar servicios en un hospital 
transferido a la Consejería de Salud. Este tema, estricta- 
mente laboral, se expone en este apartado; no obstante, 
su adscripción al área correspondiente debe ser a la 
Consejería de Salud, por ser el organismo de relación di- 
recta en la tramitación de la queja poresta Institución. 

Queja 1032;86 

El Secretario General del Sindicato Unitario de Huelva 
expone una queja sobre la falta de abono de salarios a 
los trabajadores contratados en interinidad por un 
período de 3 meses. en los cuales no han recibido salario 
alguno. 

Iniciada la tramitación correspondiente. se procedió a 
solicitar informe al Secretario General Técnico de la 
Consejeria de Salud. Este nos informa que por Real De- 
creto 1713il985, de 1 de agosto, se transfieren a la 
Comunidad Autónoma Andaluza las funciones y servi- 
cios de la Administración Institucional de la Sanidad Na- 
cional 1 AISNA) asumiendo la Consejeria de Salud la 
gestión del personal desde el 1 de enero de 1986. 

A partir de esta fecha, el procedimiento de contrata- 
ción de los trabajadores, que en época anterior a las 
transferencias era rápido. sufre un considerable retraso 
al serle de aplicación las instrucciones contenidas en la 
Circular núm. 12. de 17 de diciembre de 1984. que es- 
tablece una serie de trámites previos a la fiscalización de 
los contratos, como son solicitud al INEM de la oferta de 
empleo, informe de la Secretaria General de la Función 
Pública. informe de la Dirección General de Presu- 
puestos, fiscalización por la Intervención Delegada y re- 
misión a la Secretaria General para la Función Pública a 
fin de que se efectúe inscripción en el Registro General 
de Personal. 

Dado que todos estos trámites suponian un conside- 
rable retraso en el procedimiento de contratación, y te- 
niendo en cuenta la idiosincrasia del personal que presta 



serwc~os en hospitales que precisan una sustituckk in- 
mediata. tras largas negociaciones con la Secretaria Ge- 
neral de la Función Pública y la Dirección General de Pre- 
supuestos, se logrb que tanto una corno otra emitieran 
un informe genérico. permitiendo una cierta agilidad en 
la tramitación de los contratos de sustitución en hospi- 
tales. 

No obstante, este procedimiento atin sigue siendo 
lento. toda vez que el contrato, hasta que no ha sido fis- 
calizado e inscrito en el Registro General de Personal, no 
puede llevarse a efecto la inclusión en las nóminas co- 
rrespondientes. 

A continuación se expone la situacirjn de los trabaja- 
dores: 

ai Trabajadores que han terminado el contrato de 3 
meses 

De los 16 trabajadores afectados, 13 han cobrado el 
pasado dia 17 de octubre, y el resto se encuentra pen- 
diente de los últimos trámites. 

bl Trabajadores que están aúnprestando serwcio 
De los 4 trabajadores que se relacionan, 1 se en- 

cuentra tramitando la nómina. pendiente de cobro; 3 se 
encuentran pendientes de los últimos trknites. 

Por todo lo expuesto anteriormente, se intenta, para 
agilizar el cobro de los futuros sustitutos: 

1. Conseguir una autorización especia1 para que la In- 
tervención Delegada no tenga que hacer la fiscalización 
previa, y que la Función Ptiblica autorice a contratar y 
pagar aunque los documentos del Registro no hayan Ile- 
gado a las provincias. 

2. Preparar todas las acciones necesarias para que. a 
partir del 1 de enero de 1987, toda la contratación y 
gestión del personal de los hospitales pasen a la 
RASSSA corno paso intermedio a su inclusión en el 
SAS. 

Hasta este momento, fueron cumplidas por la Admi- 
nistración sus obligaciones respecto al pago de sus sala- 
rios de todos los trabajadores afectados, excepto tres 
de ellos. 

Por este motivo, se celebró una reunión el dia 
3-10-86. a instancias de esta Institución. con el Secre- 
tario General Técnico de la Consejeria, acordando iniciar 
las gestiones correspondientes en los organismos pti- 
blicos afectados, esto es, Secretaria General de la Fun- 
ción Pkiblica, Dirección General de Presupuestos, e Inter- 
vención Delegada, con el fin de evitar dentro de lo po- 
sible los trimites que ocasiona el retraso en el abono del 
salario del personal contratado, y para ello se solicitó la 
documentación complementaria. Circular núm. 12, de 
17 de diciembre de 1984, sobre tramites previos a la 
fiscalizaci0n del contrato. y una vez estudiada detenida- 
mente esta documentación, proceder a iniciar las ges- 
tiones indicadas. 

Despu& de diversos contactos con el órgano admi- 
nistrativo antes citado. en orden a que sean abonadas 
las cantidades adeudadas a los tres trabajadores del 
hospital que venian prestando sus servicios desde junio 
de 1986. nos indican que efectuadas gestiones en la 
Secretaria General de la Función Pública, para pasar en 
el más breve plazo posible a la Intervención provincial de 

Huelva. Una vez alli, se efectuarán gestiones de agiliza- 
ción en la Intervención con el fin de que puedan percibir 
los salarios en plazo no superior a veinte dias; evitando 
asi que los expedientes tengan que ser aprobados por el 
Consejo de Gobierno, lo cual retrasaria aún más el pago 
de las retribuciones. 

En fecha posterior, y después de diversas gestiones 
realizadas, nos comunican que los trabajadores recibie- 
ro” las cantidades que se les adeudaban. desde el 10 de 
junio de 1986 a febrero del presente año, el dia 27 de 
marzo, quedando incluidas en nóminas mecanizadas 
desde ese mes. 

Queja 108476. Otras actuaciones 

Sobre retraso en la notificación de alta en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social del Servicio Doméstico. 

Después de distintas gestiones de esta Institución, a 
través del Instituto Nacional de la Seguridad Social. se 
emite la correspondiente alta. 

Queja 2 77/86. Otras actuaciones 

Sobre gestiones realizadas ante la Dirección General 
de Servicios Sociales sobre las prestaciones de podó- 
lago en el Hogar del Pensionista de la Macarena y Resi- 
dencia de Ancianos y Hogar de Heliópolis. centros re- 
gidos por ASERSASS. 

Iniciada la investigación a través de la Dirección Gene- 
ral de Servicios Sociales, nos comunican que después 
de efectuar gestiones co” varios podólogos ninguno ha 
aceptado prestar sus servicios a tiempo parcial. No obs- 
tante. las personas que deseen acudir al podólogo 
pueden utilizare1 Servicio del Hogar de Gran Plaza. 

En fecha posterior, los pensionistas nos comunican la 
reanudación de la asistencia de podologia en los centros 
afectados. 

Quejas pendientes de información porparte de los ór- 
9anos administrativosafectados 

Quejas 1229,~‘86 y 1 167,@6 

En las citadas quejas se expone la imposibilidad de ac- 
ceder a la subvención regulada en la Orden Ministerial 
de 21 de febrero de 1986, para la promoción de 
empleo autónomo. 

Esta imposibilidad se concreta en los requisitos exi- 
gidos por las Cajas de Ahorros o entidades bancarias 
concertadas a los solicitantes, que desconocen las con- 
diciones de los préstamos y carecen de las garantías fi- 
nancieras exigidas. 

Examinadas las quejas, se estima que. en principio. no 
procede su admisión a trámite, de conformidad con lo 
dispuesto en el art 18 de la Ley 9183. de 1 de diciembre. 
No obstante. interesamos informe al Director General de 
Cooperativas y Empleo de los términos en que se han re- 
dactado los convenios co” las entidades bancarias. y de 
la publicidad de estos convenios a efectos de conoci- 
miento por los administrados. según lo dispuesto en el 
art 5.” de la Orden de 2 1 de febrero de 1986, asi corno 
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otros datos que considere de interks sobre el tema; 
todo ello se requiere de conformidad~con lo dispuesto 
en el art 17 de la Ley 9X33 de 1 de diciembre, regula- 
dora de esta Institucion. 

Hasta la fecha no se ha recibido información sobre el 
tema expuesto. 

En su escrito. los interesados exponen queja sobre la 
desigual forma de contribuir económicamente a la Resi- 
dencia de Pensionistas de Algeciras (Cádiz) por parte 
de pensionistas que obtienen pensión del Régimen Ge- 
neral de la Seguridad Social de Trabajadores Autó- 
nomos, excluyéndoles de contribuir con las dos pagas 
extras que perciben. 

Enviaron varios escritos a ASERSASS, el último en 
octubre de 1986, a los cuales no han obtenido contesta- 
ción. 

Estimándose que. en principio, esta queja reúnelos re- 
quisitos formales &+blecidos en los arts. 10 y ll .l de 
la Ley 9:1983. de 1 de diciembre, del Defensor del 
Pueblo andaluz. se ha procedido a admitirla a trámite y 
se ha solicitado el preceptivo informe. Hasta la presente 
fecha no se ha recibido ninguna contestación. 

Los interesados denuncian las presuntas actividades 
con usura de una entidad financiera. 

Por afectara un tema de Consumo. se solicitó informe 
el 1 de julio de 1986 de las correspondientes actua- 
ciones de investigaciik que se llevaron acabo por parle 
de la Dirección General de Consumo. Posteriormente 
fue reiterada la solicitud. no habiéndose recibido contes- 
tación hasta la fecha. 

Consumo 

Queja 288/86 

El interesado, en representación de todos los vecinos, 
expone queja por los cortes continuos de suministro de 
energia eléctrica por la Cia. Sevillana de Electricidad, 
S.A. al pueblo de Lijar. Los cortes de corriente se repiten 
habitualmente, ya veces tardan en restablecer el servicio 
hasta dos dias, con la consiguiente molestia, daños y 
per,“~cns ocasionados a los afectados. 

Solicitada información a la Dirección General de Con- 
sumo. que a su vez recaba informe de la Dirección Gene- 
ral de Industria. Energia y Minas. La contestación de esta 
Dirección General es que las gestiones realizadas van a 
permitir regularizar el suministro de energia efectiva a 
Lujar; que antes de finales de agosto del presente año 
se podrá alimentar directamente Lújar desde Rubite a 
20 KW; que se independizará el tramo de Motril a Lújar. 
que causa muchas averias, con lo que el servicio mejo- 
rará y se evitarán los continuos cortes. 

Queja 223/86. No se observa irregularidad 

El interesado expone queja sobre la sanción impuesta 
por la Direccibn General de Consumo por carecer de 
mimero de Registro Sanitario en la fabricación y enva- 
sado de hornazos. 

Entre la documentación aportada consta: escrito de 
descargos del interesado; resolución sancionadora de la 
Delegación Provincial de la Consejeria de Salud y Con- 
sumo ( hoy transferida a la Consejeria de Trabajo y Bie- 
nestar Social) ; escrito de notificación de pago al intere- 
sado y resolución desestimatoria del recurso. emitida 
por la Dirección General de Consumo. 

Examinado el presente expediente. con la documenta- 
ción referenciada. no se observó irregularidad en la ac- 
tuación del órgano administrativo afectado. reflejándose 
un procedimiento administrativo correcto en cuanto a la 
contestación de los escritos de recursos presentados 
por el interesado. La sanción impuesta viene motivada 
por la carencia de nlimero de Registro Sanitario. teni& 
dose en cuenta en el reducido importe de la sanción el 
haber practicado las oportunas diligencias para obtener 
el número correspondiente lo más rápidamente posible. 
tal como se indica en el Considerando Primero de la Re- 
solución emitida por la Delegación Provincial. 

Queja 8 1 W86. No se observa irregularidad 

Una asociación de consumidores y usuarios de Sevilla 
expone queja por la falta de contestación a los escritos 
dirigidos a la Dirección General de Consumo y al Conse- 
jero de Salud y Consumo en fechas 7-10-85 y 
23-5-86, asi como la inexistencia de resolución sancio- 
nadora de la Dirección General antes citada, referente a 
los expedientes abiertos a los Ayuntamientos de Dos 
Hermanas, El Viso del Alcor y La Algaba. 

En la presente queja se aportan, e+re otrc,s docu- 
mentos. los escritos de la asociación. de fecha 
7-10-85, registro de entrada 8-10-85, dirigido a la Di- 
rección General de Consumo. y escrito de fecha 
23-5-86, registro de entrada 26-5-86. dirigido al Con- 
sejero de Salud y Consumo. 

Solicitado el informe correspondiente a la Dirección 
General de Consumo, se incluyó un Recordatorio legal 
sobre la obligatoriedad de resolver, en tiempo y forma. 
las peticiones efectuadas por la asociacibn. 

Después de reiterar la solicitud de información, nos 
contesta la referida Dirección General que los expe- 
dientes objeto de la queja se encuentran en el trámite de 
propuesta de Resolución. Dicha Resolución está pen- 
diente del informe que la Dirección General ha solicitado 
del Gabinete Juridico de la Consejeria de la Presidencia. 

En la fecha actual estamos a la espera de nuevas noti- 
clas sobre la resolución. 

AREA X: ECONOMIA Y FOMENTO 

1. Introducción 

La presente área, titulada por el nombre de la Conseje- 
ria, se denomina actualmente de Economia y Fomento, 



segtin lo dispuesto en el Decreto del Presidente 10187. 
de 3 de febrero, sobre reestructuracibn de Consejerias. 
No obstante, teniendo en cuenta que el periodo que 
abarca este informe se limita al año 1986, en que se de- 
nomina Consejeria de Turismo, Comercio y Transportes. 
y otro a partir de agosto de 1986, en que se modifica el 
nombre, llamándose de Fomento y Turismo. 

Es, pues, en virtud del Decreto del Presidente 
13011986, de 30 de julio, sobre reestructuracitin de 
Consejerias, motivado por el reforzamiento de la coordi- 
nación político-administrativa del Consejo de Gobierno, 
donde se determina el ámbito competencia1 de diversas 
Consejerias, afectando a la Consejeria de Turismo. Co- 
mercio y Transportes, denominindose a partir de esta 
fecha Consejeria de Fomento y Turismo. En el art 6,’ 
del referido Decreto 130186. se ‘indica que correspon- 
den a dicha Consejeria las competencias de la Comuni- 
dad Autónoma en materia de industria, energía y minas. 
ordenación y promoción del turismo y comercio. 

Asimismo, todas las competencias en materia de fo- 
mento de la actividad económica. especialmente la di- 
rección y control de los organismos autónomos y em- 
presas pbblicas de todo tipo que tengan prevalente- 
mente dicha finalidad cualquiera que sea su fórmula juri- 
dica o denominación. 

Se le atribuyen expresamente las competencias sobre 
el organismo Gran Area de Expansión Industrial de An- 
dalucia. ejercidas hasta este momento por la Consejeria 
de Politica Territorial ( hoy Consejeria de Obras PUblicas 
y Transportes) 

2. Quejas más destacadas en esta área 

Oueja 70/86 

El reclamante es propietario de un hostal, que tiene al- 
quilado a un tercero. El uso que hace el arrendatario del 
hostal no es correcto y ocasiona inconvenientes a los in- 
quilinos del piso bajo (filtraciones de agua. instalación 
de lavadora en la azotea, etc.) Ha denunciado el caso al 
Ayuntamiento y a la Delegación Provincial de Turismo 
de Cádiz. El Ayuntamiento ha remitido al reclamante a 
Turismo, y este organismo ha archivado el caso. si bien 
ha solicitado informe al Ayuntamiento sobre las condi- 
ciones de habitabilidad del inmueble y al Servicio de Ins- 
pección de la propia Delegación sobre el estado y pres- 
tación de se~icios en dicha industria. 

Solicitado informe de la Consejeria de Economia y Fo- 
mento. Delegación Provincial en Cádiz, nos comunica lo 
slglxnte: 

~~. a prop8sito de la denuncia formulada por el intere- 
sado. ( . ..) se le remite copia de la citada denuncia y de 
los informes emitidos por los Agentes Locales Sanitarios 
del Excmo. Ayuntamiento y del Inspector de Turismo de 
sta Delegaciórl 

Se resolvió por esta competencia el archivo, dado que 
no existia denuncia, propiamente dicha. de hechos que 
constituyeran infracci0n turistica sancionable. 

El principal hecho denunciado (filtración de aguas a 
las viviendas de los vecinos situadas en los pisos bajos y 
molestias en general a los mismos) entiende esta Dele- 
gacibn, debe ser deducido ante los Tribunales Ordinarios 
de Justicia. 

En la fecha de conclusión de este informe, la presente 
quela se encuentra pendiente de tramitación. 

El interesado expone queja por las actuaciones Ile- 
vadas a cabo por la Cámara de Comercio. Industria y Na- 
vegación de Sevilla 1 desde ahora C.O.C.I.N.S.) en rela- 
ción con su escrito de petición dirigido al citado orga- 
“IS~O. en fecha 7 de abril de 1983. 

El resumen de las actuaciones efectuadas es el si- 
guiente: 

1) Escrito. de 7 de abril de 1983. dirigido a la 
C.O.C.I.N.S. solicitando la notificación del coeficiente de 
todos los funcionarios con categoria dejefes administra- 
tivos situándolos en el coeficiente 1’7. 

2) Resolución de la C.O.C.I.N.S.. de 20 de mayo de 
1983.m la que acuerda la inadmisión del recurso de re- 
posición formulado por el interesado. al haberlo presen- 
tado fuera de plazo. 

3) Recurso de alzada contra la resoluci&~ anterior in- 
terpuesto por el interesado ante el Consejero de Tu- 
rismo. Comercio y Transportes. en fecha 26 de mayo 
de 1983. 

4) Escrito de denuncia de la mora de fecha 1 O-Z-84. 
5) Escrito del interesado al Presidente de la Junta de 

Andalucia. de 22 de abril de 1985, solicitando la resolu- 
ción del recurso antes referido. 

6) Resolución de 2 de julio de 1385, del Consejero 
de Turismo. Comercio y Transportes. en la que se anula 
la Resolución del pleno de la C.O.C.I.N.S.. de 20 de mayo 
de 1983, y dispone se entre por la misma a conocer el 
fondo del asunto. 

7) Escrito de solicitud del interesado al Presidente de 
la C.O.C.I.N.S. para que se dicte nuevo acuerdo en fecha 
26 de septiembre de 1985. 

8) La C.O.C.I.N.S. interpone en plazo recurso 
contencioso-administrativo contra la Resoluci& de 
fecha 2 de julio de 1985. 

9) En fecha 17 de marzo de 1986. la C.O.C.I.N.S. de- 
slstedel rBcurs0contencioso.administrativo. 

10) En fechas 2 de abril y 3 de julio de 1986, el inte- 
resado ha enviado escritos al Presidente de la 
C.O.C.I.N.S., instando se dicte nueva resoluci& sobre la 
reclamación contra el acuerdo del pleno de la Cámara, 
de 20 de mayo de 1983, y denunciando la mora por 
falta de contestación al primer escrito. 

Retrotrayendo las actuaciones al momento inicial, es 
decir. a la petición del interesado a la C.O.C.I.N.S. por el 
hecho de haber anulado la Consejeria de Comercio. Tu- 
rismo y Transportes la Resolución de la citada Cámara 
en fecha 20 de mayo de 1983 y desistir ésta del recurso 
contencioso-administrativo interpuesto. esta Institución 
estimó que se debia iniciar el procedimiento previsto en 
el art. 18 de la Ley 9183, de 1 de diciembre, del Defensor 
del Pueblo andaluz, solicitando informe al organismo 
afectado, repetidamente citado. incluyendo en el mismo 
escrito un Recordatoria legal. de conformidad con lo 
dispuesto en el ati. 29 de la Ley 9183. de 1 de diciembre, 
teniendo como fundamento lo dispuesto en el art. 17.2 
de la misma Ley. 
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El Recordatorio legal, emitido en fecha 29 de julio de 
1986, se concreta en la obligatoriedad de la C.O.C.I.N.S. 
de dictar una resolución expresa al escrito del interesado 
de fecha de registro de entrada 2 de abril de 1986, en 
base a lo dispuesto en el art 70 y en el apdo. 3 del ar- 
ticulo 94 de la Ley de Procedimiento Administrativo. de 
17 de julio de 1958, en virtud del cual nla denegacibn 
presunta no excluirá el deber de la Administración de 
dictar una resolución expresa. Contra el incumplimiento 
de este deber podrá deducirse reclamación en queja, 
que servirá también de recordatorio previo de responsa- 
bilidad personal, si hubiere lugar a ella. de la autoridad o 
funcionario negligenten; en cumplimiento de la Resolu- 
ción de 2 de julio de 1985 del Consejero de Turismo, 
Comercio y Transportes de la Junta de Andalucia, que 
acuerda la anulación de la Resolución del pleno de la 
Cámara de 20 de mayo de 1983, y dispone al Orga- 
msmo que entre a conocer el fondo del asunto, y en apli- 
caci&~ de lo dispuesto en el Reglamento General de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navega- 
ciOn aprobado por Decreto de 2 de mayo de 1974. 
nUm. 1291, modificado por Decreto de 27 de marzo de 
1978, núm 753. 

Con fecha 16 de octubre de 1986 recibimos informe 
de la C.O.C.I.N.S. en el que nos traslada la resolución 
adoptada por el pleno de la Corporación. en sesión cele- 
brada el 30 de septiembre de 1986. En la referida Reso- 
lución se acuerda desestimar el recurso de reposición 
formulado por el interesado. 

A pie de la Resolución se advierte de la posibilidad de 
recurrir en alzada este acuerdo ante la Junta de Andalu- 
cía. segtin lo dispuesto en el art 34 del Decreto 
1291174. de 2 demayo. 

Trasladada la comunicación al interesado, y una vez 
notificado oficialmente éste del acuerdo desestimatorio 
adoptado por la C.O.C.I.N.S., interpone recurso de 
alzada ante la Consejeria de Fomento y Turismo. en 
fecha 6 de noviembre de 1986. 

Esta Institución. a la vista de la falta de contestación 
del citado recurso. ha acordado emitir un Recordatorio 
legal. en fecha 2 de febrero de 1987. a la Consejeria de 
Fomento y Turismo. En la fecha de cierre de este in- 
forme está pendiente la contestación sobre el mismo. 

Queja 135/86. No se observa irregularidad 

El interesado expone que. con fecha 4 de julio de 
1984, se le comunicó. por el Gran Area de Expansión In- 
dustrial de Andalucia. la concesiDn de una subvención 
de 4.468.1 70 ptas., asi corno la de una serie de benefi- 
cias fiscales. Remitió toda la documentación exigida en 
el Gran Area. y al cabo de un año. sin tener noticias. pre- 
guntó, contestándole que estaban pendientes del cetiifi- 
cado que tenis que emitir la Delegación Provincial de Tu- 
rismo sobre la efectividad de la inversión a que se com- 
prometia. Fue a dicha delegación, en visita personal al 
señor delegado, en el mes de septiembre de 1985, con- 
testandole éste que la única certificación que él podia 
emitir era la de que esa empresa reunia las condiciones 
necesarias para el inicio de su actividad, pero no asi de 
que la inversión exigida habia sido realizada, imposibili- 
tando la emisión de vertificación por carecer de personal 
técnico para ello, por lo que solicitó del Excmo. Sr. Con- 

sejero de Turismo. Comercio y Transporte la emisik de 
dicho certificado. sin haber obtenido respuesta. 

Examinada la queja, esta Institución acuerda su admi- 
sitin a trámite. y de conformidad con lo dispuesto en el 
art. 18 de la Ley 9’83, de 1 de diciembre. solicita in- 
forme al Excmo. Sr. Consejero de Turismo, Comercio y 
Transportes. 

Con fecha 26 de mayo de 1986. recibimos la infor- 
mación correspondiente solicitada, que nos indica los 
trámites seguidos hasta la fecha en la Delegación Pro- 
vincialdeCád¡z: 

«Con fecha 12 de noviembre de 1985, y con registro 
de salida km. 1338, le enviamos carta a la Dirección 
General de Ordenación y Promoción del Turismo en la 
que informábamos que el informe técnico elaborado 
para el Gran Area por esta Delegación era en el sentido 
de que dicho establecimiento estaba terminado y listo 
para su funcionamiento. y adjuntábamos a este escrito 
informe elaborado por el Jefe de la Sección de Empresas 
de esta Delegación. 

Posteriormente. recibimos escrito de la Dirección Ge- 
neral de Ordenación y Promoción del Turismo. de fecha 
27 de noviembre. y con registro de salida km. 6.808. a 
rair del cual se insistió personalmente ante el Gran Area. 
con fecha 6 de diciembre de 1985, que dicho expe- 
diente habia sido resuelto favorablemente y enviado a 
Madrid. Por lo que, contactado nuevamente en el dia de 
la fecha con el Director del Gran Area de Algeciras, “os 
comunica que este tema. actualmente. ya se sale de sus 
competencias. al haber sido dada orden. por la Subdi- 
rección de Acción Territorial de Madrid. de libramiento 
de dicha subvención. la cual debe hacerse a través de 
Hacienda ( Tesoro) .>> 

(<Por todo ello. dicha subvencibn se encuentra en la 
actualidad en la esfera de la Administración Central, sa- 
liendo por entero de las competencias de esta Consejeria 
y del organismo que para expedientes del Gran Area de 
Expansión Industrial de Andalucia tiene como gestor de 
los créditos la Consejeria de Política Territorial de esta 
Comunidad Autónoma> 

AREA XI: SALUD 

Quejas cuya tramitación ha sido concluida en 1986, 
si bien fueron enviadas por los interesados en el Ultimo 
periodo del año 1984, cuando esta Institución aún no 
contaba con medios propios personales y materiales de 
actuación. En esta materia, sólo dos quejas se cerraron 
en el año 1986. 

Queja 4 1/84 

El objeto de ésta es el examen de la denegación de un 
reintegro de gastos efectuados por la RASSSA. Fue soli- 
citado por el interesado con motivo de una operación de 
transplante de córnea en la clinica Barraquer de Barce- 
lona. Estudiado detenidamente el tema. se solicitó in- 
forme a los Servicios Centrales de la RASSSA. Estos 
nos informan que el afectado interpuso reclamación 
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previa. y que la resolución de ésta es denegatoria al no 
aportar nuevos datos a tener en cuenta en la decisión 
sobre el asunto. 

El motivo de la denegación es el haber acudido a la 
medicina privada por voluntad propia, sin agotar las po- 
sibilidades asistenciales de la Seguridad Social. Ello va 
en linea con lo dispuesto en el art 18, apdo. 1, Decreto 
2766/67. de 16 de noviembre. sobre asistencia sanita- 
rla. 

En el presente caso, no consta que solicitara el intere- 
sado la autorización correspondiente de la Inspección 
Médica para su traslado a la clinica antes citada, en “o- 
viembre de 1983. 

El reintegro de gastos se solicitó el 17 de abril de 
1985. 

Esta Institución resuelve sobre la no observación de 
actuación irregular por parte del organismo afectado, en 
aplicaci8n del Decreto 2766!67 antes citado; no obs- 
tante. al interesado le queda la posibilidad de utilizar la 
via de la Magistratura de Trabajo, lo cual se le comunica 
para que proceda como estime mas conveniente a su 
derecho. 

Queja 7 í/‘84 

Esta queja sufrió un retraso considerable al enviar la 
interesada escrito de solicitud de reconocimiento de trie- 
nios a una Delegación provincial distinta a la que corres- 
pondia conocer el asunto. Por este motivo. inicialmente 
se le solicitó ampliación de datos y, a la vista de su falta 
de aportación. se dio por no admisible a trámite la queja, 
indi&ndole el organismo al que debía dirigirse con el fin 
de que debía conocer y pronunciarse previamente sobre 
la solicitud presentada. 

Posteriormente. fue comunicado por la interesada la 
realización del trámite, y por ello se reabrió de nuevo la 
queja, según lo dispuesto en el art. 18 de la Ley 9183. 
de 1 de diciembre, solicitando informe a la Delegación 
Provincial de Salud de Jaén. 

Con fecha de diciembre de 1986, se le da traslado a 
la interesadas de la conclusión de su queja, después de 
examins: detenidamente las diversas situaciones admi- 
nistrativas por las que ha pasado, y se vuelve a reiterar la 
necesidad de solicitar a la Dirección Provincial de la 
RASSSA el reconocimiento de trienios, alegando lo dis- 
puesto en el Decreto 6 10178. de 1 1 de enero. 

Relación de quejas presentadas en 1985 trami- 
tadas y concluidas en el curso del afto 1986: 22 
quejas 

3!85. 31185. 114!85, 317185, 235’85, 321185. 
514i85, 519i85, 544/85, 576185, 599185. 640!85. 
643185. 657185. 793185. 813185. 8331’85. 838185. 
842/85,851i85 

A través del examen de las quejas relacionadas obser- 
vamos lo siguiente: son quejas que han sido tramitadas 
solicitando informe a los organismos correspondientes. 
y no han sido contestados o bien sólo contestados par- 
cialmente; por lo que se ha emitido un reitero a la Admi- 
nistración para que informe sobre los problemas que a 
las quejas se formulan. 

Queja 3/85 

Pendiente de completar el informe enviado por los 
Servicios Centrales de la RASSSA. 

Queja 114/85 

Reiterando solicitud de información complementarla 
en fechas 7-8-86. 26-9-86 y 25-Z-87 a los Servicios 
Centrales de la RASSSA. 

Quejas 8 1/85. 235/85 y 3 17/85 

Con fecha 23-2-87 y 27-3-87, se reiteró la solicitud 
de información enviada el 25-1 l-86 al Excmo. Sr. 
Consejero de Salud. 

A continuación se exponen diversos supuestos de 
quejas tramitados de conformidad con la Ley 9183. de 1 
de diciembre, reguladora de esta Institución; cuyos re- 
sultados finales son distintos casos de resoluciones PO- 
sibles según el tratamiento adoptado a través del estudio 
de la queja. 

Queja 643/85. La Administración acepta recomenda- 
ción emitida 

En el informe anual anterior, haciamos referencia a 
esta queja en el apartado de nen trámite ante la Adminis- 
tración». 

Concluye esta queja positivamente a finales de 1986, 
después de una larga tramitación. 

El objeto de la misma era la reclamación, al Director 
Provincial de la RASSSA. de los gastos de asistencia sa- 
nitaria efectuados fuera de la Comunidad Autónoma, 
con motivo de intervención quirúrgica. 

El interesado utilizó medios sanitarios ajenos a la Se- 
guridad Social, y posteriormente solicito reintegro de 
gastos, siéndole denegado, si bien no recurrió. en plazo. 
a la Magistratura de Trabajo. 

Después de solicitado informe y siendo contestado 
negativamente, se efectuaron diversas entrevistas y. a 
la vista de la falta de resultados, se formuló recomenda- 
ción al Consejero de Salud. 

La recomendación se basa en la no aplicación de lo 
expuesto en el art. 18. apdo. 1 y 2, Decreto 2766167. 
de 16 de noviembre, de asistencia sanitaria y ari 102.2 
de la Ley General de la Seguridad Social, Decreto 
30-5-74. 

Asimismo se estima que no. por el mero hecho de 
falta de interposición. en tiempo y forma. de la demanda 
ante la Magistratura de Trabajo contra la contestación 
de la reclamación previa emitida por la RASSSA, debe 
proceder la denegación del reintegro de gastos, pues se 
debe valorar. no sólo la especial situación en que se en- 
contraba el afectado, sino también el hecho del resul- 
tado satisfactorio de su estado físico que le permite rea- 
lizar de nuevo una prestación de servicios; por consi- 
guiente, desde un punto de vista estrictamente econó- 
mico, resulta un ahorro en el presupuesto del sistema de 
la Seguridad Social. 

Como consecuencia de la admisión de la recomenda- 
ción formulada, la Dirección Provincial de la RASSSA 



estim6 la petici6n del interesado. reintegrándole los 
gastos ocasionados. 

Son numerosos los casos de personas que exponen 
su situaci6n o la de familiares allegados con problemas 
de adicci6n a las drogas. Las gestiones efectuadas en 
estos casos se dirigen a orientare informara estos CIU- 
dadanos y ponerlos en contacto directo con la oficina 
del Comisionado de la Droga, órgano con competencia 
especifica en la materia. creado por Decreto 72!85, de 
3 de abril. 

Como ejemplo de estos temas, exponen las quejas 
851~85y813’85. 

La interesada es madre de un toxicómano de 24 arios 
y solicita a esta Institución una orientac¡& y ayuda para 
el tratamiento de su hijo. 

Efectuadas diversas gestiones informales, pusimos 
en contacto a la parte con la oficina del Comisionado de 
la Droga, solicitando en esta la subvención correspon- 
diente para poder ser internado en un centro de rehabili- 
tación de toxicómanos. 

En fecha posterior, nos comunica la citada oficina que 
en el caso expuesto, al haber terminado el afectado el 
tratamiento de rehabilitación en comunidad, se han sus- 
pendido los trámites para la concesi6n de la subvenci6n. 
no procediendo la misma. 

Queja 813/85. La Administración acepta 

El interesado escribe en nombre de un heroinómano 
que esti en tratamiento en régimen ambulatorio, si bien 
necesita ser integrado en alguna granja de rehabilitación 
de toxicómanos, pero por carecer de medios econó- 
micos suficientes se ve imposibilitado de acceder a ello. 

Efectuadas gestiones informativas. a travizs de la ofi- 
cina del Comisionado para la Droga, nos comunica que 
el afectado está realizando las pruebas medicas exigidas 
por la Comunidad Terapéutica correspondiente para su 
,ngreso. 

Queja 2 74/85. No se observa irregularfdao 

Con resoluci6o definitiva de inexistencia de irregulari- 
dad, se tramitó la queja referenciada en la que se expo- 
nia la denegaci6n. sin motivacirk expresa. de una beca 
solicitada por un doctor en Medicina a la Consejeria de 
Salud, para ampliación de estudios en el extranjero. en la 
especialidad de Salud Ptiblica. 

Solicitado el preceptivo informe a la Consejeria de 
Salud, ésta nos envia comunicac¡&? sobre: composición 
del Tribunal; criterios de selección; resolución de la con- 
vocatoria; valoración de los meritos del candidato. 

A la vista de dicha comunicación. y al no ser posible 
determinar la existencia o no de los motivos concretos 
de la denegación. se solicita un nuevo informe ampliato- 
WC. 

Este se concreta en un escrito de la Dirección General 
de Estructuración y Estudios Sanitarios, en el que se indi- 
ca” las solicitudes presentadas por los candidatos y los 

criterios seguidos para la selección de aquéllos; seña- 
lando que en la valoración de méritos se consideró la 
memoria presentada por el interesado como no ade- 
cuada. 

Queja 833/85 

El interesado expone queja sobre la denegación de in- 
validez permanente emitida por la Dirección Provincial 
del INSS. 

Indica que sufrió accidente de trabajo pasando a la si- 
tuaci0n de baja por incapacidad laboral transitoria y pos- 
teriormente a invalidez provisional. Dado de baja en esta 
situación de invalidez provisional, no procedi8 el pase a 
la situaci8n de invalidez permanente. 

Presentó recurso en la Seguridad Social viniéndole de- 
negado, por lo que formuló demanda ante la Magistra- 
tura de Trabajo. cuya sentencia desestimo su petickk, 
confirmando la resolución del INSS sobre la inexistencia 
de invalidez permanente. 

Examinada la queja y estudiado el procedimiento apli- 
cado al caso. no se observa actuación irregular. por 
parte del órgano administrativo afectado, que implique 
infracción del ordenamiento juridico o impida o menos- 
cabe el ejercicio de un derecho reconocido en la Consti- 
tución, por lo que no procedió en este caso la interven- 
ción de esta Institución. No obstante, se informó al inte- 
resado que la determinación de la existencia o no de in- 
validez permanente en cualquiera de sus grados yen su 
caso la revisión de los mismos, se realiza por las Comi- 
siones de EvaluaciSn de Incapacidades encuadradas en 
las respectivas Direcciones Provinciales del INSS, que 
son las que elaboran las propuestas de invalidez to- 
mando como base fundamental los informes y dictá- 
menes médicos emitidos por las unidades de valoración 
médica de incapacidad. 

Y por último, indicar la posibilidad de recurrir la sen- 
tencia ante el Tribunal Central de Trabajo a trãvés del 
correspondiente recurso de suolicación. 

Queja 793/85. Emisión de Recordatorio legal 

Sobre falta de contestación expresa a una reclama- 
ción formulada en la Dirección Provincial, motivada por 
el hecho de ser suspendido en una oposición convocada 
por Ia~Consejeria de Salud, para la obtención de una 
plaza de celador. 

Admitida a trámite la queja se solicitó el preceptivo in- 
forme. Recibido éste, confirma la falta de contestación 
al escrito del interesado, motivada por estimar no tener 
carácter formal de reclamación, considerando que el 
afectado tenía abierta la via de recurso ante el Secretario 
General Técnico de la Consejeria. Asimismo, nos envia 
amplia documentación dela realización delosexámenes 
para la selección de personal no sanitario para el hospi- 
tal, que fueron corregidos mediante ordenador. 

Examinado el informe, se acordó, por esta Institución. 
emitir un Recordatorio legal en aplicación de lo dispuesto 
en los arts. 70 y 94 de la Ley de Procedimiento Adminis- 
trativo. de 17-7-58. sobre la obligatoriedad de contestar 
en tiempo y forma las peticiones y reclamaciones pre- 
sentadas por los interesados. 
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Queja 5 14185. Otras Resoluciones 

La interesada expone queja por la conducta presunta- 
mente incorrecta del inspector mkdico D....... en la con- 
sulta del ambulatorio X de Sevilla. Iniciada la investiga- 
ci0n oportuna por el organismo administrativo compe- 
tente, se nos informa que al referido inspector médico. 
con motivo de hechos intimamente relacionadas con 
los descritos en la queja presentada. se formuló denun- 
cia criminal, como consecuencia de la cual se han inco- 
ada Diligencias Previas en el Juzgado de Instrucción 
núm. X. siendo remitidas posteriormente al Juzgado de 
Distrito Decano. 

Examinada la queja y como consecuencia de esta si- 
tuación. esta Institución acorde la suspensión de alguna 
posible intervención en el caso, en tanto dichas actua- 
ciones continúen. en cumplimiento de lo dispuesto en el 
art 17.2 de la Ley 9183. de 1 de diciembre. reguladora 
de esta Institución. 

Número de quejas presentadas en elaño 1986: 59 

Entrando ya en el año 1986. que, a estos efectos, es 
el periodo que abarca este informe, exponemos un aba- 
nico de quejas ilustrativas con las distintas resoluciones 
finales adoptadas en materia de salud. 

Es preciso indicar que en este periodo de tiempo se 
produce una modificación sustancial en cuanto a las 
competencias de la Consejeria de Salud, llamada hasta 
el 30-7-86 Consejeria de Salud y Consumo. En virtud 
de lo dispuesto en el Decreto del Presidente 130!1986. 
de 30 de julio. sobre reestructuración de Consejerias. 
quedan atribuidas a la Consejeria de Salud las funciones 
que hasta el presente correspondian a la Consejeria de 
Salud y Consumo, salvo las correspondientes a Con- 
sumo que pasan a ser desempeñadas por la Consejeria 
de Trabajo y Bienestar Social. Asimismo. se atribuye a la 
Consejeria de Salud el ejercicio de las funciones desem- 
peñadas en la actualidad por el Comisionado de la 
Droga. creado por Decreto 72’85. de 3 de abril. 

Posteriormenkpor Decreto 27211986. de 1 de oc- 
tubre, sobre modificación de estructura orgánica de la 
Consejeria de Salud, se organiza la nueva configuración 
de la Administración Sanitaria de nuestra Comunidad 
Autónoma, como consecuencia de la creación del Servi- 
cio Andaluz de Salud, Ley 811986, de 6 de mayo. 

En la nueva reestructuración de la citada Consejeria. 
quedan adscritos a la misma como Organismos Autó- 
nomos: el Servicio Andaluz de Salud y el Instituto Anda- 
luz de Salud Mental. 

Actualmente. y hasta tanto no se desarrolle la Ley de 
creación del Servicio Andaluz de Salud. sigue funcio- 
nando la Red de Asistencia Sanitaria de la Seguridad 
Social en Andalucia ( RASSSA) , con cuyo titular, el Ad- 
junto al Secretario General Técnico para la RASSSA, ha 
mantenido esta Institución múltiples relaciones, siendo 
muy satisfactorias las actuaciones realizadas hasta la 
fecha. 

Es de reconocer y agradecer, desde este informe. la 
eficaz colaboración que este organismo ha demostrado 
en relación con las quejas enviadas por esta Institución, 
asi como en general a la Secretaria General Técnica de 

esta Consejeria desde el primer momento de actuacibn 
de la Institución. 

Queja 5/86. La Administración acepta la pretensión 

El interesado expone que. efectuadas las pruebas 
para un concurso-oposición de celador convocado por 
la Dirección Provincial de la RASSSA. aparecia en la rela- 
ción de noventa personas que habíarl superado las 
pruebas con el número ochenta y ocho. kxo después le 
comunican, de modo casual. que esa lista ha sido modi- 
ficada, al incluir a otra persona en el puesto setenta y 
dejar el ochenta y nueve y noventa para minusvilidos. 
excluyéndole a él de la lista de aprobados, sin’ninguna 
notificación. 

Iniciada la investigación ante el organismo compe- 
tente antes citado, “os indica que examinado el asunto 
y con la reclamación formulada pw el interesado. se da 
traslado al Secretario General Técnico, el cual reconsi- 
dera la situación siendo incluido en la lista definitiva de 
los aprobados. 

Queja 1 1 7/86. La Administración acepta la preten- 
Sióf2 

La interesada es una enferma renal que padece una 
grave litiasis coraliforme bilateral y ha sido intervenida 
quirúrgicamente en varias ocasiones. en ambos riñones. 
Sufre de constantes hemorragias. siendo imposible una 
nueva intervención por el alto riesgo que ello conlleva 
para su vida. por ello el único tratamiento viable es litotri- 
cia por ondas de choque. Ante este dictamen, se dirigió 
al inspector médico y al Ayuntamiento de El Puerto de 
Santa Maria. donde se le indicó que se dirigiera ala Con- 
sejeria de Salud y Consumo. desde donde se trasladó al 
Coordinardor de Gestión que. con fecha 3 de enero de 
1986. le contestó que esos tratamientos en la actuali- 
dad no están concertados con la Seguridad Social, y 
que la única posibilidad era hacer una solicitud de rein- 
tegro de gastos que no implicaba su posterior conce- 
sión. Asimismo, se le hizo saber que están en fase de es- 
tudio del tema y que esperaban poder realizar ese trata- 
miento a su cargo. Debido a su situación económica ya 
que su estado se agrava dia a dia, es por lo que ha acu- 
dido a nosotros. 

Iniciada la oportuna investigación a través del Adjunto 
al Secretario General Técnico para la RASSSA, nos 
infama de la inexistencia de concierto para estos trata- 
mientos a través de la Seguridad Social. siendo la solici- 
tud de reintegro de gastos la tinica posibilidad contem- 
plada por la legislación vigente. si bien no se garantiza 
su postenor concesión. 

Posteriormente, se le envia escrito de reconsideración 
del tema, exponiéndole las especiales circunstancias de 
los afectados. 

A la vista del escrito, la RASSSA traslada a la Direc- 
ción Provincial los antecedentes del caso, y en fecha 
postenor es sometida al tratamiento de litotricia extra- 
corpórea. 

Queja 48 7/86. La Admimstración acepta /a preten- 
sión 

La interesada expone queja sobre el sistema de pun- 
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tuación fijado por la RASSSA para acceder a un con- 
trato de interino de auxiliar de clinica. Entre los docu- 
mentos a presentar para obtener dos puntos. se exige 
certificado de residencia de cinco años en la ciudad CO- 
rrespondiente. en su caso ( Granada) 

Estos dos puntos le ha” sido suprimidos por la Direc- 
ción Provincial de la RASSSA (Granada) por el hecho 
de haber prestado se~icios durante 420 dias en C8r- 
daba. co” motivo de efectuar una contratación para la 
RASSSA. La interesada alega que por ese periodo de 
tiempo ( 420 dias) no ha perdido su residencia en Gra- 
nada, y que reúne, aun descontando los 420 dias, los 
CI”CO años de residencia en la ciudad de Granada exi- 
gidos por la RASSSA. 

Presentó reclamación a la Dirección Provincial de la 
RASSSA (Granada), siendo contestada por esta en 
sentido negativo. «no valorándose el certificado de resi- 
dencia expedido por el Ayuntamiento de Granada, 
debido a que tiene certificado de prestación de se~icios 
como auxiliar de clinica en instituciones sanitarias de 
Córdoba, por un total de 420 dias; comprendidos 
dentro de los cinco años anteriores a la fecha del curso 
que estipula el apdo. 14 del vigente baremo de auxiliares 
de clinica 

Iniciada la tramitación correspondiente ante los Ser& 
cias Centrales de la RASSSA. estos “os comunican que 
ha” efectuado consulta al Servicio de Personal. al haber 
observado la Comisión de selecci~” que el certificado 
de residencia expedido por el Ayuntamiento de Granada 
estaba en contradicción co” la certificación de los serv- 
cias prestados por la interesada en el Hospital de Cór- 
doba. Dicha consulta fue resuelta y remitida a la Comi- 
sión de selección de Granada, que procedió a la valora- 
ción del certificado de residencia recogido en el apdo. 
13 del baremo de auxiliar de clinica co” dos puntos. 

En fecha posterior la interesada obtuvo plaza en pro- 
piedad en el Hospital de Granada. 

Otras quejas resueltas favorablemente por la Admi- 
ntstración, conforme a las pretensiones del interesado 
son: 

Queias 5!86: 1 17’86 (va emuestasl 
Queja 176’8~6: 

Queja 193;86: 

Queja 221186: 

Queja 531’86: 

sobre agilizak” en ‘la tramitación para 
el cobro de una prestación por calzado 
ortopédico. 
sobre solicitud y tratamiento de una 
mano ortopédica. 
sobre el retraso en el reconocimiento 
de la pensión de jubilación de médico ti- 
tular~ 
sobre tratamiento de litotricia extracor- 
pórea por ondas de choque a cargo de 
la RASSSA. 

Queja 1068186: sobre ag,,,rac,on en la tramitación 
para el abono de gastos ocasionados. 
como co”secue”cia del desplara- 
miento a Madrid para revisión médica. 

Queja 6 19/86. Emisión de Recordatork /ega 

La interesada expone en su queja que le ha sido 
instruido expediente disciplinario por la Consejeria de 

Salud. e indica la existencia de irregularidades en la tra- 
mitación de dicho expediente. 

Contra la resolución definitiva del expediente discipli- 
nario la interesada interpuso rxurso de reposición. 

Examinada detenidamente la amplia y diversa docu- 
mentación aportada. se procedió a solicitar informe al 
organismo competente, interesando la contestación ex- 
presa al recurso de reposición formulado por la afectada. 

Con tal motivo. se emitió, de conformidad co” lo dis- 
puesto en el art 29, en relación co” el 17.2 de la Ley Re- 
guladora, un Recordatorio legal. concretándose este en 
la obligación de la Consejeria de dictar resolución 
expresa al recurso de reposición referido. en el plazo de 
un mes. 

Recibida contestación de la Consejeria de Salud. se 
“os informa ampliamente sobre el expediente, no obser- 
vándose irregularidad en la tramitación del mismo, y co- 
municando la resolución expresa al recurso de reposi- 
ción antes referido. 

Queja 13086 Emkión de Recorda torio legal 

Sobre la creación y provisión de plazas para los T&c- 
“icos especialistas de Laboratorio. 

Obligatoriedad de contestación por parte de la 
RASSSA a los escritos enviados por los interesados. 

Queja 1.151/86 

Una empresa privada de servicios en las instituciones 
sanitarias de la RASSSA expone queja por la falta de 
pago a los sewicios prestados a esa entidad. incum- 
pliendo esta el contrato suscrito entre ambas en 1981. 
Solicitada a la citada empresa ampliación de datos. esta 
informa del importe total a que asciende la deuda. Ini- 
ciada la investigación correspondiente por parte de esta 
Institución. se “os informa. por el organismo compe- 
tente. que por falta de liquidez no se ha atendido el 
pago. Con la habilitación de un crédito excepcional se 
atendió parte de la deuda. 

En fecha posterior, “os comunica el Adjunto al Secre- 
tario General Técnico para la RASSSA, la disminución 
progresiva de la deuda, aportando las cifras correspon- 
dientes y quedando en breve plazo solucionado el pro- 
blema. 

Queja 684/86 

Sobre tramitación de diversos expedientes disciplina- 
rios a mkdicos de la Seguridad Social. 

Queja 943/86 

Sobre aclaración de las distintas situaciones de invali- 
dez a efectos de la Seguridad Social, 
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Queja 1.136/86 

sobre prestación de asistencia sanitaria a enfermos 
renales con tratamiento de hemodiálisis. 

No se observa irregularidad en la actuación del 
órgano administrativo afectado 

Queja 538/86 

El interesado expone queja sobre la falta de pago por 
la RASSSA del importe de un par de botas ortopédicas 
adquiridas para sus dos hijas. La compra de las referidas 
botas se efectuo por prescripcibn del traumatólogo. 

La RASSSA no acepta el reembolso de gastos al part- 
cular por considerar que. segtin el informe clinico del 
Servicio de Traumatologia del H.C. San Agustin. las pa- 
cientes sólo necesitan plantillas ortopédicas. 

Iniciada la investigación correspondiente ante la Ad- 
mlnlstración. la Delegación Provincial de Salud de Jaén 
nos aporta el informe de la Dirección Provincial de la 
RASSSA en el que consta fotocopia de los volantes 
emitidos por el traumatólogo en octubre de 1984. y fo- 
tocopia del informe del médico inspectord@l irea sanita- 
ria de Linares en el que se considera clinicamente nece- 
saria la prestación solicitada de sólo plantillas, y fotoco- 
pia de los dictámenes del Servicio de Traumatologia del 
Hospital San Agustín de Linares, en los que se indica 
que no precisa alzada en un caso. y en el otro no precisa 
tratamemo ortopédico. 

Examinada debidamente la documentación y lo ale- 
gado por las parte<, y despu& de una entrevista cele- 
brada co” el Jefe de Servicios de Prestaciones de la 
RASSSA. se acordó la no procedencia de actuación 
alguna por parte de esta Institución, entendiendo que el 
Interesado adquirió lo prescrito por el médico inspector 
del tirea sanitaria. Se estima que no se observa irregulari- 
dad en la actuación del órgano administrativo. proce- 
diéndose al archivo del expediente, de conformidad con 
lo dispuesto en el art 30, de la Ley 9-l 983, de 1 de di- 
clembre. 

Queja 20,,,‘86 

Sobre calificación obtenida en las pruebas selectivas 
de costurera en el Hospital de Valme. y escritos dirigidos 
al presidente del tribunal. 

Queja 80/86 

Sobre retraso en la realización de la prueba de catete- 
r~smo por estar estropeada la miquina de la iinica sala 
de hemodinámica existente en el hospital. 

Queja 456B6 

Sobre solicitud de reintegro de gastos motivados 
como consecuencia de un desplazamiento a centro hos- 
pitalario fuera de la Comunidad Autónoma. para recibir 
asistencia médica. 

Queja 495/86 

Sobre el trato dispensado a una anciana enferma. en 
el servicio de urgencias del Hospital Universitario de Se- 
villa. 

Queja 58 7/86 

Sobre las oposiciones para pinche y celador convo- 
cadas por la RASSSA. 

Queja 799/86 

Sobre la aplicación de las normas reguladoras del fun- 
cionamiento interno de los órganos paritarios provin- 
ciales de contratación de la RASSSA. en concreto apli- 
cables a un celador de instituciones sanitarias. 

Emisión de recomendación 

Queja 743,186 

El interesado expone queja sobre la aplicacibn de un 
baremo utilizado para la contratación de personal en el 
Hospital de Córdoba. En fecha 3-Z-86, dirigió un escrito 
al director provincial del hospital regional citado. solici- 
tando una plaza de perfusionista vacante en el indicado 
hospital, y aportando la documentación justificativa de 
su experiencia como tal. Con fecha 17 de marzo de 
1986, se le comunica por el hospital que la vacante del 
puesto de perfusionista ha sido ocupada por otra per- 
sona; considerando el interesado que esta persona no 
tiene la puntuación requerida ni la experiencia en la acti- 
vidad de perfusionista. 

Examinada la queja, se procede a admitirla a trámite, y 
se solicita informe sobre el asunto al Delegado Provincial 
de la Consejeria de Salud en Córdoba, en fecha 8-7-86. 
Este nos contesta el 24-7-86. enviando el informe que 
sobre el tema ha emitido la Dirección del Hospital Re& 
Sofía, de Córdoba. 

En dicho informe se indica: 

1. La Dirección de Enfermeria, en junio de 1985, ela- 
bora un baremo para la cobertura de vacantes que se 
envia, como borrador, a todas las supervisoras y al 
comité de empresa. recabando posibles enmiendas. 

La Dirección de Enfermería recibe les propuestas de 
enmiendas que sugiere el personal de enfermeria. y del 
comité de empresa. 

En base a dichas sugerencias se elabora la «nueva 
normativa» para cubrir puestos de trabajo por vacantes 
y cambio de servicio y turno. que, con fecha 23 de julio 
de 1985. se envia a las supervisoras y comité de em- 
presa; estando vigente desde esa fecha. 

2. Con fecha 20-l 2-85. tiene entrada en la Dirección 
de Enfermería la solicitud del interesado pera el cambio 
de la plaza de perfusionista de Cirugia Cardiovascular. 

Con fecha 30-6-85, tiene entrada en la Dirección de 
Enfermería la solicitud de otra persona para el cambia 
de plaza de perfusionista de Cirugía Cardiovascular. 



Hay que serialar que no existia vacante alguna de per- 
fusionista. 

3. Ante la notificacibn oral de “no de los perfusio- 
mstas. de su $tencibn de trasladarse a otro centro. y 
debido a las caracteristicas especiales del puesto de tra- 
bajo, la Dirección de Enferme+ hace ptiblica, el 
21-l -86. la convocatoria provisional de dicha plaza, a 
fin de iniciar un periodo de aprendizaje previo que permi- 
tiese, en caso de producirse vacante, que el seleccio- 
nado asumiese sus funciones sin deterioro de la activik 
dad asistencial. 

Dicho periodo de entrenamiento debería hacerse bajo 
el control y supervisión de la Direcci8n de Enfermeria. 

4. Con fecha 3-2-86. tiene entrada en este hospital 
regional el escrito del interesado. en el que solicita la in- 
tervención de esta Direcci&~ en la adjudicación de la 
plaza de perfusionista. 

5. Esta Dirección. como se expresa en el documen- 
to 9. resuelve la adjudicación de dicha plaza a otra per- 
sona. en base a la aplicaci&~ del baremo vigente y según 
los criterios que se aclaran en dicho documento. 

6. Aclaración de los criterios de aplicac¡&, 

6.1 Antigüedad en la peticikm 
6.2 Experiencia en la Unidad. 
6.3 Antigüedad en la Seguridad Social: según 

expediente personal. 
6.4 Supervisión. 
6.5 Trabajo y Diplomas. 

La convocatoria de plaza provisional de perfusionista 
fue comunicada al personal A.T.S. por el Director de En- 
fermeria el dia 21 de enero de 1986. En la misma comu- 
nmción. se indica que «los aspirantes presentarán soli- 
citud en esta Dirección de Enfermeria en el plazo de 10 
dias». 

Disposiciones normativas afectadas 

- Art. 9 y 103 de la Constitución Española. 
- Art 45, 46, 1 10 y 1 12 de la Ley de Procedi- 
miento Administrativo de 17-7-58. 
- Art 20 y ss. del Estatuto del Personal Auxiliar 
Sanitario Titulado y Auxiliar de Clinica de la Segur¡- 
dad Social. 

Consideraches generales 

Examinada la cuestión planteada, esta Institución en- 
tiende, salvo mejor criterio en derecho, que se ha prod”. 
cido una evidente irregularidad en la fijación de los ba- 
remos exigidos para cubrir la plaza de perfusionista, no 
sólo en lo que se refiere a la atribucibn de competencia 
por la Dirección de Enfermería para fijar unas normas 
aplicables a estos casos. sino a la ausencia de publicidad 
de estas normas, e inadecuación a los principios consti- 
tuclonales de mérito y capacidad que deben inspirar la 
provisión de plazas vacantes. 

Por todo lo expuesto, esta Institución ha emitido reco- 
mendación para que se prevea un medio de revisión del 
procedimiento seguido para acceder a la plaza de perfu- 
swxsta, y. en su caso, mxocar o anular lo actuado, ha- 
ciendo “so de lo establecido en los arts. 1 10 y 1 12 de la 
Ley de Procedimiento Administrativo. de 17-7-5~8. 

Como forma alternativa de revisar o revocar el proce- 
dimiento seguido en el acceso a la plaza vacante, se 
expone la fórmula de notificar en forma al interesado la 
resolución emitida por la Dirección Provincial de la 
RASSSA en Córdoba, de ocupación de la plaza solici- 
tada. En la citada notificación constaria pie de recurso 
procedente y. a través de éste, interpuesto por el intere- 
sado, procederia revisar. conforme a derecho, las actua- 
clones procedentes. 

La referida recomendación esti+ pendiente de comes- 
tacirk por los Servicios Centrales de la RASSSA, en la 
fecha actual. 

Queja 1054i86. Emisión de Recomendación 

La interesada presentó escrito en esta Institución~en el 
que nos expone quela sobre la aplicación de las normas 
reguladoras del funcionamiento interno de los órganos 
provinciales de contratación de la RASSSA. Viene pres- 
tando sericios como auxiliar de clinica, siendo además 
médica titulada (en paro) Se encuentra inscrita en la 
bolsa de trabajo como médico y como auxiliar de clinica. 

Al serle ofrecido un contrato de médico de 23 días, re- 
nunció a su trabajo de auxiliar de clinica. Presentó recla- 
macibn a la Dirección Provincial de la RASSSA, en Se- 
villa, con fecha 4 de abril de 1986, al no estar de 
acuerdo con que se computara el periodo de trabajo de 
auxiliar de clinica para acceder a mådico. por tratarse de 
dos profesiones diferentes, entendiendo que el art. 3.1, 
de las normas reguladoras del funcionamiento interno 
de los órganos provinciales de contratación se refiere a 
clase de personal. como profesión, y no deb~iendo equi- 
parar los distintos conceptos de profesión y categoria. 

La interesada considera confusa e incorrecta la con- 
testación recibida de la RASSSA, que indica: 

En sesi~% celebrada el dia 23 del pasado mes de abril. 
por el órgano paritario provincial de contratación. y a la 
vista de la reclamacik presentada por usted, acordó que 
se le comunicara que, según la normativa vigente de la 
Mesa de ContrataciOn. los períodos trabajados en lasdis- 
tlntas categorias son acumulables para el cómputo total 
de los 365 días. contândole en el caso de usted el tiempo 
trabajado de auxiliar de clinica a partir del 1 de enero de 
1986~ 

Asimismo. le comunicamos que cualquier categoria 
debe entenderse corno cualquier profesi.k de las inm 
cluidas en la bolsa del trabajo. 

Solicitado informe a los Servicios Centrales de la 
RASSSA. de conformidad con lo dispuesto en el art. 18 
y SS. de nuestra Ley reguladora, nos informa lo siguiente: 

Remetimos informe en relación con el escrito que emia 
el Defensor del Pueblo sobre la situación de la interesada. 

Auxiliar de clinica: 18’85 puntos; Medicina General: 
4’10 puntos. 

Según el punto 4.2 de las Normas Reguladoras del 
Funcionamiento Interno de los Organos Paritarios Provin- 
ciales de Contrataciones. se suman todos los períodos 
trabajados en cualquier categoria. 

Tiempo trabajado de: 
Auxiliar de Clinica 10.7.85a19.1.86 (6mesesl 

14.1.86a121.3.86 (67dias)’ 
01.5.86 al 31.10.86.I 6 meses1 

Medicina General 24.3.86 al 15.4.86 
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’ Renunció porque se le dio un contrato como medico 
Total tiempo trabajado en las dos categorias: 15 

meses. Según acuerdo adoptado por el Organo Regional. 
en nota interior de fecha 3 de marzo de 1986, los ser-i- 
cias prestados del personal auxiliar sanitario a efectos de 
los listados A y 8 serên tenidos en cuenta a partir del 
l-1 -86. En base a este acuerdo a la interesada le com- 
puta e, tiempo desde esa fecha. por lo que el total de dias 
trabalados a efectos de listado es de 279 dias (desde el 
9 de enero hasta el 31 de octubre de 1986. incluidos los 
23 dias como médico) 

Pasaria al listado A de sustituciones hasta alcanzar los 
365 dias. después pasa+ al listado C. interinos de APD, 

A los efectos de esta reclamación. hacemos constar 
que categorias y profesi8n son sinónimos según se des- 
prende de las Normas Reguladoras en su punto 4.2. 

Examinado detenidamente el informe enviado. esta 
Institución estimó oportuno formular una Recomenda- 
ción al Ilmo. Sr. Adjunto al Secretario General Técnico 
para la RASSSA. La misma se concreta en lo que se 
expone a continuación: 

Consideraciones generales 

Como consecuencia de lo expuesto, se emiten las si- 
gulentes consideraciones dirigidas a recomendar la apli- 
caci&x a nuestro entender ajustada a derecho, de los 
términos o conceptos utilizados: profesión y categoria. 

Destaca la diferenciación de los conceptos categoria 
y profesión. conceptos que en el informe antes referido 
se hacen constar como sinónimos. 

Sobre este tema, necesario es hacer unas precisiones 
sobre las normas reguladoras del funcionamiento in- 
temo de los órganos paritarios provinciales de contrata- 
ción. En estas normas aplicables al personalfacultativo. 
auxiliar de enfermeria y no sanitario, se establecen en 
el art 3.’ “nos listados por cada clase de personal 
(ati.3.1) : 

Listad,, A. - sustituciones; listado B. interinidades y 
,,tr,,s. y listado C. - interinidades de A.P.D. 

De lo expuesto se deduce que upersonaln se refiere a 
profesión. personal profesional, que ejerce una determi- 
nada profesión, que en este caso se aplica a la profesión 
de médico o facultativo, profesión de auxiliar de enfer- 
meria y otras profesiones de personal no sanitario. 

La profesibn de médico o facultativo conlleva unas 
funciones propias que vienen determinadas en el art 20 
y SS. del Decreto 316Oi66, de 23 de diciembre. que 
aprueba el Estatuto Juridico del Personal Médico de la 
Seguridad Social. 

Dentro de esta profesión se establecen modalidades 
como medicina general. medicina de urge,ncia, especiali- 
dades médicas y quirtirgicas. etc., con las categorías 
que se determinen en cada modalidad. 

La profesión de auxiliar de clinica, denominada a 
partir de ahora auxiliar de enferme&. regulada en el Es- 
tatuto del Personal Auxiliar Sanitario Titulado y Auxiliar 
de Clinica de la Seguridad Social. aprobado por Orden 
de 26-04-l 973 y modificado por Orden de 26-12-86. 
y denominado a partir de ahora Estatuto de Personal Sa- 
nitario no Facultativo de las Instituciones Sanitarias de la 
Seguridad Social, tiene como funciones propias las se- 
ñaladas en el art 74 y SS.. funciones que configuran una 
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profesión dentro de la cual se pueden establecercatego- 
rías diferentes según el puesto de trabajo desarrollado. 

Asi pues. considerando que la existencia de dos pro- 
fesiones distintas: médico y auxiliar de enfermeria, no 
es aceptable, desde nuestro punto de vista, la interpreta- 
ción dada de considerar sinónimos los conceptos de ca- 
tegoria y profesión. al aplicarlos al cómputo de dias de 
prestación de servicios a efectos de los listados, a una 
persona que rei~ne la titulación exigida para realizar una 
u otra profesión í médico y’o auxiliar de enfermerial 

Desde un punto de vista jurídico interpretativo. enten- 
demos que el verdadero sentido de lo dispuesto en las 
Normas Reguladoras del Funcionamiento Interno de los 
Organos Paritarios Provinciales de Contratación. ha de 
ser interpretado. según lo dispuesto en el art 3.1 del 
Titulo Preliminar del Código Civil, las normas se interpre- 
tarán segbn el sentido propio de sus palabras, en rela- 
ción con el contexto, los antecedentes históricos y legis- 
lativos. y la realidad social del tiempo en que han de ser 
aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espiritu y fi- 
nalidad de aquéllas. 

En la interpretación se ha de tener en cuenta, en 
primer lugar, el elemento literal 0 filológico; como 
primer estadio se ha de atender al significado verbal que 
resulte de las palabras con las que se expresa la norma, 
según su natural conexión y las reglas gramaticales. 

Asi pues, cabe indicar que según el D;cc;onario de /a 
Lengua Española la definición de los conceptos profe- 
sión y categoria: 

Profesi,jn.- Actividad a que se dedica una penona. 
Categotia.. Cada grupo de cosas 0 personas de la misma 

especie de los que resultan al ser clasificados 
porsu importancia, grado ojerarquia. 

Los autores señalan que en muchos casos la aplica- 
ción de una norma puede llevar a consecuencias que el 
legislador no había previsto al tiempo de redactarla, y 
que. de haberlas sospechado, le hubieran inclinado are- 
dactaruna regla distinta. 

Considerando que es principio fundamental y esencial 
que cualquier norma de Derecho debe ser interpretada 
acorde co” la finalidad e interés que se pretende prote- 
ger co” esa norma, y (según lo dispuesto en el Código 
Civil) de conformidad con la «realidad social del tiempo 
en que han de ser aplicadas>> -realidad social que se 
manifiesta en este caso en la necesidad de encontrar un 
puesto de trabajo, y para ello. se consigan dos profe- 
s~ones con dos titulos, médico y auxiliar de 
enfermeria-, cabe indicar que, dada la condicik de tra- 
bajadora de la persona afectada, es de aplicación lo dis- 
puesto en Sentencia del Tribunal Supremo de 2 de abril 
de 1984. según la cual «en la interpretación de las 
normas resulta obligado valorar el carácter especial- 
mente dinimico de las normas legales protectoras del 
trabajador sobre todo en situaciones de desempleo>,, la 
Sentencia del T.S. de 28-l -83. «por tratarse de una 
norma de carácter laboral, ha de interpretarse en el sen- 
tido más favorable a los trabajadores » /;n dubio pro 
0pSW0/ 

Por todo lo expuesto, esta Insutución estimó proce- 
dente emitir esta Recomendación. a los efectos pre- 
vistos en el art. 29 de la Ley 9183. de 1 de diciembre. 
con el fin de que sean computados de forma indepen- 
diente. a efectos de su inclusión en los listados. los dias 
de prestación de servicios en ambas profesiones 
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( medico y auxiliar de clinical coincidentes en la intere- 
sada. 

La contestación recibida a la citada recomendación es 
la siguiente: 

Admitidos los hechos. respetuosamente discrepamos 
de las consideraciones que fundamentan la recomenda- 
cion: El fundamento de la Recomendacion se basa en la 
consideracirk senktica de Ix tirminos profesi&? y ca- 
tegoria, y en la interpretación literal de Ix mismos. Pero 
esta interpretac¡&, ignora la concepción doctrinal de ca- 
tegoria laboral y la propia concepción legal de carácter 
general 0 estatutario. 

Laboralmente la doctrina identifica categona- 
función-profesión. tanto desde la consideracitin subjetiva 
de personal que posee unos conocimientos y experien- 
cias que le habilita para realizar funciones propias de una 
categoria profesional. como desde la consideracik obje- 
tiva de conjunto de tareas que constituyen el contenido 
de la profesión. 

El principio de categoria-función viene recogido en el 
Estatuto de los Trabajadores, en los arts. 16.4, 23 y 24. y 
esti reconocido por una larga y antigua jurisprudencia 
apoyada en la 0.29 de diciembre de 1945. 

Ni en el Estatuto del Personal Facultativo. ni en el del 
Personal Sanitario no Facultativo, se recogen categorias 
entendiendose en el sentido de Grado de una profesión 
sólo existen grupos definidos por la profesibn-funci0n. 
por lo que nunca podra entenderse que es lo que “0 
existe. 

Por lo tanta desde la concepción doctrinal. legal o es- 
tatutaria. la Comisión de Reclamaciones defini8 bien su 
concepto de profesión iguala categoria. 

Pero es más. el párrafo final del art 3.1 del Código 
Civil señala. condicionando al resto del articulo. que la in- 
terpretación debe hacerse *atendiendo fundamental- 
mente al espíritu y finalidad de aquélla l la norma) )>. En 
nuestro criterio y en el de muchos autores, esto lleva a la 
interpretación auténtica, efectuada por quienes dictaron 
las normas. 

Tanto la mayoria de los miembros de la Comisión de 
Reclamaciones como eI funcionario que suscribe pacta- 
ro”. elaboraron y redactaron las “armas, tanto del régi- 
men interno de contratación como las propias de la Co- 
munidad, ya que ktas son una adaptación de aqubllas al 
nuevo ámbito. y por lo tanto su interpretación es autén- 
tica y está por encima de cualquier otra interpretación li- 
tera,. 

Finalmente. entendemos que <<Ia realidad social de de- 
sempleo» nr, se da en la interesada. sino que pretende 
una situación de privilegio frente a sus compañeros, ya 
que éstos, agotados los 365 dias de trabajo como facul- 
tatiws. no volverán probablemente a trabajar, mientras 
que ella, por su categoria-profesión de auxiliar de clinica 
y su alta puntuación. tiene la posibilidad de continuar tra- 
bajando asiduamente, ya que el personal sanitario no fa- 
cultativo no está sometido a las limitaciones de los 365 
días, dado el carácter de conc”rso abierto y permanente. 
para su forma de ingreso en plantilla. 

No obstante. y dentro de la propia dinámica de la Bolsa 
de Contratación. en breve la interesada ocupari plaza in- 
terina de medico. 

Examinada la contestación emitida por la RASSSA, 
esta Institución, de conformidad con lo dispuesto en el 
art 23.2 de la Ley 9il983, de 1 de diciembre, estimó 
procedente dar traslado de las actuaciones efectuadas 
en los antecedentes del caso y la Recomendación for- 
mulada, al Excmo. Sr. Consejero de Salud, estando en la 
actualidad pendiente de contestación. 

Queja 580/86. Recomendación 

En la referida queja los interesados exponen la falta de 
creación de un quinto equipo de urgencias para el Servi- 
cio de la zona de Extramuros. Con este motivo enviaron 
escrito el 4 de noviembre de 1985, sin que hasta la 
fecha hayan obtenido contestación. 

Admitida a trámite la queja, se solicita informe al Di- 
rector Provincial de la RASSSA en Cádiz, en fecha 22 
de mayo de 1986. Con fecha 31 de octubre, recibimos 
el solicitado informe, en el que indica: 

1 i Que efectivamente los médicos del Servicio de Ur- 
gencias de la zona de Extramuros en Cádiz, remitierw es- 
crito a esta Diputación Provincial que t”w, registro de en- 
trada el 4-1 l-85. y en el que pedian la creación de una 
quinta plaza de médico para dicho Servicio de Urgencias. 

2) Que el asunto fue puesto en manos de los Servicios 
Centrales de la RASSSA. con la información pertinente 
para que fuera adoptada la medida de proceder a dicha 
creación. ya que según la Circular 3186. de la Subdelega- 
ción General de Serk%s Sanitarios del I.N.P.. se estable- 
ció lo siguiente en su instrucción 3, apdo. a: «Personal 
médico: El número minimo de médicos que han de servir 
el correspondiente Sewicio de Urgencias será de tres. 
corrrespondientes a aquellas localidades en las que estén 
domiciliados de 5.000 a 20.000 titulares de derecho, se 
creará una plaza de médico por cada 10.000 titulares o 
fracción de esta cifra que se adscriba». En la circunscrip- 
ción del Servicio de Urgencias en cuestión existen 
32.588 titulares de derecho. 

31 Que a pesar de corresponder tknicamente la crea- 
ción de una quinta plaza de médico en dicho Servicio de 
Urgencias. dada la pequeña magnitud de la fracción por 
encima de 30.000 titulares. y el hecho de existir entre los 
planes de la Consejeria de Salud el de la integración de la 
Casa Socorro de Extramuros de Cidiz en el Servicio de 
Urgencias en cuestión. lo que supone de hecho la incor- 
poración de cuatro médicos que duplican el Servicio, y es 
por lo que se ha desestimado la creación de una quinta 
plaza para dicho Servicio de Urgencias. 

A la vista del citado informe. esta Institución estimó 
oportuno emitir una recomendación para que dispusie- 
ran los médicos necesarios para la creación de un 
equipo de urgencias para el servicio de zona de Extra- 
muros en Cádiz, aun cuando este equipo fuese conce- 
bido con carácter provisional, en tanto se llevasen a 
efecto los planes previstos de integración de la Casa de 
Socorro de Extramuros de Cádiz en el referido Servicio 
de Urgencias. 

Lo expuesto se recomienda en aplicación de la Circu- 
lar 3168, de la Subdelegación %eneral de Servicios Sani- 
tarios del I.N.P. y en cumplimiento de lo dispuesto en el 
art 46 del Decreto 2766167, de 16 de noviembre. de 
Asistencia y Ordenación de los Servicios Médicos, todo 
ello inspirado en el principio rector de la politica social y 
económica establecida en el art. 43 de la Constitución. 

Esta recomendación se encuentra. en la presente 
fecha, pendiente de contestación por parte del orga- 
n,smo competente. 

Queja 7 12/86. EmCsión de Recomendación 

El esposo de la afectada expone queja sobre la dene- 
gación de la RASSSA del reintegro de gastos ocasio- 



nados por el tratamiento de la litotricia extracorpórea 
por ondas de choque dispensado en la clinica Sagrado 

Corazón de Sevilla. en fecha 14 de enero de 1986. 
Admitida a trámite la queja. se solicitó el preceptivo in- 

forme al Coordinador de Gestión de la RASSSA. el 12 
de marzo de 1986. 

En fecha 6 de mayo de 1986, se recibe el citado in- 
forme, en el que se indica que «tras recabar del intere- 
sado las facturas originales relativas al gasto efectuado, 
ha remitido el expediente incoado al efecto a la Inspec- 
ción de zona correspondiente, para que puedan conti- 
nuarse los trámites reglamentarios». 

Posteriormente. y por la via del reitero de informe, nos 
notifica el Adjunto al Secretario General Técnico para la 
RASSSA, en fecha 28 de octubre de 1986, lo siguiente: 

«Que la Secretaria General Técnica de esta Consejeria 
de Salud, con fecha 22 del presente mes, ha desesti- 
mado la petición del asegurado por aplicación del punto 
1 (no concurriendo las circunstancias excepcionales 
contempladas en los puntos 3 y 51, del art 18, del De- 
creto 2575173. de 14 de septiembre, en concordancia 
co” el 102 del Texto Refundido de la Ley General de Se- 
guridad Social, ya la vista del informe favorable del Ser- 
vicio de Admón. de Prestaciones Sanitarias, por enten- 
der que el asegurado renunció a la alternativa de trata- 
miento por la Seguridad Social y optó por la medicina 
privada antes de conocer la contestac¡& de la Seguri- 
dad Social; además de que la terapéutica aplicada no ha 
eliminado totalmente el cálculo renal objeto de la misma. 

El anterior acuerdo está notificado al asegurado a 
través de la Direccitin Provincial de la RASSSA de Se- 
villa, haciéndole saber que. de acuerdo con lo dispuesto 
en el art 58 del Texto Refundido de la Ley de Procedi- 
miento Laboral, aprobada por Decreto 1568180. de 13 
de junio, podrá formular reclamación previa en el plazo 
de 30 dias contados a partir del siguiente al que le sea 
notificado el acuerdo; reclamación que deberá presentar 
en la Dirección Provincial de la RASSSA de Sevilla, para 
su curso a los Servicios Centrales de la misma. 

A la vista de lo actuado. y una vez examinado el expe- 
diente, se acuerda por esta Institución emitir recomen- 
dacibn sobre el tema, sin que por ello quede suspendida 
la via de reclamaciòn previa, que el interesado puede uti- 
lizar de conformidad con lo dispuesto en el art. 58, del 
Texto Refundido de la Ley de Procedimiento Laboral, 
Decreto 1568180, de 13 de junio. 

La referida Recomendación se concreta en lo ex- 
puesto a c0nt1nuación: 

Disposiciones normativas afecradas: Art 43 de la 
Constitución española; art 102 de la Ley General de Se- 
guridad Social, Decreto 30-05-74. y art 18. Decreto 
2766167, de 16 de noviembre. sobre aslstencla sanita- 
ria y ordenación de los servicios médicos. 

Cons;derac;onesgenerales 
Como consecuencia de lo expuesto, se emiten las si- 

guientes consideraciones: 

a) fr~cedimiento. Cuestión de especial importancia 
para sustentar esta recomendación es que el interesado 
haya solicitado la preceptiva autorización a la RASSSA, 
Dirección Provincial de Sevilla. En el caso que “os 
ocupa, el interesado solicitó el tratamiento de litotricia 

para su esposa en la Clinica de la Luz, de Madrid, por 
desconocer la existencia de tratamiento en Sevilla y no 
existir atin el concierto entre la RASSSA y la Clinica del 
Sagrado Corazón. suscrito en el verano de 1986. 

bi frestac;ón. En fecha de 14 de enero de 1986 se 
efectuó a la afectada el tratamiento de litotricia en la Cli- 
nica Sagrado Corazón, de Sevilla. La afectada, a la vista 
del parte médico emitido en fecha 9 de diciembre de 
1985, se decide por el tratamiento de litotricia extracor- 
pórea, por ser más recomendado por su historial, y ex- 
cluye nefrectomia. lógicamente, como ultima poslbilldad 
en su caso. 

En el informe médico se indica que «(tiene) un 
cálculo coraliforme de pequeño tamaño, siendo posible 
la intervención quirúrgica, pero con los antecendentes 
de dos intervenciones y una a realizar, es posible que se 
le vuelva a reproducir, por lo que se le recomienda ne- 
frectomia o litotricia por onda de choque». 

En este mismo sentido, se manifiesta el informe de la 
Subdirección Provincial de Servicios Sanitarios. de ll 
de diciembre de 1985. Se indica en el mismo: «Razón 
de la propuesta: Indicada por el Dr. Garrote Alvarez. Re- 
comienda nefrectomia o litotricia. consider&dose esta 
última más razonable poresta Inspección». 

Por todo lo expuesto. entendemos que queda sufi- 
cientemente justificada la decisión de la afectada de so- 
meterse al tramitiento de litotricia como mal menor, te- 
niendo conocimiento de que esta terapéutica. consoli- 
dada en muchos paises por ser eficaz e incruenta. era 
una posibilidad a agotar, y valorando el coste del trata- 
miento. asi como la urgencia del mismo, dado que la 
afectada padece litiasis renal complicada. estado por el 
cual se le contraindica la intervención quirúrgica. 

Por lo anteriormente expuesto, estimamos no ajus- 
tado a derecho lo indicado en el informe de fecha 28 de 
octubre de 1986, en el que se indica que «el asegurado 
renunció a la alternativa de tratamiento en la Seguridad 
Social y optó por la medicina privada antes de conocer 
la contestación de la Seguridad Social. además de que 
la técnica terapéutica aplicada no ha eliminado total- 
mente el cálculo renal objeto de la misma». 

Desde el punto de vista juridico. entendemos que a la 
beneficiaria no le debe ser de aplicación str;cto sensu lo 
dispuesto en el art 102, de la Ley General de Seguridad 
Social, Decreto 30 de mayo de 1974. en relación con el 
apdo. 1, del art 18. del Decreto 2766;67, de 16 de no- 
viembre, de Asistencia Sanitaria, sino el apdo. 3 del 
mismo articulo; y ello por cuanto la misma siguib las 
prescripciones médicas emitidas por los facultativos de 
la Seguridad Social, solicitando una de las alternativas 
que se le indicaban, la menos arriesgada y quiz& también 
la menos gravosa, si bien al serle comunicada la no exis- 
tencia de concierto con la clinica solicitada, ni con otras 
de la misma ciudad, en ausencia de otras indicaciones y 
dada la urgencia de su situación. acude a la Clinica del 
Sagrado Corazón, de Sevilla. 

Consideramos la posibilidad de aplicacik analógica 
en este caso, al conocer la existencia de concierto para 
las prestaciones de litotricia de la RASSSA con la Clinica 
del Sagrado Corazón. de Sevilla, Suscrito en fecha poste- 
riera la solicitud de la interesada. 

La aplicación stricto sensu del apdo. 1 del art 18. en 
cuanto indica que «cuando sin causa razonable el bene- 
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ficiario rechace o abandone el tratamiento indicado. 
podrá ser sancionado...>, desvirtúa los principios gene- 
rales de hermenéutica establecidos en el C8digo Civil. y 
ello porque en este caso no existe tipicidad que se ajuste 
a lo dispuesto en el precepto citado, pues la opcik? ofre- 
cida fue facilitada por la beneficiaria al elegir la ter+u- 
tica de litotricia. 

La doctrina mis especifica se ha pronunciado en nu- 
merosas ocasiones sobre la ampliación de la aplicaci8n 
de los apdos. 3 y 4 del ati. 18 repetidamente citado 1 S. 
del T.C.T. de 23 de abril de 1986) 

La jurisprudencia ha señalado, además, tres excep- 
ciones a la regla en la que la utilizacink de los servicios 
sanitarios ajenos origina el reintegro al beneficiado de 
los gastos ocasionados. siempre que se notifique y justi- 
fique la asistencia recibida; entre ellas cabe citar, por 
aplicac@! en este caso: 

- Supuestos de deficiencias estructurales de la Se- 
guridad Social por falta de Instituciones Sanitarias que 
dispensen la prestación ( SS.T.C.T. 15-03-77. 
30.01.79y 23-07-81). 

En aplicación de la jurisprudencia y del principio juri- 
dico odiosa restringenda favorabiliora amplianda. te- 
niendo como base institucional el ati. 43. estimamos 
que se dan en el presente caso causas razonables que 
desvirtúan la aplicación in littera del ant 102. de la Ley 
de Seguridad Social, Decreto 30 de mayo de 1974, en 
relación con el art 18. del Decreto 2766i76, de 16 de 
noviembre, y que, por lo tanto, es procedente la revisión 
del acuerdo desestimatorio del reintegro de gastos, a 
través de la correspondiente contestación expresa a la 
reclamación previa formulada por el interesado, en apli- 
cación de lo dispuesto en el art 58 y ss. de la Ley de Pro- 
cedimiento Laboral, de 13 de junio de 1980. 

Esta Institución elevó, al Adjunto al Secretario General 
Técnico para la RASSSA. esta recomendación a los 
efectos procedimentales previstos en el art 29 de la Ley 
911983. de 1 de diciembre. 

Posteriormente, se efectuó contacto telefónico por 
esta Institución con el interesado el dia 20 de noviembre 
de 1986, dándole cuenta del estado de su expediente, 
asi como de la procedencia de interponer la indicada re- 
clamación previa por su parte a la Dirección Provincial 
de la RASSSA en Sevilla, que seria coincidente en el 
tiempo con la ya expuesta recomendación nuestra. 

Dentro del plazo indicado de treinta días, contados a 
partir del siguiente al que le fue notificado el acuerdo de- 
sestimatorio, el interesado formuló reclamación previa 
ante la Dirección Provincial de la RASSSA, en Sevilla, en 
fecha 4 de diciembre de 1986. 

En fecha posterior, el Adjunto al Secretario General 
Técnico para la RASSSA. nos comunica lo siguiente: 

En contestación a su escrito relativo a la queja 1 12B6. 
con rnoti~~ de la litotricia extracorp8rea practicada. ma- 
nifiesto a V.I. 10 siguiente: 

con fecha 28-01-87. la Secretaria General Tknica de 
esta Consejeria de Salud. visto el escrito de reclamaci~” 
previa a la via jurisdiccional laboral interpuesto por el ase- 
gurado, ha adoptado el acuerdo de estimar la petlci~n. en 
aplicación de lo dispuesto en el Decreto de 16-l l-67. 
modificado por Decreto 2575173. de 14 de septiembre. 
en concordancia con el 102 del Texto Refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social. 

Queja 38 7186. Emisión de Recomendación 

Por via de coordinación y colaboración de funciones 
entre el Defensor del Pueblo de las Cortes Generales y 
esta Institución, se efectuó la tramitación de la queja re- 
ferenciada, cuyo objeto fue la reforma sanitaria prevista 
por la Consejeria de Salud. afectara al pueblo granadino 
de Guadix, y de la que ya haciamos referencia en 
nuestro anterior informe. 

Se celebró una reunión en el Ayuntamiento, el día 26 
de febrero de 1986, dándose cuenta por los distintos in- 
teresados de la necesidad de la instalación de un hospital 
para Guadix y su comarca. 

Después de las diversas gestiones de mediac¡& efec- 
tuadas por esta Institución con la Coordinadora Pro 
Salud y Otros estamentos de la localidad de Guadix, asi 
como con la Consejeria de Salud, se establecen las si- 
gulentes propuestas, que son enviadas. en fecha 26 de 
marzo de 1986, al Excmo. Sr, Consejero: 

1. Moratoria de un ario para la entrada en funciona- 
miento de la reforma sanitaria de la comarca de Guadix, 
durante cuyo plazo la asistencia sanitaria a la población 
de la zona quedará como en la actualidad, con depen- 
dencia de Granada. 

2. Compromiso del Colegio de Médicos de Granada y 
Diputación Provincial de Granada para realizar un estu- 
dio alternativo a la reforma sanitaria planteada por la 
Junta de Andalucía, segtin los términos que se han ofre- 
cido a los afectados. 

3. NO aceptación por parte de la Consejeria de Salud y 
Consumo de la propuesta planteada poresta Institución. 
a petición de los interesados. de la ampliación de la mo- 
ratoria hasta cinco años. 

4. Ofrecimiento por parte de la Junta de Andalucía de 
la realización de un estudio encaminado a favorecer el 
desarrollo socio-económico de la comarca de Guadix. 

A la vista de todo ello, y a tenor de la facultad que “os 
confiere el art. 28.1, de la Ley 9il983. de 1 de di- 
ciembre, por la que nos regimos. nos permitimos elevar 
las siguientes recomendaciones y sugerencias: 

1) Que en todo caso, y cualquiera que sea la forma 
en que se lleve a cabo la reforma de la red hospitalaria 
de Andalucia. ha de ser tenida en cuenta co” carácter 
prioritario la atención a la protección a la salud que esta- 
blece el art 43.1 de la Constitución. 

2) Por otra parte. nos parece oportuno reiterar a esa 
Consejeria la conveniencia de reconsiderar la ampliación 
de la moratoria de un año durante el tiempo que sea pre- 
ciso para que la reforma hospitalaria de la zona se lleve a 
cabo sin graves perjuicios para los ciudadanos afec- 
tados, con libertad de opción en cuanto a la dependencia 
de Baza o Granada durante ese periodo. 

Lo expuesto fue también enviado para su conoci- 
miento al Alcalde del Ayuntamiento de Guadix. 

Con fecha 17 de abril de 1986, se recibe escrito del 
Consejero de Salud informando que se ha remitido a’ 
todos los Ayuntamientos de la Comarca de Guadix el si- 
guiente comunicado: 

E,, la entrevista sostenida. el pasado dia 8 de abril. co” 
los representantes de la Comarca de Guadix. integrados 
en la dimisión de Seguimiento de los AyuntamIentos. 



SEVILLA. 10 DE SEPTIEMBRE DE 1987 BDPA NUM. 138 PAG. NUM. 3.049 

se les comunicó que. en el plazo de 8 días. se remitiria 
contestación por escrito sobre la posic¡& final de la Con- 
sejeria de Salud y Consumo sobre la ordenación sanitatia 
de la Comarca a cada uno de los Ayuntamientos. Asi- 
“mmo. se les indico que en tal contestación se tendria en 
cuenta tanto las peticiones que trasladaban, como las su- 
gerencias realizadas por el Defensor del Pueblo Andaluz. 

En el establecimiento de las decisiones de esta Conse- 
leria, se han tenido en cuenta las siguientes considera- 
clones: 

ll Como se puso expresamente de manifiesto en la 
citada entrevista, todos los miembros de la Comisión de 
Seguimiento coincidieron con la Consejeria de Salud y 
Consumo en los siguientes aspectos: 

ai La extrema conveniencia de llevar inmediata- 
mente a la práctica la Reforma de la Atención Prima- 
rla. a través de la constitución del previsto Distrito 
de Atención Primaria. 

b/ La extrema conveniencia de cornenrar el pro- 
ceso de transformación del Ambulatorio de la Segu- 
ridad Social en Centro Periférico de Especialidades, 
como medio para ampliar los se~icios de las espe- 
cialidades ya existentes y aumentar el número de 
éstas. y de que a tal fin se procediera a ofertar la je- 
rarquización a los actuales especialistas de cupo. 

d La atenkn en las llamadas superespeciali- 
dades. por ser sólo realizables en los hospitales de 
máximo nivel, continuará en cualquiér caso impar- 
ti6ndos.e en los hospitales de la ciudad de Granada. 

Asimismo se puso expresamente de relieve que las di- 
ferencias radican en que. mientras que la Consejeria 
estria procedente que los cuidados de hospitalización 
en el resto de especialidades se impartan en el Hospital 
de Bara, la Comisión de Seguimiento propugna que 
éstos se realicen en un futuro hospital a construir en 
Guadix. estableciéndose mientras tanto una ordenación 
de transición. 

2) Que las sugerencias transmitidas por el Defensor 
del Pueblo Andaluz, Excmo. Sr. D. Manuel Conde- 
Pumpido. a esta Consejeria tienen la transcripción literal 
siguiente: 

al uQue en todo caso. y cualquiera que sea la 
forma en que se lleve a cabo la Reforma de la Red 
Hospitalaria de Andalucia. ha de ser tenida en cuenta 
CO” carácter prioritario la atención a la protecci6n de 
la salud que establece el ar, 43.1 de la Constitu- 
ccon.» 

bi uPor otra parte, nos parece oportuno reiterara 
esa Consejeria la conveniencia de reconsiderar la 
ampliación de la moratoria de un año l . ..l con liber- 
tad de opci6n en cuanto a la dependencia de Baza o 
Granada durante ese periodo.» 

3) Que las reivindicaciones contenidas en el escrito firm 
mado por los alcaldes de los Ayuntamientos dala co- 
marca. y transmitidos por su Comisi6n de Seguimiento. 
responden ai tenor literal siguiente: 

aJ <<Dependencia hospitalaria de Granada o que se 
admita la libertad de opción hospitalaria de los CIU- 
dadanos.» 

bl «Exigir de la Junta de Andalucia la puesta en 
marcha de la Reforma Sanitaria asi corno de la Aten- 
ción Primaria -con la abstencion de Huéneja y Be- 
nalú, de Guadix-. sin que esta medida suponga re- 
“““ciara ninguno de los puntos que se reivindican~» 

cl «Mostrar nuestro apoyo y solidaridad con el Al- 
calde de Guadix y su Corporación en nuestras reivinm 

dicaciones; y ante las medidas de presi6n de que 
venen siendo objeto entendemos deben cesar toda 
vez que los alcaldes aqui reunidos nos comprome- 
temos a la defensa de los intereses sanitarios y SO- 
ClOeCOnómicos de Guadix y su comarca por los 
ceuces legalmente establecidosu 

4. En la reunión antes mencionada, el Consejero de 
Salud y Consumo manifestó que. independientemente 
de la valoración que pueda establecerse de las reivindica- 
clones concretas, la Junta de Andalucia comprende los 
motivos profundos de las tensiones existentes. que son 
los derivados del declive económico y social que afecta a 
Guadix y su Comarca. Esta apreciación ha sido la causa 
del ofrecimiento realizado por el Presidente de la Junta 
de Andalucia en orden a elaborar un Plan de Promoción 
Socioeconómico en la zona. ofrecimiento que se man- 
tiene. 
En raz6n de ello. la Consejeria de Salud y Consumo ha 
adoptado las siquientes decisiones: 

1. En el plazo m6ximo de tres meses. se pondrá en 
marcha el Distrito de Atención Primaria, unánimemente 
solicitado en su dia por los plenos de los Ayuntamientos 
de la comarca en las condiciones ya anunciadas por la 
Consejeria de Salud y Consumo. 

Con tal fin, se están realizando actualmente los cursos 
de reciclaje de todos los sanitarios del sector, que finali- 
zar& en mayo. Asimismo. el Boletín Oficial& la Junta de 
Andalocia publicar.& el dia 15 de abril, el co”curso de ad- 
judicación de las obras del Centro Coordinador del Dis- 
trito. por importe de 90.472.896 Pts.. y cuyo plazo de fi- 
nalización -incluyendo un margen de imprevistos- 
seré de 14 meses. Hasta su apertura. se utilizar6 como ta, 
el actual ambulatorio de la Seguridad Social, que será 
adaptado con dicho objeto. mediante obras de reforma 
que durarán dos meses y comenzarán el próximo 21 de 
abril. 

2. Con el fin de poner en marcha las medidas previstas 
para la ampliaci6n y mejora de la asistencia especializada. 
se iniciará el proceso de transformackk del actual ambu- 
latorio en centro perif&icode especialidades. 

A este efecto, se ofertará la jerarquización a los ac- 
tuales especialistas de cupo, con lo que automáticamente 
se ampliará a más del doble de su tiempo de dedicación. 
La incorporación de nuevas especialidades deberá ser 
paulatina, toda vez que no habrá espacio suficiente en el 
ambulatorio hasta que no entre en funcionamiento el 
nuevo centro de distrito. La ampliaci6n de los se~icios 
ambulatorios de especialidades en Guadix se irá cu- 
briendo inicialmente con la capacidad no utilizada por lo?. 
médicos especialistas de Bara, sin que ello prejuzgue la 
Inviabilidad de un futuro hospital en Guadix. 

3. Accediendo a las peticiones de la Comisión de Se- 
guimiento de los Ayuntamientos de la coroarca ya las su- 
gerencias del Defensor del Pueblo andaluz. se acepta dar 
libertad de opcion a todos los habitantes del Distrito de 
Guadix para que. a efectos de los servicios de hospitaliza- 
ción. puedan acudir a Granada o Bara. según su preferen- 
cta. 

Es &ta una decisión que. por sentida que sea entre la 
población de la zona, no deja de suponer Un importante 
sacrificio para el resto de los andaluces~ Ello se debe a 
que tal libertad de opckin, además de limita la eficacia 
de las medidas tendentes a aligerar la creciente sobre- 
carga que padecen los hospitales de Granada. contribuiri 
a “na infrautilización del hospital de Baza en una cuan% 
Imposible de determinar previamente. a pesar de que los 
costes de su mantenimiento sean prácticamente los 
mismos, pudiendo sobrepasar los 200 millones de pe- 
setas anuales el gasto no productivo derivado de tal si- 
tuación. 
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4, En relaci8n con la posibilidad de que se construya un 
centro hospitalario en Guadix. esta Consejeria reitera que 
-en la perspectiva de los condrionamientos actuales- 
no encuentra viable tal proyecto en un futuro previsible. 
pero que esta dispuesta a considerar cualquier diseño al- 
ternat~vo que no sea contrario a los principios de raciona- 
lidad funcional y solidaridad co” el conjunto de los anda- 
luces. 

Como quiera que los medios para elaborar dicho 
proyecto alternativo estãn disponibles. toda vez que el 
Colegio Oficial de Medicos ofrece el soporte técnico para 
realizarlo y la Diputaci¿~n Provincial se ha manifestado 
dispuesta a financiarlo, se concede para su elaboración el 
plazo de año y medio. Transcurrido dicho plazo, y a re- 
sultas de lo anterior, se adoptará por la Junta de Andalu- 
cia la decisión definitiva sobre la cobertura de las necesi- 

dades de hospitalización de la comarca. 

A la vista del resultado de las gestiones de media+n, 

y lo expuesto por la Consejeria. esta Institución continúa 

el seguimiento de la queja y transcurso de los plazos se- 
ñalados. 

Queja 764/85. Emisión de Recomendación 

La interesada expone queja sobre la presunta discrimi- 

nación laboral sufrida al acceder a un contrato para auxi- 
liar administrativo interina en el Hospital de Valme de Se- 

villa, por causa de encontrarse en estado de gestación. 
Indica el trato humillante recibido al ser enviada a re- 

conocimiento médico. Posteriormente. ante la Dirección 

Provincial de la RASSSA le fue comunicado que no le 

podian ofrecer el trabajo por encontrarse en estado de 

gestación. La interesada carece de documentos de noti- 
ficación de la RASSSA. por haber sido requerida telefó- 

nlcamente para que se personase en el Hospital de 
Valme. 

Asimismo. en fecha 16 de noviembre de 1985, la in- 
teresada formuló reclamación sobre el tema a la Direc- 

ción Provincial de la RASSSA en Sevilla. 

Examinada la queja. se procedib a admitirla a trámite 
por comprobarse la existencia de los requisitos necesa- 

rios para ello, y de conformidad con lo dispuesto en el 

art 18 de nuestra Ley reguladora, se procedió a solicitar 

el preceptivo informe a la Dirección Provincial de la 
RASSSA. en Sevilla. 

Con fecha 6 de febrero de 1386, recibimos escrito de 
la citada Dirección Provincial. en el que se indica: 

Esta Dirección Provincial no considero que fuera inco- 
rrecto. ni humillante, que el Admnnistrador adjunto remi- 
tiera a la reclamante al Servicio de Medicina Preventiva. 
responsable de los reconocimientos médicos al personal 
del hospital. ya que es prictica de todos los hospitales el 
reconocimiento del personal y xya obligatoriedad está 
recogida en el art. 7.5 de la Ordenanza General de Seguri- 
dad e Higiene. y en el art 63 del Estatuto del Personal no 
Sanitado al Servicio de las II.SS. de la S.S. 

También la no contrataci8n como interino nos pareci¿~ 
correcta dado su avanzado estado de gestación. y ha- 
biéndose celebrado en ese momento un primer examen 
para cubrir las plazas vagantes: previsiblemente su con- 
trato no duraría má$ de tres meses, de los que podría 
estar en baja al menos dos por descanso maternal, con el 
consiguiente perjuicio para el hospital. que si la contra- 
taba era por las necesidades funcionales del mismo. 

Esto, por otro lado. no era discriminatorio. sino incluso 
beneficioso para la reclamante, ya que una vez que tw 
hiera dado a luz podria beneficiarse de un contrato 
mucho más largo al estar la primera en la lista de interini- 
dades, tras agotar el periodo de contratación eventual. 

Dispos;c;ones normativas afectadas 

Arts. 9.2, 14 y 35.1 de la Constitución; art 17.1 del 
Estatuto de los Trabajadores. Ley 8180, de 10 de 

marzo. Convenio de la O.I.T. ( ntim ll 1. sobre discrimi- 

nación, empleo y ocupación, 1958) 

Convención de las Naciones Unidas sobre la elimina- 

ción de todas las formas de discriminación contra la 

mujer. 1979, ratificado por Instrutiento de 16-l Z-83 
l6OEl9al21-3-84). 

Convenio O.I.T. núm 156, sobre igualdad de oportuni- 

dades y de trato entre trabajadores y trabajadoras: tra- 
bajadoras con responsabilidades familiares, 1981, ratifi- 

cado por España por Instrumento 26-7-85 (BOE 
12.1 1.85). 

Recomendación sobre los trabajadores con responsa- 
bilidades familiares, 198 1, 

Como consecuencia de lo expuesto, nos permitimos 
formular unas breves consideraciones acerca de la de- 
terminación del concepto de discriminación. 

Teniendo como base interpretativa en nuestro orde- 
namiento el art. 17.1 del Estatuto de los Trabajadores, 

se puede determinar el concepto de discriminación par- 
tiendo del Convenio de la O.I.T. núm ll 1, compren- 
diendo dos apartados: 

al Cualquier distinción. exclusi&, o preferencia basada 
en motivos de raza, color, sexo, religión. opinión politica. 
ascendencia nacional u origen social que tenga por 
efecto anular la igualdad de oportunidades o de trato en 
el empleo y ocupación. 

bl Cualquier otra distinción. exclusibn o preferencia 
que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de opor- 
tunidades o de trato en el empleo u ocupacirk 

La discriminación supone. en definitiva. una diferen- 

ciación de tratamiento. Esta diferenciación debe tener 

como efecto final ex post el anular o alterar la igualdad 

de oportunidades y!o la ocupación. es decir, el acceso al 
empleo. 

Hemos de recordar y ser conscientes de que la discri- 
minación de la mujer viola los principios de igualdad de 

derechos y el respeto a la dignidad humana. que dificulta 
la paticipacion de la mujer en las mismas condiciones 
que el hombre en la vida politica. social, económica y 
cultural, asi como que. por ello. el papel de la mujer en la 
procreación no debe ser causa de discriminación. 

Es también criterio unánime que «toda desigualdad 

no constituye necesariamente una discriminación; la 
igualdad sólo es violada cuando la desigualdad está des- 
provista de una justificación objetiva y razonable. y la 
existencia de dicha justificación debe apreciarse en rela- 
ción con la finalidad y efectos de la medida considerada. 
debiendo darse una relación razonable de proporcionali- 
dad entre los medios empleados y la finalidad perse- 
guida» (Sentencia del Tribunal Constitucional de 
1 O-7-81), no siendo de aplicación en este caso. pues la 
negativa a la contratación se fundamenta en razones de 
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funcionalidad del hospital, anulando con este acto la 
plena capacidad laboral de una persona en estado de 
gestación, y aun más teniendo en cuenta el tipo de tra- 
bajo a realizar, auxiliar administrativo. actividad compa- 
tible con el estado de embarazo de una mujer. 

Entendemos que se ha producido una actuación dis- 
criminatoria por razón de sexo. ya que la razón tinica 
aducida para no formalizar el contrato de trabajo reside 
en el estado de gestación de la reclamante. 

En la contratación de personal sólo debe tenerse en 
consideración las capacidades individuales del traba- 
jador/a y no la situación transitoria de embarazo 
que tiene su origen en su condiciõn de mujer. y que, por 
tanto, puede constituir un criterio discriminatorio para el 
sexo femenino. 

La no discriminación laboral por razón de sexo. en la 
que se incluye tanto el acceso al empleo como la presta- 
ción de servicios~ es una consecuencia particularizada 
del principio de igualdad del art. 14 de la Constitución. El 
sentido de esta no discriminaciim hay que referirlo a un 
plano de igualdad de condiciones o posibilidades labo- 
rales. La no discriminación requiere un igual trato laboral 
a los que sean laboralmente iguales. 

Como síntesis de todo lo expuesto, se formula la pre- 
sente Recomendación en ejercicio de la facultad recono- 
cida en los arts. 28.1 y 29, de la Ley 911983. de 1 de di- 
ciembre. 

Siendo de obligado cumplimiento lo dispuesto en los 
arts. 9.2 Y 14 de la Constitución. es preciso incluir en este 
contexto los derechos fundamentales que establecen 
una relación juridica entre cada ciudadano y los poderes 
públicos. derechos fundamentales que tienen un carác- 
ter permanente e imprescriptible; dentro de éstos. ob- 
viamente, se encuentra el derecho a no ser discriminado 
por razón de sexo. 

Esta Institución pretende evitar que se produzcan si- 
tuaciones similares a las que motivan la emisión de esta 
recomendación. debido a que ciertos condicionamientos 
sociales, y. en ciertos casos, la fuerza de la costumbre, 
pueden impedir la aplicación efectiva de las normas juri- 
dicas de contenido antidiscriminatorio, sugiriendo en 
estos casos la modificación de criterios utlizados para la 
producción de actos y resoluciones sobre este tema. 

Esta recomendación fue remitida a la Dirección Pro- 
vincial de la RASSSA de Sevilla. de conformidad con lo 
dispuesto en el art 29, de la Ley 9’83. de 1 de di- 
ciembre. Este organismo emitió contestación a la refe- 
rida recomendación, indicando lo siguiente: 

Acusamos recibo de su oficio. de 10 de noviembre de 
1986. de! recomendación sobre no discriminaci6” por 
raz& de sexo en la queja ncm. 764186, y le informamos 
que la afectada se encuentra trabajando en la Direccion 
Provincial desdeel 13-3-86. 

Esta Direcci,k Provincial viene manteniendo con sus 
contrataciones el principio de no discriminación. determi- 
nado en el ati. 17.1 de la L.E.T. y correlativos de la C.E. y 
nos permitimos discrepar de la calificac¡& formulada 
por V.E. «de discriminaci8n por razón de sexo w en la no 
contratación referida. 

La discriminación se da cuando una distinción de trato 
carece de justificaci8n objetiva y razonable y el an;muses 
anular la igualdad de oportunidades ( Convenio 111 y T.S.1 
y crear agravio al discriminado. 

Efectivamente. en nuestro escrito-informe dirigido a 
V.E. en fecha 6.2.86.k indicabamos que la contratación 

de la interesada producia disfunclonalidad en el hospital, 
cuyo servicio tambikn es una prestación constitucional. 
pera esto era el efecto de una causa que tambikn indica- 
bamos en el escrito «dado su avanzado estado de gesta- 
ClOrw 

NO era el embarazo. como situación connatural del 
sexo femenino, era la circunstancia objet,va de lo avan- 
zado de su estado. comprobado por nuestro se~icio 
médico de acuerdo con el art 7.5 de la Ordenanza Gene- 
ral de Seguridad e Higiene. y el art 63 del Estatuto de Per- 
sonal no Sanitario al Servicio de las II. SS. de la S’S. que 
ordena el reconocimiento médico al personal laboral. El 
avanzado estado de gestación (es mas de 7 meses) no 
sólo es la causa objetiva, sino también razonable, puesto 
que de acuerdo con el art. 45 de LET en relación CO” el 
art 48.4 del mismo texto, a los 20 dias se podría suspen- 
der el contrato, ya que de conformidad con el meritado 
articulo 48.8 la distribución de las 14 semanas se efectúa 
a opción de la interesada. es decir, como tiene señalado 
el T.C., 6 semanas antes del parto si lo desea. 

El que la empresa no hubiera efectuado un contrato. 
por el navazada estado de gestacibn: que en virtud de la 
propia LET 20 dias después podria dar lugar a la suspen- 
sión del contrato, que. por otra parte por su propia natu- 
raleza, estaba abocado a una duración de tres meses 
más o menos. no puede suponer perjuicio o agravio com- 
parativo y diferenciacik contra». que determine la discri- 
minación por sexo. que seguramente se hubiera dado si 
la causa hubiera sido el embarazo y no el avanzado 
estado de gestación. 

A la afectada se le indicó. y asi se ha hecho, que se le 
daria trabajo, y posiblemente mejor y más duradero, cosa 
que tambibn se ha hecho, por lo que no se ha producido 
ningún agravio. Por el contrario el hecho de que la intere- 
sada hubiera podido dejar de trabajar a los veinte dias y 
quedar su contrato suspenso por 14 semanas. que era el 
tiempo aproximado del contrato. hubiera producido un 
perjuicio para la instituci6n yen definitiva para la asisten- 
cia sanitaria. ya que la gestión, aunque sea auxiliar. tam- 
bien es de asistencia. 

Examinada la contestación recibida, esta Institucik 
acordó el traslado de los antecedentes del caso al 
Excmo. Sr. Consejero de Salud. según dispone el 
ati. 29.2, de la Ley 9’83, de 1 de diciembre. estando 
pendiente de contestación en la fecha actual. 

CAPITULO III 

Al ANALISIS GENERAL DE ESCRITOS 
RECHAZADOS 

B) QUEJAS REMITIDAS AL DEFENSOR DEL 
PUEBLO 

Análisis de las quejas investigadas y cerradas co- 
rrespondientes al aiío 1986 

1. Introducción, 

Las quejas que han sido rechazadas lo han sido por 
una serie de motivos que es necesario comentar, a 
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pesar dé que en el anterior informe se realizó una 
somera referencia a estas resoluciones en cada una de 
las áreas de clasificación. Las causas de rechazo van re- 
ferenciadas en el cuadro núm. 1, especificándose 
además el ntimero de quejas que se incluyen en cada 
apartado. 

El primer motivo de rechazo radica en el hecho de que 
una vez estudiada la queja en todos sus pormenores. no 
se halle irregularidad alguna en la actuaci6n de la Admi- 
nistración en relación co” los hechos que se exponen en 
el escrito de queja. En consecuencia, estos escritos no 
pueden recibir el trámite de quejas, y pasan a archivo de- 
finitivo. comunicándose al interesado las razones de 
esta resoluci6n. 

En segundo lugar, que la resolución del asunto sobre 
el que versa la queja no sea competencia de esta lnstitu- 
ción. La casuistica en este apartado es muy variada. Por 
ello se han destacado tres aspectos de este apartado, 
asignándoles epigrafe independiente: que se trate de 
asuntos de carácter juridico-privado. en los que. por lo 
tanto, no es parte la Administración Autonómica; que el 
asunto en cuestión esté sub-iudice. en cuyo caso el 
art. 17.2, de la Ley 9/83, reguladora de la Instituci6n. 
precepttia la suspensión de toda actuación; o que el 
asunto haya sido objeto de resolución judicial. con lo 
que se constituye en materia juzgada, debiendo seguirse 
la via jurisdiccional ordinaria para modificar dicha resolu- 
ción. si hubiere lugar a ello. 

Otros tres apartados se refieren a la ausencia de al- 
gunos de los requisitos formales a que se refiere el 
art 16.1, de la citada Ley 9/83. En estos tres apartados 
se incluyen las quejas anónimas; aquellas en las que, no 
apreciándose la intención de mantener el anonimato, no 
se produce la ratificación por escrito que en estos casos 
se interesa del remitente; y finalmente. aquellos casos 
en los que se juzgan necesarios datos o documentos 
complementarios para el estudio del asunto y el intere- 
sado no los aporta. 

Un grupo de quejas se ha rechazado por carencia de 
una pretensión concreta. Estas quejas expresan opi- 
niones generales sobre determinados aspectos politices. 
sociales o administrativos del país, pero sin aludir a irre- 
gularidades concretas que pudieran lesionar legítimos 
derechos de los remitentes. 

Igualmente, se rechazan las quejas cuando exponen 
asuntos que tuvieron lugar más de un año antes de diri- 
glrse a esta Institución. Este plazo. según se dispone en 
el art. 16.1, de la Ley 9183, se entiende contado a partir 
del momento en que el reclamante tuviera conocimiento 
de los hechos que han motivado la reclamación. Este cri- 
terio. sin embargo, se ha venido aplicando con la flexibili- 
dad que impone la dificultad que en ocasiones se pro- 
duce para determinar el momento en que el interesado 
tuvo conocimiento de los hechos. 

En ocasiones, la Administración resuelve antes de 
que la Institución haya procedido al estudio de la queja, 
por lo que el reclamante desiste, y la queja se archiva. 

Cuando el escrito dirigido a la Institución expone 
asuntos no concernientes al firmante. careciendo por 
ello de interés legitimo para formular la reclamación. se 
pone en su conocimiento la necesidad de que sea el inte- 
resado quien firme el escrito. En el caso de que no se 
produzca esta circunstancia. la queja se rechaza y se 
archiva. 

Finalmente, cuando el reclamante envía su escrito de 
queja simultáneamente al Defensor de las Cortes Gene- 
rales y al Defensor del Pueblo andaluz. en virtud de un 
acuerdo entre ambas Instituciones, y a fin de evitar du- 
plicidad de actuaciones sobre el mismo asunto. la queja 
presentada en esta Institución se rechaza; tramitándose. 
si procede, por la Institución de Madrid. 

CUADRO NVM. 1 

C”A<DRON”M. 2 

Areas 
Gobernaciõn .,...,....................,..,,...............,.,..............,,.,,.,,...........,,.,,.,,.,,.,......... 174 
Trabajo y Seguridad SOCiôI 1 53 
Justicia 1 16 
Educacih 53 
Obras publicas y transporte 52 
Salud 34 
Hacienda ~..~ ~..~ 11 
Agricultura y,,esca ~..~..~..~..~.~.~.~~..~..~..~..~~~~~~~~~ ~..~,~.~~~~.~~~~~.~.~~~.~..~.~~..~~.~~~~ ~.~~ 9 
Economia ~fomento~..~..~..~.~~..~ ~.~~~.~.~~..~.~~~~ ~.~ ~~~~.~~~~~.~ ~~~.~~~~~..~~.~~~~~~~~~~~~~~ 6 
C”lt”ra~~~~.~..~..~... ..~.....~~.~.~~~~~~.~~.~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~ ~~~~~~~~~~~~~~~ ~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~~ 5 
Presidencia 3 

Total 616 

2. Ejemplos de rechazadas 

Queja 1 OW8.S 

M.S.P. se jubiló anticipadamente de forma voluntaria. 
por la situación de su familia, que le obligaba a disponer 
del tiempo necesario para cuidar de su madre, de 90 
años, y de su esposa. que padecia una grave enferme- 
dad. En el INSALUD. Departamento de Pensiones, se le 
informó con anterioridad, y previo examen de las veinti- 
cuatro últimas nóminas, y del justificante de haber coti- 
zado durante 19 años. que su pensión ascenderia a cua- 
renta y seis mil pesetas mensuales, en vista de lo cual 
realizó las gestiones necesarias para su jubilación. En 
cambio. después de esperar nueve meses, su primera li- 
quidación quedaba reducida a treinta y seis mil pesetas. 



Recurrió a un sindicato, al que pertenecia. que, segi,” 
afirmaba, interpuso recurso. sin resolución hasta la 
fecha de presentaci3n de la queja. 

A la vista de lo expuesto, se le solicitó fotocopia de 
toda la documentación relativa al ceso que obrara en su 
poder: solicitud de jubilación. recurso contra la liquida- 
ción, demanda presentada en Magistratura. etc. Asi- 
mismo, Se le rogó aclaración del motivo de la queja, esto 

es. si se quejebe de retraso en Magistratura o de la baja 
cuantía de la pensión. 

Pocas semanas m.ks tarde. el interesado comunicó a 
la Institución que su ceso se habia resuelto, incluso sin 
recurso a la via judicial. Por ello. entendiendo que el inte- 
resado desistia, la queja fue archivada, comunicándo- 
selo asi. 

Queja 10 7/86 

El reclamante adquirió en el año 1972 una cese .vieja 
que estaba declarada en ruina, y co” su trabajo personal 
la acondicionó e incluso la dobló. Presentó un proyecto 
de reforma de la fachada, y le fue denegado, alegándose 
que el proyecto debe incluir toda la cese, lo cual estaba 
fuera de sus poabllldades. Verbalmente, afirmaba, el ar- 
quitecto le comunicó que no daba el visto buerio porque 
co” el proyecto que presentaba el interesad6 iba a encu- 
brir obras anteriores realizadas si” permiso. 

Una vez estudiada la queja, se comprobó que de la do- 
cumentación aportada no se desprendia una actuación 
irregular por parte del Ayuntamiento y de la Dirección 
General de Bellas Artes. Ambos organismos se limitaron 
a aplicar las disposiciones legales vigentes, requerirle un 
proyecto completo de la obra y ordenar su paralización 
hasta que no se obtuviera la preceptiva licencia, de 
acuerdo co” lo dispuesto en la Ley del Suelo y Ordena- 
ción Urbana, Real Decreto 134611976, de 9 de abril, 
arts. 178 y SS. 

En consecuencia. y estimando que no hubo actuación 
irregular por parte de la Administración pública. se pro- 
cedió al archivo del expediente a tenor de lo dispuesto 
en el art. 30 de la Ley 9183. de 1 de diciembre, del De- 
fensordel Pueblo andaluz. 

Queja 608/86 

El reclamante planteó queja por su cese inmotivado 
como Jefe de la Sección de Personal de una Delegación 
provincial, y por otras actuaciones, a su juicio irregulares, 
de este Delegación y de la Dirección General de Personal 
en la tramitación del expediente disciplinario que se le 
abrió con posterioridad. 

A la vista de las disposiciones le&es en que se funda- 
mentaba su solicitud de intervención de esta Institución, 
se pensó que podía haber presentado queja tambiån 
ante el Defensor del Pueblo estatal, extremo este que 
fue confirmado por el interesado. 

Por ello, a fin de evitar innecesarias duplicidades de 
actuación, y en virtud de los acuerdos de coordinación y 
cooperaci~” previstos en el art 12, de la Ley Orgánica 
3i8 1, del Defensor del Pueblo, y los arts. 1, 2 y 14. de la 
Ley 9/83, del Defensor del Pueblo andaluz. se procedió 
al archivo de este expediente, si” perjuicio de que por 
aquella Institución se adoptaran las medidas que. des- 

pués de un detenido estudio de la queja, se estimaran 
procedentes. 

Queja 599/86 

Un grupo de profesores de EGB de un colegio ptiblico 
dirigieron escrito a esta Institución quejándose del 
futuro cese de su directora. que lo era por oposición, 
previsto para fecha próxima, como consecuencia de la 
entrada en vigor de la LODE. 

Una vez estudiado el escrito, se comunicó a los remi- 
tentes la imposibilidad de admitir a trámite su queja, 
toda vez que en la cuestión que se plantea no era” ellos 
parte directamente interesada. En efecto, los criterios 
sobre procedimiento de selección y nombramiento de 
directores escolares so” de carácter técnico-politice. y 
muy diversos en el mundo occidental. En nuestro pais el 
procedimiento de selección viene regulado por une dis- 
posición del más alto rengo. que incluso ha sido some- 
tida a dictamen del Tribunal Constitucional. En cualquier 
ceso. esta Institución no está facultada para intervenir 
en la fijación de esos criterios, excepto si co” su aplica- 
ción resultara” vulnerados los derechos reconocidos en 
el Titulo I del Texto Constitucional, en cuyo caso. de 
acuerdo con lo dispuesto en el art. 16, de la Ley 9183. 
debe ser la persona interesada quien presente el escrito 
de queja. Por consiguiente, en este ceso, debería ser la 
propia directora, en el caso de que estimara que sus de- 
rechos habia” sido lesionados. quien se dirigiera a este 
Institución fundamentando debidamente su reclama- 
ción. 

Como quiera que la interesada no dirigió a la Institu- 
ción el correspondiente escrito de queja, al que se aludia 
anteriormente. el expediente fue archivado definitiva- 
mente. 

Queja 2 72/86 

Presentada por P.C.R.. separada, que había recibido 
notificación de desahucio de la vivienda en la que residía, 
estando vista la resolución de divorcio. a falta de la firma 
del Juez de 1 .a Instancia. Ante esta situación, solicitaba 
que se efectuara la separación de bienes, o bien que el 
Banco Hipotecario aceptara formalizar un nuevo conve- 
nio co” ella, que pagaría los intereses de la deuda que 
habia ocasionado el desahucio. si es que no resultaba 
posible que la abonara su ex-marido por los beneficios 
producidos por otra vivienda de su propiedad. en los 
que la reclamante estimaba que tendria su parte. 

Se solicitó de la interesada fotocopia de la sentencia 
de divorcio. y. tras su estudio. se le comunicó la resolu- 
ción de la Institución. orientándola respecto al caso que 
planteaba. 

En la sentencia se ratificaban las medidas acordadas 
en los autos de separación, observándose que. de una 
pate. aquella sentencia dictada en los autos de divorcio 
le denegaba su petición co” referencia al uso del domici- 
lio conyugal que pretendia. y. por otro lado, que el de- 
sahucio de que era objeto en cuanto a la vivienda en que 
convivia co” otro compañero había sido dirigido contra 
este en cuanto inquilino, por tratarse de vivienda distinta 
a la que constituia el domicilio conyugal. En consecuen- 
cia. afectándole indirectamente a la reclamante ese de- 
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sahucio. se le aconsejti que, amparándose en el conte- 
nido de un considerando de la sentencia de divorcio. so- 
licitase por medio de su abogado la modificación de las 
medidas adoptadas anteriormente y ratificadas en esa 
sentencia en orden al “so del domicilio conyugal, por si 
entendiese el Juez que se habia producido un cambio 
sustancial de las circunstancias tenidas en cuenta con 
anterioridad. que aconsejaran esa modificación de la 
medida. 

Por lo que respecta alas demás cuestiones afectantes 
al Banco Hipotecario. se le informó que sus proposi- 
ciones escapaban de toda posible actuacü,n de esta lns- 
titución, según los términos de la Ley por la que se rige, 
debiendo ser negociadas con el propio Banco. por si 
aceptara aquel alguna de las soluciones que se le ofre- 
cieran. 

En lo referente a la separación de bienes, se puso en 
su conocimiento que. conforme al ati. 95 de la Ley de 7 
de julio de 1981, modificadora del Ctidigo Civil, la sen- 
tencia firme de separación. nulidad o divorcio. produci- 
ria, respecto de los bienes del matrimonio. la disolución 
del régimen económico matrimonial. y que, a tenor del 
art 91 de la misma Ley, en esas sentencias o en su eje- 
cución. el Juez determinaria las medidas que hubieran 
de sustituir a las ya adoptadas con anterioridad en rela- 
ción con la liquidación del régimen económico. 

Finalmente. se le señaló que por tratarse en su queja 
una cuestión sometida a los tribunales de justicia. la lns- 
titución suspendía ~su posible intervención en el caso 
mientras dichas actuaciones no terminaran, según 
señala el art. 17.2, de la Ley 9/83. y sólo en el caso de 
que se produjera en el curso de esos procedimientos un 
retraso injustificado y prolongado. podria comunicarlo 
por escrito. a fin de que se trasladara su queja al Fiscal 
General del Estado o al Consejo General del Poder Judi- 
cial, según previene el ati. 15 de la citada Ley. para que 
se adoptaran las medidas oportunas. 

Por último. es destacable un grupo de quejas origi- 
nadas por la aplicación de la Ley Orgánica del Derecho a 
la Educación (LODE) y disposiciones que la desarrollan. 
Son las registradas con los núms. 679186, 691186, 
733i86. 769/86, 1038/86 y 1239186. Todas ellas 
versan sobre distintos aspectos de la regulación de los 
derechos contenida en la Ley. Asi, la queja 679186 for- 
mula una serie de consideraciones sobre el derecho a la 
educación, citando la Constitución y la Declaración Uni- 
versal de Derechos Humanos, para denunciar el hecho 
de que un colegio privado hubiera obtenido solamente 
concierto singular, en lugar del concierto pleno que 
había solicitado. Sobre el mismo tema y colegio. se reci- 
bió la queja 691/86. 

En la queja 733186 el reclamante estima que el hecho 
de tener que consignar sus ingresos familiares en el im- 
preso de solicitud de matricula de su hijo en el colegio, 
constituye una irregularidad, alegando en su defensa el 
principio de igualdad. contenido en la Constitución, y ra- 
zones de procedimiento, no suficientemente aclaradas. 

El resto de las quejas antes reseñadas son de conte- 
nido similar, y todas ellas recibieron el mismo trata- 
miento y resolución. En resumen, la resolución se funda- 
mentaba en el hecho de que la LODE. y concretamente 
los articulos de la misma que regulan las materias objeto 
de estas quejas, fueron objeto del recurso previo de in- 
constitucionalidad núm. 180184. sin que el Alto Tribu- 

nal. según consta en sentencia núm. 7711985, de 27 
de junio, hallara iposición alguna entre estos y el Texto 
Constitucional. En consecuencia. no pudieron admitirse 
a trámite y se archivaron definitivamente. 

3. Quejas rechazadas. Valoración 

Al principio de este capitulo han quedado descritas 
las causas de inadmlslbllldad de un escrito de queja. Asi- 
mismo, se han consignado los datos estadísticos refe- 
rentes a este grupo de quejas. Es necesario comentar 
ahora el elevado porcentaje de quejas que no han 
podido ser admitidas a trámite. Esta cifra puede parecer 
alta, incluso excesiva. a los ojos de quien las contemple 
externamente. Sin embargo, esta Institución se afirma 
en la idea de que estos escritos han recibido el trata- 
miento que les correspondia en consonancia con las 
competencias legales que le han sido conferidas y con 
la misión que le ha sido encomendada por el Parlamento 
de Andalucia. Este tratamiento ha venido impuesto, 
además, de un lado, por la obligación moral de la Institu- 
cirk de no fomentar un falsa idea de sus posibilidades, 
creando expectativas destinadas previamente a la frus- 
tración; y, de otro, por la ineludible necesidad de no oca- 
sionar a la Administración, ya de por si atosigada en oca- 
siones. entorpecimientos innecesarios, solicitando in- 
formes sobre asuntos o peticiones que han recibido trá- 
mite y resolución ajustados a derecho. 

Análisis de las quejas investigadas y cerradas 
correspondientes al año 1986 

1. Introducción 

El art l.‘, de la Ley 9/83, de 1 de diciembre, regula- 
dora de esta Institución del Defensor del Pueblo andaluz, 
establece el ámbito general de sus competencias, limi- 
tándolo a la supervisión de la Administración autonó- 
mica. coordinando sus funciones con las del Defensor 
del Pueblo designado por las Cortes Generales, pres- 
tando su colaboración cuando le sea solicitada y reca- 
bándola de aquel a los mismos efectos. En el mismo sen- 
tido, se pronuncia el art. 10, precisando que sus atribu- 
ciones se extienden a la actividad administrativa de los 
miembros del Consejo de Gobierno, autoridades admi- 
nistrativas, funcionarios y cualquier persona que actúe 
al servicio de la Administración autonómica de Andalu- 
cia. 

En consecuencia, se han remitido al Defensor del 
Pueblo estatal todas aquellas quejas que afectan a orga- 
nrsmos dependientes de la Administración central, 
aunque las dependencias correspondientes radiquen en 
esta Comunidad Autónoma. Igualmente, se le han en- 
viado las quejas que se refieren a cuestiones cuya reso- 
lución no sea competencia de esta Comunidad Autó- 
noma por no haberse transferido las competencias co- 
rrespondientes. 

En la siguiente relación se especifican los organismos 
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afectados por estas quejas, y el ntimero de estas corres- 
pondientes a cada uno de ellos: 

A estas 227 quejas recibidas a lo largo de 1986 hay 
que añadir las procedentes de los dos años anteriores, 
es decir, 2 de 1984 y 54 de 1985, que hacen un total 
de quejas remitidas. al Defensor del Pueblo estatal, de 
283. 

De estas 283 quejas remitidas, la Institución del De- 
fensor del Pueblo andaluz ha estado en permanente 
contacto co” el Defensor de las Cortes Generales y co” 
el interesado hasta la total resolución de su queja. en 
base al ati. 2.3, de la Ley 3611985, de 6 de noviembre, 
por la que se regulan las relaciones entre la Institución 
del Defensor del Pueblo y las figuras similares en las dis- 
tintas Comunidades Autónomas, por lo que ya hemos 
tenido conocimiento, comunickdoselo asi a los intere- 
sados. que han sido resueltas y cerradas a 31 de di- 
ciembre de 1986, 129 quejas de las 283 remitidas, 
quedando pues en tramitación 154 quejas. 

Se reseñan algunos ejemplos de quejas remitidas al 
Defensor del Pueblo estatal por las causas antes indi- 
cadas: 

Queja 73/84 

El remitente habia interpuesto recurso ante el Tribunal 
Económico-Administrativo Central contra el fallo del Tri- 
bunal Provincial de Contrabando de Huelva, cursado por 
conducto de la Delegación de Hacienda de Huelva. en 
fecha 25 de febrero de 1983, sin que hasta la fecha, 12 
de diciembre de 1984. hubiese tenido noticias de 
Madrid. 

Tras recabar los documentos necesarios para la trami- 
tación de su queja, fue enviada al Defensor del Pueblo 
de las Cortes Generales que. co” fecha 7 de julio de 
1986. nos informa que el recurso ha sido resuelto con 
fecha 1 1 de abril de 1986, habiendo sido notificado al 
interesado el 26 de dicho mes. 

Queja 223/85 

El interesado expone queja sobre la denegación de 
prestación de invalidez por causa de accidente de circu- 
lación ocurrido en periodo de permiso mientras amplia 
el servicio militar. 

Al ser el organismo afectado el Instituto Nacional de 
la Seguridad Social, y no estar transferido a la Comuni- 
dad Autónoma andaluza. se remitió al Defensor del 
Pueblo estatal, tras recabar del interesado la documen- 

tación necesaria. En fecha 3 de octubre de 1986, “os 
envía la resolución adoptada sobre el asunto. 

Queja 439/85 

La remitente “os exponia que en el año 1983 obtuvo 
una beca para estudios de 1.’ de B.U.P.. por la cuantia 
de 40.000 ptas. Percibió 20.000 ptas., y al dia de la 
fecha ( 1 O-6-85) no había recibido el resto. Habia reali- 
zado gestiones en la Consejeria de Educación y la Dele- 
gación provincial de Sevilla sin resultado. 

Al ser la convocatoria, adjudicación y revocación de 
las becas competencia del Ministerio de Educación y 
Ciencia. y las Comunidades Autónomas meras gestoras, 
( R.D. 650/85. de 19 de abril, B.O.E. de ll -5.85). se 
trasladó la queja al Defensor del Pueblo de las Cortes 
Generales, en fecha 24 de marzo de 1986; recibiendo 
posteriormente, el 10 de septiembre de 1986, informe 
sobre la resolución favorable del problema planteado. 

Queja 8 1 7/85 

El interesado “os exponía que. con fecha 5 de agosto 
de 1982, la Guardia Civil de Cádiz le había retirado un 
revólver Crossmannde aire comprimido. calibre 4’5. por 
haberse prohibido su uso, aunque tenía permiso de 
armas cortas y largas, y el arma de referencia estaba le- 
galizada. Había recurrido dos veces al Ministerio del Inte- 
rior, y en ambas se le habia contestado en sentido nega- 
tivo. 

Al afectar al Ministerio del Interior su problema, se re- 
mitió a Madrid, de donde recibimos, con fecha 16 de 
junio de 1986, informe acerca de la resolución adop- 
tada. 

Queja 845/85 

El reclamante se presentó a un concurso convocado 
por la Oficina de Educación y Ciencia del Gobierno Civil 
de Córdoba pare cubrir una vacante de profesor de 
inglés en un instituto de Formación Profesional. Aunque 
obtuvo la puntuación más alta, no se le adjudicó la plaza 
porque en las bases de la convocatoria se da preferencia 
expresa a los residentes en la provincia de Córdoba. Esti- 
maba que esta base viola el art. 139 de la Constitución, 
que establece para todos los españoles los mismos de- 
rechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del 
Estado. 

Al no estar transferido el instituto de Formación Profe- 
sional a la Comunidad Autónoma, y dado que el recla- 
mante habia presentado recurso ante la Dirección Gene- 
ral de Personal y Servicios del Ministerio de Educación y 
Ciencia, fue remitida esta queja a Madrid, en fecha 12 
de febrero de 1986, desde donde nos informan. con 
fecha 26 de junio de 1986, que trasladada la queja al Di- 
rector General de Personal y Servicios del Ministerio de 
Educación y Ciencia, e iniciadas las investigaciones 
oportunas, dieron como resultado la estimación del cri- 
terio sostenido por la Insitución del Defensor del Pueblo, 
con la adopción de las medidas administrativas necesa- 
rias que han dejado sin efecto la convocatoria de selec- 
ción de la plaza de inglés del I.F.P. en la medida que 
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puede vulnerar los arts. 14 y 103 de la Constitucidn. 
procediéndose a una nueva convocatoria en la que no 
figura corno mérito la residencia previa en la provincia. 

Queja 852/85 

El reclamante debia incorporarse a filas porque la Caja 
de Reclutamiento núm. 21 1 le había atribuido errónea- 
mente como fecha de nacimiento el 22 de noviembre 
de 1966, cuando su fecha de nacimiento era el 22 de di- 
ciembre del mismo ario. Este error habia motivado que 
el reclamante no hubiera sido declarado excedente de 
cupo, según el sorteo correspondiente. 

Al ser el organismo afectado el Ministerio de Defensa, 
se remitió a la Institución del Defensor del Pueblo, con 
fecha 17 de marzo de 1986, recibiendo la resolución 
con fecha 6 de junio. que fue trasladada al interesado. 

Queja ll 7/86 

El interesado nos expone la tardanza en la tramitación 
del expediente de jubilación del Convenio Hispano- 
Alemán. Al afectar al Instituto Nacional de la Seguridad 
Social, se remite a Madrid, con fecha ll de mayo de 
1986, informándonos posteriormente que se le habia 
reconocido al interesado el derecho a pensión de jubila- 
ción, notificando esta Institución la resolución al intere- 
sado. 

Queja 31 1/86 

El remitente había superado con calificación de sobre- 
saliente unas pruebas convocadas por el I.N.E.M. para 
ocupar una plaza de experto en albaiiileria en un Ayunta- 
miento. Al alcalde de ese Ayuntamiento se le comunicó 
que no habían sido aprobados ninguno de los presen- 
tados. En cambio. al interesado se le informó verbal- 
mente en las oficinas del I.N.E.M. que él no ocuparia esa 
plaza porque antes habían recibido una queja suya. 

A fin de completar datos, se le solicito copia de la noti- 
ficación de haber aprobado las mencionadas pruebas, a 
lo que respondió que no tenla en su poder tal documento 
porque se le había denegado. 

Teniendo en cuenta que el I.N.E.M. es un organismo 
autónomo dependiente del Ministerio de Trabajo y Se- 
guridad Social, y por tanto no transferido a la Comuni- 
dad Autónoma, y advirtiéndose que del escrito del inte- 
resado podría deducirse la existencia de irregularidades, 
se procedió a la remisión del expediente al Defensor del 
Pueblo del Estado, para su tramitación. si procedia. 
quien tras recabar el preceptivo informe del I.N.E.M. 
comprobó lo infundado de su pretensión. 

Queja 109 7/86 

El interesado exponia queja por la reducción de la 
cuantia de su pensión de invalidez como consecuencia 
del reconocimiento de otra pensión por la Seguridad 
Social alemana. 

Siendo el organismo afectado la Dirección Provincial 
del INSS en Córdoba, cuyes COmpetenCiaS no están 
transferidas a la Comunidad Autónoma. esta queja fue 
remitida al Defensor del Pueblo estatal. e IOS efectos 

procedentes, en fecha 12 de noviembre de 1986, co- 
municándonos este posteriormente su no admwballdad 
a trámite. 

CAPITULO IV 

BREVE EXPOSICION DE LAS QUEJAS MAS 
SIGNIFICATIVAS EN PROCESO DE INVESTIGACION 

Educación 

Queja 639/86 

Fue presentada por un grupo de licenciados en medi- 
cina que se matricularon para los C”wx monográficos 
de doctorado ( 13.000 ptas. por cursol, en una convo- 
catoria que no exigía un grado de licenciado. Posterior- 
mente, se les ofreció la alternativa de realizar los cursos 
monográficos con la condición de aprobar la tesis de li- 
cenciatura este aio, o renunciara los cursos con devolu- 
ción de las tasas académicas abonadas. El Vicerrecto- 
rado de Ordenación Académica de la Universidad 
denegó la segunda opción a los licenciados que asi lo 
han solicitado. 

Admitida la queja a trámite, el 12 de septiembre 
pasado, el Rectorado de la Universidad remitió informe 
sobre el caso. indicando que se habían presentado re- 
cursos de reposición por los interesados. incluyendo 
copia de las consultas efectuadas a los Servicios Juri- 
dicos del Estado para la resolución de tales recursos. De 
estas consultas. la segunda estaba atin pendiente de 
contestación. 

Por ello, este Institución. en cumplimiento de lo dis- 
puesto en el art. 17.2 de su Ley reguladora. suspendió 
sus actuaciones hasta que se dicte la correspondiente 
resolución a los recursos presentados. Se indicó a los re- 
clamantes que en el ceso de que se produjera una 
demora injustificada en dicha resolución, o con la deci- 
sión que en su día adopte el Rectorado entendieran que 
resultan lesionados sus legitimos intereses. podían diri- 
girse de nuevo a la Institución para iniciar, en su ceso, las 
actuaciones que fueran procedentes, sin que hasta la 
fecha de 31 de diciembre de 1986 se recibiera comuni- 
cación en uno ” otro sentido. 

Queja 735/86 

Puede constituir un caso tipico de silencio administra- 
tivo mal interpretado. 

La remitente, con fecha 3 de marzo de 1986, envió a 
la Dirección General de Personal una instancia expo- 
niendo las circunstancias, a su juicio anormales, de la 
provisión de la plaza de auxiliar administrativo de un ins- 
tituto de Bachillerato de la provincia de Córdoba. Tales 
cmm.tancias no contemplan la Disposición final pri- 
mera del Real Decreto 35011986, de 26 de febrero 
( 8OE de 22-21, y que hasta la fecha no ha recibido con- 
testación. 

Se admitió la queja a trámite. a estos solos efectos, y 
después de haber reiterado dos veces la necesidad de 
resolver expresamente. aún no se ha recibido respuesta 
alguna. 
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Queja 781/85 

Promovida por la Asociación de Padres de Alumnos 
de un colegio, debido a la instalación y funcionamiento 
de una estación de servicio a pocos metros del colegio. 

El centro escolar fue edificado en 1960, con capaci- 
dad para 470 alumnos. Varios años más tarde y en 
contra de la opinión de un barrio. se.construyó una gaso- 
linera. en terrenos situados dentro del campo escolar. En 
1974, en vista de la expansi8n de la ciudad hacia ese 
zo”a. con la consiguiente demanda de puestos esco- 
lares, hubo de ser ampliado el colegio, con un nuevo pa- 
bellón de seis aulas. En 1981 se edific.6 otra unidad. con 
lo que la capacidad total del edificio quedó en unas 700 
plazas, las cuales están cubiertas. 

Les instalaciones de la citada gasolinera están a muy 
pocos metros de las aulas. Tanto es asi, que cuando los 
camiones cisternas descargan carburante, todo el cole- 
gio huele a gasolina, lo que produce en algunos chicos 
náuseas y vómitos. Todo ello crea un clima de inseguri- 
dad y temor en la comunidad. 

Los reclamantes han hecho toda clase de gestiones, 
ante el Ayuntamiento, Ministerio de Educación y Ciencia, 
Junta de Andalucia. Ministerio de Industria, Sanidad, 
etc., con el resultado de que el Ayuntamiento no conce- 
dió prórroga a los adjudicatarios del negocio, al expirar 
la concesión. y estos recurrieron al Tribunal Supremo. El 
asunto está suLh¡udicedesde hace varios años y la gaso- 
linera continúa funcionando. 

Entienden que el problema está en via muerta. Nadie, 
según parece, podrá auxiliarlos, y mientras tanto hay un 
peligro real y constante para 700 niños y 20 profesores, 
que realizan mensualmente prácticas de desalojo del 
edificio, como única via de posible salvación en ceso de 
catástrofe. 

A la vista de lo anteriormente expuesto, se solicita de 
los interesados una ampliación de datos, consistente en 
copia de la sentencia de 31 de enero de 1979 del Juz- 
gado de Primera Instancia, en que se declara haber lugar 
al desalojo de la gasolinera, puesto que los reclamantes 
aludían a ella en la documentación que adjuntaban; in- 
formación sucinta sobre los recursos presentados por el 
propietario con anterioridad al recurso ante el Supremo. 

Los reclamantes no remitieron la ampliación de datos 
solicitada. En cambio comunicaron que con anterioridad 
habian presentado queja ante el Defensor del Pueblo de 
las Cortes Generales, adjuntando su resolución defini- 
tiva, que cerraba el expediente al efecto, sin hallar irregu- 
laridad alguna. También acompañaban copia de un es- 
crito de la Asociación, contestando que el informe emi- 
tido por el Ayuntamiento, en el que se basa la resolución 
definitiva del expediente, contiene un error importante, 
ya que no se refiere a la gasolinera en cuestión, sino a 
otra que está situada en otro lugar. 

A la vista de estos datos, se solicitó nuevo informe al 
Ayuntamiento, que, después de los reiteros espaciados 
suficientemente. comunicó que, consultados los 
archivos de la Sección correspondiente. no se han en- 
contrado antecedentes relativos a solicitud de licencia 
pare la instalación de la mencionada industria. descono- 
ciándose si estadispone o no de algún tipo de autoriza- 
ción municipal como la que se cita en el escrito del De- 
fensor del Pueblo andaluz, de 9 de abril de 1986, al indi- 
car que utras varias gestiones de la Asociación de 

Padres de Alumnos, el Ayuntamiento no concedió la 
prórroga de concesión, al terminar ésta...» 

»Por otra parte. girada visita de inspección a la activi- 
dad, por técnicos de esta unidad administrativa los dias 
16 de mayo y 16 de octubre, se ha constatado que la ti- 
tularidad de la industria pertenece a A.L.R.; sin que en 
ningtin momento se haya aportado documentación 
alguna relativa a la licencia municipal de apertura; ale- 
gándose, por los empleados, que tal documentación se 
encuentra en las oficinas centrales». 

Ante lo expuesto en el informe. se proyecta una entre- 
vista con el Concejal encargado de esta área, pare expo- 

nerle los pormenores del asunto en cuestión y abordar 
su solución. 

Queja 843/86 y SS. 

Durante el mes de agosto, el pasado año tuvieron en- 
trada en esta Institución cuarenta y siete escritos de 
queja. remitidos todos ellos por alumnos o padres de, 
alumnos residentes en el Colegio Mayor Hernando 
Colón, perteneciente a la Universidad de Sevilla. 

Todas estas quejas venian motivadas por un oficio de 
la Dirección del Colegio Mayor, mediante el que se co- 
municaba al alumno-residente la denegación de readmi- 
sión pera el presente curso académico 1986-87, en 
cumplimiento de un acuerdo de la Junta de Gobierno de 
la Universidad de Sevilla, que se transcribia textual- 
mente. estipulando «un único año de permanencia en el 
mismo con objeto de multiplicar su oferta a un mayor 
número de alumnos con la seguridad de que este año 
sea una solución inmediata para que los colegiales no re- 
sidentes en el municipio se adapten al nuevo entorno 
donde realizasen sus estudios». Esta medida iba dirigida 
a la erradicación de las unovatadas>). que venían produ- 
ciándose cada año al comienzo del curso y que ocasio- 
naron un grave accidente a un alumno, corno conse- 
cuencia del cual sufrió fractura de una vértebra. 

Por su parte, los reclamantes alegaban en defensa de 
sus derechos la extemporaneidad de la medida, que se 
adoptó como consecuencia de hechos ocurridos a prin- 
cipios del anterior curso académico, y que se producía 
en una fecha en que no era fácil encontrar nueva resi- 
dencia. De otra parte, entendían que la adopción de esta 
medida con carácter generalizado incluia precisamente 
a los residentes que fueron victimas de los hechos que 
la han ocasionado, e incluso a los que no se vieron impli- 
cados en ellos. Asimismo, afirmaban que tal medida es 
contraria a los fines del Colegio Mayor. especificados en 
el art. 195 de los Estatutos de la Universidad de Sevilla. 

Hasta aqui los hechos, tal corno so” expuestos por 
los reclamantes, y las alegaciones en que se fundamen- 
tan sus quejas. 

Con fecha 21 de agosto, estos escritos fueron admi- 
tidos a trámite, estimándose que reunian los requisitos 
formales establecidos en el art 54 de la Constitución Es- 
pariola y en los arts. 10 y 1 1.1 de la Ley 9i83, de 1 de 
diciembre, del Defensor del Pueblo andaluz. En conse- 
cuencia, se solicitó del Rectorado de la Universidad de 
Sevilla el preceptivo informe, previsto en el art 18.1 de 
la mencionada Ley. 

El análisis del informe pone de manifiesto el origen, 
desarrollo y consecuencias de los hechos, pero no se re- 
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plica a las alegaciones de los reclamantes. Incluso el in- 
forme de la Comisión de Información del Rectorado se 
limita a recomendar la abolicibn de las «novatadas». 
pero sin llegara delimitar responsabilidades individuales. 
haciendo recaer la responsabilidad en la normativa que 
rige el Colegio. pero sin fundamentarse esta afirmación. 

En cuanto a la no admisión de los residentes del 
pasado curso 1985.86, puede interpretarse como im- 
posición de una sanción colectiva. decidida por la impo- 
sibilidad de determinar responsabilidades individuales, y 
al haber declarado al Rector los representantes de los 
alumnos que todos eran solidariamente responsables de 
los hechos ocurridos. Afirmación esta que fue matizada 
por el Director del Colegio Mayor en el sentido de que 
los que se solidarizaron fueron los antiguos alumnos, no 
los nuevos. Es improbable. evidentemente. que los 
alumnos que fueron victimas de las novatadas se co- 
rresponsabilizaran; además de que un acuerdo de esta 
indole tomado ptiblicamente en asamblea no garantiza 
suficientemente la libertad individual para aceptar o no 
esa responsabilidad. En cualquier caso, no consta que 
haya existido un procedimiento previo a la sanción que 
garantice un grado minimo de objetividad en su aplica- 
ción. y se ha recurrido a un sistema expeditivo, con 
riesgo de arbitrariedades, en el sentido de que se trata 
por igual a los sujetos activos y pasivos de las novatadas 
y a los que se mantuvieron al margen de tales prácticas, 
que sin duda habrin sido numerosos. 

Por todo lo anteriormente expuesto, se estimó que. 
de conformidad con lo dispuesto en el ati. 29 de la Ley 
9:83. de 1 de diciembre, en relación con el art. 22 de la 
misma Ley, procedia formular el correspondiente Recor- 
datorio legal, tomando como base, de una parte, la au- 
senc~a de procedimiento previo fnulla poena sine lege) 
y. de otra. el derecho de todo ciudadano a la presunción 
de inocencia. si no existe prueba cumplida de la realidad 
de una conducta reprochable. Derecho que tiene res- 
paldo explicito en el art 24.2 de la Constitución espa- 
ñola, y en el art. 9 del mismo Texto Constitucional, que 
establece la sujeción tanto de los ciudadanos como de 
los poderes públicos a la Constitución y al resto del orde- 
namientojuridico. 

Agricultura y Pesca 

Queja 949/86 

Fue presentada por un grupo de propietarios de 
tierras situadas en el término municipal de una localidad 
cordobesa, afirmando en su escrito que en el año 1985 
el IARA realizó un ensanche de un camino; para ello 
hubo de ocupar unos metros de tierra propiedad de los 
reclamantes y arrancar un número de olivos que, pei- 
cialmente, segtin informe que acompañan. están valo- 
rados en seiscientas mil pesetas. 

El 23 de diciembre de 1985, dirigieron escrito al IARA 
reclamando dicha cantidad. sin que hasta la fecha de 
presentación de la queja obtuvieran respuesta. 

En consecuencia, y en cumplimiento de lo previsto en 
el att 18.1 de la Ley 9183. de 1 de diciembre, del De- 
fensor del Pueblo andaluz, se solicitó del IARA el precep- 
tivo informe inicial de la investigación correspondiente. 

Con fechas 4 de junio y 7 de octubre de 1986. se soli- 
cito informe del IARA. sin que a 31 de diciembre de 
1986 se produjera respuesta alguna. 

Cultura 

Exponia una reclamación por demora da la Consejeria 
de Cultura en abonar al remitente los intereses de 
demora de un trabajo de enmarcado, por valor de 
2.364.000 ptas., que fue entregado el 12 de febrero de 
1986 y cobrado el 17 de junio de 1986. Se le adeuda 
además parte del IVA. 

En agosto del pasado año dirigió un escrito a la Direc- 
ción General de Bienes Culturales reclamando estas can- 
tidades. sin haber recibido contestacik Se solicitó el in- 
forme correspondiente en noviembre de 1986, no ha- 
biendo recibido la información interesada a 31 de di- 
ciembre de 1986. 

Quejas 140/86, 149/86, 155/86, 158/86, 582186. 
Medio Ambiente 

Diversos grupos ecologistas y algunos particulares 
denuncian en la Institución el grado de contaminación 
que produce el rio Monachil, en la provincia de Granada, 
por causa de los vertidos que la estación invernal Soly- 
nieve realiza a dicho rio sin depurar, ya que al parecer no 
funciona la depuradora instalada para aguas residuales 
de dicho complejo turistico. 

Admitida a trámite. se solicitó informe a la Agencia de 
Medio Ambiente. La Delegación provincial de este orga- 
nismo remite copia de toda la documentación que dis- 
pone sobre el problema de la contaminación del rio Mo- 
nachil. 

De la documentación aportada se desprende lo si- 
guiente: 

ai El problema de la contaminación del rio tiene su 
origen en la ausencia de depuración delos residuos 
de la estación Solynieve, previamente a su vertido 
al rio. 

61 En diciembre de 1969. se inicio por el M.O.P.U., a 
través de la Confederación Hidrográfica del Gua- 
dalquivir, la instalación de una depuradora para 
aguas residuales de tipo aerobio, mediante sistema 
de oxidación total por aire comprimido; esta insta- 
lacion se terminó en 1975. 
En julio de 1980. se efectúa la recepción provisio- 
nal de las instalaciones. aunque de hecho no llegó 
a ponerse totalmente en funcionamiento. ya que la 
obra e instalaciones no estaban totalmente con- 
cluidas. 
Por otra parte, y de modo simultáneo, la empresa 
CETURSA l empresa titular) no podia recibir la de- 
puradora, dado su carácter de empresa privada, y 
el Ayuntamiento de Monachil, en cuyo término 
municipal está instalada la estación. no aceptaba 
la recepción por varias causas: 1) no recibir la ges- 
tión de la estación invernal; 2) no contar, ni recibir 
co” la obra, personal cualificado para control y 
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mantenimiento de las instalaciones y, 3) no contar 
con medios económicos para el mantenimiento 
energético y de personal, etc. En consecuencia, 
esta depuradora. al igual que otras de la provincia 
de Granada no está en funcionamiento. 

cl En el problema expuesto tienen competencia di- 
versas Administraciones: autonómica, estatal y 
local; por ello. se estimó conveniente instar la ne- 
cesaria coordinación de todos los organismos 
afectados para una rêpida y eficaz solución del 
problema. 
Esta coordinación se debia asumir por la Consejeria 
de Obras Públicas y Transportes; de ahi que se di- 
rigiera el correspondiente escrito a dicha Conseje- 
ria solicitando su intervención. y rogando infor- 
mase a la Institución de las acciones que se lleva- 
sena cabo por la misma. 

A 31 de diciembre de 1986, continúa la tramitación 
de la queja, al estar pendiente de contestación por parte 
de la Administración. Sin embargo, podemos anticipar 
que, en el momento de redactar este informe, se ha reci- 
bido contestación de la Consejeria informando sobre las 
actuaciones llevadas a cabo para poner en funciona- 
miento la depuradora de la estación invernal e iniciar asi 
el control del foco de contaminación del rio Monachil. 
extremos que serán objeto de examen en el próximo in- 
forme del año 1987. 

Se plantea escrito de queja ante la Institución por la 
decisión municipal en expediente de solicitud de aper- 
tura de un autoservicio. El reclamante solicita licencia 
para ejercer comercio al por menor de toda clase de ar- 
ticulos. y el Ayuntamiento le concede licencia para el 
ejercicio de venta menor de toda clase de productos ex- 
cepto carnes. mientras se tramita la licencia definitiva; 
con esta resolución entiende que se lesionan sus de- 
rechos constitucionales y se le causa un grave pernocto 
económico. 

Se acuerda admitir a tr.k%te la queja por las siguientes 
razones: 

1. El Reglamento de Servicios de las Corporaciones 
focales (Decreto de 17 de junio de 1955). en su 

art 22.1 dispone: «Estará sujeta a licencia la aper- 
tura de establecimientos industriales y mercan- 
til&». 
La intervenci8n municipal tenderá a verificar si los 
locales e instalaciones relínen las condiciones de 
tranquilidad. seguridad y salubridad. y las que, en 
su caso. estuvieren dispuestas en los planes de UT- 
banismo debidamente aprobados. 
Este articulo hay que ponerlo en relación co” lo 
que establece el Reglamento de Actividades Mo- 
lestas (Decreto 2414!1961. de 30 de noviem- 
bre) , sobre el rbgimen juridico y el procedimiento 
para concesión de licencias. arte. 29 y siguientes; 
concretamente el art. 30, en el que se recoge la tra- 
mitación municipal de las, licencias para el ejercicio 
de estas actividades. 

De ambas disposiciones se desprende que la notifica- 

ción del Ayuntamiento sobre la concesión de licencia 
provisional limitada no es en principio correcta. 

El Ayuntamiento afectado emite informe en respuesta 
a la petición de la Institución, desprendiéndose de su es- 
crito lo siguiente: 

Que. efectivamente. la autoridad municipal es 
consciente de la irregularidad cometida con la con- 
cesión provisional de licencia, limitando la posibil- 
dad de venta de carnes en el supermercado del re- 
clamante. 
Que. en principio, no está la Alcaldia dispuesta a 
rectificar su criterio, que atenta no sólo contra los 
preceptos constitucionales, sino contra la norma- 
tiva de régimen local. 

A la vista del contenido de este escrito, la Institución 
procede a formular sugerencia al Ayuntamiento, de con- 
formidad con lo dispuesto en el art 29, de la Ley 
9/1983, en los siguientes términos: 

1. La libertad de empresa es un derecho consagrado 
constitucionalmente y que sólo puede ser limitado 
por ley en sentido formal. Las limitaciones y obliga- 
ciones concretas que puedan imponerse a este de- 
recho deben realizarse en el respeto al contenido 
esencial de la libertad empresarial. 
Se vulnera el principio de igualdad en el ejercicio del 
derecho de libre empresa. y se discrimina por razón 
del lugar en que se ejerce la actividad empresarial 
con una licencia como la concedida. 
Sólo la violación por ley del derecho de libertad de 
empresa puede ser combatida mediante el recurso 
de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucio- 
nal, aunque éste no es el caso que nos ocupa al tra- 
tarse de un mero acto administrativo. Por otra parte. 
este derecho no constituye un «derecho fundamen- 
tal» 1 en el sentido estricto) , ni la libertad de empresa 
una «libertad pública», y. en consecuencia, no cabe 
que cualquier ciudadano recabe la correspondiente 
tutela ante los tribunales ordinarios por un procedi- 
miento preferente y sumario, ni que interponga re- 
curso de amparo ante el Tribunal Constitucional, 
con lo que se dificulta enormemente la tutela de los 
tribunales como se indica en esa Alcaldia. 

Il. Por otra parte, el Reglamento de Servicios de las 
Corporaciones Locales 1 Decreto de 17 de junio de 
1955) dispone lo siguiente: 

Articulo 18: 
1) La intervención en materia de abastos se dirigira a 

asegurar la libre competencia corno medio de pro- 
curar la economia en los precios. 

21 Los Ayuntamientos sancionaran cualesquiera for- 
mas de actuación encaminadas a impedir o dificul- 
tar la libertad de tr$fico. 

A la vista de este precepto. hay que estimar que la ac- 
tuación municipal no debe propiciar ni defender prác- 
ticas restrictivas a la libertad de empresa. no sólo por 
mandato constitucional, sino también por imperativo de 
la legislación local. 

III. Respecto a las licencias, el mismo Reglamento 
dispone en su art. 22: 

1, Estari sujeta a ,icencia la apertura de establecl- 
mientos industriales y mercantiles. 



2) La intervenci&~ municipal tendera a verificar si los 
locales e instalaciones reúnen las candiciones de 
tranquilidad, seguridad y salubridad y las que, en su 
caso. estuvieran dispuestas en los planes de urba- 
nismo debidamente aprobados. 

Este articulo hay que ponerlo en relacibn con lo 
dispuesto en el Reglamento de Actividades Mo- 
lestas (Decreto 241411961, de 30 de junio) , 
sobre el régimen juridico y el procedimiento para 
concesión de licencias. art 29 y siguientes. con- 
cretamente el art 30, en el que se recoge le tra- 
mutación municipal de las licencias para el ejerci- 
cio de estas actividades. 
De ambas disposiciones se desprende que la noti- 
ficacibn del Ayuntamiento sobre la concesión de 
licencia provisional limitando la venta de carne no 
perece, en principio. correcta. 
Esa Alcaldía reconoce en su escrito que no tiene 
defensa legal una practica restrictiva corno la que 
nos ocupa. Entendemos que no perjudica al muni- 
clpno una mayor competencia en la venta de 
carnes. ni tiene por qué verse alterada la buena 
calidad de los productos con el aumento de los 
puntos de venta. Si efectivamente las carnes de 
ese localidad gozan de merecida fama por su cali- 
dad, es indudable que los nuevos detallistas irán 
a proveerse a las fuentes que suministran los 
mercados locales, con lo que. en principio, esa Al- 
caldía no debe temer un abastecimiento de peor 
calidad para los habitantes del municipio 

IV. Como síntesis de todo lo expuesto, y una vez 
más en el ejercicio de las facultades que nos 
están conferidas por los arts. 28.1 y 29.1 de la 
Ley 9183. se sugiere la conveniencia de modificar 
los criterios seguidos en la concesión de licencia 
para el ejercicio de venta menoren autoservicio. 

Se está a la espere de una respuesta a esta sugerencia 
por parte de la Corporación municipal. 

Queja 55X36. Cable de alta tensión 

Una asociación de vecinos solicita la intervención de 
le Institución ante la decisión de la Corporación munici- 
pal de variar el tendido de un cable de alta tensión. ha- 
cikndolo pasar por el parque público de la barriada, lo 
que entienden constituye un peligro para los vecinos de 
dicha barriada. Esta queja, pendiente en el año 1986. ye 
aparecía -7flejada en el informe del año anterior. 

Admitida a trámite la queja, se solicita informe al 
Excmo. Ayuntamiento de Sevilla sobre el cambio de em- 
plazamiento del tramo de la linea de alta tensión de 50 
KW. a su peso por la barriada de San Diego. Como con- 
testación a nuestra petición. el Ayuntamiento nos envió 
el correspondiente informe. el dia 2 de octubre de 
1985. 

Para comprobar la tramitación del expediente, se 
estimó necesario personarse en las oficinas de la Dele- 
gación de Infraestructura y Equipamiento Urbano, g”a”- 
dose la correspondiente visita el dia 21 de octubre. Del 
examen del expediente tramitado se comprueban las 
fases descritas en el informe remitido por el Ayunta- 

miento. y concretamente el Informe de la Gerencia de 
Urbanismo. de 3 de julio de 1984; el Proyecto elabo- 
rado por la Cía. Sevillana de Electricidad; el Acuerdo Ple- 
nario de 26 de julio de 1984, asi como la resolución de 
la Delegación en Sevilla de la Consejeria de Economia e 
Industria concediendo autorización administrativa para 
la instalación eléctrica y declarando la utilidad pública de 
la misma. 

El 22 de octubre de 1985, se solicitó de la mencio- 
nada Delegación información sobre la posible presenta- 
ción de alegaciones, en la fase de informac¡& pública. 
del expediente instado por la Cia. Sevillana de Electrici- 
dad, S.A., comunicando la Delegación, con fecha 7 de 
noviembrede 1985 la presentación de alegaciones. 

En el mes de diciembre de 1985, esta Institución 
tomó el acuerdo de solicitar un informe técnico a un 
equipo de ingenieros industriales pare analizar la situa- 
ción actual de la linea en cuestión y aportar posibles al- 
ternativas a seguir, para dar respuesta a las demandas 
planteadas por los vecinos. 

Recibido el informe técnico, se procedió a su estudio, 
dándose traslado del mismo al Delegado de Infraes- 
tructura del Ayuntamiento de Sevilla, solicitando una 
reunión para proceder a un estudio conjunto del informe. 
Dicha reunión se celebra el 3 de junio de 1986, con asis- 
tencia de representantes de esta Institución. los inge- 
nieros que elaboraron el informe y representantes del 
Ayuntamiento. comprometiéndose el Concejal delegado 
a informar sobre las propuestas del informe. asi corno a 
estudiar una solución conjunta, dentro del P.G.O.U., para 
las instalaciones aéreas eléctricas más próximas al 
casco urbano. Este informe se remitió el 7 de noviembre 
de 1986, sin respuesta a 31 de diciembre. fecha de 
cierre de este memoria. 

Queja 830/85. Defic;enc;as en construcción de vi- 
viendas 

Un grupo de vecinos denuncia graves deficiencias en 
la construcción de viviendas sometidas al régimen de 
protección oficial. Estas irregularidades se comunicaron 
en su dia a la Delegación de Obras Públicas y Trans- 
portes de Córdoba, y motivaron los correspondientes 
expedientes, en los que se ordenaba a la promotora la 
ejecución de determinadas obras. Según los afectados. 
superados ampliamente los plazos fijados, no se han Ile- 
vado a cabo las obras ordenadas por la Administración. 

Admitida a trámite la queja, se solicita informe de la 
Delegación provincial de la Consejeria. sobre los expe- 
dientes tramitados por deficiencias en la construcción 
de las viviendas. La Delegación remite el informe solici- 
tado, en el que nos comunica lo siguiente: 

. ..se pudo comprobar la inexistencia de deficiencias 
constwctivas que por su entidad pudieran justificar. a 
nuestro juicio. la actitud del denunciante y sus afirma- 
ciones, puesto que el estado de la edificacibn era bkica- 
mente normal, al margen de determinadas deficiencias 
puntuales ya subsanadas suficientemente a juicio de 
nuestros servicios thcnicos. y de una situaciBn clera- 
mente inadecuada de los espacios libres de edificación, 
pero que no constderamos Imputable al promotor, 
habida cuenta del espacio de tiempo transcurrido desde 
la calificaci~” definitiva de las viviendas y de que el “so. 
mantenimiento y conservación de dichos espacios. res- 
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ponsabilidad exclusiva de las comunidades de propieta- 
rios. no ha sido, evidentemente, el correcto y adecuado, 
y ello sin menoscabo de que por esta Delegac¡& provin- 
cial se estén aplicando en las actuaciones al respecto, 
producidas desde las transferencias relativas a nuevas 
promociones. criterios tendentes a propiciar una clara 
mejora de las condiciones funcionales de estos espacios 
libres privados. 

Por todo lo expuesto. y teniendo en cuenta el conte- 
nido de la documentación e informes que se acomparian. 
esta Delegación provincial resolverá con inmediatez. una 
“ez se subsane la deficiencia puntual de urbanizacitin 
que se recoge en el último informe técnico. en el sentido 
de archivar las actuaciones. para que por el denunciante. 
en Su caso. se interpongan los recursos procedentes. 
habida cuenta de que en sus &imos escritos insiste en la 
existencia de deficiencias, imputables al promotor, que 
no han sido debidamente subsanadas. valoraci0n que 
evIdentemente no se justifica a juicio de esta Delegación 
pKWinCi.9l. 

Este informe se traslada a los interesados por si apre- 
ciasen en el mismo algún elemento que, a su juicio, no 
Se adaptase a la realidad, poniéndolo en conocimiento 
de la lnstitucik 

En respuesta a este escrito, los reclamantes remiten 
un amplio documento aportando nueva documentación 
sobre su expediente; persistiendo en sus denuncias y 
mostrando su disconformidad con la res’olución acor- 
dada. ya que estimaban que el informe emitido por la 
Delegación sobre los desperfectos no se ajusta a la reali- 
dad. 

En consecuencia. y a la vista de la nueva documenta- 
ción, la Institución consideró necesaria otra actuación, 
consistente en la elaboracien de un informe técnico por 
“” arquitecto. sobre la existencia o no de deficiencias en 
la construcción. 

En el momento de redactar este informe se ha proce- 
dido a acometer esta nueva actuación. 

Queja 680/85 

El Presidente del Comité de Personal de los Funciona- 
rios de la Diputación Provincial de Granada acude a la 
Institución denunciando el incumplimiento de los 
acuerdos suscritos entre el Gobierno provincial y los fun- 
cionarios; asi coino los daños que sufrió el despacho 
destinado por la Corporación al Comité de Personal, de- 
sapareciendo la mesa y la documentación que habia en 
el mismo. Han puesta, por escrito, los hechos anteriores 
en conocimiento deI Presidente de la Diputación. sin ob- 
tener respuesta. 

En el trámite de la queja presentada, se solicitó e los 
interesados que documentasen y concretasen el conte- 
nidode su queja. 

El día 2 de enero de 1986. tiene entrada nuevo escrito 
de los interesados. concretando el contenido del ante- 
rior, remitiendo documentación y comunicando nuevos 
incidentes con motivo de la convocatoria de huelga in- 
definida a partir del 13 de diciembre de 1985. En dicho 
escrito se denuncian las siguientes irregularidades r”- 
metidas por la Diputación Provincial: 

1. Incumplimiento de un acuerdo en materia socio- 
económica suscrito entre el Comité de Personal y 
la Corporación provincial; dicho acuerdo se some- 

tió a la aprobación de la Comisión de Gobierno, 
sesión de 23 de abril de 1985, y fue igualmente ra- 
tificado por el Pleno provincial el dia 26 de abril de 
1985. 
Desmantelamiento de la sede social del Comité 
de Personal. desapareciendo el mobiliario, docu- 
mentos, papel timbrado y sello del Comité. 
Limitación de los derechos sindicales, tras la for- 
mulación del preaviso de huelga, al establecer a 
destiempo, sin negociaciones y con gran amplitud. 
los se~icios minimos. 
Limitan el acceso del Comité de Huelga al centro 
de trabajo denominado Diputación-Mesones, Ik- 
gando incluso al intento de agredir a un miembro 
del citado Comité por el Vicepresidente primero. 
Contrataciones elevadas para suplir al personal de 
huelga. 
Coacción al derecho de huelga al no abonara los 
funcionarios en huelga los haberes de diciembre y 
extra; coaccionando para ello al interventor de 
fondos de la Excma. Diputación. que dudaba de la 
legalidad de la medida. ya que rompia la tradicional 
unidad de nómina de la Administración provincial. 

El Presidente del Comité de Personal y del Comité de 
Huelga remite telegrama el día 13 de enero de 1986, so- 
licitando la intervención urgente del Defensor en la cues- 
tión planteada. Ello motiva la decisión de poner en prác- 
tica las previsiones del art. 19.2 de la Ley del Defensor 
del Pueblo andaluz, sobre comprobaciones o investiga- 
ciones in situen la tramitación de una queja. 

De las entrevistas mantenidas en la visita, asicomo de 
la documentación aportada, se pudo concluir lo si- 
guiente: 

al El origen del conflicto que da lugar a la cowocato- 
ria de la huelga se remonta al año 1983, cuando la 
Corporación aplica la normativa dictada 1 Decreto 
2 1 111981) para las retribuciones de los funciona- 
rios de Administración local. pero esta cuestión es 
ya objeto de recursos contencioso-administrativos 
y no se plantea frontalmente. sino que subyace en 
las cuestiones conflictivas. 

bl El objeto de la queja se concreta en dos cuestiones 
fundamentales: 

1. Incumplimiento de acuerdos tomados en Co- 
misión de Gobierno y en Pleno (abril de 
1985). 

2. Limitación de los derechos sindicales y coac- 
cones que impiden el ejercicio del derecho de 
huelga. 

A tenor de todo lo anterior, y sobre la base de unos li- 
mites precisos a la queja planteada. se procedió a solici- 
tar informe de la Diputación sobre las siguientes cues- 
tiones: 

1. El cumplimiento de los acuerdos de Comisión de 
Gobierno y Pleno. de 23 y 26 de abril, o la revoca- 
ción de los mismos a tenor de lo preceptuado en la 
vigente Ley de Bases de Régimen Local, art 53. y 
en los arts. 109 y siguientes de la Ley de Procedi- 
miento Administrativo. 

2. La asignación de un local adecuado como sede del 
Comité de Personal, en cumplimiento de lo dis- 
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puesto en la Resolución de la Dirección General de 
Administración Local, de 29 de enero de 1981, 
art 6.” 4: «Las Corporaciones locales facilitari% a 
los Delegados de Personal ya los Comités de Per- 
sonal los locales y medios materiales que se esti- 
men necesarios para el debido cumplimiento de 
sus funciones». 

3. El reparto de la partida presupuestaria del ejercicio 
de 1985. de 600.000 ptas., para los gastos de 
funcionamiento de las Secciones Sindicales. Que 
estas no se pongan de acuerdo en el modo de re- 
partir esa asignación. no parece una causa justifi- 
cada para el incumplimiento detectado. 

4. Anular los traslados que encubran represalias por 
participaren la huelga. 

En escrito de 6 de junio, contesta la Diputación a la pe- 
ticibn de informe de la Institución de fecha 29 de enero 
de 1986. En dicho escrito contesta a las cuestiones con- 
cretas que se le solicitaban. especificando lo siguiente: 

al Respecto al punto primero. no contestan a lo que 
se les preguntaba -el grado de cumplimiento de 
los acuerdos tomados en Comisión de Gobierno 
respecto al personal-, sino que se limitan a espe- 
cificar las medidas legales que son de aplicación a 
los incrementos en las retribuciones de los funcio- 
narios para los ejercicios 1985 y 1986. 
Igualmente incide el escrito en la aplicación. por 
parte de la Corporación. del Real Decreto 861186. 
de 25 de abril, sobre retribuciones a los funciona- 
rios de la Administración local, norma que entra en 
vigore” fechas posteriores. 
Con fecha 2 de mayo de 1986, la Corporación 
aprueba la plantilla y la correspondiente oferta pú- 
blica, dentro de las directrices de la Ley 30184, de 
2 de agosto, por lo que a este punto conflictivo se 
está en vias de solución dentro del marco legal. ya 
que lo acordado respecto a la promoción de los 
funcionarios, en los acuerdos de la Corporación de 
23 y 26 de abril, era de difícil realización por no 
ajustarse a las disposiciones legales en la materia. 

bl Respecto al punto segundo, las denuncias de des- 
mantelamiento del local destinado al Comit& de 
Funcionarios. no aporta nada sobre lo ocurrido y 
las medidas adoptadas. 

c) El punto tercero. reparto de subvención. si se ha Ile- 
vado a cabo co” el reparto de la cantidad consig- 
nada en los presupuestos para actividades sindi- 
Cd?S. 

dJ En el punto cuarto, se insiste en la inexistencia de 
traslados por los motivos de la huelga. En este ex- 
tremo, no parece muy ajustada la afirmación, ya 
que existe una funcionaria que ha presentado 
queja en esta Institución por un traslado tras los 
primeros días de huelga ( Exp. 36i86) 

A tenor del contenido de este informe. se acuerda for- 
mular Recordatorio legal a la Diputación Provincial. res- 
pecto a la obligación de toda Administración de cumplir 
los acuerdos que adopten sus órganos de gobierno. 

El Recordatorio legal se concreta en: 

La obligacibn de los Entes locales de ejecutar los acuerdos 
que adopten, ya que. a tenor de lo dispuesto en el art 5 1 de la 
Ley Reguladora de las Bases de Rigimen Local. «los actos de 

las Entidades locales son inmediatamente ejecutivos». detec- 
tandose el incumplimiento de los acuerdos tomados en Comi- 
sibnde Gobierno yen Plenode abril de 1985. 

Si la falta de m,rr”ativa plantea dificultades con la participa- 
ci8n efectiva de los &ganos de representación de los funcio- 
narios en la fijación de las condiciones de empleo, no es 
r”enos c,etio que al .asur”ir corno propios unos acuerdos, la 
Corporación provincial está obligada a su cumplimiento. 

No obstante, y dado el carácter estatutario da la relación 
funcionarial, la Corporaci8n y los funcionarios tienen limitada 
por ley gran parte de las condiciones de empleo. la carrera ad- 
mlnrstratl”a. etc. 

Todo lo anterior no debe justificar el incumplimiento de los 
acuerdos de la Entidad local. ya que en el art. 53 de la citada 
Ley de Bases se recoge la posibilidad de la revisi&, de sus 
actos por parte de las Corporaciones locales, las cuales 
deben ejecutar sus acuerdos. o bien revisarlos si no se ajustan 
a derecho. 

La Corporación debería revisar sus acuerdos. dar cuenta 
del grado de cumplimiento de los mismos, y si existe imposi- 
bilidad legal de llevara cabo algún punto concreto. declararlo 
asi. para dar por terminadaJa cuestión que ha desembocado 
en el actual conflicto. 

Por todo ello. y con el debido respeto. esta Institución. en 
e,ercuo de las facultades que le están conferidas en el art 29 
de la Ley Si83, de 1 de diciembre. por la que se rige. ditige a 
V.E. este Recordatorio legal por entender esta Institución que 
procederia. por ese Organismo Administrativo. se diese cum 
plimiento a los acuerdos que se adopten por sus Organos de 
Gobierno. o en su caso se proceda a la revocación de los 
mismos. a tenor de lo preceptuado en la vigente Ley de Bases 
de Régimen Local. art 53, y en los arts. 1 OS y siguientes de la 
Ley de Procedimiento Administrativo, de 17 de julio de 1958. 

Este Recordatorio legal no ha obtenido respuesta por 
parte de la Diputación Provincial. 

Queja 9 71/86. Contaminación delmedio ambiente 

Una coordinadora ecologista denuncia. ante la Institu- 
ción. el grave problema de contaminación que padecen 
las costas de Huelva por los vertidos de residuos de bi- 
óxido de titano, que realiza la empresa TIOXIDE. insta- 
lada en el polo industrial de Huelva. 

Admitida a trámite la queja, se solicita informe de la 
Agencia de Medio Ambiente en Huelva. La Delegación 
provincial remite escrito en contestación a la petición de 
informe. En dicho escrito se limita a describir el proceso 
de fabricación de la empresa TIOXIDE, las caracteristicas 
técnicas del vertido de los efluentes. Indica que los 
efluentes producidos por esta industria no reciben trata- 
miento de depuración antes de su vertido. Por último, se 
afirma que el efluente general es ácido para proceder a 
su vertido directo, y se aconseja, en consecuencia, su 
neutralización previa. asi como someter los efluentes 
del proceso a tratamiento. 

A la vista del contenido del documento que envía la 
AMA de Huelva, se pueden hacer las siguientes obsewa- 
CiOllf?S: 

al Se constata la elevada contaminación que la em- 
presa produce. 

bl La existencia de procedimientos técnicos que pue- 
den neutralizar los vertidos. 

CJ No se indica medida alguna que la Administración 
haya adoptado frente al problema; ningún expe- 
diente iniciado por contaminación; se limitan a 
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aconsejar la adopción de determinadas medidas, 

pero no queda claro a quién se lo aconsejan y si se 
va a poner en marcha algún mecanismo concreto. 

La Comunidad Autónoma atribuye a la Agencia de 
Medio Ambiente. creada por la Ley 611984, de 12 de 
junio, como Organismo Autónomo de carácter adminis- 

tratwo de la Junta de Andalucia. las competencias admi- 

mstratlvas en materia de protección y control de la cali- 

dad ambiental; la ejecución de la legislación del Estado 
sobre vertidos en aguas continentales y maritimas; asi 

como el control sobre la reglamentación del vertido de 

aguas residuales e industriales y las licencias de vertidos. 

Por todo lo expuesto. se consideró necesario realizar 
una visita a las costas de Huelva. Palos de la Frontera, 

asi como a la coordinadora ecologista que presentti la 
quela. y una representación de los marineros de Palos, 

ya que este colectivo habia presentado una queja ante el 

Defensor del Pueblo por un problema de la contamina- 
ción de las costas, y mantener una entrevista con el Di- 

rector Provincial de la AMA en Huelva. Estas entrevistas 

quedan pendientes para comienzos del año 1987. 

Queja 265186. Cementerio musulmán 

La Comunidad Islámica de Sevilla, a través de su presi- 
dente. solicita la intervención de la Institución para solu- 
cionar el problema con que dicha Comunidad se en- 

cuentra para poder realizar los ritos funerarios que le im- 

ponen sus creencias religiosas, al no contar con un lugar 

adecuado en el cementerio municipal. Han acudido al 
Ayuntamiento sin obtener respuesta a su escrito de 

2 de diciembre de 1985. 
Admitida a trámite la queja, se solicitó informe al 

Ayuntamiento de Sevilla. Dicha Corporación remite in- 
forme en el que se indica lo siguiente: 

En primer término, pare& obligado que por los servicios 
munlclpales del cementerio se hubiese informado previa- 
mente sobre la realidad de las afirmaciones de la solicitud a 
que nos venimos refiriendo. De todos modos, se nos comu- 
nica verbalmente, por los referidos sewicios. que el antiguo 
cementerio musulmin ha sido incorporado al cementerio ge- 
neral y que. por ello. no es posible ahora reintegrarlo a la Co- 
munidad Islimica. 

Con independencia de ello, entendemos que la Ley 49;78, 
de 3 de noviembre, sobre enterramientos en cementerios mu- 

nicipales. no establece obligatoriedad alguna en orden a la 
existencia de un cementerio separado para aquella Comuni- 
dad Islámica. pues tras establecer en su art 1.’ que dos 
ayuntamientos están obligados a que los enterramientos que 
se efectúen en sus cementerios se realicen sin discriminaciõn 
alguna por razones de religibn ni por cualquiera otrasu. de lo 
que ya resulta. claramente, que la idea de la ley es establecer 
un cemmterio único. En su art. 2.” aclara que «los ritos funera- 
r10s se practlcarin sobre cada sepullura de conformidad con 
lo dispuesto por el difunto o con lo que la familia determine». 
de lo que se deduce que lo único que hay que permitir a los 
musulmanes es que practiquen los ritos de su religi8n sobre la 
tumba de sus miembros; pero no. en forma alguna. que dis- 
pongan de un cementeric propio excIusivo. lo que. como 
antes deciamos. va Incluso contra el espíritu de la citada Ley 
49/78. 

Tras un estudio detenido del informe remitido, asi 
como de la documentación presentada por el presidente 
de la Comunidad Islámica. y contrastados dichos docu- 

menta con la normativa vigente en materia de libertad 

religiosa, Ley Orgánica 7’1983, de 5 de junio. y Ley 
4911978, de 3 de noviembre. de enterramientos en ce- 

menterios municipales, se formuló la siguiente recomen- 
dación al Ayuntamiento de Sevilla. a tenor de lo dis- 

puesto en el art 29.2 de la Ley 911983, reguladora del 
Defensor del Pueblo andaluz: 

El tema de la libertad religiosa se recoge en varias disposi- 
ciones. Asi, el Convenio Europeo para la Protección de los De- 
rechos Humanos y Libertades Fundamentales 1 Roma. 4 de 
noviembre de 19501, ratificado el 26 de septiembre de 
1979, establece en su art 9 lo siguiente: 

al. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensa- 
miento, de conciencia y de religik este derecho 
implica la libertad de cambiar de religi&? o de con- 
vicciones. asi como la libertad de manifestar su reli- 
gión o sus convicciones individual o colectiva- 
mente. en público o en privado. por medio del 
culto, la enseiianza, las prácticas y la observancia 
de los ritos. 

2. La libertad de manifestar su religión o sus convic- 
ciones no puede ser objeto de más restricciones 
que las que. previstas por la Ley. constituyen me- 
didas necesarias. en una sociedad democrática. 
para la seguridad pública, la protección del orden. 
de la salud o de la moral ptiblicas. o la protección 
de los derechos o las libertades de los demás)>. 

Igualmente, la Ley Orgánica de Libertad Religiosa establece 
en su art 2.1 blque la libertad religiosa y de culto garantizada 
por la Constitución comprende el derecho de toda persona a: 

<<Practicar los actos de culto y recibir asistencia religiosa de 
su propia confesión; conmemorar sus festividades; celebrar 
sus ritos matrimoniales; recibir sepultura digna sin discrimina- 
ción por motivos religiosos. y no ser obligado a practicar 
actos de wlto o a recibir asistencia religiosa contraria a sus 
convicciones personalesu. 

De la dicción de este precepto se deduce que las comuni- 
dades religiosas tienen derecho a celebrar los enterranxentos 
según sus creencias religiosas, sin más limite que el contenido 
en el art. 3.1 de la misma Lev: 

«El ejercicio de los derechos dimanantes de ia libertad reli- 
giosa y de culto tiene como linico limite la protección del de- 
recho de los demás al ejercicio de sus libertades públicas y 
derechos fundamentales, asi como la salvaguardia de la segu- 
rldad, de la salud. y de la moralidad pública, elementos consti- 
tutivos del orden público protegido por la Ley en el ámbito de 
una sociedad democrática». 

Pero esta protección de los derechos de los demis al ejer- 
cicio de sus derechos y libertades no debe interpretarse 
como un trato tgual para todos. ya que como ha sentado en 
reiterada jurisprudencia el Tribunal Constitucional, el principio 
de igualdad no significa un trato uniforme para todos, «sino 
que ante supuestos de hecho iguales deben serles aplicadas 
unas consecuencias juridicas que sean iguales tambii?n y que 
para introducir diferencias entre los supuestos de hecho tiene 
que existir una suficiente justificación de tal diferencia. que 
aparezca al mismo tiempo fundada y razonable. de acuerdo 
con los criterios y juicios de valor generalmente aceptados» 
1 Sentencia 49-l 982. de 14 dejuliol 

En el caso que nos ocupa. ofrecer un trato igual en el ce- 
menterio a esta Comunidad equivale a negarle la práctica de 
sus ritos e impedirle que puedan enterrar a sus miembros 
orientados hacia La Meca. como prescriben sus pr&ticas reli- 
giosas~ 
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Por otra parte. el limite derivado de la salvaguardia de la se- 
guridad, de la salud y la salubridad no se ve afectado por el 
establecimiento dentro del cementerio municipal de una 
zona. como puede ser la del anterior cementerio musulmin. 
que con una orientación a La Meca pueda ser destinada a esta 
Comunidad Isl6mica. Existen ya antecedentes eneste sentido. 
como es el cementerio hebreo en uso para la comunidad 
judia. 

Por todo ello. y a la vista de la normativa vigente. los po- 
deres públicas. en este caso el Ayuntamiento, deben promo- 
ver los medios necesarios para facilitar la prictica de los ritos 
religiosos en lo referente a 10s enterramientos. 

Con una actuación del Ayuntamiento en este sentido no se 
infringe el principio de igualdad. como parece desprenderse 
del informe emitido por el Letrado de ese Ayuntamiento. ya 
que la libertad religiosa para que sea ta, debe ser promovida 

por los poderes públicos, y establecer los ser.icios necesarios 
de asistencia religiosa a cada comunidad religiosa. Cuando el 
Ayuntamiento aborde la solución de esta demanda tiene que 
considerar como Único limite a esta petici6n. manifestación 
del principio de libertad religiosa. que la libertad religiosa no 
tiene mis limites que el orden público. que no se alteraria con 
la concesión de lo que se solicita por la Comunidad I46mica. 

Por todo lo expuesto. esta Institución espera que esa Cor- 
poración que preside estime la petición de laComunidad Isli- 
mica y nos comunique la decisión que adopte sobre el parti- 
cular. 

En fecha de cierre de esta memoria, a 31 de di- 
ciembre, nc~ se ha recibido respuesta del Ayuntamento 

ala recomendación formulada. 
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